
 

   

TITULO TREINTA_Y_DOS Código de Enjuiciamiento Civil de Puerto 

Rico 

Subtítulo 4 Ley de Procedimientos Legales Especiales 

§ 2241. Elevación a escritura pública de testamento hecho de palabra 
Un testamento hecho de palabra podrá elevarse a escritura pública a instancia 
de cualquiera de las partes siguientes: 
  (1). El que tuviere interés en el testamento. 

  (2). El que hubiere recibido algún encargo en el testamento. 

  (3). El que pueda representar legalmente a cualquiera de los que se encuentren en 

los casos comprendidos en los números anteriores. 

  (4). El que haya sido testigo del testamento. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 534. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, ñLey referente a procedimientos 

legales especialesò; Ley de Enj. Civil Espa¶ola, arts. 1943 y 

1944. 
    Codificación.  

La Regla 72 de Procedimiento Civil excluyó expresamente a los 

arts. 534 a 637 del Código de Enjuiciamiento Civil de las 

derogaciones efectuadas en el mismo, y por su inciso (2) 

dispuso que dichos artículos se conocerían en lo adelante como 

ñLey de Procedimientos Legales Especialesò. 

Los referidos artículos están clasificados bajo las secs. 2241 a 

2723, 2821 a 2838, 2951 y 2971 de este título. 

Además de dichos artículos, bajo este subtítulo fueron 

codificadas originalmente varias leyes reguladoras de 

procedimientos especiales que no forman parte de dicha ley, 

pero que se han mantenido en sus respectivos capítulos 

originales a fin de no alterar la distribución de este título. 
    Vigencia.  

El art. 85 de la Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, dispone: 
ñEsta Ley empezar§ a regir desde su aprobaci·n, quedando derogadas todas las 
leyes anteriores que la contradigan; pero seguirán vigentes los procedimientos 



 

   

especiales establecidos en el Código Civil, en la Ley Hipotecaria y su 
reglamento, y en cualquiera otra ley, en cuanto no est® previsto por la presente.ò 
§ 2242. Solicitud para que testamento se eleve a escritura pública 
La solicitud pidiendo que se eleve a escritura pública dicho testamento será 
presentada con la nota o memoria de las disposiciones orales del testador al 
tiempo de hacerse, si se hubiere tomado; los nombres de los testigos que deban 
ser examinados; del notario, si alguno hubiere concurrido al otorgamiento y por 
cualquiera causa no lo hubiere elevado a escritura pública, y una exposición del 
interés legítimo que tenga el que presente la solicitud. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 535. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 2; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1945. 
§ 2243. Citación de testigos y notario 
Una vez presentada la correspondiente solicitud, el Tribunal de Primera 
Instancia dictará providencia mandando comparecer a los testigos, y al notario 
en su caso, en el día y hora y el lugar que señale, bajo pena de desacato en 
caso de desobediencia. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 536. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 3; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1946. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
§ 2244. Penalidad por desobedecer citación; testigo incapacitado o ausente 
Si algún testigo o notario a quien hubiere sido notificada dicha providencia dejare 
de obedecerla, el juez dictará una orden mandando a arrestarle, y se procederá 
contra él en la forma establecida para desacatos. Cuando un testigo no pueda 
comparecer por hallarse enfermo o impedido, podrá solicitar el peticionario que 
el tribunal comisione a un juez o secretario de tribunal o notario público para 
recibir la declaración bajo su firma y juramento. Cuando un testigo estuviere 
ausente del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, podrá presentar su 
declaración en la forma prevista en los incisos (2) y (3) de la sec. 884 del Título 



 

   

4. Los testigos y el notario, en su caso, serán examinados separadamente, de 
modo que uno no tenga conocimiento de lo que hubiere declarado el otro. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 537. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 4; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1946 y 1947. 
    Codificación.  

ñIslaò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò a tenor con 

la Constitución. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
§ 2245. Evidencia de calidad de notario e identidad de testigos 
Deberá acreditarse la calidad del notario y la identidad de los testigos, si no 
fueren personalmente conocidos del tribunal. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 538. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 5; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1950. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
§ 2246. Declaración de testamento 
Resultando clara y terminantemente de las declaraciones que el testador tuvo el 
propósito serio y deliberado de otorgar su última disposición; que los testigos y el 
notario, en su caso, han oído simultáneamente de boca del testador todas las 
disposiciones que quería fuesen su última voluntad, bien lo manifestase de 
palabra, bien leyendo o dando a leer alguna nota o memoria en que se 
contuviese; que los testigos fueron en el número que exige la ley según las 
circunstancias del lugar y tiempo en que se otorgó y que reúnen las cualidades 
necesarias para ser testigo, declarará el juez como testamento lo que resulte de 
dichas declaraciones, sin perjuicio de tercero, y mandará protocolizar el 
expediente. Cuando resultare alguna divergencia en las declaraciones de los 
testigos, el juez aprobará como testamento aquéllas en que todos estuvieron 
conformes. 

History.   



 

   

ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 539. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 123, art. 6; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1953 y 1954. 
§ 2247. Prueba de testamento cuando testador haya consignado su voluntad por 
escrito 
Si la voluntad del testador se hubiere consignado por escrito, lo que de tal 
escrito resulte se tendrá como testamento, siempre que todos los testigos estén 
conformes en que el documento es el mismo que se escribió o presentó en 
aquel acto, aun cuando alguno de ellos no recordare cualquiera de sus 
disposiciones. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 540. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 7; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1952. 
§ 2248. Lugar de la protocolización; notario radicará copia certificada 
La protocolización se hará en los registros del notario que los interesados 
designen, y si no hubiese conformidad entre los mismos acerca de la 
designación, se hará ésta por el juez del tribunal. Dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la fecha en que se ordene la protocolización, el notario designado 
para hacerla deberá archivar en el Tribunal de Primera Instancia, libre de 
derechos arancelarios y previa providencia que a ese efecto dictará el juez a 
solicitud del propio notario, una copia certificada del expediente confiado a su 
custodia; Disponiéndose, que pasado dicho plazo sin que el notario haya 
cumplido con esta obligación, cualquiera de las partes a cuya instancia puede 
elevarse a escritura pública un testamento hecho de palabra podrá acudir al 
tribunal en demanda de que se cumpla este requisito. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 541; Abril 9, 1937, No. 20. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 8; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1955. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 



 

   

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Enmiendas  

      ð1937.  

La ley de 1937 enmendó esta sección en términos generales. 
Capítulo 193. De la Apertura de Testamentos Cerrados y Protocolización de Testamentos 
Cerrados y Ológrafos 

§ 2271. Presentación de testamento cerrado 
El que tenga bajo su custodia o en su poder algún testamento cerrado deberá 
presentarlo a la sala del Tribunal de Primera Instancia del lugar en que resida el 
testador al tiempo de su fallecimiento, y podrá exigírsele su presentación 
mediante solicitud dirigida al tribunal por alguna persona que tuviere 
conocimiento de haber sido otorgado o motivos fundados para creerlo. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 542; Agosto 9, 1998, Núm. 212, sec. 3. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 9; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1956 y 1957. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Enmiendas  

      ð1998.  

La ley de 1998 enmendó el rubro de este capítulo. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 9, 1998, Núm. 212. 
§ 2272. Examen del pliego contentivo del testamento 
El secretario del tribunal examinará el pliego que contenga el testamento y 
pondrá diligencia de su estado, describiendo minuciosamente los motivos, si 
algunos existieren, para creer que haya sido abierto o sufrido alguna alteración, 
enmienda o raspadura. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 543. 



 

   

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 10; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1958. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
§ 2273. Firma del que presenta el testamento 
El presentante del testamento firmará también esta diligencia con su nombre o 
señal que será atestiguado por uno o dos (2) testigos competentes elegidos por 
el secretario. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 544. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 11; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1958. 
§ 2274. Citación de notario y testigos; examen de testigos 
El secretario dará cuenta al tribunal, el cual, después de acreditar el fallecimiento 
del testador, acordará que el día siguiente, o antes, si fuere posible, se cite al 
notario autorizante y a los testigos testamentarios. Comparecidos los testigos, se 
les pondrá de manifiesto el pliego cerrado para que lo examinen y declaren bajo 
juramento si reconocen como legítimas sus firmas o señales y si lo hallan en el 
mismo estado que tenía cuando pusieron su firma. Si alguno de los testigos no 
supiere firmar y otro lo hubiere hecho por él, serán examinados los dos, 
reconociendo su firma el que la hubiere puesto. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 545. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 12; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1959 y 1960. 
§ 2275. Prueba de la firma de testigo ausente o fallecido 
La firma de un testigo que hubiere fallecido, o se hallare ausente, podrá 
acreditarse por alguno de los demás testigos presenciales o por dos (2) 
personas que conozcan su firma y la del testador. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 546. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 13; Ley de Enj. Civil 

Española, art 1962. 
§ 2276. Procedimiento en caso de fallecimiento del notario 
En el caso de haber fallecido el notario que autorizó el otorgamiento, el signo, 
firma y rúbrica del pliego o carpeta serán cotejados por el juez, asistido de 
peritos elegidos por él, con los estampados en la copia que debe existir en el 
registro especial de los testamentos cerrados. El tribunal podrá nombrar un 
abogado para hacer el cotejo con la asistencia de los peritos designados por el 
juez. Si el otorgamiento hubiere sido anterior a la ley del notariado, el cotejo se 
hará con otros sellos y firmas del mismo notario, reconocidos como legítimos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 547. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 14; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1963. 
§ 2277. Prueba del fallecimiento de notario y testigos 
Cuando el notario y todos los testigos hubieren fallecido, habrá que presentarse 
pruebas de las respectivas fechas de defunción, del concepto público que 
merecieran y lugar de su residencia al tiempo de otorgarse el testamento. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 548. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 15; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1964. 
§ 2278. Presencia de parientes en apertura del testamento 
Los parientes del testador en quienes pueda presumirse algún interés en el 
asunto podrán presenciar la apertura del pliego y lectura del testamento, sin 
permitirles que se opongan a la práctica de la diligencia, aunque presenten otro 
testamento posterior. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 549. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 16; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1965. 
§ 2279. Apertura y lectura del testamento 



 

   

Practicadas las diligencias, si resultare que se han guardado las solemnidades 
prescritas por la ley y quedare probada la identidad del pliego, el juez abrirá éste 
y leerá para sí la disposición testamentaria que contenga. Se suspenderá la 
apertura cuando en la misma carpeta hubiese dispuesto el testador que no se 
abra hasta una época especificada, en cuyo caso, el juez suspenderá la apertura 
hasta que llegue el plazo designado por el testador. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 550. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 17; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1966. 
§ 2280. Protocolización del testamento 
Verificada la lectura del testamento por el juez, lo entregará al secretario del 
tribunal para que lo lea en alta voz, a no ser que contenga disposiciones del 
testador ordenando que alguna o algunas cláusulas queden reservadas, en cuyo 
caso la lectura se limitará a las demás cláusulas. Leído el testamento, dictará el 
tribunal auto mandando que se protocolice, con todas las diligencias de la 
apertura, en los registros del notario que hubiere autorizado el acta de su 
otorgamiento y a falta de éste en los del notario que el tribunal designe. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 551. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 18; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1967 y 1968. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
§ 2280a. Procedimiento para la protocolización de testamentos ológrafos 
(1). Procedimiento después de la presentación y prueba de fallecimiento.ð  Presentado el 

testamento ológrafo y acreditado el fallecimiento del testador, el Tribunal de Primera 

Instancia procederá a su lectura en audiencia pública y en día y hora señalados al efecto, 

dentro del segundo día a más tardar, abriéndolo si estuviere en pliego cerrado, 

rubricándolo los jueces con el notario en todas las hojas y comprobando acto continuo su 

identidad por medio de tres (3) testigos que conozcan la letra y firma del testador y 

declaren que no abrigan duda racional del hallarse el testamento escrito y firmado de 

mano propia del mismo. 

A falta de testigos idóneos, o si dudan los examinados, y siempre que el Tribunal 
de Primera Instancia lo estime conveniente, podrá emplearse con dicho objeto el 
cotejo pericial de letras. 



 

   

(2). Citación del cónyuge y familiares.ð  Para la práctica de las diligencias expresadas 

en el inciso anterior, serán citados con la brevedad posible, el cónyuge sobreviviente, si 

lo hubiere, los descendientes y los ascendientes legítimos del testador, y en defecto de 

unos y de otros, los hermanos. 

Si estas personas no residieren dentro del distrito judicial o se ignorase su 
existencia, o siendo menores o incapacitados carecieren de representación 
legítima, se hará la citación al fiscal. 
Los citados podrán presenciar la práctica de dichas diligencias y hacer en el 
acto, de palabra, las observaciones oportunas sobre la autenticidad del 
testamento. 
(3). Procedimiento después de justificada la identidad del testamento.ð  Si el Tribunal de 

Primera Instancia estima justificada la identidad del testamento, acordará que se 

protocolice, con copia certificada de las diligencias practicadas en los registros del 

notario que los interesados designen, por el cual se librarán las copias o testimonios que 

procedan, que constituirán título bastante para la inscripción, total o parcial, en el 

Registro de la Propiedad, de los bienes inmuebles en que consista la herencia. Si no 

hubiese conformidad entre los interesados, o si el notario designado por éstos estuviere 

incapacitado por alguna de las causas que señala la ley notarial, entonces el tribunal 

designará libremente un notario que tenga oficina abierta en su distrito. 

Cualquiera que sea la resolución del Tribunal de Primera Instancia, se llevará a 
efecto, no obstante oposición, quedando a salvo los derechos de los interesados 
para ejercitarlos en el juicio que corresponda. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, adicionado como art. 551A en Agosto 9, 1998, Núm. 212, 

sec. 4. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 9, 1998, Núm. 212. 
 ANOTACIONES  

  1. Declaraciones de autencidad.  

 La actuación de un abogado-notario al realizar unas 

declaraciones de autencidad en unos testamentos ológrafos no 

era contraria al derecho notarial, porque el hecho de que un 

notario legitime la firma en un testamento ológrafo no permite 



 

   

prescindir de la obligación de cumplir con el proceso de 

adveración y protocolización del documento.  In re De la 

Texera Barnés, 177 D.P.R. 468 (2009). 
Capítulo 195. Declaratoria de Herederos 

§ 2301. Procedimiento para declaratoria de herederos 
En casos de sucesión intestada o de nulidad de un testamento, los que tengan 
algún interés en la herencia podrán dirigir una solicitud a la Sala del Tribunal de 
Primera Instancia del último domicilio del finado, o del lugar en donde se 
encuentren sus bienes, pidiendo se dicte el correspondiente auto de declaración 
de herederos. 
  (1). La solicitud declarará bajo juramento el fallecimiento de la persona de cuya 

sucesión se trate; 

  (2). que, según el leal saber y entender del peticionario, quien expondrá el origen 

de sus informes y los fundamentos en que se apoya para creerlo, falleció sin dejar 

testamento; que se han hecho las investigaciones y registros correspondientes, sin 

encontrarlo, o si hubiere dejado testamento, que éste ha sido declarado nulo, [y] 

  (3). los nombres y domicilios de las personas con derecho a la herencia o 

sucesión. 

El juez a quien se hubiese presentado la solicitud examinará en el más breve 
término posible la prueba documental en que se apoya el peticionario y la 
certificación negativa del Registro de Testamentos en el Tribunal Supremo y, 
con el resultado de ella, dictará la resolución que proceda sin necesidad de 
celebrar vista; o discrecionalmente podrá requerir prueba adicional o señalar 
vista de estimarlo procedente. El auto se dictará sin perjuicio de tercero, a no ser 
que se trate de herederos forzosos. 
Solicitada la declaración de herederos a favor de un pariente colateral dentro del 
sexto grado, si el juez tuviere motivos para creer que podrán existir otros 
parientes de igual o mejor grado, y el valor de los bienes excede de cinco mil 
dólares ($5,000), podrá el juez a su discreción mandar a publicar edictos 
anunciando el fallecimiento del finado y los nombres y grados del parentesco de 
los que reclaman la herencia y llamando a los que se crean con igual grado o 
mejor derecho para que comparezcan a reclamar dentro de un plazo 
determinado. Los edictos se publicarán por un tiempo que fijará el juez en su 
orden, insertándolos en un periódico de circulación general en el Estado Libre 
Asociado. Transcurrido el término designado en los edictos, a contar desde la 
fecha de su última publicación, apreciadas las pruebas, dictará el juez auto, 
según lo previsto por la ley para el caso, haciendo declaración de las personas 
con derecho a la herencia. Las que comparezcan a consecuencia de dichos 
llamamientos deberán expresar por escrito y bajo juramento el grado de 
parentesco en que se hallen con el causante de la herencia, si no tuviesen a su 
disposición documentos que los justifiquen. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 552; Julio 23, 1974, Núm. 203, Parte 2, p. 108. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  



 

   

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 19. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Enmiendas  

      ð1974.  

La ley de 1974 suprimió el inciso (4); enmendó el penúltimo 

párrafo en términos generales; y, en el último párrafo, 

aumentó de $1,000 a $5,000 el monto del valor de los bienes, y 

a¶adi· ñde circulaci·n generalò despu®s de ñinsert§ndolos en 

un peri·dicoò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Julio 23, 1974, Núm. 203, Parte 2, p. 108. 
    Contrarreferencias.  

Registro de Testamentos, véanse las secs. 2121 a 2126 del 

Título 4. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Competencia.  

3. Peticionarios.  

4. Otros procedimientos.  

  1. En general.  

 La declaración de herederos siempre se concede sin perjuicio 

de tercero de mejor derecho. Vélez v. Franqui, 82 D.P.R. 762 

(1961). 

 En una acción incoada para lograr la determinación del status  

y los derechos de unos herederos por preterición total de uno 

de éstos en el testamento en que queda abierta la sucesión 

intestada, el tribunal puede decretar no sólo cuáles son los 

herederos sino también que la partición se lleve a cabo en un 

procedimiento de administración judicial de los bienes del 

causante pendiente. Cortés v. Cortés, 73 D.P.R. 693 (1952). 



 

   

 Es tan sólo para las acciones que nazcan de un derecho 

hereditario para las cuales se necesita una declaratoria de 

herederos. Díaz v. Autoridad de las Fuentes Fluviales de P.R., 

71 D.P.R. 931 (1950). 

 Si la persona de cuya declaratoria de herederos se trata era 

soltera a la fecha en que compró una propiedad, es cuestión 

que no puede determinarse dentro del procedimiento ex parte  

de esa declaratoria cuando del registro de la propiedad 

aparece que para entonces era casada. Lind v. Registrador, 66 

P.R.R. 140, 66 P.R. Dec. 145, 1946 PR Sup. LEXIS 111 (P.R. 

1946). 

 Los que deseen hacer valer sus derechos como herederos de un 

finado contra otros que fueron declarados tales judicialmente, 

no necesitan recurrir a un pleito independiente, pues la 

controversia puede y debe resolverse dentro del procedimiento 

de declaratoria ya instado. Ex parte Jaca, 55 D.P.R. 29 (1939). 

 Presentada a inscripción una declaratoria de herederos que se 

solicitó a favor de un pariente colateral dentro del sexto grado 

no constituye defecto alguno que deba consignarse como tal en 

el registro. Fernández v. Registrador, 43 P.R.R. 30, 43 P.R. 

Dec. 32, 1932 PR Sup. LEXIS 343 (P.R. 1932). 

 La declaratoria de herederos en caso de sucesión intestada 

debe obtenerse en la corte de distrito competente, con sujeción 

a las formalidades que previene este capítulo, para que al 

solicitarse la administración judicial en concepto de heredero 

legítimo aparezca clara la personalidad del peticionario. 

Sabater v. Escudero, 23 P.R.R. 794, 23 P.R. Dec. 854, 1916 PR 

Sup. LEXIS 498 (P.R. 1916). 

 Para fines generales o cuando se trate de obtener declaratoria 

de herederos, el modo y forma establecidos por este capítulo 

deben observarse. Morales v. Landráu, 15 D.P.R. 782 (1909). 
  2. Competencia.  

 La declaratoria de herederos de un súbdito extranjero dueño 

de bienes inmuebles situado en Puerto Rico, en lo que a dichos 



 

   

bienes se refiere, corresponde hacerla a los tribunales de 

Puerto Rico que tengan competencia para ello. Godet v. El 

Registrador de San Juan, 31 P.R.R. 679, 31 P.R. Dec. 716, 1923 

PR Sup. LEXIS 327 (P.R. 1923). 

 La jurisdicción conferida por la ley, en procedimientos de 

declaratoria de herederos, a la corte de distrito del distrito a 

que correspondiere la última residencia del finado, o el lugar 

en que radiquen sus bienes, es exclusiva, pues no siendo tal 

procedimiento de carácter contencioso, la sumisión de la parte 

promovente no es suficiente para conferir jurisdicción a otra 

corte que no sea la del distrito correspondiente. Esterás v. 

Arroyo, 16 D.P.R. 725 (1910). 
  3. Peticionarios.  

 Inscrito en el Registro Demográfico el nacimiento de una 

persona como hija de otra ya fallecida, una nieta de esta última 

tiene capacidad para impugnar no sólo el acta de nacimiento 

en cuestión sino también la declaratoria de herederos hecha a 

favor de los hijos de la persona así inscrita. Vélez v. Franqui, 

82 D.P.R. 762 (1961). 

 Inscrito en el Registro Demográfico el nacimiento de una 

persona como hija de otra ya fallecida, tanto la inscripción de 

ese nacimiento como la declaración de herederos basada en esa 

inscripción pueden ser impugnadas por cualquier persona con 

algún interés en la propiedad de la finada en cuestión. Vélez v. 

Franqui, 82 D.P.R. 762 (1961). 

 Una hija, como heredera continuadora de la personalidad de 

su padre fallecido, a quien sucede en todos sus bienes, derechos 

y acciones, tiene derecho como parte interesada a solicitar la 

declaratoria de herederos de un hermano suyo que premurió a 

su padre y al cual hermano el padre heredó. Ex parte Vázquez, 

65 P.R.R. 549, 65 P.R. Dec. 585, 1946 PR Sup. LEXIS 13 (P.R. 

1946). 

 Cuando un hijo natural promueve declaratoria de herederos 

alegando su condición de hijo natural reconocido y existe un 



 

   

documento público y fehaciente en que consta tal 

reconocimiento, su solicitud debe prevalecer. Vincenty v. 

Vázquez, 39 D.P.R. 743 (1929). 

 La simple alegación en una solicitud de declaratoria de 

herederos, instada por los hermanos legítimos del difunto, de 

que éste al morir dejó por sus únicos herederos a dichos 

hermanos legítimos peticionarios, entraña una conclusión legal, 

por lo que dicha solicitud es defectuosa, pues lo que debe hacer 

la parte es alegar y probar los hechos que lleven a la corte a esa 

conclusión, o sea: que el difunto falleció ab intestato y en 

estado de soltería, que antes que él habían fallecido sus 

ascendientes, que no dejó hijos naturales y que sus parientes 

más próximos son sus hermanos legítimos, los peticionarios. Ex 

parte Sánchez, 28 D.P.R. 139 (1920). 

 La peticionaria debió alegar y demostrar que su hijo tenía 

además la condición de natural reconocido y que no existían 

otros herederos de su padre, o al menos que se desconocía la 

existencia de otros herederos, todo lo cual podía justificarse 

con la prueba de testigos que conocieran las relaciones de 

familia del supuesto padre natural y que merecieren crédito a 

la corte. Ex Parte Morales, 17 P.R.R. 1004, 17 P.R. Dec. 1043, 

1911 PR Sup. LEXIS 495 (P.R. 1911). 

 Sólo cuando el hijo natural ha sido reconocido voluntaria y 

solemnemente por el padre o ha obtenido una sentencia firme 

reconociéndolo como tal, es que puede acudir a este capítulo 

para obtener su declaratoria de heredero en los casos de 

herencia intestada. Puente v. Puente, 16 P.R.R. 556, 16 P.R. 

Dec. 582, 1910 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1910). 
  4. Otros procedimientos.  

 La acción que unos herederos deben ejercitar contra una 

persona en posesión de bienes de la herencia es la de petición 

de herencia en la cual, luego de establecer su condición de 

herederos se solicite la posesión de la propiedad en manos del 

tercero, y no una acción de desahucio en precario. Vélez v. 



 

   

Franqui, 82 D.P.R. 762 (1961). 

 Ejercitada acción reivindicatoria fundada en la calidad de 

herederos de los actores, pueden éstos justificar esa calidad en 

dicha acción sin necesidad de acudir para ello al procedimiento 

especial de declaratoria de herederos, teniendo esa justificación 

alcance y eficacia tan sólo para los efectos legítimos de dicha 

acción y en relación con las partes en ella. Rivera v. 

Registrador, 74 D.P.R. 127 (1952). 

 El reconocimiento de heredero hecho en acción contenciosa, 

sin mediar declaratoria de herederos, no puede utilizarse para 

fines y efectos que no surjan o provengan de la acción. Rivera 

v. Registrador, 74 D.P.R. 127 (1952). 

 La sentencia favorable en acción reivindicatoria fundada en 

ser los actores únicos herederos y causahabientes de herederos 

de sus causantes lleva consigo necesariamente el 

reconocimiento de ser ellos los que tienen el dominio de la finca 

reivindicada a título de herederos, y el rehusar inscribir dicha 

finca a su nombre si no se presentan declaratorias de herederos 

es negarle eficacia a dicho reconocimiento para fines y efectos 

de la acción. Rivera v. Registrador, 74 D.P.R. 127 (1952). 

 A demandantes que litigan como herederos de su causante en 

un pleito contencioso en el cual no tratan de obtener una 

declaratoria de herederos, sólo les basta alegar el hecho 

fundamental de que son herederos de ese causante y no 

necesitan alegar los hechos que establezcan tal alegación. 

González v. Joy, 61 P.R.R. 742, 61 P.R. Dec. 767, 1943 PR Sup. 

LEXIS 209 (P.R. 1943). 

 Las cortes de distrito son las que tienen jurisdicción para 

actuar en casos de declaratorias de herederos, pero la calidad 

de heredero puede justificarse ante una corte municipal sin 

necesidad de acudir a este subtítulo dentro de una reclamación 

de propiedad establecida en la misma, limitándose el efecto de 

tal jurisdicció n al pleito en que se hace. Padilla v. Registrador, 

39 P.R.R. 482, 39 P.R. Dec. 532, 1929 PR Sup. LEXIS 111 (P.R. 

1929). 



 

   

 En acción de daños y perjuicios, por muerte causada por el 

acto ilegal de otro, ejercitada por los herederos en su calidad 

de tal, los demandantes pueden justificar su carácter o calidad 

de herederos en el juicio sin necesidad de acudir al 

procedimiento para ello establecido por esta sección. Silva v. 

Carbonell, 35 P.R.R. 224, 35 P.R. Dec. 244, 1926 PR Sup. 

LEXIS 57 (P.R. 1926); Maldonado v. Hamilton, 32 P.R.R. 208, 

32 P.R. Dec. 224, 1923 PR Sup. LEXIS 535 (P.R. 1923). 

 Habiendo fundado los demandantes su acción en su calidad de 

herederos sin que tal hecho hubiera sido admitido por los 

demandados, aquéllos han podido justificar esa calidad sin 

necesidad de acudir para ello a este capítulo. Morales v. 

Landráu, 15 D.P.R. 782 (1909). 
§ 2302. Audiencia sobre reclamaciones opuestas 
Las personas que formulen reclamaciones opuestas a la del peticionario 
deberán presentar sus contestaciones conteniendo sus reclamaciones 
formuladas contra el peticionario y unos contra otros entre sí. Dispuestos que 
estuvieren los autos para el juicio, el juez, a petición de alguna de las partes, 
señalará día y hora para la vista dentro de un plazo que no baje de cinco (5) ni 
exceda de ocho (8) días. En el día señalado el juez oirá el testimonio oralmente, 
examinará las pruebas que presenten las partes aspirantes en persona o por 
medio de sus abogados y, dentro de los seis (6) días siguientes, dictará 
sentencia, la cual será apelable. Cualquier aspirante podrá presentarse en el 
curso del juicio para la declaración de herencia, siempre que dicha 
comparecencia dilatoria no retarde el curso del procedimiento. Después de 
dictada la resolución firme, cualquier aspirante que no haya sido notificado del 
procedimiento, y que no haya comparecido en el mismo y tenga un derecho bien 
fundado a la herencia, podrá formular y hacer valer su derecho contra los que 
hayan sido declarados judicialmente herederos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 553. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 20. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Hecha una declaratoria de herederos a favor de una persona, 

y basada aquélla en el reconocimiento de ésta como hija 



 

   

natural en acta de nacimiento, si de dicha acta no aparece 

reconocimiento alguno hecho por el padre, no es necesario 

solicitar la nulidad del acta antes de que pueda anularse dicha 

declaratoria. Rodríguez Mattei v. Rodríguez, 35 D.P.R. 883 

(1926). 

 Fundada una declaratoria de herederos en el hecho del 

reconocimiento de la peticionaria como hija natural en acta de 

nacimiento, si la sentencia en la declaratoria se basa en dicha 

acta, y de ésta no aparece que el padre reconociera a la 

peticionaria como hija natural suya, no siendo posibleðpara 

suplir el defecto del acta en cuanto al reconocimientoð

presentar en dicho procedimiento prueba testifical al efecto, la 

declaratoria de herederos debe anularse. Rodríguez Mattei v. 

Rodríguez, 35 D.P.R. 883 (1926). 

 Para que una enmienda a la solicitud sobre declaratoria de 

herederos, permitida por la corte a quo en el acto de la vista, 

pueda ser causa de revocación de la sentencia apelada, es 

necesario demostrar que la corte abusó de su poder 

discrecional. Tardi v. Tardi, 30 P.R.R. 209, 30 P.R. Dec. 225, 

1922 PR Sup. LEXIS 522 (P.R. 1922). 

 Cometió error el tribunal sentenciador al considerar este 

procedimiento sobre declaratoria de herederos como de 

carácter ex parte , siendo contencioso, debiendo oír a todas las 

partes interesadas para resolver las reclamaciones de todos en 

definitiva. Puente v. Puente, 17 D.P.R. 1170 (1911). 

 Examinada aquella parte de la sentencia dictada en el caso de 

Puente v. Puente, 16 D.P.R. 582 (1910), resuelto en Junio 18, 

1910, que ordenaba a la corte de distrito que ñprocediera a 

considerar y resolver dichas reclamaciones de conformidad 

con el procedimiento fijado en las secs. 2301 y 2302 de este 

t²tuloò, la intenci·n de dicha sentencia era que la corte 

sentenciadora celebrara un nuevo juicio, oyendo de nuevo a las 

partes y permitiéndoles la presentación de pruebas pertinentes, 

para que se resolviera definitivamente los derechos de las 

partes. Puente v. Puente, 17 D.P.R. 1170 (1911). 



 

   

Capítulo 197. Administración de los Bienes de Finados sin Parientes Conocidos 

§ 2331. Con testamento o sin él 
Cuando fallecida cualquiera persona dejando bienes, haya o no testado, y sin 
dejar cónyuge que viviera en su compañía o ascendiente o descendiente o 
parientes colaterales dentro del cuarto grado, el dueño de la habitación en que 
ocurra el fallecimiento o cualquiera otra persona en cuya compañía haya vivido 
el finado tendrá el deber de ponerlo en conocimiento del tribunal más próximo, 
manifestando lo que supiere y toda persona que dejare de cumplir este deber 
será responsable de las pérdidas o extravíos que por falta de esta diligencia se 
ocasionen a los bienes del finado. Si se tuviere conocimiento de la existencia de 
algunos parientes del finado los cuales estuvieren ausentes del lugar sin haber 
dejado representación legítima, el tribunal adoptará las medidas necesarias para 
el enterramiento del difunto y para la seguridad de sus bienes así como para dar 
el oportuno aviso de la muerte a los parientes más inmediatos del finado. 
Cuando los parientes comparezcan por sí o por medio de personas que les 
representen legítimamente, se nombrará un administrador permanente a quien 
se hará entrega de los bienes y efectos del finado. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 554. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 21; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 963. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 De acuerdo con este capítulo, las cortes de distrito están en el 

deber de dispensar su acción protectora a los bienes de finados 

sin dejar herederos conocidos, y puede decretar de oficio la 

administración provisional de tales bienes para evitar que 

desaparezcan, y poco importa que el conocimiento de tales 

hechos le haya sido dado a la corte por persona en cuya 

compañía vivía la finada o por otra persona que se dice ser 

hermana natural de la misma, y que presentó moción bajo este 

capítulo, pidiendo la administración judicial de los bienes de su 

difunta hermana. Sánchez v. Calderón, 19 P.R.R. 1046, 19 P.R. 



 

   

Dec. 1103, 1913 PR Sup. LEXIS 207 (P.R. 1913). 

 La administración de los bienes de una persona que muera en 

Puerto Rico sin dejar parientes conocidos, o estando éstos 

ausentes, debe regularse por este capítulo, siendo a la corte de 

distrito correspondiente a la que compete apreciar los casos en 

que sea procedente aplicar las disposiciones del mismo. Dexter 

v. Soto Nussa, Juez de Distrito, 13 P.R.R. 340, 13 P.R. Dec. 352, 

1907 PR Sup. LEXIS 423 (P.R. 1907). 

 La administración judicial a que se refiere este capítulo no 

debe confundirse con la que es materia de las secs. 2361 et seq. 

de este título, pues la primera es una administración 

provisional y se acuerda de oficio, mientras que la segunda ha 

de acordarse a instancia de las personas mencionadas en la sec. 

2361 de este título. Rossner v. Colón, 11 P.R.R. 53, 11 P.R. Dec. 

56, 1906 PR Sup. LEXIS 278 (P.R. 1906). 

 La corte de distrito más próxima al lugar en que hubiere 

ocurri do el fallecimiento de una persona, cuyos herederos no 

residieren en la localidad, tiene competencia, al informársele 

del fallecimiento de dicha persona, para nombrar un 

administrador que se haga cargo de sus bienes, y está en el 

deber dicha corte de adoptar todas las medidas que sean 

necesarias para asegurar los bienes del finado, sin que en nada 

pueda afectar su competencia la circunstancia de que los 

bienes del difunto estuvieren radicados en distinto distrito del 

de su fallecimiento. Rossner v. Colón, 11 P.R.R. 53, 11 P.R. 

Dec. 56, 1906 PR Sup. LEXIS 278 (P.R. 1906). 

 La sec. 2361 de este título se refiere a la administración 

judicial de los bienes de un finado que se encuentre en 

condición distinta a la del que figura en el caso de autos, que 

murió sin dejar heredero alguno en la localidad, ni persona 

que tuviera derecho a hacerse cargo de los bienes, por lo que 

no debe atenderse en este caso al último domicilio del finado, o 

lugar donde radiquen sus bienes, para determinar la 

competencia de la corte que ha de adoptar las medidas 

tendentes a asegurar sus bienes. Rossner v. Colón, 11 P.R.R. 



 

   

53, 11 P.R. Dec. 56, 1906 PR Sup. LEXIS 278 (P.R. 1906). 
§ 2332. Nombramiento de guardián y administrador; bienes mostrencos por falta 
de herederos 
El juez cuidará de que los bienes, papeles y otros efectos del finado susceptibles 
de sustracción u ocultación se dejen en lugar seguro, cerrados y sellados, 
depositándoles en persona abonada bajo garantía suficiente, como guardián 
temporal y mediante inventario, con poder, respecto a los créditos, fincas, rentas 
y productos, para recaudar, conservar y mantener los mismos. Acto continuo el 
Tribunal de Primera Instancia nombrará un administrador cuyo deber será, 
además de los que la ley impone a los administradores, instruir los 
procedimientos necesarios para determinar los herederos, según lo provisto en 
las secs. 2301 y 2302 de este título, y si dejaren de comparecer, entregar lo que 
reste de los bienes, después de pagar las deudas del finado y los gastos de la 
administración, al Departamento de Hacienda. El fiscal notificará al Secretario de 
Justicia quien tomará parte en todos los procedimientos para la determinación 
de los herederos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 555. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 22; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 959. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 

ñTesorer²a de Puerto Ricoò y ñAttorney General ò se 

sustituyeron con ñDepartamento de Haciendaò y ñSecretario 

de Justiciaò, respectivamente, a tenor con la Ley de Julio 24, 

1962, Núm. 6, p. 11, ef. Julio 25, 1952. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Al decretar una corte de oficio la administración provisional 

de los bienes de un finado debe exigir al administrador la 

prestación de una fianza y el fiscal del distrito debe tener 

conocimiento de esos procedimientos para el caso de que El 

Pueblo de Puerto Rico tenga derecho a la herencia. Sánchez v. 



 

   

Calderón, 19 P.R.R. 1046, 19 P.R. Dec. 1103, 1913 PR Sup. 

LEXIS 207 (P.R. 1913). 
Capítulo 199. Administración Judicial de los Bienes del Finado 

§ 2361. Petición de administración judicial 
El albacea testamentario de la última voluntad de un finado, y en caso de que no 
lo hubiere nombrado o no dejare testamento con validez legal el cónyuge de la 
persona finada, o cualquier heredero forzoso, o persona que se presente como 
heredero testamentario, o legatario, o cualquier acreedor con título escrito no 
asegurado que tuviere algún crédito contra la persona finada, podrá, mediante 
una petición debidamente justificada en que se demuestren los hechos 
necesarios, solicitar la administración judicial de los bienes de dicha persona 
finada. La petición se presentará en la sala del Tribunal de Primera Instancia que 
tuviere jurisdicción en la última residencia de la persona finada o lugar donde 
radica la mayor parte de sus bienes, y en ella se hará constar bajo juramento: 
  (1). La muerte de la persona finada. 

  (2). Las circunstancias relativas a su último testamento, incluso la fecha en que lo 

otorgó y lugar en que se halla protocolizado; y en caso que hubiese muerto ab intestato, 

se hará constar que, según los informes y creencias del peticionario, no dejó testamento 

válido, especificándose la procedencia y fundamentos de tales informes y creencia. 

  (3). El interés y derecho de acción del peticionario. 

  (4). Los nombres y respectivos domicilios de las demás personas con derecho a 

sucesión en los bienes de la persona finada. 

  (5). Que la persona finada dejó bienes sujetos a partición con expresión de la 

cuantía y naturaleza de dichos bienes. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 556. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 23; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1038. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Suficiencia.  

3. Juramento.  

  1. En general.  

 En casos de sucesión intestada, cualquier heredero forzoso 



 

   

podrá solicitar, mediante una petición debidamente justificada 

en que se demuestren los hechos necesarios, la administración 

judicial de los bienes relictos de un causante. Abintestato 

Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Antes de solicitar del tribunal una administración judicial, es 

deseable que se tramite la correspondiente declaratoria de 

herederos. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Es el objeto del nombramiento de un administrador judicial 

de los bienes de un finado, el que dicho funcionario se incaute 

de esos bienes y los conserve y defienda para que puedan ser 

distribuidos más tarde entre las personas que puedan tener 

derecho a recibirlos como herederos. Abintestato Balzac Vélez, 

109 D.P.R. 670 (1980). 

 Es la administración judicial el mecanismo adecuado para 

atender la situación cuando los bienes de un finado están en 

peligro. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Como regla general, no procede la administración judicial de 

una corporación por razón de la muerte de su accionista 

principal ya que la corporación en sí no forma parte de la 

herencia de dicho accionista, sino únicamente las acciones 

propiedad del finado. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 

(1980). 

 En ausencia de una imputación de fraude, las alegaciones de 

mala administración de una corporación no constituyen base 

válida para que un tribunal descorra el velo corporativo. 

Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Procede que un tribunal descorra el velo corporativo de una 

corporación cuando, además del fraude, se alegue y establezca 

que la personalidad corporativa se está usando para derrotar 

la política pública del Estado para justificar la inequidad o 

para defender el crimen. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 

670 (1980). 

 Procede la administración judicial en la sucesión intestada, o 

cuando el testamento, de haberlo, carece de validez, teniendo 

lugar la sucesión legítima o intestada cuando el testamento es 



 

   

nulo, o cuando no contiene institución de heredero en todo o en 

parte de los bienes; ello ocurre cuando hay preterición. Cortés 

v. Cortés, 73 D.P.R. 693 (1952). 

 La persona que reclama como suya la mitad de los bienes que, 

dejados por un finado, están en poder de un administrador 

judicial, es una realmente interesada en los procedimientos de 

administración judicial de dichos bienes y tiene derecho a 

intervenir en ellos. Rivera v. Corte, 71 D.P.R. 953 (1950). 

 Una persona que reclama como suyos parte de los bienes 

dejados por un finado, en poder de un administrador judicial, 

tiene derecho a una vista en cuanto a esta cuestión y a la 

adjudicación inmediata de su reclamación dentro de la 

administración judicial. Rivera v. Corte, 71 D.P.R. 953 (1950). 

 Un heredero ab intestato o legítimo tiene derecho a solicitar la 

administración judicial de los bienes de un finado. Sánchez v. 

Corte, 69 D.P.R. 493 (1949). 

 Una madre que concurra a la herencia intestada de su hijo 

legítimo solamente con hijos naturales reconocidos de éste es 

una heredera legítima de su hijo y tiene el interés necesario en 

dicha herencia para solicitar la administración judicial de la 

misma. Sánchez v. Corte, 69 D.P.R. 493 (1949). 

 Una petición de administración judicial instada por una 

heredera del finado que alega que éste no otorgó testamento; 

que, además de no expresar en qué consistieron las alegadas 

pesquisas hechas para determinar que no lo dejó, no alegue los 

hechos en que la peticionaria basa su conclusión del 

fallecimiento ab intestato, no aduce hechos suficientes 

constitutivos de causa de acción. Sánchez v. Corte, 69 D.P.R. 

493 (1949). 

 Cuando de la escritura de poder especial para administrar 

una finca no consta que se conviniera remuneración alguna 

por la administración ni que a él se le adeude nada, el 

administrador no puede, muerto su poderdante y basado 

meramente en dicha escritura de poder, solicitar la 

administración judicial de los bienes del finado alegando ser 



 

   

acreedor con título escrito no asegurado. Archilla v. Matos, 65 

P.R.R. 728, 65 P.R. Dec. 775, 1946 PR Sup. LEXIS 48 (P.R. 

1946). 

 Toda vez que la mera cesión por una heredera testamentaria 

de sus derechos sobre los bienes de la herencia a una hija 

legítima del testador que fue por éste desheredada, 

implícitamente no deja sin efecto la desheredación, ni restituye 

a la citada hija en todos sus derechos como heredera forzosa, 

ésta carece de capacidad legal para solicitar la administración 

judicial de los bienes del finado. Seda v. Corte, 64 P.R.R. 409, 

64 P.R. Dec. 428, 1945 PR Sup. LEXIS 92 (P.R. 1945). 

 Declarada una persona, por sentencia firme de un tribunal, 

hija natural de otra, tal reconocimiento basta para conferirle el 

status  de presunta heredera de su padre fallecido con derecho 

como tal heredera a solicitar la administración judicial de los 

bienes dejados por su causante. Planellas v. Pastrana, 63 

P.R.R. 274, 63 P.R. Dec. 285, 1944 PR Sup. LEXIS 135 (P.R. 

1944). 

 El hecho de que los herederos declarados tales se hallen en 

posesión de los bienes de su causante, por habérselos 

adjudicado en la partición de herencia efectuada entre ellos, no 

obliga a una hija natural de dicho causante, declarada tal por 

sentencia con posterioridad, a recurrir a un pleito ordinario 

para reclamar los bienes que puedan corresponderle en la 

herencia, ni es ello óbice para que dicha hija natural solicite y 

obtenga la administración judicial de los bienes hereditarios; 

ni tampoco es óblice a solicitar y obtener la administración el 

que hubiera iniciado una acción plenaria para que, dentro de 

la misma, se adjudiquen los derechos que cada una de las 

partes pueda tener a la herencia. Planellas v. Pastrana, 63 

P.R.R. 274, 63 P.R. Dec. 285, 1944 PR Sup. LEXIS 135 (P.R. 

1944). 

 Los acreedores con título escrito no asegurado pueden 

solicitar la administración judicial, y una vez decretada pueden 

oponerse a la terminación de la misma hasta tanto se les pague 



 

   

o afiance el importe de sus créditos. Franceschi v. Corte, 45 

P.R.R. 646, 45 P.R. Dec. 666, 1933 PR Sup. LEXIS 128 (P.R. 

1933). 

 Si bien esta sección especifica los casos en que se hace 

necesario un administrador judicial, la misma no excluye la 

posibilidad de tal administración bajo cualesquiera otras 

circunstancias. Ex parte Finlay, Waymouth & Lee, 42 D.P.R. 

845 (1931). 

 El hecho de que en la petición sobre nombramiento de 

administrador judicial se consignara que la finada había 

dejado como bienes sujetos a partición unas fincas no permite 

concluir que la corte erró al incluir en la administración como 

bienes privativos bienes que eran gananciales, pues ya fueren 

bienes privativos de la finada dichas fincas, ya gananciales, 

muerto antes el esposo e indivisa aún su herencia, las fincas 

pertenecían en su totalidad a los herederos y eran bienes 

sujetos a administración con las reservas que pudieran 

imponer las circunstancias concurrentes. Jiménez v. Cruz, 33 

P.R.R. 221, 33 P.R. Dec. 228, 1924 PR Sup. LEXIS 250 (P.R. 

1924). 

 La existencia de una apelación pendiente cuya resolución 

decidiría sobre el carácter de ciertos bienes de la herencia no 

impide que se decrete la administración judicial; y tampoco la 

existencia de una comunidad formada por algunos herederos 

impide a otro heredero que no forma parte de la comunidad 

solicitar la administración y a la corte decretarla. Jiménez v. 

Cruz, 33 P.R.R. 221, 33 P.R. Dec. 228, 1924 PR Sup. LEXIS 

250 (P.R. 1924). 

 Cuando la viuda que resiste la administración judicial bajo el 

fundamento de que los bienes relictos le pertenecen 

exclusivamente por haberlos adquirido, parte por herencia y el 

resto por compra con peculio propio estando casada con el 

causante, no prueba esta última circunstancia aunque pruebe 

la adquisición de parte a título de herencia, procede decretar la 

administración judicial solicitada por herederos capacitados 



 

   

para pedirla. Pérez v. Alvarez, 32 D.P.R. 157 (1923). 

 Las secs. 2361, 2362 y 2363 de este título demuestran que, si 

bien la administración judicial es necesaria en los casos 

enumerados en la sec. 2363, puede decretarse en los casos 

fijados en la sec. 2361 cuando voluntariamente se pidiere, con 

excepción de los casos comprendidos en la sec. 2362; en otras 

palabras, en los casos enumerados en la sec. 2363 siempre debe 

haber una administración judicial mientras que en los de la 

sec. 2361 puede prescindirse de ella si no la pidiere alguna de 

las personas mencionadas en dicha sección. Cabanillas v. 

Torrent, 32 P.R.R. 40, 32 P.R. Dec. 42, 1923 PR Sup. LEXIS 

489 (P.R. 1923). 

 En los abintestatos no es indispensable la concurrencia del 

cónyuge supérstite, cuando no hay herederos forzosos, para 

que los herederos voluntarios puedan solicitar la 

administración judicial de los bienes relictos. Ex parte Nieves, 

31 D.P.R. 660 (1923). 

 Una solicitud de administración judicial que expresa en globo 

el valor de los bienes pero no la naturaleza de los mismos, no 

cumple con los requisitos de esta sección. Ex parte Nieves, 31 

D.P.R. 660 (1923). 

 El mero hecho de presentar una demanda para ser declarado 

hijo natural reconocido no lleva consigo como consecuencia 

que en efecto el demandante es tal hijo y que es heredero y no 

da derecho para solicitar como heredero la administración 

judicial de los bienes relictos al fallecimiento del supuesto 

padre natural, ni para ser citado o intervenir como tal 

heredero en dichas diligencias. Dessús v. Ricci, 28 P.R.R. 445, 

28 P.R. Dec. 481, 1920 PR Sup. LEXIS 116 (P.R. 1920). 

 Cuando se acude a esta sección para instar la administración 

judicial debe irse con un derecho claro respecto a la 

personalidad del peticionario y con prueba en apoyo de las 

alegaciones, porque esos procedimientos no tienen por objeto 

la declaración de derechos, sino únicamente en vista de un 

derecho claro y reconocido, el obtener la administración 



 

   

judicial de los bienes de la persona fallecida. Ex parte Vega, 28 

P.R.R. 361, 28 P.R. Dec. 389, 1920 PR Sup. LEXIS 92 (P.R. 

1920). 

 No hay términos hábiles para constituir una administración 

judicial cuando no existen bienes administrables y solamente se 

insta con el fin de establecer demanda en reclamación de 

bienes hereditarios; tal no es el objeto y fin de la 

administración judicial aunque uno de los deberes de los 

administradores y mientras éstos se nombran, de los albaceas, 

sea el de representar al finado en todos los procedimientos 

comenzados por él o contra el mismo antes de su muerte y los 

que se promovieren después por o contra el caudal de la 

herencia. Ex parte Vega, 28 P.R.R. 361, 28 P.R. Dec. 389, 1920 

PR Sup. LEXIS 92 (P.R. 1920). 

 El solo hecho de ser heredero de uno de los cónyuges no da 

derecho para solicitar la administración judicial de los bienes 

relictos al fallecimiento del otro cónyuge, pues tal derecho lo 

tienen solamente las personas mencionadas en esta sección. 

Moral es v. Roméu, 26 D.P.R. 841 (1918). 

 El que un hijo legítimo esté en posesión de los bienes del 

causante e impugne todos los pasos dados por otros herederos 

para el nombramiento de un administrador judicial, no hace 

necesario que éstos recurran a un pleito ordinario, ni impide el 

nombramiento de tal administrador. Martínez v. Martínez, 26 

D.P.R. 156 (1918). 

 En una solicitud sobre administración judicial no es necesario 

más que una mención general de los bienes sujetos a 

administración, ni que tengan que acompañarse como exhíbits 

de la petición las diferentes escrituras de propiedad. Martínez 

v. Martínez, 26 D.P.R. 156 (1918). 

 Aun cuando en los casos de sucesiones intestadas debe 

acudirse por regla general a la corte de justicia competente, a 

los efectos de obtener la declaratoria de herederos por los 

trámites fijados en la ley antes de instarse la administración 

judicial, el procedimiento seguido no adolecía de vicio alguno 



 

   

de nulidad. Fortis v. Fortis, 25 P.R.R. 64, 25 P.R. Dec. 69, 1917 

PR Sup. LEXIS 417 (P.R. 1917). 

 Cuando todavía está sub júdice la cuestión de si el documento 

en que consta el reconocimiento de un hijo natural es o no el 

que requieren la ley y la jurisprudencia para que se entienda 

hecho el dicho reconocimiento en forma auténtica y fehaciente, 

carece el pretendido hijo natural reconocido de personalidad 

para solicitar como heredero la administración judicial de los 

bienes de la herencia de su alegado padre natural de acuerdo 

con las secs. 2361 et seq. de este título. Iturrino v. Iturrino, 24 

D.P.R. 78 (1916). 

 Con arreglo al texto inglés de esta sección, que es el que debe 

prevalecer en caso de conflicto con el español, por ser aquél el 

firmado por el Gobernador, cualquier heredero legítimo o 

forzoso tiene derecho a solicitar la administración judicial de 

los bienes del difunto. Sabater v. Escudero, 23 P.R.R. 794, 23 

P.R. Dec. 854, 1916 PR Sup. LEXIS 498 (P.R. 1916). 

 En un procedimiento sobre administración judicial de los 

bienes de un finado es parte interesada la viuda, sobre todo si, 

como acontece en este caso, se ha dictado además una orden 

por virtud de la cual el administrador debía entregarle todos 

los meses cierta suma de dinero en concepto de alimentos 

provisionales. In re González, 22 D.P.R. 28 (1915). 

 Los hijos naturales no pueden pretender obtener la 

declaración de su filiación en un procedimiento sobre 

nombramiento de un administrador judicial, ni pueden pedir 

tal nombramiento mientras no hayan sido reconocidos por un 

documento auténtico y fehaciente, o su derecho declarado por 

virtud de una sentencia. Rivera v. Cámara, 17 P.R.R. 503, 17 

P.R. Dec. 528, 1911 PR Sup. LEXIS 407 (P.R. 1911). 

 Una partida de bautismo en la que se exprese que el bautizado 

es hijo natural reconocido de otra persona, pero sin que se 

afirme que dicha persona hizo tal reconocimiento ante el 

sacerdote que autorizó la partida, ni se certifique que tal 

reconocimiento tuvo lugar ante testigos que dan fe del mismo, 



 

   

no es documento suficiente para acreditar la filiación del 

interesado como hijo natural. Rivera v. Cámara, 17 P.R.R. 503, 

17 P.R. Dec. 528, 1911 PR Sup. LEXIS 407 (P.R. 1911). 
  2. Suficiencia.  

 Hechos contenidos en la solicitud de administración judicial 

que sean constitutivos de causa de acción, de no ser 

controvertidos, por sí solos bastarán para justificar el 

nombramiento del administrador. Planellas v. Pastrana, 63 

P.R.R. 274, 63 P.R. Dec. 285, 1944 PR Sup. LEXIS 135 (P.R. 

1944). 

 No puede decretarse la administración judicial de los bienes de 

un finado a instancia de una hermana natural cuando no hay 

pruebas de tal parentesco, ni se alega en la solicitud que, según 

los informes y creencia del peticionario, el difunto no dejó 

testamento válido, ni se especifica la procedencia y fundamento 

de tales informes y creencia, y cuando el juramento de la 

solicitud no está redactado de acuerdo con los preceptos. 

Sánchez v. Calderón, 19 P.R.R. 1046, 19 P.R. Dec. 1103, 1913 

PR Sup. LEXIS 207 (P.R. 1913). 
  3. Juramento.  

 El propósito de requerir por ley que se juren las alegaciones 

en una petición para el nombramiento de un administrador 

judicial es dar fuerza a dichas alegaciones, pues de su 

veracidad depende que proceda o no el nombramiento del 

administrador. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 

(1980). 

 Es innecesario jurar una petición para el nombramiento de un 

administrador judicial, la que no expresaba cabalmente las 

circunstancias exigidas por la ley, cuando todas dichas 

circunstancias constaban completa y verazmente en los autos 

del caso. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Un tribunal  no debe privar a un heredero de su derecho a 

pedir la administración judicial por sutilezas técnicas como la 

falta de juramento de la correspondiente petición. Abintestato 



 

   

Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Es nulo el juramento que sirve de base a una petición sobre 

administración judicial de los bienes de un finado cuando en la 

petición no se expresa qué hechos constan a la peticionaria de 

propio conocimiento y cuáles por información y creencia. 

Sánchez v. Corte, 69 D.P.R. 493 (1949). 

 Cuando se presenta una petición sobre administración judicial 

que reúne todos los requisitos que exige esta sección, la cual se 

deniega sin que se apele contra la resolución denegatoria y 

después se presenta otra petición sin jurar reproduciendo los 

mismos hechos y añadiendo algunas apreciaciones del 

peticionario no exigidas por la ley, puede considerarse esta 

segunda petición como una enmienda a la primera, y aun 

cuando carece de juramento, en bien de la justicia, en este caso 

se puede entender que el juramento prestado para la primera 

era extensivo a la segunda, con mayor motivo cuando ambas 

peticiones estaban acompañadas de documentos públicos que 

comprobaban los hechos alegados en las mismas y que tienen 

tanta fuerza como el juramento que pudiera hacerse a la 

petición. Ex Parte Acevedo v. Acevedo et al., 21 P.R.R. 70, 21 

P.R. Dec. 75, 1914 PR Sup. LEXIS 435 (P.R. 1914). 

 Un juramento hecho en una solicitud interesando el 

nombramiento de un administrador judicial por una persona 

no interesada en la herencia, ni que ostente la representación 

legal del menor peticionario, que sólo compete a su padre o, en 

su defecto, al tutor o defensor judicial, y en la que no se 

expresa además cuáles hechos jura el declarante por 

información y creencia, y cuáles por conocimiento propio, es 

defectuoso y no produce efecto alguno. Rivera v. Cámara, 17 

P.R.R. 503, 17 P.R. Dec. 528, 1911 PR Sup. LEXIS 407 (P.R. 

1911). 
§ 2362. Cuándo no se decreta administración judicial; acreedores con créditos 
asegurados 
Si el testador hubiese prohibido expresamente en el testamento a los herederos 
voluntarios y legatarios de partes alícuotas una administración judicial de sus 
bienes, y hubiese nombrado una o más personas, facultándolas para que, con el 



 

   

carácter de albaceas, comisionados o contadores partidores, practicasen las 
operaciones divisorias de dichos bienes, no podrá decretarse la administración 
judicial de éstos. 
Los acreedores que tengan asegurados sus créditos, y aquéllos a quienes los 
deudores dieren fianza bastante para responder de sus créditos 
independientemente de los bienes del finado, no tendrán derecho a pedir la 
administración judicial. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 557. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 24; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1038, 1039. 
§ 2363. Cuándo será necesaria la administración judicial 
Cuando todos o alguno o algunos de los herederos estén ausentes, y no tengan 
representante legítimo en la jurisdicción del último domicilio de la persona finada 
o lugar donde radiquen sus bienes, o cuando un heredero o legatario sea menor 
o esté incapacitado y no esté representado por su padre o madre o por un tutor 
que haya prestado fianza con arreglo a la ley será necesaria la administración 
judicial de los bienes del testador. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 558. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 25; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 961. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Si bien esta sección especifica las circunstancias que hacen 

necesaria una administración judicial de bienes relictos, la 

misma no expone ni excluye otras circunstancias bajo las 

cuales procedería una administración judicial. Abintestato 

Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Es condición sine qua non para la administración judicial 

cuando hay menores de edad que éstos no estén representados 

por su padre o madre o por un tutor con fianza arreglada a la 

ley. Ex Parte Sotomayor et al., 24 P.R.R. 172, 24 P.R. Dec. 185, 

1916 PR Sup. LEXIS 639 (P.R. 1916). 



 

   

 A la muerte de uno de los padres los hijos menores de edad 

quedan representados por el otro con relación a la 

administración de los bienes de la herencia, y no procede 

entonces la administración judicial, por más que llegado el 

momento de dividir la herencia, si existe incompatibilidad o 

conflicto de intereses, se acuerde el nombramiento de defensor. 

Ex Parte Sotomayor et al., 24 P.R.R. 172, 24 P.R. Dec. 185, 

1916 PR Sup. LEXIS 639 (P.R. 1916). 

 Cuando existe un representante legítimo de los menores 

ausentes en la jurisdicción del último domicilio de la persona 

finada, como es la madre, no es necesaria la administración 

judicial de los bienes del difunto. Cibes v. Santos, 22 D.P.R. 224 

(1915). 

 Aunque ni las secs. 2241 et seq., y sus enmiendas, ni el Título 

31 contienen precepto alguno que expresamente estatuya la 

administración auxiliar de una herencia de un testador 

ausente, es evidente que esta sección tiene por objeto que haya 

una administración judicial, y los principios de cortesía en 

relación con esta sección y la sec. 7 del Título 31 autorizan a 

una corte en Puerto Rico para decretar la administración 

judicial auxiliar subordinada a otra principal decretada en 

París. Sánchez v. Soto Nussa, 14 D.P.R. 442 (1908). 

 Las disposiciones de esta sección, a los efectos de determinar 

quiénes tienen personalidad para solicitar la administración 

judicial, deben considerarse en relación con la sec. 2364 de este 

título. Dexter v. Soto Nussa, Juez de Distrito, 13 P.R.R. 340, 13 

P.R. Dec. 352, 1907 PR Sup. LEXIS 423 (P.R. 1907). 

 La administración judicial de los bienes del finado es 

necesaria en los casos en que haya herederos menores de edad. 

Carbia v. Carbia et al., 10 P.R.R. 376, 10 P.R. Dec. 400, 1906 

PR Sup. LEXIS 206 (P.R. 1906). 
§ 2364. Radicación de solicitud de administración; citación de partes 
Será obligación de cualquier albacea, en el último caso mencionado, dirigir una 
petición a la Sala del Tribunal de Primera Instancia de la residencia del testador 
o del lugar en que radiquen sus bienes, solicitando la administración judicial, y 
acompañando a la petición copia certificada del testamento en el cual se le 



 

   

nombre albacea. En defecto de albacea nombrado en debida forma, cualquiera 
de las personas mencionadas en la sec. 2361 de este título podrá presentar la 
petición. Presentada la petición, procederá el juez a citar al albacea, si lo 
hubiere, al cónyuge sobreviviente y a los demás herederos y legatarios, así 
como a todos los acreedores de la herencia, para que comparezcan en el día, 
hora y lugar designados, dentro de ocho (8) a quince (15) días de hecha la 
citación. Si dicha Sala del Tribunal de Primera Instancia estuviere en 
vacaciones, la petición se presentará en la próxima sesión. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 559. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 26. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Contrarreferencias.  

Tribunal de Primera Instancia, celebrará sesiones durante 

todo el año, véase Regla 12, Ap. II-B del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Una vacación ha sido definida como todo el tiempo 

comprendido entre el final de un término y el comienzo de 

otro, y también como el intermedio de los procedimientos 

judiciales, el descanso de las cortes y el tiempo dentro del cual 

las cortes no celebran sesiones. Iturrino v. Iturrino, 24 D.P.R. 

78 (1916). 

 Por disposición expresa de esta sección, las cortes de distrito 

de Puerto Rico no tienen facultad para tramitar en vacaciones 

peticiones de administración judicial; pero esto no obstante, en 

casos urgentes, de acuerdo con los poderes generales que les 

confiere el art. 22 del Código de Enjuiciamiento Civil, tal como 

quedó enmendado en 1905 [derogado posteriormente por la 

Regla 72 de Procedimiento Civil de 1958], pueden nombrar 



 

   

durante las vacaciones administradores interinos, debiendo 

seguir, en lo posible, las reglas fijadas por el estatuto para el 

nombramiento de administradores permanentes. Iturrino v. 

Iturrino, 24 D.P.R. 78 (1916). 
§ 2365. Menores o incapacitados; a quién debe emplazarse; nombramiento de 
defensor 
Si alguna de las partes fuere menor o incapacitada, la citación se presentará a 
su representante legal, tutor, padre o madre. Si el representante legal, tutor, 
padre o madre del menor o incapacitado tuvieren en la herencia un interés 
incompatible con el del menor o incapacitado, se le nombrará a éste un defensor 
y con éste se entenderán las citaciones. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 560. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 27; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1056. 
§ 2366. Citaciones, modo de hacerlas 
Las citaciones se harán personalmente a las partes cuya morada fuese conocida 
o que pudiesen ser halladas. Las citaciones se harán de conformidad con lo 
dispuesto en la Regla 4.4 de las Reglas de Procedimiento Civil para el 
diligenciamiento personal de emplazamientos. A las partes cuyo domicilio o 
paradero fuese desconocido se les llamará por edicto de conformidad con lo 
dispuesto en la Regla 4.5 de las Reglas de Procedimiento Civil para el 
emplazamiento por edictos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 561; Julio 19, 2006, Núm. 123, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 28; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1058. 
    Enmiendas  

      ð2006.  

La ley de 2006 añadió la segunda oración y redesignó la 

anterior segunda oraci·n como la tercera; y sustituy· ñpor 

edictos que se publicarán una vez por semana durante tres (3) 

semanas consecutivas en un periódico que designará el juez, 

remitiéndose por correo copia certificada del edicto a la última 



 

   

direcci·n de las partesò con ñpor edicto deépor el 

emplazamiento por edictosò despu®s de ñse les llamar§ò en la 

tercera oración. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Julio 19, 2006, Núm. 123. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Para citar a los herederos a la comparecencia ordenada por la 

corte como consecuencia de una petición sobre nombramiento 

de administrador judicial, basta que la citación se haga con 

entrega de copia de la misma; y tal citación no es nula porque 

no se entregue a los herederos copia del diligenciamiento, ni de 

la petición, aunque sería una buena práctica la entrega de 

copia de la petición. Jiménez v. Cruz, 33 P.R.R. 221, 33 P.R. 

Dec. 228, 1924 PR Sup. LEXIS 250 (P.R. 1924). 
§ 2367. Falta de comparecencia de las partes 
Si los citados por edicto dejasen de comparecer dentro de los veinte (20) días de 
la fecha de la última publicación, seguirá el juicio en rebeldía sin nueva citación. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 562. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 29. 
§ 2368. Administrador interino; ocupación de bienes por el alguacil 
Si no hubiere albacea testamentario, podrá el juez mientras se nombre 
administrador permanente designar uno interino, bajo la necesaria fianza, para 
que se haga cargo de los bienes y efectos del finado. 
En todo caso en que cualesquiera de las personas a que se refiere la sec. 2361 
de este título que pueden solicitar la [administración] judicial ponga en 
conocimiento del juez que existen bienes o semovientes susceptibles de ser 
sustraídos u ocultados, el juez dictará una orden para que el alguacil proceda a 
ocuparlos inmediatamente, practicando inventario y depositándolos en poder de 
la persona abonada, que puede ser uno de los herederos, ínterin se hace por el 
juez el nombramiento de un administrador con la consiguiente fianza. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 563. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 30. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 La mera insinuación en una solicitud no jurada para que se 

nombre un administrador interino de que existen muebles y 

semovientes entre los bienes de la herencia que pueden ser 

ocultados o sustraídos, no es bastante para que el juez de 

distrito, sin existir prueba alguna en contra de la capacidad y 

honradez del mayor partícipe, prescinda en absoluto de él y le 

impida conservarlos y administrarlos hasta que sean 

debidamente partidos y entregados a sus legítimos dueños. 

Iturrino v . Iturrino, 24 D.P.R. 78 (1916). 
§ 2369. Nombramiento de administrador 
El día y hora señalados en la citación y después de oír personalmente o por 
medio de sus abogados a las partes que hubieren comparecido nombrará el juez 
un administrador. Podrá nombrar al cónyuge sobreviviente o a la persona con 
mayor interés en la herencia o sucesión, si tuviere la capacidad necesaria para 
desempeñar el cargo; y si no la tuviere, o si todos fueren igualmente 
interesados, o se presentaren objeciones a tal nombramiento, designará el juez 
un extraño de reconocida honradez y capacidad. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 564. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Como regla general, un tribunal debe nombrar solamente un 

administrador judicial para que administre los bienes relictos 

de un causante, mas el tribunal podrá nombrar más de uno 

cuando median circunstancias de excepción que ameritan 

apartarse de la regla general. Abintestato Balzac Vélez, 109 

D.P.R. 670 (1980). 

 El hecho de que de conformidad con el mandato dejando sin 

efecto un nombramiento de administrador judicial interino de 



 

   

los bienes de un finado e instruyendo que se tomaran medidas 

para asegurar dichos bienes en lo que se nombraba un 

administrador judicial en propiedad, la corte a quo pusiera los 

bienes, mediante inventario y previa prestación de fianza, en 

manos de una persona, no despoja a dicha corte de su 

autoridad, ni de su obligación bajo el mandato, para nombrar 

más tarde un administrador judicial en propiedad, previa 

notificación y vista. Rivera v. Corte, 71 D.P.R. 953 (1950). 

 Esta sección establece una preferencia a favor del cónyuge 

viudo sobre cualquier otra persona, en cuanto al 

nombramiento de administrador judicial de los bienes de un 

finado se refiere, a menos que existan razones tan poderosas 

que hagan necesario el nombrar a otra persona. Ex parte Ríos, 

67 D.P.R. 418 (1947); Ex Parte Detrés, 67 P.R.R. 355, 67 P.R. 

Dec. 381, 1947 PR Sup. LEXIS 69 (P.R. 1947); Cividanes v. 

López Acosta, 24 D.P.R. 269 (1916); Sabater v. Escudero, 23 

P.R.R. 794, 23 P.R. Dec. 854, 1916 PR Sup. LEXIS 498 (P.R. 

1916); Díaz v. Cividanes, 23 D.P.R. 847 (1916). 

 Establecido en el caso de autos por prueba, creída por la corte, 

el hecho de que la viuda del finado de que se trata, quien dejó 

bienes en Puerto Rico, tenía su residencia permanente en la 

ciudad de Nueva York, ello es motivo bastante para que la 

corte no la nombrara administradora judicial y sí a una hija 

legítima de dicho finado residente en Ex parte Ríos, 67 D.P.R. 

418 (1947). 

 Como el cesionario que pidió el nombramiento de un 

administrador era el dueño de la mayor participación en la 

herencia, el hecho de que su cedente, que era el cónyuge 

supérstite, tuviera preferencia sobre el apelante pero que esa 

cuestión de preferencia no fuera levantada en la corte 

sentenciadora, no es razón para modificar la actuación 

discrecional de la corte al nombrar administrador a un 

extraño. Olivencia v. Irizarry, 26 P.R.R. 591, 26 P.R. Dec. 653, 

1918 PR Sup. LEXIS 157 (P.R. 1918). 

 Cuando no existe viudo, es evidente que entre los herederos 



 

   

debe preferirse generalmente el hijo legítimo a los ilegítimos; 

pero cuando el heredero legítimo está en posesión de los bienes 

y en la solicitud se expresa que él reclama como de su 

propiedad una parte de ellos, con exclusión de los herederos 

menores, constituye un caso excepcional en que las cortes 

pueden desviarse de la práctica. Martínez v. Martínez, 26 

D.P.R. 156 (1918). 
§ 2370. Fianza necesaria 
La persona nombrada prestará fianza en la cuantía que fijare el juez, a no ser 
relevada de este requisito por los interesados mayores de edad y con capacidad 
para ello, en cuyo caso la fianza será proporcionada al interés de los que, por 
ser menores o incapacitados, no pudieron suscribir la relevación. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 565. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 32; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1007. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Prestada una fianza para responder a determinada persona de 

los daños y perjuicios que puedan ocasionársele en una 

administración judicial, no puede otra persona reclamar 

contra dicha fianza aunque alegue que los daños se los 

ocasionó el administrador. Somohano v. Matanzo, 41 P.R.R. 

276, 41 P.R. Dec. 277, 1930 PR Sup. LEXIS 440 (P.R. 1930). 

 Conforme a esta sección, la fianza que presta un 

administrador judicial lo es solamente en beneficio de los 

herederos y para responder de los actos de su administración. 

Martínez v. Crosas, 26 P.R.R. 196, 26 P.R. Dec. 224, 1918 PR 

Sup. LEXIS 37 (P.R. 1918). 
§ 2371. Aumento de la fianza 
Una vez determinada definitivamente por inventario la importancia del caudal, 
podrá el juez del Tribunal de Primera Instancia disponer que el administrador 
aumente la fianza que hubiere prestado en las primeras diligencias, si estima 
que aquélla no es suficiente, y si no lo hiciere el administrador, podrá separarlo y 
nombrar a otro en su lugar. 



 

   

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 566. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 33; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1009. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
§ 2372. Deberes del administrador 
El administrador tomará inmediatamente posesión del dinero y efectos públicos 
del finado, entregándolos al depositario designado al efecto por el juez, bajo el 
correspondiente resguardo. Asimismo se encargará de las alhajas, muebles, 
semovientes y frutos recolectados que guardará en lugar seguro. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 567. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 34. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Existiendo acciones de una corporación en los bienes relictos 

de un causante, sucesión que está bajo administración judicial, 

el administrador deberá hacer el mejor uso de dichas acciones 

y de las facultades en ellas inherentes, y en el descargo de sus 

funciones, el administrador deberá usar los mecanismos que 

las anteriores secs. 1101 et seq. del Título 14 ofrecen a todo 

accionista para defender sus intereses cuando estima que la 

corporación está siendo mal administrada. Abintestato Balzac 

Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Decretada la administración judicial de bienes de un finado, 

de existir bienes, fondos o cuentas que se ocultan y no se traen 

al caudal, el tribunal debe ordenar al administrador que 



 

   

instruya procedimientos contra quien o quienes procedan para 

que rindan cuentas de los fondos y demás activos 

pertenecientes al caudal. Yumet v. Tribunal Superior, 80 

D.P.R. 680 (1958). 
Capítulo 201. Inventario 

§ 2401. Notificación de inventario 
Dentro de los diez (10) días de su nombramiento procederá el administrador o 
albacea a formar el inventario de los bienes muebles e inmuebles pertenecientes 
a la sucesión del finado, fijando al efecto un plazo de diez (10) días para que 
concurran los herederos y legatarios y sus legítimos representantes, si se 
hubieren personado en los autos, el cónyuge sobreviviente o su representación 
legítima, los acreedores que sean parte y los tutores especiales o defensores de 
los menores o personas incapacitadas. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 568. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 35; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1064 y 1065. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Una coheredera y a su vez albacea testamentaria no puede, 

acudiendo a la acción de división de comunidad (communi 

dividundo ), privar a los demás coherederos de sus derechos de 

formar inventario de los bienes hereditarios, de fiscalizar los 

actos de su administración mediante el examen de las cuentas y 

de intervenir en la determinación de las deudas del caudal 

hereditario, eludiendo así el cumplir los deberes que como tal 

albacea le impone la ley. Marchese v. Marchese, 81 D.P.R. 729 

(1960). 

 Decretada la administración judicial de bienes de un finado, 

de existir bienes, fondos o cuentas que se ocultan y no se traen 

al caudal, el tribunal debe ordenar al administrador que 

instruya procedimientos contra quien o quienes procedan para 

que rindan cuentas de los fondos y demás activos 

pertenecientes al caudal. Yumet v. Tribunal Superior, 80 

D.P.R. 680 (1958). 



 

   

§ 2402. Modo de formar inventario 
Hechas las citaciones según queda dicho, en el día y hora señalados, procederá 
el administrador, en presencia de un notario público o de los testigos 
acreditados, a formar el inventario de los bienes de la herencia, por el orden 
siguiente: 
  (1). Dinero. 

  (2). Efectos públicos. 

  (3). Títulos, hipotecas, acciones en sociedades anónimas, pagarés y demás 

documentos de crédito. 

  (4). Muebles, alhajas y prendas de vestir o de uso indispensable. 

  (5). Muebles fijos y semovientes. 

  (6). Frutos y cosechas. 

  (7). Bienes raíces e intereses en los mismos. 

  (8). Derechos y acciones no comprendidos en los enumerados. 

  (9). Libros, papeles, documentos y escrituras de especial importancia. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 569. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 36; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1066. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El inventario de los bienes de un finado tiene por función 

primordial relacionar en forma fehaciente todos los bienes, 

derechos y acciones de dicho finado que vengan a poder y 

conocimiento del administrador judicial, mas no así la de 

evaluar el caudal relicto. Yumet v. Tribunal Superior, 80 

D.P.R. 680 (1958). 

 La obligación de formar inventario de los bienes del finado la 

impone la ley al administrador judicial, con la concurrencia de 

herederos, acreedores y demás personas interesadas, 

formalizándolo en presencia de notario público o de testigos 

acreditados. Yumet v. Tribunal Superior, 80 D.P.R. 680 (1958). 
§ 2403. Contenido; valoración; entrega 
En el inventario se hará bajo juramento una descripción clara y precisa de los 
bienes comprendidos en las distintas clases, con expresión de su valor 
respectivo. En caso de disputa respecto al valor, el juez nombrará dos (2) peritos 
para que hagan la valoración. Terminado el inventario se entregará al secretario 
del Tribunal de Primera Instancia. 



 

   

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 570. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 37; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1066. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Las manifestaciones extrajudiciales de unos contadores 

públicos sobre la supuesta existencia de bienes relictos no 

incluidos en una herencia carecen de valor probatorio cuando 

no tienen apoyo en evidencia competente desfilada ante el 

tribunal. Yumet v. Tribunal Superior, 80 D.P.R. 680 (1958). 

 Cuando las actividades mercantiles de una persona 

constituyen una relación o mandato personal, esta relación o 

mandato termina con la muerte de aquélla; y siendo ello así, a 

la muerte no existe valor intangible alguno, en adición a los 

bienes corporales utilizados en esas actividades, a ser 

inventariado como un bien relicto. Yumet v. Tribunal 

Superior, 80 D.P.R. 680 (1958). 

 A la plusvalía de un negocio en funciones puede dársele un 

valor por sí misma y puede formar parte de los bienes relictos 

junto con la empresa que pasa a la sucesión; mas ese valor no 

puede considerarse con abstracción e independencia de la 

empresa en sí y de sus bienes. Yumet v. Tribunal Superior, 80 

D.P.R. 680 (1958). 

 El medio usado por los contadores nombrados por el tribunal 

a quo, y que éste aceptó de capitalizar los beneficios del negocio 

para determinar la cuantía de ese capital e incluirlo como 



 

   

bienes del finado en el inventario, fue erróneo. Yumet v. 

Tribunal Superior, 80 D.P.R. 680 (1958). 
Capítulo 203. Administración de los Bienes del Finado 

§ 2431. Administración de bienes; reparaciones, labores y abono 
El administrador conservará los bienes del finado, y procurará que den las 
rentas, productos y utilidades que correspondan. Podrá hacer en los edificios 
reparaciones ordinarias y en las fincas rústicas las labores y abono que exija el 
cultivo, sin previa autorización. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 571. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 38; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1016 y 1017. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Los bienes que pueden ser ocupados por un administrador 

judicial de una testamentaría son aquellos que se hallaban en 

poder del causante al tiempo de su muerte. Martínez v. Crosas, 

26 P.R.R. 196, 26 P.R. Dec. 224, 1918 PR Sup. LEXIS 37 (P.R. 

1918). 

 Cuando se demuestra claramente que se han ocupado bienes 

como de la testamentaría que no estaban en poder del 

causante, la corte debe ordenar su devolución en el mismo 

procedimiento sin necesidad de que la persona que los reclama 

tenga que acudir a un juicio ordinario independiente de la 

testamentaría. Martínez v. Crosas, 26 P.R.R. 196, 26 P.R. Dec. 

224, 1918 PR Sup. LEXIS 37 (P.R. 1918). 

 El juicio ordinario para reclamar bienes que están en posesión 

de un administrador judicial sólo es necesario cuando a pesar 

de haber tenido el causante de la testamentaría la posesión en 

el momento de su muerte otro se cree con derecho a la cosa. 

Martínez v. Crosas, 26 P.R.R. 196, 26 P.R. Dec. 224, 1918 PR 

Sup. LEXIS 37 (P.R. 1918). 
§ 2432. Auto de juez para desembolsos extraordinarios 
Cuando el cultivo y reparación de las fincas necesiten desembolsos 
extraordinarios, deberá obtenerse un auto del juez, previa notificación por escrito 



 

   

a los herederos reconocidos o a sus representantes. Para obtener el auto se 
dirigirá una petición bajo juramento al tribunal conteniendo los informes 
oportunos sobre la necesidad de la reparación o cultivo y montante del 
presupuesto de gastos. Podrá hacer la petición el administrador o cualquier 
heredero reconocido. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 572. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 39; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1017. 
§ 2433. Subasta pública para los trabajos 
Cuando el importe del presupuesto exceda de quinientos (500) dólares, podrá 
disponer el juez que se emplee el medio de la subasta pública, a no ser que los 
herederos reconocidos presentasen por escrito su conformidad a que se hagan 
bajo la dirección del administrador. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 573. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 40; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1018. 
§ 2434. Fondos para pagar gastos 
Para dichos gastos, los de pleitos, pago de contribuciones y demás atenciones 
ordinarias de administración, podrá el juez disponer que retenga el administrador 
una cantidad suficiente, o mandar sacarla del depósito, si no pudiere cubrirlos 
con los ingresos ordinarios. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 574. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 41; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1019. 
§ 2435. Venta de frutos 
El administrador deberá vender en época y sazón oportunas los frutos que 
reciba depositando su importe en el establecimiento en que se hallen los demás 
fondos de la herencia. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 575. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 42; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1020. 
§ 2436. Arrendamiento de bienes 
Podrá el administrador dar en arrendamiento, mediante contrato público o 
privado, la casa de habitación del finado y las fincas rústicas de poca 
importancia o parte de ellas acomodándose a los precios y pactos corrientes en 
la localidad. Podrá autorizar la continuación de los arrendamientos que estaban 
pendientes al fallecimiento del dueño, o renovar los fenecidos con las 
condiciones por éste pactadas, o por el mismo precio o mejorándolo, cualquiera 
que sea la importancia y clase de la finca. Pero los arrendamientos de los 
establecimientos fabriles, de fincas rústicas cuya renta anual exceda de mil 
(1,000) dólares y arrendamientos que deban inscribirse en el registro de la 
propiedad, conforme lo prevenido en la Ley Hipotecaria, deberán adjudicarse al 
mayor postor en pública subasta, que se verificará ante el alguacil. El precio 
medio del arrendamiento de la misma finca en los cinco (5) años últimos, y en su 
defecto el que se fije por avalúo de peritos elegidos por el juez se expresará en 
el anuncio de la subasta y constituirá el tipo mínimo para la licitación. Se formará 
por el administrador un pliego de condiciones para la subasta, sometiéndolo a la 
aprobación del tribunal. El anuncio de la subasta y pliego de condiciones se 
pondrán de manifiesto en la secretaría del tribunal y en los sitios públicos de 
costumbre de la población en que radiquen los bienes. También se publicará el 
anuncio o edicto en un periódico y por el tiempo que determinará el juez. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 576. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 43; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1021 a 1024. 
    Referencias en el texto.  

La Ley Hipotecaria mencionada en el texto, por razón de la 

fecha de efectividad de esta sección, debe ser la de 1893, 

anteriores secs. 1 et seq. del Título 30, derogada por la vigente 

Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad de 1979, secs. 

2001 et seq. del Título 30. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
§ 2437. Posturas para arrendamientos 



 

   

Las posturas podrán hacerse oralmente en la hora y lugar designados y las 
cerradas que se hubieren presentado se abrirán en el mismo acto. La postura 
más alta será admitida. Si no se hiciere por posición, el juez, oyendo 
previamente a los herederos reconocidos, podrá autorizar al administrador para 
que otorgue el arrendamiento en las formas más ventajosas para el caudal. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 577. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 44; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1028. 
§ 2438. Arrendamiento de finca rústica 
Se darán en arrendamiento todas las fincas rústicas del finado que no estuvieren 
ocupadas por los herederos, exceptuándose las que el finado explotase o 
cultivase por su cuenta y cualesquiera otras que por sus condiciones especiales, 
o para que sean más productivas, resolviere cultivarlas el administrador, de 
acuerdo con los herederos reconocidos. 

History.  
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 578. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 45; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1029. 
§ 2439. Venta de bienes 
El administrador no venderá los bienes inventariados, excepción hecha de los 
que puedan deteriorarse, de aquéllos cuya conservación sea difícil y costosa, de 
los frutos para cuya enajenación se presenten circunstancias ventajosas y de los 
demás bienes cuya enajenación sea necesaria para el pago de deudas del 
finado o cubrir atenciones de la administración. El tribunal, a propuesta del 
administrador y previa notificación y audiencia de los herederos reconocidos, 
podrá decretar la venta de cualesquiera de dichos bienes en pública subasta y 
previo avalúo por peritos. Las subastas se verificarán con las mismas 
solemnidades y en los propios términos establecidos para las de los 
arrendamientos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 579. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 46; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1030 a 1032. 
 ANOTACIONES  



 

   

  1. En general.  

 El propósito de esta sección es brindar protección a los 

herederos, acreedores y legatarios de un menoscabo a sus 

intereses legítimos. Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 

P.R. Dec. 172, 1985 PR Sup. LEXIS 52 (P.R. 1985). 

 Las disposiciones de esta sección deben cumplirse con estricto 

rigor. Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 P.R. Dec. 172, 

1985 PR Sup. LEXIS 52 (P.R. 1985). 

 El administrador heredero que vende bienes del caudal sin la 

autorización de todos los herederos o del tribunal responde de 

los daños que su conducta causa a los interesados. Los terceros 

adquirentes están al margen de las acciones que los interesados 

puedan incoar, excepto que sean partícipes de la conducta 

indebida del administrador. Sánchez Rodríguez v. López 

Jiménez, 116 P.R. Dec. 172, 1985 PR Sup. LEXIS 52 (P.R. 

1985). 

 El fin perseguido por el procedimiento establecido por esta 

sección para la venta y disposición de bienes hereditarios bajo 

administración judicialðin custodia legis ðes el de proteger 

los intereses de los herederos, acreedores y legatarios. Sucn. 

Mercado Parra v. Secretario de Hacienda, 92 P.R.R. 691, 92 

P.R. Dec. 710, 1965 PR Sup. LEXIS 248 (P.R. 1965). 

 Es ilegal el que un administrador judicial ceda, conjuntamente 

con los herederos, bienes determinados y específicos de una 

herencia bajo administración judicialðarrendamientos no 

vencidos pertenecientes al caudal hereditarioðsin previamente 

haber pagado la contribución sobre herencia y sin observar el 

procedimiento a seguirse para la venta y disposición de bienes 

hereditarios bajo administración judicial. Sucn. Mercado 

Parra v. Secretario de Hacienda, 92 P.R.R. 691, 92 P.R. Dec. 

710, 1965 PR Sup. LEXIS 248 (P.R. 1965). 

 Cuando iniciado pleito contra la viuda y los herederos 

desconocidos de un finado se embarga una participación pro 

indivisa en aseguramiento de sentencia, sin la previa anulación 



 

   

del embargo, un juez no puede autorizar al administrador 

judicial a vender los bienes así embargados a fin de pagar a 

acreedores cuyos créditos habían sido aprobados, no empece 

que el embargante no haya presentado su crédito para su 

aprobación. Ex parte Finlay, Waymouth & Lee, 42 D.P.R. 845 

(1931). 
§ 2440. Autoridad de los agentes del finado 
La autoridad de los agentes nombrados por el finado fuera de la población en 
que radique el tribunal subsistirá hasta donde fuere necesario para la 
conservación y seguridad de sus bienes, pudiendo pagárseles la misma 
retribución que aquél les hubiere otorgado. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 580. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 47; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1034. 
§ 2441. Deberes de los agentes; separación 
Dichos agentes rendirán sus cuentas y remitirán lo que recauden al 
administrador, considerándose como dependientes del mismo, y podrá éste 
exigirles fianza para responder de su cargo; pero no podrán ser separados por 
éste sino por causa legítima y con autorización del juez. Con la misma 
autorización podrá proveer el administrador las vacantes que resultaren. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 581. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 48; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1035. 
§ 2442. Disposiciones del testador 
Se cumplirá todo lo que hubiere dispuesto el testador sobre la administración de 
su caudal hasta entregarlo a los herederos. Cuando el testador no haya 
dispuesto lo que deba hacerse sobre este punto, la administración de las 
testamentarías se ajustará a las reglas establecidas por las secs. 2241 et seq. 
de este título. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 582. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  



 

   

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 49; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1096. 
§ 2443. Pagos para alimentos 
A instancia de parte interesada, el juez podrá mandar, previo aviso al 
administrador y demás partes interesadas, que de los productos del caudal se 
entregue por vía de alimentos a los herederos y legatarios y al cónyuge 
sobreviviente hasta la cantidad que respectivamente pueda corresponderles 
como renta líquida de los bienes a que tengan derecho. El juez fijará la cantidad 
y los plazos en que el administrador haya de hacer la entrega. 

History.  
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 583. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 50; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1100. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Cuando el juez mande entregar alimentos provisionales a los 

herederos, a los legatarios o al viudo las cantidades que se 

satisfagan deberán sacarse por regla general de los productos 

del caudal hereditario y no excederán de lo que pueda 

corresponderles como renta líquida de los bienes a que tengan 

derecho. Ríos v. Rosaly, 27 P.R.R. 495, 27 P.R. Dec. 537, 1919 

PR Sup. LEXIS 480 (P.R. 1919). 

 Apelada por uno de los herederos la resolución de la corte de 

distrito concediendo alimentos provisionales a la viuda del 

causante fundándose, entre otros motivos, en que otro de los 

herederos no fue notificado de la moción inicial, se resolvió que 

la falta de notificación al otro heredero no afecta al heredero 

apelante. Ríos v. Rosaly, 27 P.R.R. 495, 27 P.R. Dec. 537, 1919 

PR Sup. LEXIS 480 (P.R. 1919). 
Capítulo 205. Acciones en que Eran Partes los Finados 

§ 2471. Representación del finado; suspensión de los procedimientos; 
subrogación de partes 
Será deber de los administradores y, mientras éstos se nombren, de los 
albaceas representar al finado en todos los procedimientos comenzados por o 
contra el mismo antes de su muerte y los que se promovieran después por o 
contra el caudal de la herencia. Las acciones o procedimientos instruidos por o 



 

   

contra el finado se suspenderán a su muerte ínterin se haga cargo el albacea o 
se nombre un administrador y el albacea o administrador quedará subrogado 
como parte en la acción. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 584. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

El art. 52 de la Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, anterior art. 585 

del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, fue derogado por 

la Ley de Marzo 8, 1906, p. 180, sec. 3. Dicho artículo regulaba 

la solicitud para suspensión de los procedimientos. 
    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 51; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1008. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Mientras la declaratoria de herederos no se haga, la 

representación jurídica del finado intestado la tiene el 

administrador judicial de los bienes, pudiendo éste en su 

consecuencia demandar o ser demandado sin necesidad de 

hacer parte a los herederos en la acción. Montalvo v. Ferrero, 

56 D.P.R. 863 (1940). 

 Cualquier interpretación judicial que pueda merecer esta 

sección, no fue la intención legislativa conceder al 

administrador judicial la representación exclusiva de un finado 

en una acción de filiación iniciada en vida de dicho finado por 

uno que alegue ser su hijo natural. Rivera v. Viejo, 49 P.R.R. 

884, 49 P.R. Dec. 906, 1936 PR Sup. LEXIS 103 (P.R. 1936). 

 No siendo el art. 1008 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

Españolaðen cuanto a la representación del abintestato por el 

administrador hasta que se haga la declaratoria de 

herederosðaplicable a las testamentarías, y no apareciendo tal 

limitación en esta sección, aplicable lo mismo al abintestato que 

al juicio de testamentaría, y no teniendo los herederos una 

representación exclusiva, tanto éstos como el administrador 



 

   

judicial deben actuar conjuntamente en todos los litigios que se 

promuevan en pro o en contra del caudal hereditario. 

Franceschi v. Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. Dec. 666, 1933 PR 

Sup. LEXIS 128 (P.R. 1933). 

 Aun cuando se haya hecho la partición judicial de los bienes 

de un finado y adjudicado determinada propiedad a un 

heredero, si el pleito de división está pendiente de apelación y 

la adjudicataria de dicha propiedad aún no ha tomado 

posesión de ella, la administradora judicial de los bienes, y no 

dicha adjudicataria, es la que tiene que intervenir en una 

acción sobre división de comunidad de dicha finca así 

adjudicada. Calderón v. Herederos de C. Boerman, 37 D.P.R. 

800 (1928). 

 Alegándose en una demandaðen acción reivindicatoria 

establecida por un administrador judicial a nombre de ciertos 

herederosðque se hizo la declaración de herederos, la falta de 

capacidad legal del administrador para iniciar la acción a 

nombre de los herederos es manifiesta. Pérez v. Zeda, 35 

D.P.R. 329 (1926). 

 En los abintestatos la continuación de la personalidad del 

causante por el administrador que se nombre está limitada 

únicamente al período que media desde el fallecimiento hasta 

la declaración de herederos; después de esto, su facultad se 

limita a actos de mera administración o a los que sean 

necesarios para llenar los deberes de su cargo. Pérez v. Zeda, 

35 D.P.R. 329 (1926). 

 El hecho de que el heredero instituido exprese en la solicitud 

pidiendo la administración judicial que el administrador que 

se nombre tendrá que instituir las acciones correspondientes 

contra la viuda para recuperar ciertas sumas de dinero 

percibidas por ella, para traerlas a la masa común y ser 

divididas, no es obstáculo para que se nombre un 

administrador. Cabanillas v. Torrent, 32 P.R.R. 40, 32 P.R. 

Dec. 42, 1923 PR Sup. LEXIS 489 (P.R. 1923). 
Capítulo 207. Remuneración de Administradores y Albaceas 



 

   

§ 2491. Remuneración de administradores y albaceas; gastos 
Todo administrador o albacea, a no disponer otra cosa el testamento bajo el cual 
se le nombra, tendrá derecho a percibir del caudal, en remuneración de sus 
servicios, el cinco por ciento (5%) de los ingresos que ocurran durante la 
administración, montantes a la cantidad máxima de mil (1000) dólares; el dos y 
medio por ciento (2.5%) cuando éstos asciendan hasta diez mil (10,000) dólares; 
y el uno por ciento (1%) sobre las cantidades que excediesen de diez mil 
(10,000) dólares. También dispondrá el juez que se abonen al administrador o 
albacea los gastos indispensables que ocasione la administración, incluso el 
costo de los anuncios, publicaciones que la ley prescriba, la conservación y 
guarda de los bienes, consulta de abogado y gastos de viaje. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 586. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 123, art. 53; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1033. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El art. 830 del Código Civil, sec. 2527 del Título 31, en cuanto 

prescribe que el albaceazgo es gratuito, quedó derogado por 

esta sección. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 

811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 La negligencia de parte de un albacea testamentario en el 

desempeño de las funciones de su cargo no lo priva de la 

compensación a que tiene derecho conforme a esta sección. 

Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR 

Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Esta sección no establece distinción alguna entre albaceas 

simples y albaceas administradores a los efectos del derecho a 

la remuneración de servicios que la misma provee para los 

administradores o albaceas. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 

764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Los ingresos que ocurren durante la administración de un 

caudal hereditario, sobre los cuales el albacea tiene derecho a 

remuneración por sus servicios, no son otros que las cantidades 

que el albacea recibe en pago de créditos a favor del causante o 



 

   

como productos o rentas de los bienes de la herencia; pero esa 

remuneración no puede determinarse tomando como base el 

valor del corpus  hereditario. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 

764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Un albacea no tiene derecho a remuneración alguna sobre el 

importe de un crédito que además de no ser parte del caudal 

hereditario del causante nunca lo recibió ni ingresó como parte 

de ese caudal. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. 

Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Trat ándose de una finca que en virtud de un contrato 

transaccional entre todos los herederos de la herencia ha 

pasado a ser de la propiedad de uno de ellos, los pagos por 

custodia de tal finca hechos hasta que la misma pasó a dicho 

heredero son de cargo de la herencia mas no así los efectuados 

después. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 

1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Adjudicado a un heredero un inmueble de la herencia, a 

partir de la fecha de la adjudicación a él como dueño, mas no a 

la herencia, corresponde pagar el cargo por agua que desde 

entonces se consuma en la propiedad. Mercado v. Mercado, 66 

P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 

1947). 

 En el caso en que en su cuenta final de albacaeazgo el albacea 

cargue a la herencia una partida por desembolsos para el pago 

de servicios prestados por un perito tasador y tres contadores 

en relación con la herencia y siendo contradictoria la evidencia 

en cuanto a la naturaleza e importancia de esos servicios, la 

corte a quo tomando su importancia en consideración así como 

la cuantía de la herencia dirima el conflicto otorgando sumas 

que ella considere justas y razonables, en apelación no se 

intervendrá con esa decisión, de considerarse la misma 

correcta, si las partes contendientes no aducen razón alguna 

para esa intervención. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 

P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 En ausencia de disposición alguna testamentaria o estatutaria 



 

   

que permita compensación adicional por servicios 

extraordinarios, no puede concederse otra que la fijada por el 

estatuto. Ex parte Boerman, 52 D.P.R. 627 (1938). 

 Los administradores judiciales tienen derecho a utilizar los 

servicios de un letrado para que defienda su cuenta final de 

administración y a una suma razonable para ayudarles a 

preparar dicha cuenta. Ex parte Boerman, 52 D.P.R. 627 

(1938). 

 La administradora judicial que continúe en posesión de bienes 

adjudicados a un heredero con el solo objeto de entregar su 

posesión a los verdaderos dueños, tiene autoridad para 

contratar los servicios de un letrado que sean necesarios para 

proteger la participación de sus dueños en la herencia o estén 

relacionados con la preservación de tal participación y 

cargarles los honorarios y costas judiciales correspondientes. 

Boerman v. Herederos de Boerman, 52 P.R.R. 593, 52 P.R. 

Dec. 611, 1938 PR Sup. LEXIS 185 (P.R. 1938). 

 La comisión de ciertas irregularidades en la administración 

encomendádale no impide al administrador judicial recobrar 

su remuneración. Bankers Trust Co. v. Morales, 48 P.R.R. 929, 

48 P.R. Dec. 952, 1935 PR Sup. LEXIS 419 (P.R. 1935). 

 En una reclamación por honorarios de abogado por servicios 

legalmente prestados a una administración judicial, la 

discreción judicial debe ser amplia para asegurar el pago de 

dichos servicios, a fin de que pueda hacerse efectiva 

inmediatamente la sentencia final que se dicte, en caso de que 

la corte concluya que son debidos. In re Franceschi y López de 

Tord, 46 D.P.R. 445 (1934); Franceschi v. Corte y López de 

Tord, 46 D.P.R. 406 (1934). 

 Los honorarios de abogados por servicios prestados a la 

administración judicial son parte de los gastos de 

administración de la testamentaría y pueden ser resueltos 

sumariamente mediante moción en el mismo procedimiento de 

administración. Franceschi v. Corte y López de Tord, 46 

D.P.R. 406 (1934); Franceschi v. Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. 



 

   

Dec. 666, 1933 PR Sup. LEXIS 128 (P.R. 1933). 

 Un poseedor de mala fe no tiene derecho a comisión alguna 

como administrador de bienes que, así poseídos, se niega a 

restituir a su legítimo dueño o a compartirlos con un condueño. 

García v. Aguayo, 45 P.R.R. 819, 45 P.R. Dec. 845, 1933 PR 

Sup. LEXIS 162 (P.R. 1933). 

 Unos abogados no pueden tener gravamen alguno sobre bienes 

de un caudal hereditario que no están en posesión de ellos y sí 

bajo el control judicial en virtud de una administración 

judicial. Franceschi v. Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. Dec. 666, 

1933 PR Sup. LEXIS 128 (P.R. 1933). 

 Un abogado que presta sus servicios profesionales para 

beneficio de una herencia a instancia del administrador 

judicial tiene derecho a que, de los bienes de la herencia, se le 

conceda y pague (su reclamación por) el valor razonable de los 

servicios prestados. Franceschi v. Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. 

Dec. 666, 1933 PR Sup. LEXIS 128 (P.R. 1933). 

 La remuneración que corresponde a un administrador de 

bienes hereditarios no es el tanto por ciento del valor del 

caudal, sino el de los ingresos. Ex parte Boerman v. Marrero, 

34 P.R.R. 120, 34 P.R. Dec. 126, 1925 PR Sup. LEXIS 150 (P.R. 

1925). 
Capítulo 209. Cuentas de Administradores y Albaceas 

§ 2511. Cuentas trimestrales 
Los administradores y albaceas presentarán en el Tribunal de Primera Instancia 
cuentas trimestrales de las cantidades recibidas y desembolsadas por ellos, 
acompañadas de una declaración jurada y de un resguardo en que conste que el 
saldo en efectivo que de las mismas resulte queda depositado en el 
establecimiento bancario designado al efecto por el tribunal. Dichas cuentas 
serán puestas de manifiesto en secretaría a disposición de cualquiera de las 
partes. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 587. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 54; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1010. 



 

   

    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
§ 2512. Cuenta final 
Cuando el albacea o administrador haya terminado la liquidación de los bienes, 
renuncie o sea separado, o por cualquier otra causa cese en el desempeño de 
su cargo, deberá presentar al tribunal una cuenta final jurada y acompañada de 
los recibos y resguardos correspondientes, la cual también se pondrá de 
manifiesto para su inspección. Al presentarse dicha cuenta final, se citará a 
todas las partes interesadas en el caudal, a fin de que puedan presenciar la 
liquidación final de sus cuentas y se les devuelva o cancele la fianza que 
hubieren prestado. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 588. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 55; Ley de Enj. Civil 

Española, arts. 1012 a 1014. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 La radicación y aprobación de las cuentas finales del 

albaceazgo constituyen un procedimiento especial con todas las 

características de un juicio plenario. Mercado v. Mercado, 66 

P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 

1947). 

 En un procedimiento sobre rendición y aprobación de las 

cuentas finales de albaceazgo en el que tanto dichas cuentas 

como las oposiciones de los herederos no estén juradas, sobre el 

albacea recae el peso de probar la corrección de sus cuentas. 

Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR 

Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 



 

   

§ 2513. Aprobación de la cuenta 
Si pasados ocho (8) días después de presentada la citación decretada por un 
juez de dicho tribunal ninguna de las partes hubiese hecho oposición a las 
cuentas, el Tribunal de Primera Instancia, si en su opinión dichas cuentas son 
justas y correctas, dictará auto aprobándolas y declarando exento de 
responsabilidad al administrador, y cancelará la fianza que hubiere constituido. 
Si las cuentas fueren impugnadas, se sustanciará la impugnación y se admitirán 
pruebas en una vista del caso y se aprobarán o desaprobarán aquéllas según el 
resultado de la vista. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 589. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 56; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1014. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El administrador judicial de una testamentaría tiene derecho 

a recibir una compensación adicional por sus labores como 

abogado y contador, además del porcentaje que le concede la 

ley. Rivera Torres v. Tribunal Superior, 126 P.R. Dec. 692, 

1990 PR Sup. LEXIS 236 (P.R. 1990). 

 Una coheredera y a su vez albacea testamentaria no puede, 

acudiendo a la acción de división de comunidad (communi 

dividundo ), privar a los demás coherederos de sus derechos de 

formar inventario de los bienes hereditarios, de fiscalizar los 

actos de su administración mediante el examen de las cuentas y 

de intervenir en la determinación de las deudas del caudal 

hereditario evitando así cumplir los deberes que como albacea 

le impone la ley. Marchese v. Marchese, 81 D.P.R. 729 (1960). 

 Cuando unos herederos reiteradamente solicitan de una corte 



 

   

la entrega de una suma consignada por un albacea para 

satisfacer el monto de un auto definitivo dictado por ella, según 

el mismo fue modificado y confirmado en apelación, y dicha 

corte ordena se expidan cheques por las cantidades que a cada 

uno de ellos correspondía como pago parcial de sus acreencias 

respectivas contra el albacea, el hecho de que éste se oponga a 

tal entrega en pago parcial de lo adeudado no significa que a 

cada heredero no pudo entregársele la parte que le 

correspondía en la suma total depositada y, por tanto, el 

albacea viene obligado a pagar intereses sobre la suma así 

depositada hasta la fecha en que el secretario de la corte estuvo 

en posición de expedir tales cheques a favor de los herederos. 

Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR 

Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 En un procedimiento sobre rendición de las cuentas finales de 

albaceazgo, la misión de la corte es examinar todas y cada una 

de las partidas impugnadas, aprobándolas o rechazándolas 

según se ajusten o no a la ley, a las disposiciones testamentarias 

y a lo que hayan podido convenir los interesados en la 

herencia. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 

811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 El compromiso de los herederos de tratar de llegar a un 

acuerdo sobre las cuentas finales de albaceazgo antes de 

someter sus discrepancias o controversias a los tribunales, de 

ser una condición precedente a la intervención judicial, es 

cuestión que no puede levantarla un albacea que además de no 

haber cumplido el suyo de rendir sus cuentas dentro de 

determinado tiempo la ha renunciado, al llamarse el caso en 

corte para la vista de las discrepancias, aviniéndose a discutir 

en su fondo la oposición a sus cuentas finales. Mercado v. 

Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. 

LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 El albacea a quien la sentencia en el procedimiento sobre 

rendición y aprobación de las cuentas finales de albaceazgo le 

ordene restituir al caudal hereditario sumas que de acuerdo 



 

   

con tal sentencia él gastó indebidamente, viene obligado a la 

restitución total de esas sumas no empece que sólo algunos de 

los varios herederos interesados en la herencia fueran los que 

impugnaran sus cuentas de albaceazgo. Mercado v. Mercado, 

66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 

1947). 

 Cuando un albacea ofrece prueba suficiente para establecer el 

hecho de que el saldo de una libreta de banco, la que aparecía 

a nombre del causante y de otra persona, no pertenece al 

caudal hereditario y sí a esa otra persona y los herederos 

opositores son oídos sobre el particular, la corte a quo comete 

error al ordenar a dicho albacea, quien había accedido a 

devolver y había devuelto dicha suma a esa persona dándola de 

baja del activo del caudal hereditario, a que la restituya a 

dicho caudal. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 

811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 En su cuenta final de albaceazgo, el albacea viene obligado por 

ley a incluir las cantidades realmente recibidas por él durante 

la administración de la herencia; pero el ordenarle en el 

procedimiento sobre rendición y aprobación de esa cuenta final 

que acredite al activo de la herencia una suma que excede a la 

recibida por él es, además de errónea, injusta por cuanto 

permite el indebido enriquecimiento de los herederos. Mercado 

v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. 

LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Tratándose de una suma que corresponde totalmente a los 

herederos, una mitad por herencia materna y otra mitad por 

herencia paterna, el albacea testamentario del padre fallecido 

viene obligado a incluir en el inventario de bienes y en sus 

cuentas finales de albaceazgo no la totalidad de esa suma y sí 

sólo la mitad que en ella les corresponde por herencia paterna, 

pues la mitad correspondiente a la herencia materna no forma 

parte del caudal hereditario del padre fallecido. Mercado v. 

Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. 

LEXIS 184 (P.R. 1947). 



 

   

 Fallecida una esposa, sus cuatro hijos y herederos pasarán a 

ser dueños de una suma representada por un crédito a favor de 

ella y su esposo contra una sociedad. Por convenio entre el 

esposo y sus hijos, dicha suma quedó en poder del primero, 

usufructuándola y con carácter vitalicio. Al él fallecer, la nuda 

propiedad y el dominio útil de esa suma pasó a los cuatro hijos 

del matrimonio, por lo que siendo la sociedad la deudora de la 

suma en cuestión, los intereses procedentes de dicho crédito 

son de su cuenta, no pudiendo el albacea testamentario del 

esposo cargarlos como baja del caudal hereditario de éste en su 

cuenta final de albaceazgo. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 

764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Cuando, a su fallecimiento, el causante deja un crédito contra 

una sociedadðel cual el albacea debe consignar en el 

inventario y en la notificación de defunción hecha al Tesorero, 

como parte del activo del caudal hereditarioðy con 

posterioridad dicha sociedad paga por cuenta de los herederos 

una suma adeudada por el causante a su muerte por concepto 

de contribución sobre ingresos que ella retuvo en su origen, 

reduciéndose como consecuencia de ese pago el monto de dicho 

crédito, el albacea tiene derecho a cargar en el pasivo de la 

herencia la suma realmente pagada al Tesorero por el concepto 

indicado. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 

811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Los pagos hechos por el testador durante su vida por pura 

generosidad no lo obligan a él o a sus herederos a continuarlos 

después de su muerte, y siendo ello así, en ausencia de 

institución de legado o disposición alguna del testador en su 

testamento en beneficio de pobres o insolventes 

indeterminados, los pagos que a ellos haga el albacea no 

pueden computarse como carga de la herencia. Mercado v. 

Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. 

LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 El albacea puede hacer anticipos a los legatarios y herederos, a 

cuenta de sus legados o participaciones, siempre que en el 



 

   

momento de rendir su cuenta final de albaceazgo las sumas 

anticipadas hayan sido devueltas al caudal hereditario. 

Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR 

Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 En un procedimiento sobre rendición y aprobación de las 

cuentas finales de albaceazgo en el que sólo se somete la 

corrección de dicha cuenta final en cuanto a la indebida 

inclusión u omisión de fondos, gastos y accesiones de los bienes, 

y la distribución correspondiente del saldo que pudiese 

resultar de tal cuenta final, la corte no puede ordenar la 

distibución o adjudicación de bienes raíces pertenecientes al 

caudal hereditario, con mayor razón si ya ha habido una 

adjudicación previa de esos bienes entre los herederos, por 

contrato celebrado entre ellos, y tal adjudicación fue 

reconocida por los tribunales. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 

764, 66 P.R. Dec. 811, 1947 PR Sup. LEXIS 184 (P.R. 1947). 

 Cuando al terminarse la administración, la administradora 

judicial continúa de facto como tal en la posesión de bienesð

entre ellos dinero en efectivoðadjudicados a un heredero con 

el solo objeto de entregar su posesión a los verdaderos dueños, 

éstos no tienen derecho a intereses sobre ese dinero cuando los 

autos demuestran que la administradora gastó más dinero que 

el que realmente recibió por concepto de los bienes bajo su 

administración y ella, o usó la suma anterior para gastos, o 

tenía derecho a hacerlo así. Boerman v. Herederos de 

Boerman, 52 P.R.R. 593, 52 P.R. Dec. 611, 1938 PR Sup. 

LEXIS 185 (P.R. 1938). 

 De tener derecho a rentas de cuyo disfrute se privó a la 

administradora judicial de unos bienes por resolución de una 

corte, los dueños de los bienes deben demandar a la persona 

que ha disfrutado de tales rentas ilegalmente; pero en este caso 

no se está en condiciones de imputar negligencia a la 

administradora por haber obedecido la orden de la corte. 

Boerman v. Herederos de Boerman, 52 P.R.R. 593, 52 P.R. 

Dec. 611, 1938 PR Sup. LEXIS 185 (P.R. 1938). 



 

   

 No puede relevarse a un administrador judicial de bienes 

inmuebles embargados, de acuerdo con la antigua Ley de 

Enjuiciamiento Civil, que ha dormido sobre sus derechos por 

más de 13 años desde que el demandante desistió del pleito y 

fueron presentadas las cuentas y comprobantes de la 

administración, y después de extraviadas éstas, de las 

consecuencias naturales de su propia lata culpa, con una 

simple moción interesando la aprobación de sus cuentas, 

basada sola y exclusivamente en la teoría de una presunción 

técnica en su favor que surge de la facultad del demandante en 

un pleito antiguo de hacer oposición en tiempo hábil a dichas 

cuentas. Torruellas v. Ferrer, 25 P.R.R. 821, 25 P.R. Dec. 882, 

1917 PR Sup. LEXIS 577 (P.R. 1917). 
§ 2514. Auto definitivo aprobando cuenta; apelación 
El Tribunal de Primera Instancia dictará auto definitivo, bien aprobando la cuenta 
presentada o haciendo en ella modificaciones y alteraciones con cargo al 
albacea o administrador que el derecho y la justicia reclamen; contra dicho auto 
podrá interponerse recurso de apelación. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 590. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 57; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1015. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Cuando las cuentas finales del albaceazgo sometidas se 

refieren a las cantidades recibidas por el cuentadante y a los 

pagos efectuados por él, o pendientes de efectuarse, el auto 

definitivo que en relación con tales cuentas se dicte es uno 



 

   

sobre pago de dinero. Mercado v. Corte, 71 D.P.R. 789 (1950). 

 El auto definitivo dictado por una corte de distrito aprobando 

las cuentas finales rendidas por un albacea o administrador 

equivale a una sentencia final, y es apelable. Mercado v. Corte, 

71 D.P.R. 789 (1950). 

 Cuando sometidas a su consideración las cuentas finales de un 

albaceazgo la corte de distrito hace adjudicación de todas y 

cada una de sus partidas y dicta auto definitivo aprobándolas 

con ciertas modificaciones y alteraciones y en apelación contra 

el auto aprobándolas igualmente se consideran separadamente 

todas y cada una de las partidas y se hace adjudicación 

separada e independiente respecto a las que debían revocarse, 

modificarse o confirmarse y dicho auto se confirma, con las 

modificaciones así hechas, y apelada nuestra sentencia para la 

Corte de Apelaciones del Primer Circuito la misma es 

confirmada, en tales circunstancias, siendo las distintas 

partidas envueltas separables y divisibles, el auto definitivo 

dictado en relación con tales cuentas por la corte de distrito 

equivale a una sentencia divisible. Mercado v. Corte, 71 D.P.R. 

789 (1950). 

 El procedimiento sobre administración judicial de los bienes 

de un finado termina con el auto definitivo aprobando la 

cuenta presentada por el administrador judicial nombrado o 

haciendo en ella las modificaciones y alteraciones que 

procedan. Sampedro v. Fournier, 69 D.P.R. 584 (1949). 

 Cargada a la herencia por el albacea en su cuenta final de 

albaceazgo una partida que, basándose en la prueba 

presentada por los opositores, la corte a quo rebajó, tal partida 

debe tenerse en apelación como aprobada en la suma 

concedida en ausencia de razón alguna para intervenir con la 

apreciación que de la prueba hizo dicha corte sentenciadora. 

Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 36, 66 P.R. Dec. 38, 1946 PR 

Sup. LEXIS 101 (P.R. 1946); 69 S. Ct. 49; 93 L. Ed. 379 (1948). 

 En apelación en procedimientos sobre aprobación de las 

cuentas finales de albaceazgo, no se intervendrá con la 



 

   

apreciación de la prueba por la corte a quo cuando nada hay 

en los autos, ni existe razón alguna, que pueda justificar esa 

intervención. Mercado v. Mercado, 66 P.R.R. 36, 66 P.R. Dec. 

38, 1946 PR Sup. LEXIS 101 (P.R. 1946); 69 S. Ct. 49; 93 L. 

Ed. 379 (1948). 

 Una resolución recaída, cerrada ya la administración judicial, 

sobre una moción de la administradora solicitando 

compensación adicional por servicios prestados y honorarios 

de abogado, tiene el carácter de una providencia especial 

dictada después de sentencia final y es apelable. Ex parte 

Boerman, 52 D.P.R. 627 (1938). 

 La radicación y aprobación de las cuentas finales de 

administración bajo las secs. 2512, 2513 y 2514 de este título 

constituyen de por sí un procedimiento especial y del auto 

definitivo que en el mismo se dicteðque tiene el carácter de un 

decreto finalðpuede apelarse dentro del término de treinta 

días que establece el inciso (1) del art. 295 del Código de 

Enjuiciamiento Civil [derogado por la Regla 72 de 

Procedimiento Civil de 1958]. Boerman v. Herederos de 

Boerman, 52 P.R.R. 593, 52 P.R. Dec. 611, 1938 PR Sup. 

LEXIS 185 (P.R. 1938). 
§ 2515. Petición para que se rinda cuenta final 
Cualquier heredero, legatario, acreedor o fiador de un administrador, o 
representante legítimo de dicho fiador o cualquier tutor de un menor o 
incapacitado puede dirigir una petición al tribunal para que obligue a un albacea 
o administrador a que rinda su cuenta final, la cual petición deberá concederse, 
salvo que el juez a quien se haga podrá a su discreción denegarla, si no 
hubieren transcurrido quince (15) meses del nombramiento del albacea o 
administrador, y resultare que, por causas fundadas en dificultades y demoras 
inevitables ocurridas en la administración, no hubiere sido posible liquidarla y 
presentar la cuenta final. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 591. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 58. 
 ANOTACIONES  



 

   

  1. En general.  

 Una corte puede a petición de un heredero, conforme a esta 

sección, ordenar que cese la administración de los bienes de la 

herencia por el cónyuge viudo y conceder al administrador un 

término razonable para presentar sus cuentas finales; puede 

asimismo la corte después de oír a las partes y en conexión con 

la liquidación de las cuentas finales, sin necesidad de un pleito 

por separado, determinar en cuanto a una reclamación del 

cónyuge viudo como acreedor de la herencia por gastos que 

hiciera y pagara con motivo de la última enfermedad y 

funerales del causante. Escudero v. Foote, Juez de Distrito, 26 

P.R.R. 131, 26 P.R. Dec. 144, 1918 PR Sup. LEXIS 18 (P.R. 

1918). 
§ 2516. Adjudicación del sobrante 
El auto definitivo en una rendición de cuenta dispondrá, con arreglo a derecho y 
justicia, la adjudicación del sobrante que resultare, en dinero o fincas, entre las 
personas con derecho a ello, después de satisfechas las deudas del finado y 
cubiertos los gastos de la administración. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 592. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 59. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Esta sección, en cuanto a las deudas de que habla, se refiere a 

las deudas reconocidas y no a todas las reclamaciones que 

puedan establecerse contra el caudal común. Franceschi v. 

Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. Dec. 666, 1933 PR Sup. LEXIS 

128 (P.R. 1933). 
Capítulo 211. Derechos de Acreedores; Pago de Deudas 

§ 2541. Pago de deudas del finado 
Será deber de todo albacea o administrador satisfacer las deudas legítimas del 
finado dentro de un plazo razonable, con intervención de los herederos o, en su 
defecto, del Tribunal de Primera Instancia. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 593. 



 

   

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 60. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Una coheredera y a su vez albacea testamentaria no puede, 

acudiendo a la acción de división de comunidad (communi 

dividundo ), privar a los demás coherederos de sus derechos de 

formar inventario de los bienes hereditarios, de fiscalizar los 

actos de su administración mediante el examen de las cuentas y 

de intervenir en la determinación de las deudas del caudal 

hereditario evitando así cumplir los deberes que como albacea 

le impone la ley. Marchese v. Marchese, 81 D.P.R. 729 (1960). 
§ 2542. Aviso a acreedores; rechazo de reclamaciones 
Para ello publicará en periódico designado por el juez del Tribunal de Primera 
Instancia un aviso a los acreedores para que le presenten sus reclamaciones 
con los correspondientes comprobantes bajo juramento, en el lugar señalado en 
el aviso. Este se publicará una vez por semana durante dos (2) meses 
consecutivos. Si el albacea o administrador dudase de la validez de alguna 
reclamación la rechazará notificándolo así por escrito al reclamante. Al acreedor 
le quedará expedito su derecho para reclamarla en el correspondiente pleito 
contra la administración del caudal. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 594. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 61. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 



 

   

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El acreedor de una persona fallecida puede reclamar 

judicialmente el pago de su crédito al administrador judicial de 

los bienes, ya sea dicho administrador permanente o interino, 

sin necesidad de presentarle previamente una reclamación. 

Montalvo v. Ferrero, 56 D.P.R. 863 (1940); Banco de Ponce v. 

Hernández, 37 D.P.R. 756 (1928). 
§ 2543. Juicio por reclamaciones no presentadas dentro de seis meses 
Si algún acreedor promoviere juicio por una deuda, cuya reclamación no se 
hubiere presentado dentro de los seis (6) meses de publicado el aviso a los 
acreedores, no será responsable el albacea o administrador por los caudales o 
dinero que hubiere entregado a cuenta de legítimas reclamaciones, legados o 
hijuelas antes de intentarse la acción. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 595. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 62. 
§ 2544. Acreedores pueden proceder contra herederos; derechos de herederos 
respecto al inventario 
Ninguno de los procedimientos establecidos menoscabará el derecho de los 
acreedores contra un heredero que acepta su parte en la herencia, ni obstará 
para que los herederos ejerciten en tiempo y forma el derecho de deliberar o de 
manifestar que aceptan la herencia a beneficio de inventario. Al promover la 
administración judicial, podrán los herederos pedir el término legal para deliberar 
o manifestar que aceptan la herencia a beneficio de inventario. En uno y otro 
caso, cuando se presentare el inventario al tribunal, se pondrá de manifiesto 
para que puedan los herederos examinarlo y resolver lo que convenga mejor a 
sus intereses. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 596. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 63. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 



 

   

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En el caso de muerte ilegal causada a un padre, los acreedores 

de éste (salvo aceptación de la herencia sin beneficio de 

inventario) no tienen derecho a la indemnización que se 

conceda a los hijos que la reclaman por derecho propio y no a 

título de causahabientes. Cáez v. United States Casualty Co., 

80 D.P.R. 754 (1958). 

 El hecho de que el tenedor de un pagaré no presentara su 

reclamación sobre el mismo dentro del procedimiento de 

administración de los bienes del deudor fallecido y que la 

administración hubiera terminado no es óbice para que él 

proceda contra un heredero del deudor fallecido que aceptó su 

parte en la herencia si la acción para su cobro no ha prescrito. 

Rovira v. Oliver, 70 D.P.R. 113 (1949). 
Capítulo 213. Aceptación del Cargo de Albacea o Administrador 

§ 2571. Aceptación del cargo; expedición de cartas testamentarias 
Todo albacea que acepte el nombramiento hecho a su favor en un testamento 
deberá entregar al funcionario en cuya oficina se halla protocolado el testamento 
una aceptación del cargo por escrito, acompañada de un juramento, también por 
escrito, comprometiéndose a cumplir, del mejor modo que le fuere dable, sus 
obligaciones como albacea, sin lo cual no podrá hacerse cargo de los bienes del 
finado. La sala del Tribunal de Primera Instancia de la última residencia del 
finado o del lugar en que radican sus bienes, mediante la presentación de una 
certificación del notario u otro funcionario competente, en que conste haberse 
archivado dicha aceptación y juramento oficial, expedirá cartas testamentarias a 
favor del albacea, las cuales constituirán prueba de su autoridad. Tan pronto 
como un administrador haya prestado su fianza y juramento oficial, el juez o 
tribunal que lo hubiere nombrado expedirá a su favor cartas de administración 
bajo su sello, en testimonio de su autoridad. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 597. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 64. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 



 

   

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No siendo improcedente bajo las disposiciones de las Reglas 

23.2 y 30 de las de Procedimiento Civil un interrogatorio 

notificádole a un albacea testamentario dentro de un 

procedimiento especial de división y partición de herencia de 

carácter contencioso, dicho albacea viene obligado a 

contestarlo. Batiz v. Tribunal Superior, 104 P.R. Dec. 41, 1975 

PR Sup. LEXIS 2225 (P.R. 1975). 

 Un albacea y contador-partidor que comparece en una 

escritura de partición de herencia, no en su carácter de 

albacea, sino en el de contador-partidorðcuya autoridad como 

tal la deriva del testamento del causanteðno necesita acreditar 

en el registro de la propiedad que se le han expedido cartas 

testamentarias como albacea. Viuda de Fernndez v. 

Registrador, 98 D.P.R. 765 (1970). 

 La aceptación expresa del cargo de albacea se rige en cuanto a 

sus requisitos formales por esta sección. Piazza v. Piazza, 83 

D.P.R. 414 (1961). 

 El hecho de que una heredera no obtuviera cartas de 

albaceazgo no debe entenderse como que no aceptó la 

encomienda del testador de actuar como albacea y por ello 

perdió su derecho a la mejora y a participar con los otros 

herederos en la mitad del tercio de libre disposición cuando la 

prueba demuestra que luego de la muerte del testador ella 

continuó administrando los bienes del finado en la misma 

forma en que lo había hecho durante la vida del mismo. 

Andino v. Andino, 83 D.P.R. 138 (1961). 

 Las disposiciones de esta sección sobre obtención de cartas de 

albaceazgo no están en conflicto ni resultan incompatibles con 

las de la sec. 2517 del Título 31 sobre las formas cómo puede 



 

   

aceptarse el albaceazgo; aquéllas se aplican a casos de 

aceptación expresa y éstas a casos de aceptación tácita. Andino 

v. Andino, 83 D.P.R. 138 (1961). 
Capítulo 215. Acciones para Determinar la Validez de los Testamentos 

§ 2591. Acciones para determinar validez 
Cuando se impugnare la validez de un testamento, por haberse dejado de 
cumplir algunas de las formalidades exigidas por la ley o carecer el testador de 
capacidad para testar, aléguese o no la existencia de otro válido de fecha 
posterior o anterior, podrá promoverse juicio por cualquier heredero, o por un 
albacea o legatario designado en el testamento cuya validez se intenta probar, al 
objeto de averiguar si el finado dejó testamento válido y en tal caso determinar el 
documento en que se halla consignada su última voluntad. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 598. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 65. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Véanse las anotaciones bajo la sec. 2592 de este título. 
§ 2592. Dónde se promoverán; partes 
Dicho juicio se promoverá en la sala del Tribunal de Primera Instancia cuya 
jurisdicción comprenda la última residencia del finado o el lugar en que radique 
la mayor parte de sus bienes. Se tendrá por partes en el juicio al albacea y a los 
herederos y legatarios del finado, nombrados en cualquier testamento que se 
alegue ser de dicho finado, y cuya validez se procure probar o destruir. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 599. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 66. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  



 

   

 Al determinar la validez de un testamento, un tribunal debe 

tener presente que: (a) su otorgamiento es un acto que debe 

estar rodeado con las mayores garantías posibles en cuanto a 

aspectos tales como el documento, funcionario autorizante, 

capacidad del testador, características de los testigos, firmas y 

otros; (b) debe aplicar los preceptos legislativos de manera que 

se cumpla, de ser evidente, la última voluntad del testador, y 

(c) debe evaluar cuáles formalidades afectan la esencia y 

validez del otorgamiento frente a aquellas que no destruyen la 

legitimidad del documento. Rivera Pitre v. Galarza Martínez, 

108 P.R. Dec. 565, 1979 PR Sup. LEXIS 74 (P.R. 1979). 

 Un testamento no puede anularse a menos que en la 

correspondiente acción de nulidad sean incluidas como 

demandadas todas las partes indispensables, a saber, el albacea 

y todos los herederos y legatarios. Alejandro v. Tribunal 

Superior de P.R., 100 P.R.R. 599, 100 P.R. Dec. 600, 1972 PR 

Sup. LEXIS 141 (P.R. 1972). 

 Un albacea no viene siempre obligado a sostener en juicio y 

fuera de él la validez del testamento en que se le designó para 

el cargo; tal obligación surge únicamente de estimar el albacea 

que el testamento es justo. Alejandro v. Tribunal Superior de 

P.R., 100 P.R.R. 599, 100 P.R. Dec. 600, 1972 PR Sup. LEXIS 

141 (P.R. 1972). 

 Es prudente y aconsejable la conducta de un albacea y 

contador-partidor al no intervenir en un pleito de nulidad del 

testamento en que fue designadoðpleito en el cual no es parte 

demandadaðde entender que no es válido dicho testamento. 

Alejandro v. Tribunal Superior de P.R., 100 P.R.R. 599, 100 

P.R. Dec. 600, 1972 PR Sup. LEXIS 141 (P.R. 1972). 

 En casos en que se solicita la nulidad de un testamento 

aparentemente válido en su forma y solemnemente hecho ante 

notario fundado en fraude y confabulación, las autoridades 

han establecido unánimemente que la prueba debe ser clara, y 

cuando el demandante ha dejado de presentar aquel caso claro 

que exige la ley, su acción debe ser declarada sin lugar. 



 

   

Martínez v. Rodríguez, 26 P.R.R. 5, 26 P.R. Dec. 6, 1917 PR 

Sup. LEXIS 686 (P.R. 1917). 

 Todas las disposiciones del Código de Enjuiciamiento Civil 

referentes a la presentación de la demanda, iniciación de la 

acción, emplazamientos, contestación, traslado del pleito, 

excepciones previas, juicio, etc., rigen y son aplicables a las 

acciones para determinar la validez de testamentos 

mencionados en esta sección. Bithorn v. Ball, 17 D.P.R. 577 

(1911). 

 Esta sección no priva a las cortes de distrito que no sean la del 

distrito del último domicilio del finado, o del distrito en donde 

radica la mayor parte de sus bienes, de jurisdicción para 

conocer de acciones sobre validez de testamentos. Bithorn v. 

Ball, 17 D.P.R. 577 (1911). 

 Las disposiciones de las secs. 2591 y 2592 de este título no 

aplican en una acción de ineficacia de heredero por preterición 

de un heredero forzosoðal efecto de exigir que se haga figurar 

como parte en el juicio al albacea; y aun aquellas disposiciones 

aplicasen, no es necesario que el albacea figure como parte 

demandada sino cuando lo sea de otro testamento que se 

alegue ser del finado y cuya validez se pretenda probar o 

destruir. Lucero v. Herederos de Vilá, 17 D.P.R. 152 (1911). 

 En un juicio sobre nulidad de un testamento no pueden 

discutirse cuestiones relativas a la división de la herencia y al 

carácter de reservables de algunos de los bienes de la misma. 

Ortiz v. Pabón, 6 D.P.R. 209, 1904 PR Sup. LEXIS 193 (P.R. 

1904). 
Capítulo 217. División y Partición de una Herencia 

§ 2621. Solicitud de nombramiento de contador-partidor 
Cuando un albacea o administrador estuviere en posesión de todo el caudal, y 
hubiese satisfecho o tuviese en su poder bienes bastantes para satisfacer las 
deudas y gastos de la administración, deberá pedir al Tribunal de Primera 
Instancia el nombramiento de un contador para practicar la división de la 
herencia, siempre que el testador no lo haya nombrado en su testamento. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 600. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 67. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Contrarreferencias.  

División de bienes en común, véase la sec. 1285 del Título 31. 

Partición de herencia, en general, véanse las secs. 2871 et seq. 

del Título 31. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Nombramiento por el testador.  

3. Objeciones.  

4. Pago de deudas.  

5. Liquidación de sociedad de gananciales.  

  1. En general.  

 Los herederos en la sucesión intestada tienen el mismo 

derecho que tiene un albacea al amparo de esta sección, a 

saber, pedir, en caso de desacuerdo entre los herederos, el 

nombramiento de un contador-partidor. Abintestato Balzac 

Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 Aun cuando concurran las condiciones para el nombramiento 

de un contador-partidor por desacuerdo entre los herederos en 

cuanto a cómo hacer la partición de la herencia, de acuerdo 

con esta sección, ello no impide que proceda antes el 

nombramiento de una administración judicial. Abintestato 

Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 (1980). 

 De existir desacuerdo entre los herederos únicamente en 

cuanto a cómo hacer la partición, ello no implica que sólo 

procede el nombramiento de un contador-partidor y no el 

nombramiento de un administrador judicial, y, dependiendo 

de las circunstancias que medien, un tribunal podrá designar 

tanto a un administrador judicialðpara dirigir y proteger los 

intereses de la totalidad de la herenciaðcomo a un contador-



 

   

partidorðpara distribuir la herencia formando las hijuelas 

correspondientes. Abintestato Balzac Vélez, 109 D.P.R. 670 

(1980). 

 En ausencia de condiciones que justifiquen la administración 

judicial de los bienes de una herencia, y estando el albacea en 

posesión de todo el caudal hereditario, habiendo satisfecho o 

teniendo en su poder bienes bastantes para satisfacer las 

deudas y gastos de la administración, dicho albacea tiene el 

deber de pedir a un tribunal el nombramiento de un contador 

para practicar la división de la herencia, si el testador no lo 

hubiere designado. Abintestato Marini Pabón, 107 D.P.R. 433 

(1978). 

 Las acciones de división de comunidad (communi dividundo ) y 

la de división de herencia (familia erciscundae ), si bien tienen 

por objeto poner fin a una comunidad, se rigen, sin embargo, 

por reglas distintas, esto es, la primera por las disposiciones del 

Título 31 y la segunda por este subtítulo. Passalacqua v. 

Passalacqua, 87 D.P.R. 587 (1963); Marchese v. Marchese, 81 

D.P.R. 729 (1960). 

 Estando la herencia, así como la división de la misma, 

reguladas por disposiciones especiales, éstas deben cumplirse y 

no eludirse como se hizo en este pleito al ejercitarse la acción 

communi dividundo  y no la de familia erciscundae . Marchese 

v. Marchese, 81 D.P.R. 729 (1960). 

 En tanto las alegaciones de la demanda así como la prueba en 

el caso determinan no la acción de división de comunidad 

(communi dividundo ) aquí ejercitada y sí la de división de 

herencia, la sentencia recurrida declarando con lugar la 

demanda y ordenando la división de comunidad no puede 

subsistir. Marchese v. Marchese, 81 D.P.R. 729 (1960). 

 El procedimiento de jurisdicción voluntaria, no la acción 

ordinaria de división de comunidad (communi dividundo ), es el 

adecuado cuando, siendo los herederos condueños mayores de 

edad, no están de acuerdo en cuanto a la forma de hacer la 

división, mas sí en cuanto a la venta de la propiedad. Ruiz v. 



 

   

Ruiz, 74 D.P.R. 347 (1953). 

 El hecho de que en el caso de desacuerdo entre los herederos 

se pueda obtener el nombramiento de un contador-partidor 

bajo esta sección, no impide que se pueda nombrar antes un 

administrador judicial. Cabanillas v. Torrent, 32 P.R.R. 40, 32 

P.R. Dec. 42, 1923 PR Sup. LEXIS 489 (P.R. 1923). 

 Para que pueda ser nombrado un contador-partidor no es 

requisito previo que el administrador judicial haya rendido su 

cuenta final y le haya sido aprobada. Díaz v. Cividanes, 29 

D.P.R. 59 (1921). 

 La ley impone a los albaceas el deber de solicitar la 

administración judicial de los bienes del finado, y el 

nombramiento de personas que practiquen la partición o 

división del caudal hereditario, y una sentencia que ordene al 

albacea que solicite tal administración y continúe el 

procedimiento hasta la terminación de la testamentaría no 

impone al albacea la obligación de practicar aquellas 

operaciones, sino la de realizar todos los actos que por 

ministerio de la ley le están encomendados. Carbia v. Carbia et 

al., 10 P.R.R. 376, 10 P.R. Dec. 400, 1906 PR Sup. LEXIS 206 

(P.R. 1906). 
  2. Nombramiento por el testador.  

 Un albacea y contador-partidor que comparece en una 

escritura de partición de herencia, no en su carácter de albacea 

sino en el de contador-partidorðcuya autoridad como tal la 

deriva del testamento del causanteðno necesita acreditar en el 

registro de la propiedad que se le han expedido cartas 

testamentarias como albacea. Viuda de Fernndez v. 

Registrador, 98 D.P.R. 765 (1970). 

 Al instruir a una persona sobre la división del importe de una 

deuda a favor del caudal y no de toda su herencia, el testador 

no inviste a dicha persona del cargo de contador-partidor. Ex 

parte Cautiño, 51 D.P.R. 475 (1937). 
  3. Objeciones.  



 

   

 El momento oportuno para impugnar el nombramiento de 

contador-partidor hecho por la corte es cuando tal 

nombramiento se hace, por lo que es tardía la impugnación al 

nombramiento del contador-partidor después que el informe 

había sido rendido y con mayor razón cuando los herederos 

impugnadores habían comparecido ante él participando en las 

operaciones. Díaz v. Cividanes, 29 D.P.R. 59 (1921). 
  4. Pago de deudas.  

 Una demanda en acción ordinaria de división de comunidad 

hereditaria que no alegue la existencia o ausencia de 

acreedores del caudal hereditario, de haberlos, ni si han sido 

pagados o sus derechos afianzados, ni tampoco el pago previo 

de la contribución de herencia o la exención de pago, es 

insuficiente a los efectos de poder la corte aprobar la división 

interesada, con mayor razón si en el juicio no se ha ofrecido 

prueba alguna sobre tales extremos. Ruiz v. Ruiz, 74 D.P.R. 

347 (1953). 

 De ser procedente la acción ordinaria de división de 

comunidad a una comunidad hereditaria, en dicha acción 

deben quedar salvaguardados y protegidos los derechos e 

intereses tanto del erario público como de los posibles 

acreedores del caudal hereditario. Ruiz v. Ruiz, 74 D.P.R. 347 

(1953). 

 Conforme a esta sección, cuando el albacea o administrador 

tiene en su poder, como en el caso de autos, bienes bastantes 

para pagar las deudas todas del caudal, los herederos pueden 

solicitar el nombramiento de un contador-partidor, no empece 

que al hacer la solicitud tales deudas estén pendientes de pago. 

Ex parte Cautiño, 51 D.P.R. 475 (1937). 
  5. Liquidación de sociedad de gananciales.  

 Dentro de la acción interesando la liquidación de una sociedad 

legal de gananciales disuelta puede determinarse el carácter 

privativo o ganancial de los bienes, no estando dicha acción 

limitada a obtener el nombramiento de un contador-partidor 



 

   

para que prepare el inventario, avalúo, liquidación y división 

de los bienes y someta su informe al tribunal sujeto a la 

aprobación de éste. Blanes v. González, 60 P.R.R. 553, 60 P.R. 

Dec. 567, 1942 PR Sup. LEXIS 159 (P.R. 1942). 
§ 2622. Datos que deberán suministrarse 
Al contador-partidor, ya sea nombrado por el testador, ya por el Tribunal de 
Primera Instancia, se le darán los datos necesarios para el avalúo, liquidación, 
división y distribución del caudal hereditario. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 601. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 68. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Bajo esta sección, el contador-partidor tiene derecho absoluto 

a preparar u obtener un inventario independiente para 

proceder al avalúo, liquidación, división y distribución de la 

herencia, para la partición de la misma y a ese efecto los datos 

pueden ser suministrados o puede él obtenerlos. Porrata v. 

Corte, 53 P.R.R. 140, 53 P.R. Dec. 148, 1932 PR Sup. LEXIS 

776 (P.R. 1932). 
§ 2623. Contador-partidor obligado a cumplir cargo 
La aceptación del nombramiento por parte de un comisionado dará derechos a 
todos y cada uno de los interesados para obligarle a que cumpla su cargo en el 
término que racionalmente se estime necesario, teniendo en consideración la 
importancia y dificultad de la división; y, si dejare de hacerlo, podrá cualquiera de 
las partes solicitar del juez del Tribunal de Primera Instancia un auto 
ordenándole que lo haga. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 602. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 69. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El contador a quien el testador no le ha señalado término para 

cumplir su cometido sólo tiene el plazo concedido al albacea 

por ley o por el testador, y si este plazo o el de su prórroga 

judicial transcurre sin haberlo cumplido, a los herederos 

corresponde entonces la ejecución de la voluntad del testador, 

sin que vengan obligados a efectuar la partición conforme al 

cuaderno particional preparado por el contador, exista o no 

una transacción particional, si éste no la efectuó dentro del 

término convenido en la transacción. Mercado v. Corte, 62 

P.R.R. 350, 62 P.R. Dec. 368, 1943 PR Sup. LEXIS 60 (P.R. 

1943). 
§ 2624. Deberes del contador-partidor; informe 
El comisionado fijará día, hora y lugar para la división notificando al efecto a las 
partes interesadas. A la hora y en el lugar designados, y asistido por las partes, 
tendrá facultad para examinar testigos y peritos. Presentará una relación de los 
bienes partibles, con el avalúo de todos los comprendidos en ella, y en su 
informe, que deberá suscribir, indicará la manera equitativa y justa en que puede 
distribuirse el caudal entre los que tengan derecho a la sucesión, y si opinare 
que no es posible llevar a cabo tal división sin que medie una venta, hará 
constar esta circunstancia en su informe, y propondrá una venta judicial y la 
repartición del producto. Entregará su informe al secretario del tribunal y 
cualesquiera de las partes podrá pedir que se confirme, notificándole a las 
demás partes con ocho (8) días de anticipación. Si dentro de los ocho (8) días 
de notificada la presentación del informe éste no fuere impugnado, el juez del 
Tribunal de Primera Instancia lo confirmará y ordenará que se proceda a la 
partición, división o distribución, de acuerdo con dicho informe. Si se presentare 
la oposición al informe, cualquiera de las partes podrá pedir la vista ante el 
tribunal de los autos, dando de ello aviso a las demás con cinco (5) días de 
anticipación; y el juez, oídas las partes por medio de sus letrados, admitirá o 
desestimará las impugnaciones, confirmando o rechazando el informe, o 



 

   

devolviéndolo para que se enmiende. Si se impugnare el informe por haber 
mediado soborno, conspiración, fraude o conducta reprochable en el 
procedimiento, y hubiere motivos fundados para creer justificada la acusación, el 
juez destituirá al comisionado, mandará que se entregue copia de los autos al 
fiscal del Tribunal de Primera Instancia para la instrucción del correspondiente 
proceso, y desechando el informe, nombrará otro comisionado para procederse 
a una nueva partición. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 603. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 70. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No procede dentro de un procedimiento especial de división y 

partición de herencia de carácter contencioso el nombramiento 

de un comisionado especial bajo la Regla 41 de Procedimiento 

Civil para que dicho comisionado estudie las operaciones 

particionales sometidas por un contador-partidor en 

cumplimiento de la encomienda héchale por el testador al 

amparo de la sec. 2876 del Título 31, y la reglamentación de sus 

funciones bajo las disposiciones aplicables de este título. Batiz 

v. Tribunal Superior, 104 P.R. Dec. 41, 1975 PR Sup. LEXIS 

2225 (P.R. 1975). 

 El que un contador-partidor nombrado por un causante sirva 

a su vez como abogado del albacea testamentario de la sucesión 

no es una práctica profesional recomendable. Batiz v. Tribunal 

Superior, 104 P.R. Dec. 41, 1975 PR Sup. LEXIS 2225 (P.R. 

1975). 

 Copia certificada de un auto definitivo de la divisoria 

autorizada por el contador-partidor de una herencia constituye 



 

   

un documento de títulos inscribibles y hace innecesario el 

otorgamiento subsiguientemente de una escritura de partición. 

A esos efectos el informe del contador-partidor y el referido 

auto deberán cumplir con los requisitos provistos en esta 

sección y la siguiente. Viuda de Giol v. Giol García, 98 D.P.R. 

227 (1969). 

 El informe que el contador-partidor nombrado en un pleito 

sobre división de comunidad viene por ley obligado a presentar 

a la corte, en tanto en cuanto está sujeto a modificaciones, no 

debe elevarse a escritura pública; y siendo tal escritura 

innecesaria, los gastos de la misma no pueden cargársele a la 

parte demandante en el pleito. Ballester v. Lange, 73 P.R.R. 

439, 73 P.R. Dec. 479, 1952 PR Sup. LEXI S 212 (P.R. 1952). 

 Impugnado el informe presentado por el contador-partidor de 

una herencia por haber aprobado ciertos créditos a favor del 

administrador judicial y al mismo tiempo heredero, porque en 

la escritura referente a dichos créditos sólo se consignó como 

causa del contrato o precio la suma de un dólar, se resolvió que 

la expresión de tal cantidad en la escritura no es obstáculo 

para que, a falta de fraude o perjuicio, se pruebe ante la corte 

el verdadero precio o causa de dicho contrato. Julbe v. 

Guzmán, 17 P.R.R. 806, 17 P.R. Dec. 838, 1911 PR Sup. LEXIS 

459 (P.R. 1911). 
§ 2625. Derechos de las partes; posesión de bienes; aprobación de la partición; 
apelaciones 
Aprobadas definitivamente las particiones, cada una de las partes interesadas 
tendrá derecho a una copia certificada del auto definitivo de la divisoria, que 
deberá contener todos los requisitos necesarios para la inscripción en el registro 
de la propiedad, declarando tales documentos títulos inscribibles. Dictado que 
fuere el auto definitivo, se pondrá a los herederos en posesión de la porción de 
bienes que respectivamente les hubiere sido adjudicada; Disponiéndose, que 
cuando los herederos, siendo todos mayores de edad, hubiesen manifestado al 
tribunal que están acordes respecto a la partición o división de la herencia, no 
tendrá aplicación lo prevenido en las disposiciones de las secs. 2621 a 2624 de 
este título, y se les hará entrega inmediata de los bienes hereditarios por el 
albacea o administrador en cuyo poder se hallen. Si entre los herederos hubiese 
alguno o algunos menores de edad o incapaces por otra causa, y los 
representantes legales de éstos y los demás herederos estuviesen acordes 
respecto a la partición de la herencia, no tendrá tampoco aplicación lo dispuesto 



 

   

en las secs. 2621 a 2624 de este título, siempre que todos los interesados 
presentaren al tribunal la divisoria del caudal hereditario que se haya hecho. El 
Tribunal de Primera Instancia aprobará dicha divisoria haciendo en ella las 
modificaciones legales que estime oportunas, y contra su resolución modificando 
dicha divisoria, si no estuvieren conformes algunos o todos los interesados, 
cabrá el recurso de apelación para ante el Tribunal Supremo, debiéndose 
tramitar este recurso de conformidad con lo que prescribe este título. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 604. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 71. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 

ñCorte Supremaò fue sustituido con ñTribunal Supremoò a 

tenor con la Ley de Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31, ef. Julio 25, 

1952. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En pleito sobre rescisión de una partición por lesión debido a 

disminución de cabida en la finca adjudicada a un coheredero 

en pago de su haber hereditario, éste tiene que incluir a todos 

los coherederos como demandados en la acción. Velázquez v. 

Velázquez, 82 D.P.R. 619 (1961). 

 En apelación no se intervendrá con la actuación de la corte a 

quo al autorizar al contador-partidor nombrado en pleito 

sobre división de comunidad a desembolsar cantidades para 

cubrir gastos legítimos cuando en los autos hay suficiente 

evidencia en apoyo de tales gastos. Ballester v. Lange, 73 

P.R.R. 439, 73 P.R. Dec. 479, 1952 PR Sup. LEXIS 212 (P.R. 

1952). 

 Instada la administración judicial de los bienes de un finado, 

si las personas interesadas en la herencia, todas mayores de 



 

   

edad, transigen conviniendo en una comprarle a las otras y 

éstas en venderle sus derechos y acciones en la herencia, 

llegando a un acuerdo en cuanto al precio y a la cosa a ser 

vendida, el contrato transaccional así perfeccionado no 

necesita ser aprobado por la corte a los efectos de poderse 

pedir y decretar su cumplimiento específico. Alvarez v. 

Manzano, 66 D.P.R. 361 (1946). 

 La parte que sostenga que una escritura de partición de bienes 

válida de su faz e inscrita sin defecto por varios años es nula 

por no haber sido aprobada judicialmente, habiendo menores 

interesados en la partición, tiene el peso de probar su 

contención. Cortés v. Castañer, 63 P.R.R. 395, 63 P.R. Dec. 

410, 1944 PR Sup. LEXIS 152 (P.R. 1944). 

 En ausencia de error en ello, la negativa de la corte a quo a 

eliminar determinada base del informe de un contador-

partidor o una recomendación especial de éste, no será 

alterada en apelación. Ex Parte Antúnez, 54 P.R.R. 269, 54 

P.R. Dec. 284, 1939 PR Sup. LEXIS 645 (P.R. 1939). 

 Una vez pagados los legados y las deudas reconocidas, los 

herederos pueden solicitar y obtener la posesión del caudal 

hereditario, sin que la rendición de la cuenta final del 

administrador sea obstáculo para la realización de sus 

propósitos. Franceschi v. Corte, 45 P.R.R. 646, 45 P.R. Dec. 

666, 1933 PR Sup. LEXIS 128 (P.R. 1933). 

 Lo resuelto por una corte al negar la aprobación del informe 

de un contador-partidor no tiene autoridad de cosa juzgada a 

los efectos de impedir la aprobación del informe rendido por 

otro contador-partidor nombrado con posterioridad aun 

cuando esté en pugna con el criterio sustentado por la corte en 

su resolución negándose a aprobar el primer informe. Díaz 

Molinari v. Cividanes, 37 P.R.R. 277, 37 P.R. Dec. 297, 1927 

PR Sup. LEXIS 60 (P.R. 1927). 

 El que un contador-partidor aproveche lo aprovechable de un 

anterior trabajo rendido por otro en cuanto a un extremo dado 

no es error cuando las conclusiones finales a que llega aquél en 



 

   

su informe sobre tal extremo están sostenidas por los hechos y 

la ley. Díaz Molinari v. Cividanes, 37 P.R.R. 277, 37 P.R. Dec. 

297, 1927 PR Sup. LEXIS 60 (P.R. 1927). 

 Cuando los herederos, todos mayores de edad, están acordes 

respecto a la partición y división de la herencia y solicitan de la 

corte se dé por terminado el albaceazgo y se entreguen los 

bienes en poder del albacea, ésta debe dar por terminado dicho 

albaceazgo. Sucesión Pelliccia v. Corte, 36 D.P.R. 654 (1927). 

 Como sólo a los herederos testamentarios interesa la solicitud 

de que el albaceazgo termine, no puede darse intervención en 

ella a personas extrañas a aquéllos, aunque éstas ataquen la 

validez del testamento. Sucesión Pelliccia v. Corte, 36 D.P.R. 

654 (1927). 

 No es necesaria la intervención de contadores-partidores, ya 

sean nombrados éstos por el testador, ya por la corte de 

distrito, en las operaciones divisorias de herencia, cuando los 

interesados, aunque hubiere menores de edad, estén conformes 

con la partición, pues a semejante caso no le son aplicables las 

secs. 2621 a 2624 de este título. Ex Parte Sotomayor et al., 24 

P.R.R. 172, 24 P.R. Dec. 185, 1916 PR Sup. LEXIS 639 (P.R. 

1916). 

 De acuerdo con esta sección, enmendada por la Ley de Marzo 

8, 1906, cuando se hace una partición de herencia en 

documento privado y se somete a la aprobación judicial por 

haber menores interesados, la certificación expedida por el 

secretario de la corte de la divisoria y del auto aprobándola, 

siempre que contenga todos los requisitos necesarios, es 

inscribible, sin que sea indispensable el protocolizar dicho 

documento en un protocolo notarial. Rovira v. El Registrador, 

21 P.R.R. 394, 21 P.R. Dec. 415, 1914 PR Sup. LEXIS 495 (P.R. 

1914). 

 Para que se puedan examinar los hechos que sirven de 

fundamento a una impugnación contra el informe de un 

contador-partidor de una herencia, aprobado por el tribunal 

sentenciador, es necesario que vengan en los autos los 



 

   

antecedentes o datos que sirvieron de base al contador-

partidor para redactar su informe. Julbe v. Guzmán, 17 P.R.R. 

806, 17 P.R. Dec. 838, 1911 PR Sup. LEXIS 459 (P.R. 1911). 

 Las palabras ñmodificaciones legalesò empleadas en la ¼ltima 

oración de esta sección no quieren decir que las modificaciones 

exigidas por el tribunal en una partición de herencia sean 

expresamente prescritas por terminantes preceptos de ley, sino 

que dichas enmiendas estén fundadas en la ley y se hagan con 

el objeto de lograr mejor los fines de la ley. Ex Parte Sucesión 

Fernández, 16 P.R.R. 651, 16 P.R. Dec. 685, 1910 PR Sup. 

LEXIS 416 (P.R. 1910). 

 De acuerdo con esta sección, las cortes de distrito tienen 

facultades para modificar las particiones de herencia que se les 

presenten para su aprobación, y las partes interesadas deben 

hacer una partición con las modificaciones propuestas por el 

tribunal, y someterlas al tribunal para su aprobación 

definitiva. Ex Parte Sucesión Fernández, 16 P.R.R. 651, 16 P.R. 

Dec. 685, 1910 PR Sup. LEXIS 416 (P.R. 1910). 
§ 2626. Particiones en que haya menores interesados 
Siempre que se verificase una partición de herencia en la cual hubiere 
interesados menores de edad o incapaces, si se adjudicaren bienes de la 
herencia en pago de deudas a herederos, o extraños, deberá someterse a la 
aprobación de la sala competente del Tribunal de Primera Instancia y si éste, 
con audiencia del fiscal, quedare satisfecho de la certeza de la deuda y de que 
la adjudiciación en pago de la misma es razonable y justa, podrá aprobar dicha 
adjudicación en pago, sin necesidad de la subasta pública. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 605. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Art. 71A de la Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, según fue 

adicionado por la Ley de Nov. 30, 1917, Núm. 44, p. 343. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 



 

   

    Contrarreferencias.  

Autorización judicial y subasta en relación con bienes de 

menores, véanse las secs. 2721 a 2723 de este título y las secs. 

616 y 786 del Título 31. 

División de bienes sin intervención judicial cuando los menores 

estén representados por su padre o por su madre, véase la sec. 

2879 del Título 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Asumiendo que una venta judicial del interés de unos menores 

en los bienes de una herencia fuere nula, si luego se procede a 

la partición de la herencia como si los menores fuesen aún 

dueños de sus condominios, en ella interviene la defensora 

judicial de esos menores, la corte la aprueba, y se les paga en 

efectivo su participación en los bienes hereditarios, dichos 

menores no tienen derecho o causa de acción para demandar la 

nulidad de esa partición. Rodríguez v. Pérez, 65 P.R.R. 644, 65 

P.R. Dec. 683, 1946 PR Sup. LEXIS 29 (P.R. 1946). 

 A partir de la vigencia de la Ley Núm. 44 de 1917 que adiciona 

esta sección, no es necesaria la previa autorización de la corte 

ni la venta en pública subasta aunque existan menores de edad 

entre los herederos cuando se adjudiquen bienes de la herencia 

a coherederos para el pago de deudas hereditarias en casos en 

que se siga el procedimiento determinado por dicha ley. Rola v. 

Sucn. Calderón, 65 P.R.R. 605, 65 P.R. Dec. 644, 1946 PR Sup. 

LEXIS 23 (P.R. 1946); Amadeo v. Compañía Azucarera Del 

Toa, 58 P.R.R. 755, 58 P.R. Dec. 754, 1941 PR Sup. LEXIS 316 

(P.R. 1941). 

 Bajo esta sección, la aprobación por la corte de distrito de una 

partición de herencia en que hay menores envueltos, y en la 

que se adjudique para pago de bajas a la viuda propiedad 

exclusiva de los hijos entre los cuales haya menores, equivale a 

la previa autorización judicial que requieren las secs. 2721 a 

2723 de este título para la permuta de bienes que la misma 



 

   

pueda envolver. Lebrón v. Registrador, 63 P.R.R. 346, 63 P.R. 

Dec. 359, 1944 PR Sup. LEXIS 140 (P.R. 1944). 

 Siendo una finca adquirida por unos herederos por permuta 

de los bienes privativos que su causante les dejara un bien 

hereditario, la misma responde, con los demás bienes de la 

herencia, de las deudas del causante y puede ser adjudicada a 

uno de los herederos o a un tercero para el pago de bajas. 

Lebrón v. Registrador, 63 P.R.R. 346, 63 P.R. Dec. 359, 1944 

PR Sup. LEXIS 140 (P.R. 1944). 

 Facultados los jueces de distrito por esta sección para aprobar 

una partición voluntaria de una herencia en que hay menores 

de edad interesados y se adjudican bienes a un coheredero 

para el pago de deudas hereditarias, la mera alegación, sin 

más, de que la aprobación se hizo sin aportarse evidencia de la 

certeza de las deudas y de la justicia de la adjudicación, no 

hace a ésta inexistente. Amadeo v. Compañía Azucarera Del 

Toa, 58 P.R.R. 755, 58 P.R. Dec. 754, 1941 PR Sup. LEXIS 316 

(P.R. 1941). 

 La sentencia dictada dentro del procedimiento de aprobación 

de partición establecido en esta sección no está sujeta a ser 

atacada colateralmente, y si la corte tuvo jurisdicción sobre las 

personas y sobre la materia, ningún error o irregularidad que 

no sea jurisdiccional puede invalidarla. Amadeo v. Compañía 

Azucarera Del Toa, 58 P.R.R. 755, 58 P.R. Dec. 754, 1941 PR 

Sup. LEXIS 316 (P.R. 1941). 

 Cuando la partición se reduce a dividir los bienesðen los que 

unos menores tienen interésðdando su participación a los 

interesados en la herencia y haciéndose otras operaciones de 

adjudicación de bienes para el pago de deudas, si la corte, con 

audiencia y conformidad del fiscal, aprueba las operaciones 

particionales aprobando la certeza de la deuda y que la 

adjudicación hecha para su pago es razonable, no es necesaria 

la subasta pública de los bienes adjudicados para el pago de 

dicha deuda de acuerdo con esta sección. Mercader v. 

Registrador, 42 P.R.R. 673, 42 P.R. Dec. 698, 1931 PR Sup. 



 

   

LEXIS 155 (P.R. 1931). 

 Véanse también las anotaciones bajo la sec. 2879 del Título 31 

para los casos referentes a la enajenación de intereses de 

menores al momento de la partición en asunto que no sea el 

pago de deudas. 
Capítulo 221. Nombramiento de Tutores y Defensores 

§ 2661. Inscripción de nombramiento de tutor 
Acreditado el nombramiento de tutor testamentario de un menor o incapacitado y 
que el nombrado ha constituido la fianza que le haya sido señalada por el que le 
nombró o que se le haya relevado de fianza, se mandará a instancia de parte 
inscribir el nombramiento en el registro de tutelas librándose para ello el 
oportuno mandamiento en el que se consignarán todos los datos que determina 
la sec. 823 del Título 31. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 606. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 72; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1833. 
    Codificación.  

Tanto en el texto original de 1905 como el de la edición de 

1933, esta sección mencionaba el art. 299 del Código Civil de 

1902, el cual fue renumerado como art. 229 del Código Civil de 

1930, sec. 823 del Título 31. 
§ 2662. Constancia de inscripción; toma de posesión del cargo 
Hecha la inscripción, se hará constar así al pie del mandamiento con indicación 
del tomo y folio del expresado registro en que se ha hecho, y devuelto aquél con 
la expresada nota al tribunal, dará éste posesión al tutor, previo juramento de 
cumplir bien y fielmente las obligaciones de su cargo. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 607. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 73. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 



 

   

§ 2663. Solicitud de nombramiento de tutor para persona no sujeta a patria 
potestad 
Cuando un menor o incapacitado no sujeto a patria potestad no tuviese tutor 
nombrado en testamento, se le proveerá de él a instancia de parte, acreditando 
ésta con declaración jurada el expresado extremo, así como cuál es la persona 
de las relacionadas en las secs. 701 a 709 del Título 31, según los casos, a 
quien le corresponda la tutela, o que carece de todas ellas. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 608. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 74; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1836. 
    Codificación.  

Tanto en el texto original de 1905 como en el de la edición de 

1933, esta sección mencionaba los arts. 248 a 256 del Código 

Civil de 1902, los cuales fueron renumerados como arts. 178 a 

186 del Código Civil de 1930, secs. 701 a 709 del Título 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Presentada petición sobre declaratoria de incapacidad que 

sólo contenía hechos relativos a la incapacidad, en la súplica de 

la petición se pidió el nombramiento de tutor. Vista la solicitud 

y declarada la incapacidad, el tribunal sentenciador nombró al 

tutor, por lo que no habiéndose presentado a dicha corte la 

declaración jurada conforme a y conteniendo los requisitos 

exigidos por las secs. 2663 y 2664 de este título, el 

nombramiento hecho era nulo. Del Moral v. Corte, 41 P.R.R. 

524, 41 P.R. Dec. 523, 1930 PR Sup. LEXIS 501 (P.R. 1930). 
§ 2664. Nombramiento del tutor 
Acreditados estos extremos en la forma dicha nombrará el tribunal al pariente a 
quien corresponda la tutela y a falta de éstos a una persona de reconocida 
probidad, señalando la fianza que debe prestar y una vez que se haya 
constituido ésta, se librará para su inscripción en el registro de tutelas el 
nombramiento a que se refiere la sec. 2661 de este título en la forma allí 
indicada. Hecha la inscripción se procederá del modo que expresa la sec. 2662 
de este título. 

History.   



 

   

ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 609. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 75; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1834. 
    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No siendo inscribibles las operaciones particionales de una 

herencia en que ha intervenido un defensor de menores cuyo 

nombramiento es nulo por representar intereses opuestos a los 

de sus representados, no queda convalidada dicha partición 

por el mero hecho de haber sido aprobada judicialmente, pues 

el alcance legal de tal aprobación es únicamente dar mayor 

solemnidad o autenticidad a las expresadas operaciones sin que 

implique ni exija el examen de la validez de su contenido por el 

tribunal, no teniendo por tanto la eficacia de una resolución 

judicial dictada previo examen de la certeza de los hechos y su 

apreciación. Sucesión Alvarez v. Registrador, 16 D.P.R. 602 

(1910). 
§ 2665. Habilitación sin prestación de fianza 
Cualquier tutor puede ser habilitado por el tribunal para representar, sin 
presentación de fianza, a un menor o incapacitado en todos aquellos actos en 
que fuere necesaria su intervención; pero se entenderá que el susodicho tutor 
deberá llenar previamente los requisitos de la sec. 2661 de este título tan pronto 
tuviere precisión de hacerse cargo de la administración y custodia de los bienes 
de sus pupilos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 610. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 76. 
    Codificación.  



 

   

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Esta sección no excluye la necesidad de la autorización judicial 

para demandar en los casos taxativamente enumerados en el 

art. 282 del Código Civil de 1902, sec. 786 del Título 31. 

Delgado v. Cabassa, 10 D.P.R. 49 (1906). 
§ 2666. Nombramiento de defensor 
El nombramiento de defensor se hará siempre mediante petición, en la que se 
ha de consignar, bajo juramento, que el menor de que se trata se halla en el 
caso previsto por la sec. 617 del Título 31. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 611. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 77. 
    Codificación.  

Tanto en el texto original de 1905 como en el de la edición de 

1933, esta sección mencionaba el art. 230 del Código Civil de 

1902, el cual fue renumerado como art. 160 del Código Civil de 

1930, sec. 617 del Título 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Los abuelos de un menor tienen legitimación activa para 

intervenir en los procedimientos de un defensor judicial y para 

impugnar su nombramiento. Crespo v. Cintrn, 159 D.P.R. 290 

(2003). 

 No habiéndose hecho parte de los autos de este caso los 

procedimientos seguidos para el nombramiento del defensor 

judicial cuya capacidad se impugna, es de presumirse que tal 

nombramiento ha sido hecho con arreglo a ley. Lucero v. 

Herederos de Vilá, 17 D.P.R. 152 (1911). 
Capítulo 222. Ley Uniforme de Procedimientos de Protección y Jurisdicción  en casos de Tutela 
de Adultos de Puerto Rico 

§ 2671. Definiciones 



 

   

Para propósitos de este  capítulo, los siguientes términos tendrán el significado 
que a continuación  se indica: 
  (a). Adulto.ð  Persona natural  mayor de veintiún (21) años, incluyendo a 

menores de edad emancipados. 

  (b). Tutor o guardián.ð  Persona  o personas designadas por un tribunal para 

administrar los bienes  de un adulto o para tomar decisiones en su nombre, incluyendo a 

una  persona nombrada, conforme a las secs. 661 et seq. del Título 31. 

  (c). Orden para nombrar un tutor.ð  Orden que emite un tribunal nombrando un 

tutor, luego de haber declarado  a una persona incapaz. 

  (d). Procedimiento para nombrar un tutor.ð  Procedimiento judicial en que se 

solicita una declaración  de incapacidad para dar paso al nombramiento de un tutor. 

  (e). Persona incapaz.ð  Adulto  incapacitado por determinación de un tribunal 

competente y al cual  se le ha nombrado un tutor. 

  (f). Parte.ð  El presunto incapaz,  el promovente de la acción de incapacidad, 

tutor o cualquier otra  persona autorizada por el tribunal a participar en el procedimiento  

para nombrar un tutor. 

  (g). Persona.ð  Excepto en los  t®rminos ñpersona declarada incapazò o ñpersona 

protegidaò, significa  un individuo, corporaci·n, fideicomiso, sucesi·n, sociedad, 

asociación,  entidad o agencia gubernamental o cualquier otra entidad legal o comercial. 

  (h). Persona protegida.ð  Persona  a nombre de quien se ha emitido una orden de 

protección. 

  (i). Procedimiento de protección.ð  Procedimiento judicial mediante el cual se 

solicita o se ha emitido  una orden de protección. 

  (j) . Expediente.ð  Información  contenida en un medio tangible o almacenada en 

un medio electrónico  o de otra naturaleza que pueda ser producida en forma tangible. 

  (k). Presunto incapaz o sujeto de la acción.ð  Adulto en cuyo nombre se solicita 

una orden de protección  o el nombramiento de un tutor. 

  (l ). Estado.ð  Un estado de los Estados Unidos, el Distrito  de Columbia, Puerto 

Rico, Islas Vírgenes, una tribu indígena reconocida  por el Gobierno Federal o cualquier 

territorio o posesión sujeta a  la jurisdicción de los Estados Unidos. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Exposición de motivos.  

Véase Leyes de Puerto Rico de:Octubre 5, 2012, Núm. 296. 
    Título corto.  

El art. 1 de la Ley de Octubre 5, 2012, Núm. 296, dispone: 
ñEsta Ley [este cap²tulo] se conocer§ y podr§ citarse como óLey Uniforme de 
Procedimientos de Protección y Jurisdicción en casos de Tutela de Adultos de 
Puerto Ricoô.ò 
§ 2672. Aplicación  internacional 
Un tribunal de Puerto  Rico podrá tratar a un país extranjero como un estado 
para propósitos  de aplicación de todas las disposiciones de este capítulo, 



 

   

excepto  la sec. 2678 de este título referente al Registro de Tutela y la 
aceptación  de órdenes emitidas por otros tribunales estatales. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 3. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2673. Comunicación  entre tribunales 
(a). Un tribunal de Puerto Rico puede comunicarse  con un tribunal de otro estado en 

relación a cualquier procedimiento  bajo este capítulo. Excepto en los casos establecidos 

en el inciso  (b), el tribunal podrá permitir a las partes participar en la comunicación.  El 

expediente puede limitarse a establecer simplemente que la comunicación  ocurrió. 

(b). Los tribunales pueden comunicarse con  relación a itinerarios, calendarios, 

expedientes judiciales u otros  asuntos administrativos, sin que estas gestiones formen 

parte del  expediente. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 4. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2674. Cooperación  entre tribunales 
(a). En un procedimiento judicial para nombrar  un tutor o solicitar una orden de 

protección ante un tribunal en Puerto  Rico, el juez que esté a cargo podrá solicitar al 

tribunal correspondiente  de otro estado a efectuar cualquiera de las siguientes acciones: 

  (1). Celebrar una vista de evidencia. 

  (2). Emitir una orden para que una persona  en ese estado produzca evidencia o 

testimonio, conforme a las reglas  de procedimiento de ese estado. 

  (3). Emitir una orden para efectuar una evaluación  del presunto incapaz o sujeto 

de la acción. 

  (4). Emitir una orden para que se efectúe una  investigación sobre cualquier 

persona involucrada en un procedimiento. 

  (5). Enviarle al tribunal de ese estado una  copia certificada de la transcripción o 

cualquier otro expediente  de una vista bajo la cláusula (1) de este inciso, cualquier otro 

procedimiento,  cualquier evidencia otrora producida bajo la cláusula (2) de este  inciso y 

cualquier evaluación efectuada en cumplimiento de una orden  bajo las cláusulas (3) o (4) 

de este inciso. 

  (6). Emitir cualquier orden necesaria para  garantizar la comparecencia en el 

procedimiento de una persona, cuya  presencia se considere necesaria para que el tribunal 

pueda efectuar  una determinación, incluyendo al presunto incapaz o sujeto de la acción,  

persona declarada incapaz o persona protegida. 

  (7). Emitir una orden autorizando que se produzcan  expedientes médicos, 

financieros, criminales o cualquier otra información  en ese estado, incluyendo 

información de salud confidencial, conforme  al 45 C.F.R. 160.103, según enmendado. 

(b). Si un tribunal de otro estado en el cual  un procedimiento judicial para nombrar un 

tutor u obtener una orden  de protección está pendiente solicita asistencia a través de 

cualquiera  de las acciones enumeradas bajo el inciso (a), un tribunal de Puerto  Rico 

tendrá jurisdicción para el propósito limitado de cumplir con  la solicitud o efectuar 

esfuerzos razonables para hacerlo. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 5. 



 

   

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2675. Toma  de testimonio en otro estado 
(a). En un procedimiento judicial para nombrar  un tutor u obtener una orden de 

protección, además de otros procedimientos  disponibles, la declaración de un testigo que 

se encuentra en otro  estado puede ofrecerse mediante deposición u otro medio permisible  

en Puerto Rico, con relación al testimonio prestado en otro estado.  El tribunal puede 

ordenar que el testimonio de un testigo se preste  en otro estado y establecer la manera y 

los términos en que se someterá  el testimonio en el procedimiento que se esté celebrando 

en Puerto  Rico. 

(b). En un procedimiento judicial para nombrar  un tutor u obtener una orden de 

protección, un tribunal de Puerto  Rico puede permitirle a un testigo localizado en otro 

estado, que  se le deponga o testifique vía telefónica o audiovisual o a través  de medios 

electrónicos. Un tribunal de Puerto Rico cooperará con el  tribunal en otro estado para 

designar un lugar apropiado para la deposición  o prestación del testimonio. 

(c). La evidencia documental transmitida al  tribunal de Puerto Rico por otro estado, 

utilizando medios tecnológicos  que no producen una copia original por escrito, no podrá 

ser objeto  de exclusión por una objeción basada en la regla de mejor evidencia. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 6. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676. Definiciones;  factores de conexiones significativas 
(a). Para efectos de las secs. 2676 a 2676h  de este título, se establecen las siguientes 

definiciones: 

  (1).  Emergencia.ð  Circunstancia  que seguramente resultará en un daño 

sustancial para la salud, seguridad  o bienestar del presunto incapaz o sujeto de la acción, 

y que ante  la ausencia de una persona con la autoridad o disposición de actuar  a nombre 

o a favor del presunto incapaz o sujeto de la acción, hace  que resulte necesario el 

nombramiento de un tutor porque no existe. 

  (2).  Estado de residencia.ð  El estado en el cual el presunto incapaz o sujeto de 

la acción estuvo  presente físicamente, incluyendo cualquier período temporero de 

ausencia,  por lo menos seis meses consecutivos inmediatamente, previo a la radicación  

de una orden de protección o nombramiento de un tutor; o, si no, el  estado en el cual el 

presunto incapaz o sujeto de la acción estuvo  presente físicamente, incluyendo cualquier 

periodo de ausencia temporera,  por lo menos seis meses consecutivos, terminando dentro 

de los seis  meses previos a la radicación de la solicitud. 

  (3).  Estado de conexión significativa.ð  Otro estado que no sea el estado de 

residencia con  el cual el presunto incapaz o sujeto de la acción ha tenido una conexión  

significativa que no sea la mera presencia física y en el cual hay  disponible evidencia 

sustancial del presunto incapaz o sujeto de la  acción. 

(b). Para determinar si un presunto incapaz  o sujeto de la acción tiene una conexión 

significativa con un estado  en particular, el tribunal deberá considerar: 

  (1). La ubicación de la familia del presunto  incapaz o sujeto de la acción y 

cualquier otra persona que deba ser  notificada; 

  (2). el período de tiempo que el presunto incapaz  o sujeto de la acción estuvo 

presente físicamente en el estado y la  duración de cualquier ausencia; 

  (3). la ubicación de la propiedad del presunto  incapaz o sujeto de la acción, y 



 

   

  (4). la medida en que el presunto incapaz o  sujeto de la acción tiene enlaces con 

el estado, como estar inscrito  para votar, haber radicado planillas de contribuciones sobre 

ingreso  en ese estado, tener una licencia de vehículo o de conducir a su nombre,  tener 

relaciones sociales o haber recibido servicios en ese estado. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.1. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676a. Base  exclusiva 
Las secs. 2676 a 2676h  de este título proveen la base jurisdiccional exclusiva 
para que un  tribunal de Puerto Rico nombre un tutor o guardián o emita una 
orden  de protección para un adulto. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.2. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676b. Jurisdicción 
Un tribunal de Puerto  Rico tiene jurisdicción para nombrar un tutor o emitir una 
orden de  protección para un presunto incapaz o sujeto de una acción si: 
  (a). Puerto Rico es su estado de residencia. 

  (b). En la fecha en que se radicó la solicitud,  Puerto Rico tiene una conexión 

significativa y: 

   (1). El presunto incapaz o sujeto de la acción  no cuenta con un estado de 

residencia o el tribunal en su estado de  residencia ha renunciado a ejercer jurisdicción en 

base a que Puerto  Rico resultaría un foro más apropiado; o 

   (2). el presunto incapaz o sujeto de la acción  tiene un estado de residencia, no 

existe una solicitud de nombramiento  de tutor u orden de protección en un tribunal de 

ese estado o en cualquier  otro estado con una conexión significativa, y previo a que el 

tribunal  efectúe el nombramiento o emita la orden: 

     (A). No se radique una solicitud de nombramiento  de tutor o de orden de 

protección en el estado de residencia del presunto  incapaz o sujeto de la acción. 

     (B). No se haya objetado la jurisdicción del  tribunal por parte de una 

persona que tenía que ser notificada del  procedimiento. 

     (C). El tribunal de Puerto Rico concluya que  es un foro apropiado bajo 

los factores establecidos en la sec. 2676e  de este título; 

   (3). Puerto Rico no tiene jurisdicción bajo  las cláusulas (1) o (2), el estado de 

residencia del presunto incapaz  o sujeto de la acción y todos los demás estados con 

conexiones significativas  han renunciado a ejercer su jurisdicción en base a que Puerto 

Rico  resultaría un foro más apropiado y la jurisdicción local es consistente  con las 

constituciones de los demás estados envueltos y los Estados  Unidos, o 

   (4). los requisitos de jurisdicción especial  bajo la sec. 2676c de este título se 

han cumplido. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.3. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

Los párrafos (i) a (iii) del inciso (b)(2) han sido redesignados 



 

   

como (A) a (C) a tenor con el estilo de L.P.R.A.. 
§ 2676c. Jurisdicción  especial 
(a). Un tribunal de Puerto Rico que no tenga  jurisdicción bajo las cláusulas (1) a (3) del 

inciso (b) de la sec.  2676b de este título, tiene jurisdicción especial para efectuar 

cualquiera  de las siguientes acciones: 

  (1). Nombrar un tutor durante una emergencia  por un término que no excederá de 

noventa (90) días para un presunto  incapaz o sujeto de la acción que se encuentra 

físicamente presente  en Puerto Rico. 

  (2). Emitir una orden de protección con respecto  a propiedad personal mueble o 

inmueble localizada en Puerto Rico. 

  (3). Nombrar un tutor para una persona incapaz  o protegida para la cual se ha 

emitido una orden provisional para  transferir el procedimiento de otro estado bajo los 

procedimientos  establecidos en la sec. 2677 de este título. 

(b). Si una solicitud de emergencia para nombrar  un tutor se presenta en Puerto Rico y 

éste no es el Estado de residencia  del presunto incapaz o sujeto de la acción en la fecha 

en que se radicó  la solicitud, el tribunal desestimará el procedimiento a solicitud  del 

tribunal del Estado de residencia, si alguno, sin importar que  la desestimación haya sido 

solicitada antes o después de que se haya  efectuado el nombramiento de emergencia. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.4. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676d. Jurisdicción  exclusiva y continua 
Excepto en lo provisto  por la sec. 2676c de este título, un tribunal que haya 
nombrado a  un tutor o emitido una orden de protección consistente con este 
capítulo  tiene jurisdicción exclusiva y continua sobre el procedimiento hasta  
que el propio tribunal renuncie a la misma o el nombramiento u orden  expire 
conforme a sus propios términos o los establecidos en ley. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.5. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676e. Foro  competente 
(a). Un tribunal de Puerto Rico con jurisdicción  bajo la sec. 2676b de este título para 

nombrar un tutor o emitir una  orden de protección puede renunciar a ejercitar su 

jurisdicción si  determina en cualquier momento que un tribunal de otro Estado resulta  

ser un foro competente. 

(b). Si el tribunal de Puerto Rico renuncia  a ejercer su jurisdicción bajo el inciso (a) 

anterior, puede desestimar  o suspender el procedimiento. El tribunal puede imponer 

cualquier  condición que considere justa y razonable, incluyendo la condición  de que se 

radique sin demora una solicitud de nombramiento de tutor  o de orden de protección en 

otro estado. 

(c). Para determinar qué es un foro judicial  competente, el tribunal considerará todos los 

factores relevantes,  incluyendo: 

  (1). Cualquier preferencia expresa del presunto  incapaz o sujeto de la acción; 

  (2). si el presunto incapaz o sujeto de la  acción ha sido víctima, o existe razón 

para pensar que ha sido víctima  de abuso, negligencia o explotación o existe esa 

probabilidad y qué  estado sería más efectivo en brindarle protección; 



 

   

  (3). la cantidad de tiempo que el presunto  incapaz o sujeto de la acción estuvo 

físicamente presente o fue residente  de éste u otro estado; 

  (4). la distancia a la que se encuentra el  presunto incapaz o sujeto de la acción del 

tribunal en cada estado; 

  (5). el estado financiero del caudal del presunto  incapaz o sujeto de la acción; 

  (6). la naturaleza y localización de la evidencia; 

  (7). la capacidad del tribunal en cada estado  para decidir la controversia 

ágilmente y los procedimientos necesarios  para presentar evidencia; 

  (8). la familiaridad del tribunal de cada estado  con los hechos y controversias en 

el procedimiento, y 

  (9). si se efectuara un nombramiento, la capacidad  del tribunal para monitorear el 

desempeño del tutor. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.6. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676f. Renuncia  a la jurisdicción por razón de conducta 
(a). Si en cualquier momento el tribunal de  Puerto Rico determina asumir jurisdicción 

para nombrar un tutor o  emitir una orden de protección por motivo de conducta no 

justificable,  el tribunal podrá: 

  (1). Renunciar a ejercer jurisdicción; 

  (2). ejercer jurisdicción con el fin limitado  de conceder un remedio apropiado 

para asegurar la salud, seguridad  y bienestar del presunto incapaz o sujeto de la acción o 

de su propiedad  o para evitar que se repita la conducta no justificada, incluyendo  la 

suspensión del procedimiento hasta que en otro estado que tenga  jurisdicción se radique 

una solicitud para nombramiento de un tutor  o para una orden de protección; o 

  (3). continuar ejerciendo jurisdicción luego  de considerar: 

   (A). La medida en que el presunto incapaz o  sujeto de la acción y todas las 

personas que debían ser notificadas  de los procedimientos se han sometido a la 

jurisdicción del tribunal; 

   (B). si resulta ser un foro más apropiado que  otro conforme a los factores 

establecidos en el inciso (c) de la sec. 2676e de este  título, y 

   (C). si el tribunal de cualquier otro estado  tuviera jurisdicción bajo las 

circunstancias fácticas de conformidad  sustancial, según los estándares jurisdiccionales 

establecidos de  la sec. 2676b de este título. 

(b). Si el tribunal de Puerto Rico determina  que asumió jurisdicción para nombrar un 

tutor o emitir una orden de  protección porque una parte que deseaba invocar su 

jurisdicción incurrió  en conducta no justificada, pudiera ordenar a esa parte que cubra  

los gastos necesarios y razonables del procedimiento, incluyendo honorarios  de 

abogados, gastos de investigación, del tribunal, de comunicaciones  y los honorarios y 

reembolso de gastos de testigos y peritos. Ningún  tribunal no podrá adjudicar el pago de 

honorarios, costos o gastos  de ninguna clase a otro tribunal o subdivisión, agencia o 

instrumentalidad  gubernamental, a menos que una ley lo autorice. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.7. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  



 

   

Los párrafos (i) a (iii) del inciso (a)(3) han sido redesignados 

como (A) a (C) a tenor con el estilo de L.P.R.A.. 
§ 2676g. Notificación  del procedimiento 
Si una solicitud para  nombrar un tutor o para una orden de protección se radica 
en el tribunal  de Puerto Rico y éste no era el estado de residencia del presunto  
incapaz o sujeto de la acción para la fecha en que se radicó, además  de cumplir 
con los requisitos de notificación en la jurisdicción local,  se debe notificar a 
todas las personas que tendrían derecho a ser  notificados como si la solicitud 
se hubiera radicado en el estado  de residencia del presunto incapaz o sujeto de 
la acción. La notificación  se efectuará de la misma forma en que es requerida 
en este estado. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.8. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2676h. Procedimientos  en más de un estado 
Excepto en el caso de  una solicitud limitada a la propiedad localizada en Puerto 
Rico bajo  la cláusula (1) ó (2) del inciso (a) de la sec. 2676c de este título,  si 
una solicitud para el nombramiento de un tutor o para una orden  de protección 
se radicara en este estado y en otro estado y ninguna  de ambas solicitudes ha 
sido desestimada o retirada, aplicarán las  siguientes reglas: 
  (a). Si el tribunal local tiene jurisdicción  bajo la sec. 2676b de este título, puede 

proceder con el caso, a menos  que un tribunal en otro estado asuma jurisdicción bajo 

disposiciones  similares a las establecidas en la sec. 2676b de este título antes  de que se 

efectúe el nombramiento o se emita la orden. 

  (b). Si el tribunal local no tiene jurisdicción  bajo la sec. 2676b de este título, ni al 

momento de radicarse la solicitud  o en cualquier momento previo a que se efectúe el 

nombramiento o se  emita la orden, el tribunal suspenderá el procedimiento y se 

comunicará  con el tribunal en el otro estado. Si el tribunal en el otro estado  tiene 

jurisdicción, el tribunal local desestimará la solicitud, a  menos que el tribunal en el otro 

estado determine que el foro local  es el más apropiado. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 7.9. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2677. Transferencia  de tutela a otro estado 
(a). Un tutor nombrado por un tribunal de Puerto  Rico puede solicitar al tribunal que se 

transfiera su tutela a otro  estado. 

(b). La notificación de la solicitud bajo el  inciso (a) de esta sección deberá otorgarse a 

las personas que tendrían  derecho en la jurisdicción local de ser notificados sobre el 

nombramiento  de un tutor. 

(c). Por orden del propio tribunal o mediante  solicitud del tutor, de la persona incapaz o 

protegida u otra persona  que debe ser notificada de la solicitud, el tribunal celebrará una  

vista sobre una solicitud radicada bajo el inciso (a) de esta sección. 

(d). El tribunal emitirá una orden declarando  provisionalmente con lugar la solicitud para 

transferir la tutela  y le ordenará al tutor que solicite la tutela en el otro estado si  el 

tribunal está convencido de que la tutela será concedida en ese  otro estado y además el 

tribunal considera lo siguiente: 



 

   

  (1). Que la persona incapaz está físicamente  presente en el otro estado o se espera 

razonablemente que se transfiera  permanentemente a ese estado. 

  (2). No se ha objetado la transferencia o,  si se ha presentado objeción, no ha 

quedado establecido que la transferencia  sería contraria a los intereses del incapaz. 

  (3). Los planes para brindarle cuido y servicio  al incapaz en el otro estado son 

razonables y satisfactorios; 

(e). El tribunal emitirá una orden provisional  concediendo una petición para transferir la 

tutela y ordenará al tutor  que radique su solicitud de tutela en el otro estado si el tribunal  

está convencido de que dicha tutela será concedida por el tribunal  del otro estado y el 

tribunal determina que: 

  (1). La persona protegida está físicamente  presente en el otro estado o se espera 

razonablemente que se transfiera  permanentemente a ese estado, o la persona protegida 

tiene una conexión  significativa al otro estado, considerando los factores establecidos  en 

la sec. 2676(b) de este título; 

  (2). no se ha objetado la transferencia o,  si se ha presentado objeción, no ha 

quedado establecido que la transferencia  sería contraria a los intereses de la persona 

protegida, y 

  (3). se han hecho arreglos adecuados para el  manejo de la propiedad de la 

persona protegida. 

(f). El tribunal emitirá una orden final confirmando  la transferencia y dando por 

terminada la tutela, una vez se haya  recibido: 

  (1). Una orden provisional aceptando el procedimiento  proveniente del tribunal al 

cual se transferirá el procedimiento bajo  disposiciones similares a la sec. 2677a de este 

título que sigue a  continuación, y 

  (2). los documentos necesarios para dar fin  a la tutela en Puerto Rico. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 8.1. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2677a. Aceptación  de la transferencia de tutela de otro estado 
(a). Para confirmar la transferencia de tutela  a Puerto Rico bajo disposiciones similares a 

las establecidas en la  sec. 2677 de este título, el tutor deber solicitar al tribunal que  

acepte su nombramiento. La solicitud deberá incluir una copia certificada  de la orden 

provisional de transferencia del otro estado. 

(b). Bajo el inciso (a) anterior deberá notificarse  a todas las personas con derecho a ser 

notificadas si la solicitud  fuera una solicitud para nombrar un tutor o emitir una orden de 

protección,  tanto en el estado que transfiere como en Puerto Rico. La notificación  

deberá cumplir con los requisitos de una notificación emitida en Puerto  Rico. 

(c). Por orden del propio tribunal o mediante  solicitud del tutor, de la persona incapaz o 

protegida u otra persona  que debe ser notificada de la solicitud, el tribunal celebrará una  

vista sobre una solicitud radicada bajo el inciso (a). 

(d). El tribunal emitirá una orden concediendo  provisionalmente la solicitud bajo el 

inciso (a) anterior, a menos  que: 

  (1). Se haya presentado una objeción y el promovente  haya demostrado que la 

transferencia del procedimiento sería contraria  a los intereses de la persona declarada 

incapaz o protegida, o 

  (2). el tutor no sea elegible para nombramiento  como tal en Puerto Rico. 



 

   

(e). El tribunal emitirá una orden final aceptando  el procedimiento y nombrando al tutor 

en Puerto Rico, una vez haya  recibido del tribunal del cual se está transfiriendo el 

procedimiento  una orden final emitida bajo disposiciones similares a la de la sec.  2677 

de este título, transfiriendo el procedimiento a Puerto Rico. 

(f). No más tarde de noventa (90) días después  de emitirse una orden final aceptando la 

transferencia de la tutela,  el tribunal determinará si el nombramiento del tutor debe 

notificarse  conforme a las leyes locales. 

(g). Al conceder una solicitud bajo este artículo,  el tribunal reconocerá una orden de un 

tribunal de otro estado nombrando  a un tutor, incluyendo la determinación de 

incapacidad de la persona  sujeto de la acción y del nombramiento del tutor. 

(h). La negativa por parte de un tribunal de  Puerto Rico de aceptar una tutela transferida 

de otro Estado no afecta  la facultad del tutor de solicitar un nombramiento como tutor 

del  tribunal de Puerto Rico bajo las secs. 661 et seq. del Título 31 si  ese tribunal tiene 

jurisdicción para efectuar el nombramiento por  motivo de la orden provisional de 

transferencia. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 8.2. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2678.  Registro  de las órdenes de nombramiento de un tutor o de protección 
Si un tutor ha sido nombrado  en otro estado y una solicitud para el 
nombramiento de un tutor no  está pendiente en Puerto Rico, el tutor nombrado 
en el otro estado,  luego de notificar al tribunal que lo nombró de su intención de 
registrarse,  puede registrar en Puerto Rico la orden que lo nombró como tutor,  
radicando copias certificadas de la orden y sentencia en el tribunal  
correspondiente. Lo mismo aplicará en el caso de las órdenes de protección  
emitidas por otros estados. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 9.1. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2678a. Efecto del registro 
(a). Una vez registrada la orden judicial proveniente  de otro estado, el tutor podrá ejercer 

en Puerto Rico todos los poderes  autorizados en su orden de nombramiento, excepto los 

que sean contrarios  a las leyes de Puerto Rico, incluyendo la radicación de acciones y  la 

solicitud de procedimientos localmente, si el tutor no es residente  de Puerto Rico, sujeto 

a cualquiera de las condiciones que se le impongan  en la jurisdicción local a los no 

residentes. 

(b). Un tribunal de Puerto Rico podrá conceder  cualquier remedio bajo este capítulo y 

cualquier otra ley de Puerto  Rico para hacer cumplir una orden registrada. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 9.2. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2679.  Uniformidad de aplicación e interpretación 
Al aplicar e interpretar  este capítulo, debe considerarse la necesidad de 
promover la uniformidad  en la materia entre los estados que la implementan. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 10.1. 



 

   

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2679a. Disposiciones transitorias 
(a). Esta ley aplicará a los procedimientos  de tutela iniciados en o a partir de su fecha de 

vigencia. 

(b). Las secs. 2671 a 2675 y 2677, 2678, 2679  de este título serán de aplicación a 

procedimientos iniciados previo  a la fecha de vigencia, independientemente si en las 

mismas se emitió  una orden de tutela. 

History.   
ðOctubre 5, 2012, Núm. 296, art. 10.2. 

   HISTORIAL  

    Referencias en el texto.  

Las referencias a ñesta leyò son a la Ley de Octubre 5, 2012, 

Núm. 296, que constituye este capítulo. 
Capítulo 223. Adopción 

§§ 2691 a 2698. Derogadas. Ley de Enero 19, 1995, Núm. 9, arts. 1 a 10, ef. 
Enero 19, 1995. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Estas secciones, que procedían de los arts. 612 a 613F del 

Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy Ley de 

Procedimientos Legales Especiales, reglamentaban los 

procedimientos de adopción. 

Disposiciones similares vigentes, véanse las secs. 2699 a 2699s 

de este título. 
 Anotaciones bajo la anterior sec. 2691  

  1. En general.  

 Cuando se trata de un menor huérfano de padre y madre, con 

un hermano biológico por la línea materna y cuyos 

ascendientes de primer grado por ambas líneas han 

demostrado un interés en su bienestar, el tribunal debe 

considerar la alternativa de conceder la adopción a los abuelos 

paternos sin desvincularlo totalmente de su relación con sus 

parientes biológicos por la línea materna. M.J.C.A., menor v. 

J.L.E.M., menor, 124 D.P.R. 910 (1989). 

 Cuando unos abuelos de un menor huérfano de padre y madre 

tramitan su adopción, los otros abuelos deben ser oídos para 



 

   

contribuir a formar la decisión del juez sobre dónde reside la 

conveniencia y bienestar del menor y si la adopción es la 

alternativa más beneficiosa para éste. M.J.C.A., menor v. 

J.L.E.M., menor, 124 D.P.R. 910 (1989). 

 En nuestro ordenamiento la adopción es un acto jurídico 

solemne mediante el cual se sustituye totalmente el parentesco 

familiar biológico o natural de una persona por otro, en un 

procedimiento judicial rigurosamente reglamentado. Ex parte 

Feliciano Suárez, 117 D.P.R. 402 (1986). 

 A los efectos de la adopción de un menor, no debe de dársele al 

requisito de la residencia del adoptante en Puerto Rico un 

contenido de domicilio, sino meramente de presencia física. Ex 

parte Warren, 92 D.P.R. 299 (1965). 

 Un miembro en activo de la Marina de Guerra de los Estados 

Unidos de América que se encuentre desde hace 20 meses 

destacado en Puerto Rico debido a su servicio militar, cumple 

el requisito de la residencia a los efectos de un procedimiento 

para adoptar un menor. Ex parte Warren, 92 D.P.R. 299 

(1965). 
 Anotaciones bajo la anterior sec. 2693  

  1. Abuelos.  

 Cuando unos abuelos de un menor huérfano de padre y madre 

tramitan su adopción, los otros abuelos deben ser oídos para 

contribuir a formar la decisión del juez sobre dónde reside la 

conveniencia y bienestar del menor y si la adopción es la 

alternativa más beneficiosa para éste. M.J.C.A., menor v. 

J.L.E.M., menor, 124 D.P.R. 910 (1989). 
 Anotaciones bajo la anterior sec. 2697  

  1. En general.  

 La cuestión de si el término de dos años que establecía la 

anterior sec. 2697 de este título para impugnar una adopciónð

cuando es el propio hijo adoptivo, que fuera adoptado siendo 

menor, quien la impugnaðdebe comenzar a decursar una vez 

el adoptado llegue a su mayoridad se impide ante el tribunal 



 

   

debido a que la sentencia recurrida se dictó sin jurisdicción por 

falta de parte indispensable, toda vez que no se notificó al 

padre adoptante ni al biológico de la recurrente. Martínez 

Soria v. Tribunal Superior, 139 D.P.R. 257 (1995). 

 Una sentencia de adopción dictada por un tribunal extranjero 

puede ser impugnada en Puerto Rico mientras no haya sido 

ratificada por un tribunal local en procedimiento de 

exequátur. Sin embargo, si se obtiene en Puerto Rico una 

sentencia de un tribunal que convalide la sentencia de 

adopción extranjera, transcurridos dos años la adopción no 

podrá ser atacada ni directa ni colateralmente en ningún 

procedimiento. Silva Oliveras v. Durán Rodríguez, 119 P.R. 

Dec. 254, 1987 PR Sup. LEXIS 149 (P.R. 1987). 
§ 2699. Declaración de política pública 
En atención al mejor bienestar del adoptado, se dispone que el procedimiento de 
adopción sea expedito, flexible, así como confidencial, para proteger el derecho 
constitucional a la intimidad de las partes. La confidencialidad del proceso de 
adopción y, en algunos casos, la identidad de los padres adoptantes, está 
íntimamente ligada al bienestar y conveniencia del adoptando. Es política 
pública en materia de adopción lo siguiente: 
  (1). El reconocer al Pueblo de Puerto Rico las más plenas facultades para, en 

casos apropiados, dar en adopción niños que están bajo su custodia y tutela y cuyos 

padres hayan sido privados de la patria potestad y custodia cuando así lo requiera el 

bienestar y mejor interés de los menores o incapacitados. 

  (2). El facilitar en la forma más liberal y amplia posible dentro del esquema 

jurídico que rige en Puerto Rico, los procedimientos de adopción, proveyendo para un 

procedimiento simple, sencillo y expedito cuyo trámite total no exceda de setenta y cinco 

(75) días desde su inicio hasta su resolución final, además de simplificar y liberalizar 

sustancialmente los requisitos de ley para la emisión de decretos de adopción. 

  (3). La firme aplicación de este estatuto envuelve un interés social apremiante, de 

la más alta importancia, considerando la época contemporánea en que por razones 

evidentemente imputables a padres irresponsables y a otros sectores de la sociedad hay 

miles de niños maltratados, desamparados, abandonados y sin hogar alguno. 

  (4). Es responsabilidad del Departamento de la Familia o de la agencia de 

adopción la realización del estudio social pericial correspondiente para que los tribunales 

puedan ejercer su poder de parens patriae , en la búsqueda del bienestar y conveniencia 

del adoptando. En todo caso que se presente una solicitud de adopción, se solicitará al 

Departamento de la Familia o a la agencia de adopción, una evaluación social pericial. El 

tribunal hará una determinación a esos efectos de acuerdo a las circunstancias particulares 

del caso, tomando en consideración las recomendaciones del informe sobre estudio 

pericial, pero ello no constituirá una limitación a su autoridad para decidir sobre la 

adopción. 



 

   

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 1; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 33, ef. 30 días 

después de Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Referencias en el texto.  

La referencia a ñeste estatutoò en el inciso (3) es a la Ley de 

Enero 19, 1995, Núm. 9, que constituye las secs. 2699 a 2699s 

de este título. 
    Codificación.  

La Ley de 19 de enero de 1995, Núm. 9, derogó los anteriores 

arts. 612 a 613F del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, 

los cuales habían sufrido cambios innumerables desde 1933 

hasta 1994 e incorporados mediante el sistema de expansión 

internumérica de L.P.R.A., y los cuales han llegado a no 

guardar relación armónica con la organización de la nueva ley. 

Para facilitar la clasificación de la nueva legislación, la cual 

presenta en forma reorganizada la materia de los anteriores 

arts. 612 a 613F del Código de Enjuiciamiento Civil, según 

revisada y actualizada por la Ley Núm. 9 de 1995, se han 

asignado nuevas secciones de L.P.R.A. a cada artículo de la 

nueva ley. 

ñDepartamento de Servicios Socialesò fue sustituido con 

ñDepartamento de la Familiaò a tenor con el Plan de 

Reorganización Núm. 1 de Julio 27, 1995, Ap. XI del Título 3. 
    Enmiendas  

      ð2009.  

Inciso (2): La ley de 2009 sustituy· ñciento veinte (120) d²asò 

con ñsetenta y cinco (75) d²asò. 

Inciso (4): La ley de 2009 a¶adi· ño de la agencia de adopci·nò 

en la primera oraci·n y ño a la agencia de adopci·nò en la 

segunda oración. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Enero 19, 1995, Núm. 9. 



 

   

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

La sec. 41 de la Ley de Diciembre 18, 2009, Núm. 186, dispone: 
 ñSi cualquier cl§usula, p§rrafo, subp§rrafo, art²culo, disposici·n, secci·n o parte 
de esta Ley [que enmendó las secs. 2699 et seq. de este título] fuera anulada o 
declarada inconstitucional, la sentencia a tal efecto dictada no afectará, 
perjudicará, ni invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia 
quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, artículo, disposición, sección 
o parte de la misma, que así hubiere sido anulada o declarada inconstitucional.ò 

Los arts. 23 y 24 de la Ley de Enero 19, 1995, Núm. 9, 

disponen: 
ñNada de lo dispuesto en esta Ley [secs. 2699 a 2699s de este t²tulo] se 
entenderá que deroga, enmienda o modifica el Código Civil. 
ñSi alguna disposici·n de esta Ley [secs. 2699 a 2699s de este título] fuere 
declarada nula, por cualquier razón de ley, el remanente del estatuto retendrá 
plena vigencia y eficacia.ò 

    Disposiciones transitorias.  

El art. 22 de la Ley de Enero 19, 1995, Núm. 9, dispone: 
ñLos procedimientos de adopción pendientes a la fecha de vigencia de esta Ley 
[Enero 19, 1995] continuarán siendo tramitados conforme a las disposiciones y a 
la política pública del estado de derecho anterior hasta su terminación, salvo que 
el tribunal, en interés del menor adoptando, determine que los trámites 
establecidos en esta Ley [secs. 2699 a 2699s de este título], o porción de ellos 
aplicables al caso en la etapa en que se encuentra, promoverán la terminación 
m§s expedita de los procedimientos.ò 

    Contrarreferencias.  

Familia, Departamento de la, véanse las secs. 211 et seq. del 

Título 3. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 A la luz del propósito de la leyðproteger a los niños menores 

de edadðel tribunal de instancia no erró al decidir que un 

hijo, ya mayor de edad y casado, no pudo ser adoptado por su 

padrastro. López v. E.L.A., 165 D.P.R. 280 (2005). 

 El tribunal tiene facultad para determinar, a la luz de las 

circunstancias de cada caso, si es necesaria la participación del 

Departamento de la Familia en el proceso de privación de 

patria potestad, luego de una investigación por maltrato que 



 

   

culmine en un procedimiento de adopción. Vargas v. Soler, 160 

D.P.R. 790 (2003). 
§ 2699a. Procedimiento 
El procedimiento de adopción será expedito y flexible, y deberá ser tramitado en 
su totalidad dentro de un término máximo de setenta y cinco (75) días, a partir 
de la presentación de la petición de adopción hasta su resolución final. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 2; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 34, ef. 30 días 

después de Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð2009.  

La ley de 2009 sustituy· ñciento veinte (120) d²asò con ñsetenta 

y cinco (75) d²asò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2699 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Un foro de instancia debe proceder desestimar una petición de 

adopción de los padres de crianza, cuando ésta se presentó 

antes de que el tribunal de instancia hiciera una determinación 

final, bajo la Ley de Bienestar Integral de la Niñez, sobre el 

plan de permanencia de dicha menor que se encuentra bajo la 

custodia del Departamento de la Familia. Rivera Báez, Ex 

parte, 170 D.P.R. 678 (2007). 

 Los tribunales inferiores erraron al no desestimar una 

petición de adopción instada por los padres custodios y 

presentada de forma paralela a un procedimiento sobre 

esfuerzos razonables. Bárbara Estrella Y Richard Monge v. 

Kenia Michelle Figueroa Guerra, 170 P.R. Dec. 644, 2007 PR 

Sup. LEXIS 57 (P.R. 2007). 

 Se debe desestimar sin perjuicio la demanda de adopción y 



 

   

privación de patria potestad presentada por los padres 

custodios mientras no concluyan los esfuerzos razonables 

requeridos por la Bárbara Estrella Y Richard Monge v. Kenia 

Michelle Figueroa Guerra, 170 P.R. Dec. 644, 2007 PR Sup. 

LEXIS 57 (P.R. 2007). 

 El término dispuesto en esta sección es de estricto 

cumplimiento, no jurisdiccional; no se debe aplicar de una 

manera irrazonable e inflexible. Zapata et al. v. Zapata et al., 

156 D.P.R. 278 (2002). 

 Cuando las circunstancias particulares lo ameriten y redunde 

en el bienestar del menor, el procedimiento podrá extenderse 

por un término mayor de los 120 días. Zapata et al. v. Zapata 

et al., 156 D.P.R. 278 (2002). 

 El Tribunal de Primera Instancia concluyó correctamente que 

la dilación de los procedimientos estuvo justificada a razón del 

tiempo requerido para localizar al padre biológico por el hecho 

de la muerte del padre adoptanteðlo cual requirió una 

segunda evaluación del Departamento de la Familia, y la 

amplia participación de los abuelos adoptantes quienes se 

habían opuesto a los procedimientos. Zapata et al. v. Zapata et 

al., 156 D.P.R. 278 (2002). 
§ 2699b. Contenido de la petición 
El peticionario presentará una petición de adopción, bajo juramento, en la Sala 
Especializada de Familia del Tribunal de Primera Instancia correspondiente al 
lugar de residencia del adoptante. Dicha petición deberá contener lo siguiente: 
  (1). La adopción se efectuará mediante autorización judicial, previa presentación 

de la correspondiente petición por la parte adoptante por derecho propio o a través de su 

representante legal. 

La petición de adopción se presentara bajo juramento, en la Sala Especializada 
de Familia del Tribunal de Primera Instancia correspondiente al lugar de 
residencia del menor, en la cual se hará constar lo siguiente: 
   (a). Los nombres de la parte adoptante y los nombres de los padres biológicos 

del menor a ser adoptado, así como sus respectivas direcciones y teléfonos. 

   (b). Las alegaciones necesarias acreditativas de que la adopción es 

conveniente a los mejores intereses del menor, así como de su utilidad y necesidad. 

   (c). El nombre del adoptando, según aparece en su certificado de nacimiento y 

el nombre propuesto para su nuevo certificado. 

   (d). Las circunstancias personales del adoptante incluyendo, además, su 

número de seguro social, dirección residencial, dirección postal, número de teléfono, 



 

   

nombre y dirección del patrono, lugar de empresa o negocio, fuente de ingreso, pensiones 

o rentas, según sea el caso, así como también circunstancias acreditativas de su solvencia 

moral y económica. 

   (e). Nombre y última dirección residencial y postal de los padres biológicos 

del adoptando de cuya paternidad se propone desvincular. 

   (f). Información sobre custodia legal y de facto del adoptado en caso de que 

éste sea menor de edad. 

Esta incluirá datos referentes a la relación previa existente entre el adoptado y el 
adoptante, la cual luego de corroborada y analizada en sus méritos podrá ser 
considerada como elemento fundamental para establecer prioridad en el proceso 
de selección de padres adoptivos. 
A tales efectos se deberá incluir, pero sin limitarse a, lo siguiente: 
     (A). Relación por vínculos de consanguinidad, afinidad o mediante la 

custodia provisional autorizada por el Departamento de la Familia o por algún tribunal 

competente. 

     (B). Período de convivencia del adoptado con el adoptante, el motivo y la 

duración del mismo. 

     (C). Aportaciones económicas y de cualquiera índole que ha hecho el 

adoptante al mejoramiento físico, emocional e intelectual del adoptado, entre otras. 

   (g). Relación de documentos que deberán acompañar la petición, entre los 

cuales deberán incluirse los siguientes o justificarse su falta de disponibilidad: 

     (A). Certificado de nacimiento del adoptante y del adoptando. 

     (B). Certificado de estado civil del adoptante y del adoptando. 

     (C). Certificado de antecedentes penales del adoptante. 

     (D). Consentimiento por escrito del padre o los padres biológicos cuando 

éstos estén disponibles. 

     (E). Informe de estudio social pericial para la adjudicación de la adopción 

en caso de que el mismo esté disponible. 

     (F). Moción de señalamientos y proyectos de resolución en casos que no 

sean contenciosos. 

     (G). Proyecto de nuevo certificado de nacimiento. 

     (H). Certificación Negativa de deuda de la Administración de Sustento a 

Menores (ASUME). 

   (h). Evidencia de notificación previa de copia del legajo de adopción a la 

Procuradora de Relaciones de Familia y a la Oficina correspondiente del Departamento 

de la Familia. 

  (2). El procedimiento de adopción podrá ser simultáneo a cualquier otro judicial 

referente al menor. También dicho proceso podrá ser coetáneo cuando medien varios 

adoptandos que tengan los mismos progenitores. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 3; Agosto 12, 1996, Núm. 127, art. 1; Septiembre 23, 

2004, Núm. 476, art. 1; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 35, ef. 30 días después de 

Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  



 

   

Se redesignaron los párrafos (1) a (3) y (1) a (7) de las cláusulas 

(f) y (g) como (A) a (C) y (A) a (G), respectivamente, para 

conformar al estilo de L.P.R.A. 
    Enmiendas  

      ð2009.  

P§rrafo introductorio: La ley de 2009 sustituy· ñSalaò con 

ñSala Especializada de Familiaò antes de ñdel Tribunal de 

Primera Instanciaò. 

Inciso (1): La ley de 2009 sustituy· ñSalaò con ñSala 

Especializada de Familiaò antes de ñdel Tribunal de Primera 

Instanciaò. 

Inciso (2): La ley de 2009 enmendó este inciso en términos 

generales. 
      ð2004.  

Inciso (1)(g)(H): La ley de 2004 añadió este párrafo. 
      ð1996.  

Inciso (1)(f): La ley de 1996 sustituy· ñadoptandoò con 

ñadoptadoò y a¶adi· los p§rrafos segundo y tercero. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Enero 19, 1995, Núm. 9. 

Agosto 12, 1996, Núm. 127. 

Septiembre 23, 2004, Núm. 476. 

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

Véase nota bajo la sec. 2699 de este título. 
    Contrarreferencias.  

Familia, Departamento de la, véanse las secs. 211 et seq. del 

Título 3. 
§ 2699c. Notificación de la petición a las partes interesadas 
(1). Notificación mediante emplazamiento.ð  Toda petición de adopción presentada que 

no contenga el consentimiento de los padres biológicos se notificará mediante la entrega 

del emplazamiento y la petición a los padres o al tutor del adoptando. El emplazamiento 

no contendrá información que pueda identificar al adoptando cuya adopción se solicita ni 



 

   

a los peticionarios. El término para realizar la notificación será de quince (15) días a 

partir de la presentación de la petición al tribunal. 

(2). Notificación mediante edicto.ð  Cuando se desconozca el paradero del padre o 

padres del adoptando, o éstos se hallaren fuera de Puerto Rico o estando en Puerto Rico 

no pudieren ser localizados después de realizadas las diligencias pertinentes, o se 

ocultaren para no ser emplazados, y así se comprobare a satisfacción del tribunal 

mediante declaración jurada con expresión de dichas diligencias, se solicitará al tribunal 

que ordene la publicación de un edicto. 

La orden dispondrá que la publicación se haga una sola vez en un periódico de 
circulación diaria general en la isla de Puerto Rico y que dentro de los diez (10) 
días siguientes a la publicación del edicto se le dirija a las partes que deban ser 
de este modo notificadas, por correo certificado con acuse de recibo una copia 
del emplazamiento y de la petición presentada, al lugar de su última dirección 
conocida, a no ser que se justifique por declaración jurada que a pesar de los 
esfuerzos realizados, con expresión de éstos, no ha sido posible localizar 
residencia alguna conocida, en cuyo caso el tribunal excusará el cumplimiento 
de esta disposición. 
El edicto no contendrá información que pueda identificar al adoptando cuya 
adopción se solicita, ni a los peticionarios. En estos casos el término para 
realizar la notificación será de treinta (30) días a partir de la presentación de la 
petición al tribunal. 
(3). Notificación personal o por correo certificado con acuse de recibo.ð   

  (a). Al Procurador Especial de Relaciones de Familia, y en defecto de dicho 

funcionario al Director de la Oficina de Investigación y Procesamiento de Asuntos de 

Menores y Familia del Departamento de Justicia. 

  (b). Al Secretario de la Familia, a fin de que éste realice el informe del estudio 

social pericial correspondiente. 

  (c). A las personas con las cuales el adoptando haya estado residiendo al momento 

de presentarse la petición de adopción. 

(4). Término para la notificación personal y por correo certificado.ð  En todos los casos 

en los cuales se deba notificar personalmente o por correo certificado con acuse de 

recibo, el término para realizar la notificación será de quince (15) días a partir de la 

presentación de la petición al tribunal. 

(5). Advertencia en la notificación.ð  En la notificación a las personas que dispone esta 

sección se les apercibirá que, de no comparecer a la primera vista señalada, el tribunal 

podrá decretar la adopción sin más citarla ni oírla. Cuando se notifique por el edicto a los 

padres biológicos se les indicará que podrán examinar la petición y los autos en la 

secretaría del tribunal. 

(6). Derecho a ser oído.ð  Las personas con derecho a ser notificadas, según dispone este 

capítulo, podrán exponer su posición en torno a la petición de adopción. Tendrán derecho 

a ser oídas las siguientes personas: 

  (a). Los padres que posean la patria potestad, así como el padre o madre que por 

razón de un decreto judicial de divorcio no ejerza la patria potestad sobre un hijo menor 

de edad. 

  (b). El tutor o custodio del adoptando. 

  (c). El adoptando que tiene menos de diez (10) años y más de siete (7) años de 



 

   

edad. 

  (d). Los abuelos del adoptado menor de edad huérfano de padres o de padre o 

madre. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 4; Agosto 23, 1997, Núm. 97, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð1997.  

Inciso (6): La ley de 1997 añadió la cláusula (d) referente a los 

abuelos del menor. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 23, 1997, Núm. 97. 
    Contrarreferencias.  

Familia, Secretario de la, véase la sec. 211c del Título 3. 

Procurador Especial de Relaciones de Familia, véase la sec. 135 

del Título 3. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Con el propósito de conservar un proceso expedito y flexible, 

la Ley de Adopción concede a los abuelos biológicos el derecho 

a ser oídos, siendo deber de éstos solicitarlo. Zapata et al. v. 

Zapata et al., 156 D.P.R. 278 (2002). 
§ 2699d. Término para comparecer 
(1). En el caso en que la notificación se realice personalmente, los notificados tendrán un 

término de quince (15) días, a partir de la fecha del diligenciamiento de la notificación, 

para presentar alegación responsiva respecto a la petición de adopción. 

(2). En el caso en que la notificación se realice mediante correo certificado con acuse de 

recibo, los notificados tendrán quince (15) días, a partir de la fecha del recibo de la 

misma según conste en el recibo, para presentar alegación responsiva respecto a la 

petición de adopción. 

(3). En el caso en que la notificación se realice mediante edicto, los notificados tendrán 

un término de treinta (30) días, a partir de la fecha de la publicación del edicto, para 

presentar alegación responsiva respecto a la petición de adopción. 

Los términos a los que se refiere esta sección sólo serán prorrogables por causa 
justificada, previa solicitud por escrito y bajo juramento. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 5. 



 

   

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699e. Informe del estudio social pericial 
El Departamento de la Familia o cualquier agencia privada de adopción 
debidamente licenciada por el Departamento, rendirá un informe del estudio 
social pericial al tribunal para la adjudicación de toda petición de adopción de un 
menor de edad o incapacitado. 
  (1). Contenido del informe.ð  Dicho informe incluirá lo siguiente: 

   (a). El historial social de los peticionarios, del adoptando y de su padre o 

padres, así como cualquier otra circunstancia material al caso. 

   (b). Recomendaciones sobre si conviene o no a los mejores intereses del 

menor o incapacitado que éste permanezca bajo la custodia de los peticionarios y bajo la 

supervisión de dicha dependencia o si procede o no que se efectúe la adopción. 

   (c). Comentarios sobre la presencia de una o más causas o condiciones que 

justifiquen la privación, en su caso, de la patria potestad, según dispuestas en el Código 

Civil. 

  (2). Término para rendir informe.ð  El informe del estudio social pericial tendrá 

que ser presentado dentro de un término máximo de treinta (30) días a partir de la fecha 

de la notificación de la petición. 

  (3). Obligación de notificar al tribunal sobre disponibilidad para rendir informe.ð  

El Departamento de la Familia tendrá diez (10) días, a partir de la fecha en que fue 

notificada la petición de adopción, para informarle al tribunal si tiene los recursos 

necesarios para realizar el estudio social pericial y rendir el informe requerido dentro del 

término dispuesto por este capítulo. Si el Departamento deja de informar al tribunal 

dentro de dicho término o informa que no podrá rendir el informe del estudio social 

pericial dentro del término dispuesto porque no tiene disponible para rendir el informe en 

el término requerido los recursos de un trabajador social colegiado y certificado por el 

Colegio de Trabajadores Sociales entre su personal, el tribunal expedirá orden 

designando a un trabajador social colegiado y certificado por el Colegio de Trabajadores 

Sociales para realizar el estudio social pericial y rendir el informe correspondiente. 

En los casos en que el tribunal designe un profesional que cualifique como perito 
y esté licenciado en el campo de trabajo social, siquiatría o sicología a solicitud 
de los peticionarios para realizar el informe del estudio social pericial 
correspondiente, podrá determinar el pago de los honorarios a los peticionarios o 
al Departamento de la Familia, atendiendo siempre al bienestar y conveniencia 
del adoptando. 
  (4). Alcance del informe.ð  El proceso de preparación y presentación del informe 

del estudio social pericial no podrá dilatar ni interrumpir el señalamiento y celebración de 

la vista en su fondo de la petición de adopción. 

El tribunal tomará en cuenta el contenido del informe así como las 
recomendaciones del trabajador social, pero no vendrá obligado a actuar 
conforme a lo expresado en ellos ni a las recomendaciones contenidas en el 
mismo. 
El informe del estudio social pericial no constituirá una limitación a la autoridad 
judicial en el ejercicio de su poder para autorizar la adopción y para decidir lo 
pertinente sobre la misma. 
  (5). Quiénes podrán examinar el informe.ð  Las partes interesadas en un 



 

   

procedimiento de adopción podrán solicitar al tribunal examinar el informe del estudio 

social pericial relacionado con la petición de adopción antes de la celebración de la vista 

en su fondo, y éste mediante orden podrá autorizarlo atendiendo siempre al bienestar y 

conveniencia del menor. 

  (6). En todos los casos donde el solicitante sea una persona o matrimonio que 

resida en cualquiera de los estados de los Estados Unidos y desee ser considerado como 

recurso idóneo para la colocación de un(a) menor bajo adopción, será responsable de 

obtener un estudio social pericial que acredite su idoneidad, a fin de determinar si 

cualifica para ingresar en el denominado ñRegistro Estatal Voluntario de Adopci·n de 

Puerto Ricoò, creado por virtud de las secs. 1051 et seq. del T²tulo 8, conocidas como 

ñLey de Reforma Integral de Procedimientos de Adopci·n de 2009ò; Disponi®ndose, que 

los gastos del estudio social pericial serán sufragados por el o los solicitantes. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 6; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 36; Diciembre 16, 

2011, Núm. 247, art. 9. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð2011.  

Inciso (6): La ley de 2011 añadió este inciso. 
      ð2009.  

P§rrafo introductorio: La ley de 2009 a¶adi· ño cualquier 

agencia privada de adopción debidamente licenciada por el 

Departamentoò. 

Inciso (2): La ley de 2009 sustituy· ñsesenta (60) d²asò con ñ 

treinta (30) d²asò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 

Diciembre 16, 2011, Núm. 247. 
    Salvedad.  

El art. 12 de la Ley de Diciembre 16, 2011, Núm. 247, dispone: 

ñSi cualquier cl§usula, p§rrafo, subp§rrafo, art²culo, 

disposición, sección o parte de esta Ley [que enmendó esta 

sección] fuera anulada o declarada inconstitucional, la 

sentencia a tal efecto dictada no afectará, perjudicará, ni 

invalidará el resto de esta Ley. El efecto de dicha sentencia 

quedará limitado a la cláusula, párrafo, subpárrafo, artículo, 



 

   

disposición, sección o parte de la misma, que así hubiere sido 

anulada o declarada inconstitucional.ò 

Véase la nota bajo la sec. 2699 de este título. 
    Cláusula derogatoria.  

El art. 13 de la Ley de Diciembre 16, 2011, Núm. 247, dispone: 

ñToda ley o parte de ley que est® en conflicto con lo dispuesto 

en la presente Ley queda derogada.ò 
    Disposiciones especiales.  

El art. 11 de la Ley de Diciembre 16, 2011, Núm. 247, dispone: 

ñEl Departamento adoptar§ o enmendar§ la reglamentaci·n 

necesaria o conveniente para lograr la adecuada consecución 

de las disposiciones de esta Ley, dentro de los treinta (30) días 

de aprobada la misma. La referida reglamentación cumplirá 

con todos los parámetros legales y reglamentarios estatales y 

federales aplicables.ò 
    Contrarreferencias.  

Causas o condiciones que justifiquen la privación de patria 

potestad, véanse secs. 634 a 634c del Título 31. 

Familia, Departamento de la, véanse las secs. 211 et seq. del 

Título 3. 
§ 2699f. Designación de tutor especial o defensor judicial 
El tribunal nombrará un tutor especial o defensor judicial con autoridad para dar 
su consentimiento a la adopción de un menor de edad o incapacitado cuando el 
adoptando se encuentre en una de las siguientes circunstancias: 
  (1). Si no tuviere padre ni madre. 

  (2). Si sus padres le hubieren abandonado o dejado en el desamparo. 

  (3). Si se ignorase el paradero de ambos padres, o de cualesquiera de ellos. 

  (4). Si los padres hubieren sido declarados ausentes. 

  (5). Si los padres estuvieren imposibilitados por incapacidad mental o por 

cualquier otra razón para consentir a la adopción. 

  (6). En todos los demás casos en que el tribunal lo estime necesario. 

En los procedimientos de adopción el Procurador Especial de Relaciones de 
Familia no podrá ser designado tutor especial o defensor judicial del adoptando. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 7. 

   HISTORIAL  

    Contrarreferencias.  



 

   

Procurador Especial de Relaciones de Familia, véase la sec. 185 

del Título 3. 
§ 2699g. Señalamiento y celebración de la primera comparecencia 
El tribunal convocará a las partes para la primera comparecencia que deberá 
celebrarse dentro de los treinta (30) días siguientes a partir de la fecha de la 
notificación al Departamento de la Familia de la petición de adopción. Al 
notificarse o emplazarse a las partes interesadas para que asistan a la vista para 
la primera comparecencia, se les, apercibirá que de no comparecer, el tribunal 
podrá decretar la adopción, sin mas citarlas ni oírlas. 
En la primera comparecencia las partes presentarán su oposición en torno a la 
petición de adopción. Las partes anunciarán al tribunal toda la prueba que 
presentarán el día de la vista en su fondo, incluyendo el nombre, dirección y 
teléfono de los testigos que testificarán y una breve descripción de su testimonio. 
Todo documento anunciado, pero no suministrado a las partes adversas, será 
remitido a las partes con no menos de quince (15) días de antelación a la vista 
en su fondo. 
Durante la primera comparecencia el tribunal señalará la fecha para la vista en 
su fondo. En la primera comparecencia, el tribunal podrá declarar con lugar la 
petición de adopción. Para ello deberá constar en autos el informe del estudio 
social pericial y en los casos apropiados el consentimiento bajo juramento, por 
escrito o dado en corte abierta por aquellas personas que por ley estén llamadas 
a consentir a la adopción. Además, el tribunal deberá estar convencido que la 
adopción garantizará el bienestar y los mejores intereses del adoptando. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 8; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 37, ef. 30 días 

después de Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð2009.  

La ley de 2009 sustituy· ñcuarenta (40) d²asò con ñtreinta (30) 

d²asò en el primer p§rrafo. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2699 de este título. 
    Contrarreferencias.  

Familia, Departamento de la, véanse las secs. 211 et seq. del 

Título 3. 



 

   

§ 2699h. Vista en su fondo 
La vista en su fondo se celebrará no más tarde de treinta (30) días contados a 
partir de la fecha de la primera comparecencia. Lo aquí dispuesto es un mandato 
de estricto cumplimiento, indispensable para lograr la implantación de la política 
pública que persigue este capítulo de que las adopciones se tramiten 
expeditamente. 
La vista en su fondo podrá constar de dos (2) o más señalamientos, atendiendo 
la naturaleza del procedimiento y los asuntos a resolverse; en los casos en que 
no se haya privado previamente de la patria potestad a los padres del 
adoptando, ni hayan renunciado éstos voluntariamente, se celebrará una vista 
plenaria a esos efectos antes de la vista en su fondo de la segunda 
comparecencia en la que no se requerirá la presencia del adoptante. En esta 
vista el padre o madre a quien se pretende privar de la patria potestad deberá 
estar representado por abogado. 
En la vista en su fondo todas las partes tendrán derecho a ofrecer prueba de 
refutación pertinente a los documentos y testigos anunciados en la primera 
comparecencia relacionados a la petición de adopción. 
No se permitirá interrupción, dilación o suspensión de la vista señalada por 
ninguna razón, excepto que ésta sea una constitutiva de caso fortuito o fuerza 
mayor, lo cual deberá serle debidamente fundamentado al tribunal por escrito y 
bajo juramento. La no disponibilidad de uno de los abogados o de un trabajador 
social no constituirá automáticamente justificación para la suspensión de la vista 
de adopción. La incomparecencia injustificada del padre o de los padres o de 
tutores especiales o defensores judiciales con facultad para comparecer a los 
fines de dar su consentimiento a la adopción solicitada significará pleno 
consentimiento a la petición de adopción. Durante el procedimiento de adopción 
no se permitirá la intervención de persona alguna que no sea parte interesada 
en el proceso. 
En la vista en su fondo, el tribunal podrá declarar con lugar la petición de 
adopción, debiendo constar en autos el informe del estudio social pericial y en 
los casos apropiados el consentimiento bajo juramento, por escrito o dado en 
corte abierta por aquellas personas que por ley estén llamadas a consentir a la 
adopción. Además, el tribunal deberá estar convencido que la adopción 
garantizará el bienestar y los mejores intereses del adoptando. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 9. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699i. Presencia del adoptando; carácter privado de las vistas 
Todo adoptando deberá estar presente en sala durante la celebración de la 
primera comparecencia y de la vista en su fondo, excepto que el tribunal a su 
discreción entienda que ello no es conveniente al mejor bienestar de éste. 
Las vistas celebradas en el procedimiento de adopción serán privadas. No se 
permitirá la asistencia de público a la sala en que se celebren las mismas. La 
presencia de personas en la vista en su fondo de cualesquiera de estos asuntos 
quedará limitada a los funcionarios judiciales, partes interesadas, sus 



 

   

representantes legales y el funcionario representante del Departamento de la 
Familia o la parte contratada para rendir el informe social pericial. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 10. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699j. Decreto judicial 
El tribunal emitirá el decreto autorizando la adopción en todo caso en que 
concluya que la adopción solicitada conviene al bienestar del adoptando y a sus 
mejores intereses. Disponiéndose, que la relación previa por vínculos de 
consanguinidad, afinidad o custodia provisional autorizada por el Departamento 
de la Familia o algún tribunal competente, será fundamental en la decisión del 
tribunal. 
En su contenido, el decreto judicial deberá disponer todo lo necesario para 
establecer la nueva filiación del adoptado, con referencia específica al nombre 
completo y los apellidos del adoptado y de los adoptantes así como todas las 
demás circunstancias particulares que permitan su inscripción con la información 
que requiere la ley. 
El tribunal hará formar parte del decreto judicial de adopción el contenido del 
nuevo Certificado de Nacimiento del adoptado, con su anejo, el cual será 
enviado al Registro Demográfico. Este requisito es esencial e indispensable para 
la validez y eficacia del decreto judicial. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 11; Agosto 12, 1996, Núm. 127, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð1996.  

La ley de 1996 añadió el Disponiéndose al primer párrafo de 

esta sección. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 12, 1996, Núm. 127. 
    Contrarreferencias.  

Familia, Departamento de la, véanse las secs. 211 et seq. del 

Título 3. 
§ 2699k. Notificación y archivo en autos del decreto 
La resolución o decreto judicial de adopción será emitida no más tarde de cinco 
(5) días de haberse celebrado la vista sobre adopción. El decreto judicial será 
notificado estrictamente a las partes interesadas en el procedimiento relacionado 
con la adopción y archivado en autos. Dicha notificación y archivo se harán no 
más tarde de cinco (5) días desde la fecha de haber sido emitido el decreto de 
adopción. Tal notificación se hará a las partes interesadas y al Negociado del 



 

   

Registro Demográfico y Estadísticas del Departamento de Salud. En la 
notificación al padre o padres anteriores del adoptado no se hará referencia 
alguna sobre la identidad del padre o padres adoptantes. 
La notificación antes indicada se hará a la dirección de récord de cada una de 
las partes y de sus abogados. La resolución emitida advendrá final a los diez 
(10) días del archivo en autos de la notificación. Si no hubiere dirección conocida 
ni disponible en récord, la notificación indicada se hará mediante la publicación 
de un edicto en un periódico de circulación diaria general en Puerto Rico. El 
edicto no contendrá información que pueda identificar al adoptado ni a los 
padres adoptantes. La resolución emitida advendrá final a los diez (10) días de 
la fecha de la publicación del edicto. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 12. 

   HISTORIAL  

    Contrarreferencias.  

Negociado del Registro Demográfico Estadísticos Vitales del 

Departamento de Salud, véanse las secs. 1041 et seq. del Título 

24. 
§ 2699l . Inscripción de nacimiento de adoptado nacido en Puerto Rico 
Será deber ministerial del Encargado del Registro Demográfico proceder a 
inscribir al adoptado a base de los datos suministrados en el anejo del decreto 
judicial de adopción. El Acta de Inscripción deberá ser firmada por los padres 
adoptantes o por el padre o madre adoptante. 
Cuando el nacimiento en Puerto Rico de un adoptado estuviere previamente 
inscrito en el Registro Demográfico, el Acta de Inscripción de dicho nacimiento 
será sustituida por otra nueva inscripción, en la que conste el nuevo estado 
jurídico del inscrito, como hijo de su padre o madre adoptantes o de ambos. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 13. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699m. Notificación del decreto a la autoridad oficial cuando el adoptado 
hubiere nacido fuera de Puerto Rico 
Cuando el adoptado hubiere nacido fuera de Puerto Rico, el Secretario del 
Tribunal notificará, además, con dos (2) copias certificadas del decreto judicial 
de adopción, al Registro Demográfico de Puerto Rico. En tal caso, el decreto 
judicial contendrá también instrucciones para que de inmediato y sin dilación 
alguna se remita una copia al Registro Demográfico del lugar de inscripción del 
adoptado. El cumplimiento del requisito de notificación se hará constar en el 
expediente del caso. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 14. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699n. Apelación 



 

   

Cualquier parte adversamente afectada por el decreto de adopción podrá recurrir 
en apelación al Tribunal de Circuito de Apelaciones de Puerto Rico. 

History.  
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 15. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699o. Muerte del adoptante durante el procedimiento 
Si la persona o personas que se proponen adoptar a otra fallecieren una vez 
iniciado el procedimiento y aunque no se hubiese emitido el decreto de 
adopción, se considerará consentida la misma. En estos casos, el tribunal podrá 
aprobar la adopción siempre que, a la fecha del fallecimiento del adoptante o 
adoptantes, el adoptando hubiere vivido en el hogar de éstos por lo menos seis 
(6) meses antes de su fallecimiento. El tribunal notificará a los herederos 
forzosos, designará un defensor judicial al adoptando y el procedimiento 
continuará su trámite hasta su terminación. Si los herederos forzosos del 
adoptante o adoptantes interesan establecer que el peticionario fallecido había 
desistido de su consentimiento a la adopción entre el período de radicación de la 
solicitud y su fallecimiento, tendrán derecho a ser oídos en el procedimiento de 
adopción. En estos casos los herederos forzosos del adoptante o adoptantes 
fallecidos tendrán el peso de la prueba. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 16. 

 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El derecho de los padres del padre-adoptante fallecido se 

limita exclusivamente a ser oídos, a los efectos de establecer el 

desistimiento del padre-adoptante en cuanto a su 

consentimiento a la adopción; por consiguiente, no aplican los 

principios de intervención como partes que ordinariamente 

rigen los procedimientos bajo la Regla 21.1 de Procedimiento 

Civil. Zapata et al. v. Zapata et al., 156 D.P.R. 278 (2002). 
§ 2699p. Irrevocabilidad 
El decreto de adopción será irrevocable. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 17. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699q. Anulabilidad 
Será anulable el decreto de adopción cuando no se haya notificado a las partes 
que tengan derecho a notificación a tenor con lo dispuesto en este capítulo, o 
cuando hayan mediado vicios del consentimiento del padre o madre biológicos, 
o fraude al tribunal. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 18. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 



 

   

§ 2699r. Término de caducidad 
La acción judicial sobre anulabilidad de la adopción decretada tiene que ser 
instada dentro del término de caducidad de seis (6) meses a partir de la fecha en 
que el decreto de adopción advenga final y firme. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 19; Diciembre 18, 2009, Núm. 186, sec. 38, ef. 30 días 

después de Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð2009.  

La ley de 2009 sustituy· ñ un a¶oò con ñseis (6) mesesò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2699 de este título. 
§ 2699s. Expedientes 
Los expedientes de adopción serán confidenciales. El tribunal podrá autorizar su 
examen solamente a las partes interesadas. También podrá autorizar a otras 
personas, mediante orden judicial específica, y por causa justificada. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, art. 20. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2699t. Reconocimiento y convalidación de adopciones interestatales e 
internacionales 
(1). La adopción interestatal o internacional de un menor por un residente de Puerto Rico, 

será reconocida y convalidada mediante sentencia de adopción en Puerto Rico. Dicha 

adopción no puede ser contraria al ordenamiento jurídico de Puerto Rico ni violar los 

principios fundamentales de los derechos humanos. Una vez el adoptado se encuentre en 

Puerto Rico, la parte adoptante presentará una petición de convalidación y 

reconocimiento de adopción bajo juramento, en la Sala del Tribunal de Primera Instancia, 

correspondiente al lugar de residencia de la parte adoptante, en la cual se hará constar lo 

siguiente: 

  (a). Nombre(s) de la parte adoptante, edad, ocupación, estado civil, lugar de 

residencia, dirección y teléfono. 

  (b). El nombre original y lugar de nacimiento del menor. 

  (c). El lugar de adopción y una descripción de las circunstancias que dieron base a 

la adopción, y 

  (d). El nuevo nombre del menor y la edad. 

(2). La petición deberá incluir los siguientes documentos, los cuales serán prueba 

suficiente de la legitimidad del trámite en el estado, territorio o país extranjero: 

  (a). Certificación de orden ejecutiva, escritura, sentencia o decreto de adopción 



 

   

del estado, territorio o país extranjero, y de ser necesario, una traducción certificada de lo 

anterior. 

  (b). Original o copia certificada de documento acreditativo del nacimiento del 

menor del estado, territorio o país extranjero y de ser necesario, una traducción 

certificada de lo anterior. 

  (c). En los casos de adopción extranjera, certificación de autorización del 

gobierno federal para ingreso del adoptado a territorio americano, evidencia de lo cual 

podrá ser el certificado de ciudadanía, una visa de residencia permanente o el pasaporte 

americano del menor. 

  (d). Informe del estudio social pericial realizado para la adopción interestatal o 

extranjera debidamente certificado por un trabajador social licenciado. 

El tribunal, luego de corroborar la autenticidad de dichos documentos y 
evaluarlos, declarará con lugar la petición de adopción, en cuyo caso emitirá 
sentencia de adopción. La inscripción del adoptado en el registro especial del 
Registro Demográfico se hará conforme a lo prescrito en este capítulo, en lo 
referente a los nacidos fuera de Puerto Rico, y en la Ley del Registro 
Demográfico de Puerto Rico. 
Las disposiciones de esta sección también serán aplicables a aquellas 
adopciones interestatales e internacionales que se encuentren en el trámite del 
proceso de convalidación y reconocimiento, a la vigencia de esta ley. 
En los casos de convalidación y reconocimiento de adopciones interestatales e 
internacionales dispuestas en esta sección, el procedimiento se llevará en un 
término no mayor de noventa (90) días, contados a partir de la presentación de 
la petición de convalidación y reconocimiento. 

History.   
ðEnero 19, 1995, Núm. 9, adicionado como art. 613Q en Diciembre 18, 2009, Núm. 

186, sec. 39, ef. 30 días después de Diciembre 18, 2009. 

   HISTORIAL  

    Referencias en el texto.  

La referencia a ñesta leyò es a la Ley de Diciembre 18, 2009, 

Núm. 186, que añadió esta sección. 
    Codificación.  

Los primer y segundo párrafos han sido designados como 

incisos (1) y (2) para distinguir entre sus cláusulas. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 18, 2009, Núm. 186. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2699 de este título. 
Capítulo 225. Autorizaciones sobre Derechos y Bienes de Menores 



 

   

§ 2721. Solicitud de autorización judicial para actos referentes a menores o 
incapaces o a sus bienes 
En todos los casos en que según el Código Civil necesitan los padres o el tutor 
de un menor o incapaz autorización judicial para actos o contratos que se 
refieren a la guarda de dicho menor o incapaz y de sus bienes, deberá 
presentarse la oportuna solicitud a la sala competente del Tribunal de Primera 
Instancia, haciendo constar en aquélla bajo juramento los particulares 
enumerados a continuación: 
  (1). El nombre, edad, domicilio, estado y profesión del solicitante, sus relaciones 

jurídicas con el menor o incapaz y, si compareciere el solicitante como tutor, la fecha de 

su nombramiento, el carácter de la tutela y la afirmación de haberse cumplido con todos 

los requisitos necesarios para la posesión, el afianzamiento y el ejercicio de la misma 

tutela. 

  (2). El nombre, edad, domicilio y estado del menor o incapaz, y los nombres y 

residencias de sus más próximos parientes hasta el cuarto grado civil por consanguinidad 

o segundo por afinidad. 

  (3). La causa que motiva la solicitud. 

  (4). La necesidad o utilidad, para el menor o incapaz, del acto de que se trate. 

  (5). En todo caso de venta de bienes inmuebles y en el de bienes muebles, cuando 

el valor de estos exceda de las cantidades señaladas en las secs. 616 y 786(5) del Título 

31, el precio mínimo que debe señalarse para la venta de esos bienes. Cuando el tribunal 

determine que los bienes sean vendidos en pública subasta, debe señalar el precio que 

servirá como tipo mínimo para la subasta. 

  (6). Si la autorización se refiriese a la constitución de un gravamen sobre bienes 

inmuebles, la naturaleza y condiciones detalladas del gravamen. 

  (7). En caso de permuta de bienes inmuebles, o en el de su arrendamiento por 

término mayor de seis (6) años, las condiciones específicas del contrato. 

  (8). El nombre del adquirente del derecho que haya de transmitirse, salvo en el 

caso de enajenación en pública subasta. 

  (9). La colocación o inversión que haya de darse a la cosa que el menor o incapaz 

obtuviese mediante el acto o contrato a que debe referirse la autorización. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 614; Septiembre 13, 1996, Núm. 224, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 80. 
    Codificación.  

Tanto en el texto, a tenor con la enmienda de 1911, como en el 

de la edición de 1933, el inciso (5) de esta sección mencionaba 

los arts. 229 y 282(5) del Código Civil de 1902, los cuales fueron 

renumerados como arts. 159 y 212(5) del Código Civil de 1930, 

secs. 616 y 786(5) del Título 31. 



 

   

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Enmiendas  

      ð1996.  

Inciso (5): La ley de 1996 añadió una segunda oración a este 

inciso. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 13, 1996, Núm. 224. 
    Disposiciones especiales.  

Las secs. 1 a 3 de la Ley de Mayo 9, 1943, Núm. 49, p. 119, ef. 

90 días después de Mayo 9, 1943 (a tenor con el art. 34 de la 

Carta Orgánica) disponen: 
  
ñSecci·n 1.ð. Cuando un menor de edad o incapacitado sea dueño o tenga alguna 

participación o derecho en finca rústica, cuya venta se intente como útil y necesaria para 

aquél o éste, manifestando la Autoridad de Tierras de Puerto Rico que tiene interés en su 

adquisición a los fines de la política agraria implantada en esta Isla por la Ley Núm. 26, 

de doce de abril, 1941, enmendada el 11 de mayo, 1942 [secs. 241 et seq. del Título 28], 

tal venta quedará exceptuada de la subasta pública y, por ende, de los requisitos exigidos 

por el inciso (5) del art. 614 y los párrafos 2 y 3 del art. 616 del Código de 

Enjuiciamiento Civil [secs. 2721 y 2723 de este título]. 

  
ñSecci·n 2.ð. Consecuentemente, una vez obtenida la autorización judicial, el padre o 

madre con ejercicio de la patria potestad del menor o incapacitado, o bien su tutor en 

defecto de aquéllos, podrá llevar a cabo la venta de tales bienes, participaciones o 

derechos en los mismos directamente con la Autoridad de Tierras de Puerto Rico, 

mediante el funcionario que ostente su representación. 

  
ñSecci·n 3.ð. El precio de venta será, por lo menos, el valor de la tasación de la finca, 

participación o derecho, fijado por los tasadores de la Autoridad de Tierras de Puerto 

Rico y aceptable al representante del menor o incapacitado siempre que la Corte imparta 

su aprobación a tal precio de venta. 

ñDe ese precio, el balance que resulte a favor del menor o incapacitado, despu®s 
de deducirse los gastos incurridos y las cantidades requeridas para el pago 
parcial o total de gravámenes contributivos u otros preferentes (de existir éstos), 
se depositará en la secretaría de la Corte y ésta ordenará al representante legal 
que otorgue la correspondiente escritura de compraventa.ò 



 

   

Las secs. 1 a 5 de la Ley de Mayo 1, 1941, Núm. 76, p. 669, ef. 

90 días después de Mayo 1, 1941 (a tenor con el art. 34 de la 

Carta Orgánica), disponen: 
  
ñSecci·n 1.ð. En todos los casos en que, a fin de llevar a cabo sus proyectos militares 

para la defensa nacional, los Estados Unidos de América necesiten adquirir bienes 

muebles, inmuebles o de cualquier otra naturaleza pertenecientes a menores y/o 

incapacitados, o en los cuales dichas personas posean algún interés, la venta podrá 

hacerse directamente a los Estados Unidos de América sin celebrar subasta pública. 

  
ñSecci·n 2.ð. En todos los casos en que existan gravámenes y/o enajenaciones de 

cualquier naturaleza en los cuales dichos menores o incapacitados tengan algún interés y 

que afecten cualesquiera bienes muebles, inmuebles o de cualquier otra naturaleza, 

adquiridos o a adquirirse por los Estados Unidos de América para fines militares, dichos 

gravámenes y/o enajenaciones podrán modificarse y/o cancelarse, parcial o totalmente, a 

fin de exonerar de los mismos dichos bienes, sin celebrar subasta pública. 

  
ñSecci·n 3.ð. El padre o la madre que tenga la patria potestad sobre dichos menores o 

incapacitados, o el tutor de los mismos, debidamente nombrado, según sea el caso, 

transferirá, venderá y traspasará a los Estados Unidos de América dichos bienes o 

cualquier parte de los mismos, y/o exonerará, cancelará y/o modificará cualquier 

gravamen o enajenación en que dichas personas tengan algún interés, otorgando las 

escrituras y documentos necesarios al efecto, previa la debida autorización de la Corte de 

Distrito del distrito en que estén situados los bienes [ahora el Tribunal de Primera 

Instancia], pero sin celebrar ninguna subasta pública. 

  
ñSecci·n 4.ð. El precio de venta de dichos bienes, derechos o interés será el valor que a 

los mismos se fije mediante convenio entre los Estados Unidos de América y los 

representantes de dichos menores o incapacitados, con aprobación de la corte de distrito 

correspondiente [ahora el Tribunal de Primera Instancia]. 

  
ñSecci·n 5.ð. Los efectos de las disposiciones de los arts. 159 y 212 del Código Civil 

[secs. 616 y 786 del Título 31] y de los arts. 614 al 616 del Código de Enjuiciamiento 

Civil de Puerto Rico [secs. 2721 a 2723 de este título], actualmente en vigor, quedan por 

la presente suspendidos en cuanto los mismos estén en contravención con las 

disposiciones de la precedente sección, en lo que a los Estados Unidos de América 

respecta.ò 

Las secs. 1 a 4 de la Ley de Mayo 10, 1937, Núm. 79, p. 219, 

disponen: 
  
ñSecci·n 1.ð. Cuando un menor de edad o incapacitado sea dueño o tenga algún interés 

o participación en finca rústica sobre la cual se haya celebrado un convenio de 

rehabilitación con la Puerto Rico Reconstruction Administration , o cuya venta a dicha 

institución se haya convenido en cumplimiento de algún otro convenio de esta naturaleza 

sobre otras propiedades de los mismos dueños, podrá llevarse a cabo la venta de todo o 



 

   

parte de dicha finca a la referida agencia federal por el padre o madre con patria potestad 

sobre el menor de edad o incapacitado o por el tutor del mismo, en su caso, con la previa 

autorización de la corte correspondiente pero y sin celebración de subasta pública. El 

precio de venta será por lo menos, el valor de tasación de la finca o de la parcela en 

cuestión fijado por los tasadores de la Puerto Rico Reconstruction Administration  y 

aceptable al representante del menor. Parte de este precio de venta podrá pagarse en 

servicios, fertilizantes y otros bienes suministrados por la Puerto Rico Reconstruction 

Administration  con el fin de rehabilitar el resto de la finca y otra propiedad de los 

mismos dueños y el remanente de dicho precio, después de deducir los gastos incurridos 

y las cantidades necesarias para el pago parcial o total de gravámenes preferentes o 

contributivos, de acuerdo con el convenio de rehabilitación, será pagado en efectivo, 

entregándose el importe perteneciente al menor o incapacitado, a su representante legal, 

quien otorgará carta de pago y recibo del precio o de la parte de dicho precio 

perteneciente a su representado. 

  
ñSecci·n 2.ð. En todos los casos a que se refiere la sección anterior, la Corte dictará 

resolución disponiendo que la parte del precio de venta pagada en efectivo y que 

pertenezca al menor o incapacitado, sea depositada en la propia Corte hasta que por ella 

se determine la inversión o colocación de la misma. 

  
ñSecci·n 3.ð. En todos aquellos casos en que la Puerto Rico Reconstruction 

Administration , para llevar a cabo cualquiera de sus proyectos que no sea el de 

rehabilitación rural, necesitase adquirir bienes inmuebles en los cuales estén interesados 

menores de edad o incapacitados, podrá efectuarse la venta directamente a dicha Agencia 

Federal, sin celebración de subasta pública, previa la correspondiente autorización de la 

corte competente. 

  
ñSecci·n 4.ð. Se suspenden los efectos de las disposiciones de los arts. 159 y 212 del 

Código Civil [secs. 616 y 786 del Título 31] y de los secs. 614 al 616 del Código de 

Enjuiciamiento Civil vigentes en Puerto Rico [secs. 2721 a 2723 de este título] en tanto 

en cuanto resulten en conflicto con lo dispuesto por las secciones anteriores, en cuanto se 

refiere a la Puerto Rico Reconstruction Administration .ò 

 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Ley anterior.  

3. Casos que no requieren a utorización.  

  1. En general.  

 No todos los actos de enajenación de bienes pertenecientes a 

menores requieren la celebración de una subasta. Ferré v. 

Registrador, 109 D.P.R. 148 (1979); Collazo v. Registrador, 55 

P.R.R. 432, 55 P.R. Dec. 445, 1939 PR Sup. LEXIS 502 (P.R. 

1939). 

 La permuta y el arrendamiento de bienes inmuebles 

pertenecientes a menores están exentos del requisito de 



 

   

celebración de subasta a tenor con el inciso (7) de esta sección. 

Ferré v. Registrador, 109 D.P.R. 148 (1979). 

 No satisfacen la norma de necesidad o utilidad para ciertos 

menoresðexigida por esta sección que regula el procedimiento 

de autorización judicial sobre bienes pertenecientes a 

menoresðproposiciones como las ofrecidas por el padre de los 

menores en este caso que sujetan los bienes de los menores a 

contingencias especulativas y a desarrollos hipotéticos de cierta 

corporación. La autorización judicial para permutar bienes 

pertenecientes a menores debe basarse en hechos concretos que 

representen provecho, bienestar y necesidad para ellos. Ferré 

v. Registrador, 109 D.P.R. 148 (1979). 

 La Corte de Distrito para Puerto Rico tiene jurisdicción, 

dentro de un procedimiento de ejecución de hipoteca que grava 

bienes gananciales, para nombrar un segundo tutor como tutor 

ad lítem de la esposa y aprobar la ratificación por el segundo 

de los actos del primer tutor, consistentes en haber convenido 

acerca de la validez de la hipoteca, como cuestiones 

incidentales y subsidiarias a la jurisdicción de la corte en el 

procedimiento de ejecución. First National City Bank v. 

González & Co. Sucr. Corp., 308 F. Supp. 596 (1970). 

 Las disposiciones de las leyes de Puerto Rico que requieren la 

autorización judicial para transigir las cuestiones privadas o 

judiciales que afecten los derechos de un incapaz no privan a la 

corte federal de su jurisdicción inherente para aprobar 

transacciones de las partes ante la misma, y las disposiciones 

procesales son inaplicables a la corte federal en cuanto estén en 

conflicto con la regla federal que requiere el nombramiento de 

un tutor ad lítem para personas incapaces. First National City 

Bank v. González & Co. Sucr. Corp., 308 F. Supp. 596 (1970). 

 Actúa sin jurisdicción el Tribunal Superior si autoriza la 

venta del condominio de un menor sin previa comprobación de 

la necesidad y utilidad, sin intervención del fiscal, y sin la 

notificación y audiencia del menor. Irizarry Cordero v. 

Registrador de la Propiedad de Mayagüez, 91 P.R.R. 697, 91 



 

   

P.R. Dec. 719, 1965 PR Sup. LEXIS 152 (P.R. 1965); Irizarry 

Cordero v. Registrador de la Propiedad de Mayagüez, 89 

P.R.R. 731, 89 P.R. Dec. 747, 1964 PR Sup. LEXIS 182 (P.R. 

1964). 

 La venta de los bienes de menores, formen o no aquéllos parte 

de un caudal hereditario, se rige por las secs. 2721 a 2723 de 

este título. Irizarry Corder o v. Registrador de la Propiedad de 

Mayagüez, 89 P.R.R. 731, 89 P.R. Dec. 747, 1964 PR Sup. 

LEXIS 182 (P.R. 1964). 

 Para la venta de bienes de menores, formen o no parte de un 

caudal hereditario, es requisito indispensable tramitar una 

autorización judicial en que se alegue y se pruebe en la 

audiencia correspondienteðy con la intervención del fiscalðla 

necesidad y utilidad para el menor de la venta solicitada, bien 

la solicitud para la venta provenga del padre, tutor, albacea de 

herederos forzosos, o de un administrador judicial. Irizarry 

Cordero v. Registrador de la Propiedad de Mayagüez, 89 

P.R.R. 731, 89 P.R. Dec. 747, 1964 PR Sup. LEXIS 182 (P.R. 

1964). 

 El procedimiento para obtener autorización sobre derechos y 

bienes de menores lo establecen esta sección y siguientes. 

Vilariño Martínez v. Registrador, 89 D.P.R. 598 (1963). 

 El efecto del procedimiento para que un padre con patria 

potestad sobre un hijo pueda obtener autorización sobre 

derechos y bienes de menores es el de reducir la autoridad 

paterna al mismo nivel general que la de un tutor o defensor. 

Vilariño Martínez v. Registrador, 89 D.P.R. 598 (1963). 

 En los autos de un pleito en que interviene una tutora debe 

haber constancia de que ésta estaba autorizada para defender 

a sus pupilos. Suárez Fuentes v. Tribunal Superior, 88 D.P.R. 

136 (1963). 

 Falta al cumplimiento de sus deberes y obligaciones para con 

su cliente y para con el tribunal un abogado que, sabiendo que 

entre los lesionados en un accidente de automóvil figura un 

menor de edad, radica en corte una moción sobre sentencia por 



 

   

estipulación a nombre de todos los lesionados en la cual se 

transigían y comprometían los intereses de dicho menor sin 

dar conocimiento de la minoridad al tribunal, privando a éste 

de pasar sobre la necesidad y conveniencia para el menor de la 

transacción en cuestión. In re Guzmán, 80 D.P.R. 713 (1958). 

 Expropiada una finca fideicomitada y consignado en corte el 

valor razonable de la propiedad, el dinero así consignadoðque 

sustituye a la fincaðsigue siendo parte del corpus  del 

fideicomiso, no viniendo el fiduciario obligado a solicitar 

autorización judicial previa para invertirlo bajo el 

procedimiento de necesidad y utilidad provisto en las secs. 

2721 et seq. de este título, en relación con las secs. 616 y 786 del 

Título 31, porque un menor sea el beneficiario o fideicomisario 

de la finca expropiada. Belaval v. Tribunal de Expropiaciones 

de P.R., 71 P.R.R. 246, 71 P.R. Dec. 265, 1950 PR Sup. LEXIS 

263 (P.R. 1950). 

 El procedimiento de autorización judicial para enajenar 

bienes inmuebles pertenecientes a menores se rige por los 

términos específicos de las secs. 2721 a 2723 de este título y la 

sec. 616 del Título 31. Las primeras secciones, que proveen el 

procedimiento para llevar a cabo tal venta, deben leerse 

conjuntamente con la última y ésta no de acuerdo con sus 

términos propiamente dichos, sino tal como la jurisprudencia 

la ha interpretado. Capó v. Luce y Compañía, Sociedad en 

Comandita, 70 D.P.R. 866 (1950). 

 Cuando de conformidad con la autorización judicial 

concedídale para tomar dinero a préstamo a nombre de sus 

hijos menores y garantizarlo con una finca propiedad de éstos, 

dicho padre otorga una escritura de préstamo con hipoteca que 

sólo contiene las condiciones corrientes y acostumbradas en esa 

clase de contratos, y con ello ningún daño discernible se ha 

causado a los menores y el propósito fundamental de la 

autorización se ha llevado a efecto sin que medie imputación 

alguna de fraude o dolo, la hipoteca no es nula. Burckhart v. 

Zeda, 64 P.R.R. 927, 64 P.R. Dec. 976, 1945 PR Sup. LEXIS 



 

   

167 (P.R. 1945). 

 En un expediente de necesidad y utilidad para vender bienes 

de un menor, la omisión de especificar en la solicitud la edad 

del menor y el nombre de los parientes de éste son errores que 

no afectan la jurisdicción de la corte para rendir la resolución 

que el expediente demanda. López v. Fernández, 61 D.P.R. 522 

(1943). 

 En la división de bienes en comunidad en que estén 

interesados menores, la corte debe proteger el bienestar de esos 

menores; esto puede y debe hacerse fijando un precio mínimo 

para la venta de la finca en totalidad, y el señalar para la venta 

del condominio de los menores un precio mínimo, 

independientemente del precio que por la finca se obtenga en el 

remate, es contrario a derecho. West India Oil Co. v. Blanch, 

57 D.P.R. 591 (1940). 

 Sometida a la aprobación judicial la partición en la que se 

hace constar la autorización concedida a un defensor judicial 

para otorgar la cancelación de una hipoteca, el especificar la 

edad del o de los menores mencionados en la partición es un 

requisito previo jurisdiccional. Caballero v. Registrador, 35 

P.R.R. 564, 35 P.R. Dec. 617, 1926 PR Sup. LEXIS 150 (P.R. 

1926). 

 Según las secs. 2721 y 2723 de este título, enmendadas en 1907 

y vigentes cuando se aprobó el expediente de utilidad y 

necesidad en este caso, no era necesario citar al fiscal, a los 

menores apelantes o al menor emancipado, ni obtener su 

consentimiento. Busó v. Busó, 19 D.P.R. 9 (1913). 

 No habiéndose demostrado que el juez que aprobó el 

expediente de utilidad y necesidad fuera engañado ni que 

dejara de aplicar las leyes vigentes, ni cometiera error en la 

apreciación de los hechos, no había fundamento legal para que 

el juez que le sucedió en el cargo revocara la orden 

aprobatoria. Busó v. Busó, 19 D.P.R. 9 (1913). 

 Como el acto realizado envolvía la venta o la ratificación de la 

venta de un bien inmueble por menores de edad, la 



 

   

autorización judicial era absolutamente necesaria de acuerdo 

con la ley vigente cuando se otorgó el documento. Avilés v. 

Registrador, 17 D.P.R. 960 (1911). 

 En un procedimiento de utilidad y necesidad, establecido con 

el fin de obtener el peticionario autorización para enajenar o 

gravar bienes de menores, la parte que alegue tener interés in 

tales bienes no tiene derecho a intervenir en el procedimiento 

ex parte , debiendo ejercitar sus acciones por el procedimiento 

contencioso, ya para que se reconozca su título o para obtener 

en cualquier forma la revisión del procedimiento sobre 

autorización judicial. Suriñach v. Ninlliat, 17 P.R.R. 63, 17 

P.R. Dec. 67, 1911 PR Sup. LEXIS 329 (P.R. 1911). 
  2. Ley anterior.  

 Los arts. 2011 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

de 1886, en lo que se refieren a la venta de bienes de menores 

sujetos a tutela, fueron sustituidos e implícitamente derogados 

por los arts. 269 al 272 del Código Civil [de España] de 1889, y 

habiendo sido estos últimos asimismo derogados por el Código 

Civil de 1902, tal derogación no produjo el efecto de revivir las 

disposiciones contenidas en los arts. 2011 y siguientes de la Ley 

de 1886, porque, según lo provisto en el art. 6 del Código Civil 

de 1902, 31 L.P.R.A. sec. 6, la derogación de una ley 

derogatoria no restablece la primitiva ley derogada. Cortés v. 

Crehore, 24 D.P.R. 430 (1916). 
  3. Casos que no requieren autorización.  

 No es necesario el requisito de autorización judicial para 

disponer el padre o madre de bienes o derechos de hijos 

menores de edad en los siguientes casos: para la enajenación de 

bienes en la vía de apremio seguida ante la autoridad judicial, 

ni para otorgar escritura de retroventa por el padre en nombre 

de sus hijos menores, ni para la compra de bienes bajo 

condición impuesta al hijo comprador, por gravosa que sea; 

para la repudiación de herencia o legado, ni para admitir un 

nuevo socio en una sociedad mercantil, ni cuando el testador 



 

   

deja a los menores, que no sean sus herederos forzosos, 

herencia o legado de importancia, dispensando de la obligación 

de obtener autorización judicial para su venta. Ferré v. 

Registrador, 109 D.P.R. 148 (1979). 
§ 2722. Procedimiento; prueba; sentencia 
Presentada en forma la solicitud, el tribunal señalará día para la práctica de las 
pruebas relativas a los hechos alegados, debiendo el acto verificarse en corte 
abierta, o en el despacho del juez, si el tribunal estuviere en vacaciones, con 
asistencia del fiscal que intervendrá en el asunto para la vigilancia de los 
derechos del menor o incapaz. 
Las pruebas documentales deberán comprender la demostración de la patria 
potestad o de la tutela, y, si la autorización versase sobre bienes inmuebles, los 
títulos de propiedad y la tasación de los bienes a los efectos del pago de 
contribuciones, si estuvieren sujetos a ellas. 
Cuando lo estime conveniente, el juez podrá de oficio hacer comparecer y 
examinar, acerca de los hechos y alegaciones del solicitante, a los parientes 
más próximos del menor o incapaz hasta el cuarto grado civil por 
consanguinidad y segundo por afinidad, que residan en el Estado Libre 
Asociado, o a cualquier otra persona que pueda contribuir al mejor 
esclarecimiento de los hechos. 
Si el menor pasare de la edad de catorce (14) años, y no residiese fuera del 
Estado Libre Asociado, deberá en cualquier caso comparecer ante el tribunal, y 
contestar al interrogatorio que se le hiciere en el acto de las pruebas. 
Practicadas éstas, el juez concederá o negará la autorización pedida, de 
acuerdo con el resultado de las pruebas, y la resolución será apelable por el 
solicitante o por el fiscal para ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 615. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 81. 
    Codificación.  

ñIslaò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò a tenor con 

la Constitución. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No es inscribible en el registro de la propiedad una escritura 

de compraventa de un condominio sobre un inmueble 



 

   

perteneciente a un menor de edad cuando, con anterioridad a 

su presentación, se ha declarado judicialmente que el 

procedimiento para comprobar la necesidad y utilidad de 

dicha venta fue nuloðy por lo tanto nula e inexistente la 

escritura de venta judicialðaun cuando posteriormente a 

dicha adjudicación judicial un juez dictamine mediante la 

correspondiente vista con asistencia de todas las partes 

interesadas, incluyendo al fiscal, la existencia en autos de la 

necesidad y utilidad de dicha venta. Irizarry Cordero v. 

Registrador de la Propiedad de Mayagüez, 91 P.R.R. 697, 91 

P.R. Dec. 719, 1965 PR Sup. LEXIS 152 (P.R. 1965). 

 El legislador ha impuesto a las cortes de distrito la obligación 

de investigar y convencerse de la necesidad y utilidad para el 

menor de los actos o contratos que han de celebrarse en su 

nombre antes de que dichas cortes puedan ejercitar la facultad 

que la misma ley les confiere para autorizar tales actos o 

contratos. Vilariño Martínez v. Registrador, 89 D.P.R. 598 

(1963); F. Zayas, S. en C. v. Torres, 51 D.P.R. 796 (1937). 

 Un expediente de necesidad y utilidad para vender bienes de 

menores tramitado en el año 1929 en el cual el fiscal de distrito 

no compareció a la vista de la solicitud sobre autorización 

judicialðépoca en que prevalecía la práctica de que los fiscales 

no comparecieran a dichas vistasðno será anulado cuando el 

expediente demuestra que se practicó prueba para sostener los 

hechos alegados en la petición constitutivos de la necesidad y 

utilidad de la autorización solicitada, y nada hay en el 

expediente indicativo de que la no intervención del fiscal en la 

vista causó lesión a los intereses de los menores envueltos en la 

transacción. Sucesión Rodríguez Quiñones v. Sucesión Morán, 

85 D.P.R. 307 (1962). 

 Aunque la mejor práctica es que los fiscales de distrito asistan 

a las vistas de los expedientes de necesidad y utilidad para 

vender bienes de menores que se promuevan en sus respectivos 

distritosðespecialmente a partir de la decisión en Lókpez v. 

Fernández, 61 D.P.R. 522 (1943) la falta de asistencia del fiscal 



 

   

a la vista de la solicitud sobre autorización judicial no justifica 

por sí sola que se anule dicho expediente, especialmente en 

ausencia de fraude o de que se perjudicaron los intereses de los 

menores. Sucesión Rodríguez Quiñones v. Sucesión Morán, 85 

D.P.R. 307 (1962). 

 Cuando de la faz de los procedimientos habidos en un 

expediente sobre necesidad y utilidadðventa de inmueble de 

un menorðaparece que se presentó evidencia del valor del 

inmueble y de la utilidad y necesidad para el menor de la 

venta, la validez de tal venta no puede ser atacada 

colateralmente por el fundamento de que no hubo prueba 

sobre esos extremos. López v. Sotelo, 70 D.P.R. 501 (1949). 

 Se requiere una determinación específica de necesidad y 

utilidad y es nula una sentencia a la cual se allane el padre 

sobreviviente y que demuestre de su faz la ausencia de una 

declaración de necesidad y utilidad y de prueba sobre ese 

extremo. Vidal v. Monagas, 66 P.R.R. 588, 66 P.R. Dec. 622, 

1946 PR Sup. LEXIS 178 (P.R. 1946); 69 S. Ct. 483; 93 L. Ed. 

444 (1949). 

 En el caso de que una madre con patria potestad sobre una 

menor solicite autorización judicial para vender el condominio 

de dicha menor en una finca perteneciente a ambas, la corte 

carece de jurisdicción para ordenar la venta de la totalidad de 

la finca en ausencia de consentimiento expreso de la madre 

para que su condominio sea vendido. Rivera v. Registrador, 65 

P.R.R. 279, 65 P.R. Dec. 298, 1945 PR Sup. LEXIS 43 (P.R. 

1945). 

 Los fiscales están en la obligación de asistir a las vistas de los 

expedientes de necesidad y utilidad que se promuevan en sus 

respectivos distritos, debiendo las cortes hacerles cumplir con 

dicha obligación. La práctica establecida de no comparecer a 

esas vistas debe descontinuarse no empece el hecho de que la 

no asistencia por sí sola no sea suficiente para anular colateral 

o directamente las resoluciones que en los expedientes se 

dicten. López v. Fernández, 61 D.P.R. 522 (1943). 



 

   

 La resolución dictada por una corte de distrito en un 

expediente de necesidad y utilidad, autorizando la venta en 

pública subasta de un inmueble perteneciente a un menor, 

puede ser atacada colateralmente si es nula pero no por meros 

errores o irregularidades. López v. Fernández, 61 D.P.R. 522 

(1943). 

 Cuando en un expediente sobre necesidad y utilidad para la 

venta de bienes de menores no se presenta prueba de clase 

alguna para determinar la utilidad y necesidad para el menor 

de la venta y ese hecho aparece de la faz de los procedimientos 

habidos, la resolución en el mismo dictada puede ser atacada 

colateral o directamente. López v. Fernández, 61 D.P.R. 522 

(1943). 

 Una persona no está impedida para atacar la prueba 

presentada en un expediente de necesidad y utilidad en 

relación con bienes suyos tramitado durante su minoridad. 

López v. Fernández, 61 D.P.R. 522 (1943). 

 Las cortes no pueden ejercitar la facultad conferídales por ley 

para autorizar actos o contratos que han de celebrarse a 

nombre de menores sin previamente investigar y convencerse 

de su necesidad y utilidad para los menores. F. Zayas, S. en C. 

v. Torres, 51 D.P.R. 796 (1937). 

 Menores demandados no están impedidos para atacar la 

suficiencia de la prueba que sirvió de base a una sentencia 

dictada ex parte  en un expediente de necesidad y utilidad 

promovido para autorizar actos o contratos que habían de ser 

celebrados a su nombre. F. Zayas, S. en C. v. Torres, 51 D.P.R. 

796 (1937). 

 La venta que, previa declaración de necesidad y utilidad, se 

hizo de los bienes de menores a que se contrae esta acción fue 

hecha por una debida consideración y sin que para obtener la 

orden al efecto se practicara fraude alguno en la corte a la que 

se solicitó la autorización judicial. Amy Ramú v. Sucn. Verges, 

37 P.R. Dec. 49, 1927 PR Sup. LEXIS 12 (P.R. 1927). 

 En un expediente de necesidad y utilidad para obtener 



 

   

autorización judicial para la enajenación de bienes de menores, 

tramitado en Febrero de 1911, no es necesaria la intervención 

del fiscal. González v. Roig, 31 D.P.R. 35 (1922); Busó v. Busó, 

19 D.P.R. 9 (1913). 

 Los tribunales no deben aceptar afidávit como prueba en los 

expedientes de necesidad y utilidad; no obstante, estudiadas las 

circunstancias concurrentes, en ausencia absoluta no ya de 

fraude, sino de la más leve injusticia, no procedía declarar nulo 

el expediente por el solo hecho de haberse admitido como 

prueba declaraciones de testigos en forma de afidávit. 

González v. Roig, 31 D.P.R. 35 (1922). 

 Véanse también las anotaciones bajo la sec. 2721 de este título 

para venta de bienes de menores e incapaces a la Autoridad de 

Tierras, a Estados Unidos y a la Administración de 

Reconstrucción de Puerto Rico. 
§ 2723. Alcance de la sentencia; deber del fiscal de distrito 
Deber del fiscal.ð  En cualquier caso en que el juez autorice al solicitante para 
algún acto o contrato en que el menor o incapaz obtenga dinero u otros valores, 
la resolución determinará la colocación o inversión de lo adquirido y el fiscal 
vigilará por los medios que considere adecuados el cumplimiento de la 
resolución judicial. 
La subasta de bienes se hará en presencia del alguacil; bienes que no alcanzan 
a dos mil (2,000) dólares.ð  Cuando el tribunal determine que la venta de los 
bienes se haga mediante subasta pública, ésta deberá verificarse ante el 
alguacil del distrito, previa publicación de los edictos correspondientes en los 
sitios de costumbre y en algún periódico de circulación en el distrito; pero, 
tratándose de bienes cuyo valor no alcance a dos mil (2,000) dólares, el juez 
podrá dispensar la publicación de los edictos en el periódico. 
Derechos.ð  Los derechos que el alguacil devengue en las subastas a que se 
refiere esta sección se regularán al tipo del uno por ciento (1%) sobre el valor de 
la propiedad, sin exceder en ningún caso de diez (10) dólares. 
Desacato.ð  Cualquier infracción de la orden dictada por el juez será castigada 
como desacato, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y criminales en que 
el infractor incurra. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 616; Mayo 31, 1972, Núm. 57, p. 134; Septiembre 13, 

1996, Núm. 224, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 213, art. 82. 



 

   

    Enmiendas  

      ð1996.  

La ley de 1996 añadió la segunda frase al rubro de esta sección 

y enmendó el segundo párrafo en términos generales. 
      ð1972.  

La ley de 1972 aumentó el valor de los bienes de $500 a $2,000. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 13, 1996, Núm. 224. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Cuando un padre o madre con patria potestad que solicita 

autorización para vender bienes inmuebles pertenecientes a sus 

hijos menores somete tales bienes a la jurisdicción de una corte 

de distrito distinta a la del distrito en que los bienes radican, 

dicha corte puede utilizar a su propio alguacil para que 

cumplimente su orden de venta, no habiendo nada en esta 

sección que se aplica a tales ventas que le prohíba así hacerlo. 

Capó v. Luce y Compañía, Sociedad en Comandita, 70 D.P.R. 

866 (1950). 

 Cuando teniendo derecho a someterse a la jurisdicción de la 

corte del distrito en que radican terrenos de unos menores, una 

madre representando a esos menores se somete a la 

jurisdicción de otra corte de distrito solicitando de ésta 

autorización para la venta de esos bienes, dicha madreðy 

posteriormente los hijosðno pueden quejarse de que la corte a 

la que así acudió hiciera uso de su propio alguacil para 

cumplimentar la orden de venta dictada a su propia solicitud 

en el caso, con mayor razón si la madre aceptó el precio de 

venta, que era mayor que el mínimo fijado en la orden de 

venta, y se unió al alguacil y a los menores al otorgar la 

escritura de venta sin levantar entonces objeción alguna. Capó 

v. Luce y Compañía, Sociedad en Comandita, 70 D.P.R. 866 



 

   

(1950). 

 Si bien al padre corresponde de ordinario la representación de 

sus hijos menores, sin embargo, al autorizarlo una corte para 

vender en subasta bienes inmuebles del menor de conformidad 

ello con esta sección, la cual dispone que la venta deberá 

verificarse ante el alguacil de la corte sin proveer nada en 

cuanto a quién deberá otorgar la escritura de venta de los 

bienes subastados, tal otorgamiento corresponde al alguacil 

que por precepto terminante de la ley ha verificado los actos de 

subasta y adjudicación y no al padre del menor como 

representante de éste. López v. Sotelo, 70 D.P.R. 501 (1949). 

 Autorizada la venta de bienes inmuebles de un menor dentro 

de un expediente de necesidad y utilidad promovido al efecto, 

el comprador en subasta de los bienes no debe limitarse a 

examinar la orden de venta cuando todos los procedimientos 

aparecen del récord del expediente, entre ellos los necesarios 

para dejar establecida la jurisdicción de la corte. López v. 

Fernández, 61 D.P.R. 522 (1943). 

 Esta sección no exige que el precio que se obtenga en la venta 

judicial de bienes de menores deba pagarse al alguacil en 

dinero efectivo y que luego se obtenga nueva autorización 

judicial para invertirlo; esa inversión puede acordarla el juez 

en el mismo expediente de necesidad y utilidad en que se 

autoriza el acto o contrato en que el menor ha de obtener 

dinero. Valentín v. Registrador, 61 P.R.R. 212, 61 P.R. Dec. 

218, 1942 PR Sup. LEXIS 43 (P.R. 1942). 

 Al autorizar a la madre de un menor para garantizar el 

importe del precio de un condominio del menor a ser vendido 

en pública subasta, la corte viene obligada por ley a 

determinar sobre qué propiedad específica ha de constituirse el 

gravamen hipotecario. Valentín v. Registrador, 61 P.R.R. 212, 

61 P.R. Dec. 218, 1942 PR Sup. LEXIS 43 (P.R. 1942). 

 Suponiendo que el derecho de preferencia concedido o 

reservado al recurrente para comprar propiedades de que éste 

hizo dación en pago era, durante el término de su existencia, 



 

   

válido y obligatorio para las menores de que se trata, la corte 

de distrito carecía de autoridad para, expirado dicho término, 

autorizar la venta de las propiedades al recurrente 

prescindiendo del requisito legal de venta por el alguacil y en 

subasta pública, por lo cual se contrariaría las disposiciones de 

las secs. 2721 y 2723 de este título. Ramírez v. Registrador, 61 

P.R.R. 4, 61 P.R. Dec. 4, 1942 PR Sup. LEXIS 2 (P.R. 1942). 

 Cumplido el propósito fundamental de una autorización 

judicial, una variante en los medios utilizados para su 

realización, en ausencia de fraude o confabulación, es 

insuficiente para basar en ella la declaración de nulidad de la 

negociación efectuada, especialmente cuando la forma en que 

ésta se realizó no lesiona los derechos o intereses de los 

menores envueltos en la transacción. Costa v. Piazza, 51 P.R.R. 

667, 51 P.R. Dec. 689, 1937 PR Sup. LEXIS 455 (P.R. 1937). 

 En la reinversión del producto de la enajenación de bienes de 

menores, los intereses de los padres no tienen importancia y 

ellos deben ser descartados y separados por la corte. Ex Parte, 

Arsuaga, 42 P.R.R. 108, 42 P.R. Dec. 112, 1931 PR Sup. LEXIS 

30 (P.R. 1931). 

 La reinversión del producto de la venta de bienes de hijos 

menores, constituyendo a dichos hijos en acreedores de sus 

padres bajo la garantía de una hipoteca es indiscreta, y la corte 

que la niega procede prudentemente. Ex Parte, Arsuaga, 42 

P.R.R. 108, 42 P.R. Dec. 112, 1931 PR Sup. LEXIS 30 (P.R. 

1931). 

 A falta en 1895 de un precepto estatutario o de disposición 

alguna en la orden autorizando la venta o enajenación de unos 

bienes de menores respecto a la reinversión del producto de 

ella, la responsabilidad del padre en relación con tal 

reinversión difícilmente descansa sobre el comprador de la 

propiedad o sobre un comprador de propiedad traspasada al 

padre de tales menores a fin de ser gravada posteriormente en 

beneficio y utilidad de ellos. Amy Ramú v. Sucn. Verges, 37 

P.R. Dec. 49, 1927 PR Sup. LEXIS 12 (P.R. 1927). 



 

   

 Está dictada de acuerdo con lo estatuido en la sec. 616 del 

Título 31 en relación con esta sección, una orden de la corte de 

distrito que dispone que el importe de cierto crédito 

hipotecario perteneciente a menores, cobrado por el padre de 

los mismos, sea depositado para ser invertido con permiso de la 

corte e intervención del fiscal. Ex parte Guzmán, 32 P.R.R. 

428, 32 P.R. Dec. 463, 1923 PR Sup. LEXIS 582 (P.R. 1923). 

 En los casos de subasta de bienes de menores en virtud de 

autorización judicial para su enajenación, de acuerdo con las 

secs. 2721 a 2723 de este título, no conteniendo dichas secciones 

precepto alguno acerca de quién ha de otorgar la escritura de 

venta de los bienes subastados, el alguacil tiene el deber de 

otorgar al comprador en subasta pública la escritura de venta 

en debida forma. Jiménez v. Registrador, 17 D.P.R. 1108 

(1911). 

 Véanse también las anotaciones bajo la sec. 2721 de este título 

para venta de bienes de menores e incapaces a la Autoridad de 

Tierras, a Estados Unidos y a la Administración de 

Reconstrucción de Puerto Rico. 
Capítulo 229. Ley sobre Estorbo Público 

§ 2761. Estorbo público, definición; acción para obtener su cese 
Todo lo que fuere perjudicial a la salud, indecente u ofensivo a los sentidos, o 
que interrumpa el libre uso de la propiedad, de modo que impida el cómodo goce 
de la vida o de los bienes, o que estorbare el bienestar de todo un vecindario, o 
un gran número de personas, o que ilegalmente obstruyere el libre tránsito, en la 
forma acostumbrada, por cualquier lago, río, bahía, corriente, canal o cuenca 
navegable, o por cualquier parque, plaza, calle, carretera pública y otras 
análogas, constituye un estorbo público que da lugar a una acción. Dicha acción 
podrá ser promovida por cualquiera persona, agencia pública o municipio cuyos 
bienes hubieren sido perjudicados o cuyo bienestar personal resulte 
menoscabado por dicho estorbo público; y la sentencia podrá ordenar que cese 
aquélla, así como decretar el resarcimiento de los perjuicios; lo aquí provisto no 
podrá aplicarse a las actividades relacionadas con el culto público practicado por 
las diferentes religiones. Disponiéndose, que nada de lo aquí dispuesto limitará 
los poderes de la Junta de Calidad Ambiental para promulgar los reglamentos a 
que está autorizada por ley. Además, esta legislación no limitará aquellos 
poderes otorgados por ley y que puedan adoptar los municipios mediante 
ordenanzas municipales en la implantación de los procesos y procedimientos 
sobre estorbos públicos en sus correspondientes jurisdicciones. 

History.   



 

   

ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 277; Abril 29, 1974, Núm. 22, Parte 1, p. 140; Septiembre 

27, 2000, Núm. 405, sec. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Código Enj. Civil, 1904, art. 277; Código Enj. Civil de 

California, art. 731; Código Enj. Civil de Idaho, art. 3373. 
    Codificación.  

Se ajustó el rubro del capítulo para conformarlo a la enmienda 

del 2000. 

La Regla 72 de Procedimiento Civil de 1979 expresamente 

excluyó esta seccíon de las derogaciones efectuadas en el 

Código de Enjuiciamiento Civil. 

Esta ley no forma parte de la ñLey de Procedimientos Legales 

Especialesò. V®ase nota al principio de este subt²tulo, 

precediendo al análisis. 
    Enmiendas  

      ð2000.  

La ley de 2000 sustituy· ñperturbaci·nò con ñestorbo p¼blicoò 

en el rubro y a trav®s del texto; y a¶adi· ño que estorbareéy 

otras an§logasò en la primera oraci·n, ñagencia p¼blica o 

municipioò en la segunda, y la segunda oraci·n al 

Disponiéndose. 
      ð1974.  

La ley de 1974 excluyó las actividades religiosas de la 

definición de perturbación y añadió el Disponiéndose. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Abril 29, 1974, Núm. 22, Parte 1, p. 140. 

Septiembre 27, 2000, Núm. 405. 
    Contrarreferencias.  

Acción por el Estado Libre Asociado para suspender y obtener 

la supresión de un perjuicio común, véase la sec. 3532 de este 

título. 



 

   

Junta de Calidad Ambiental, véase la sec. 8002a del Título 12. 

Penalidades, véanse las secs. 1365 y 1366 del Título 33. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Interpretación.  

3. Jurisdicción.  

4. Laches.  

5. Demanda.  

  1. En general.  

 Un injunction  permanente fue ordenado apropiadamente 

porque una propietaria mantuvo 58 perros y 30 gatos en su 

propiedad y representó un estorbo público; sin embargo, el 

foro de instancia erró al ordenar la remoción de todos los 

animales y la cantidad de daños de $5,000 por cada 

demandante fue excesiva. Flores-Jiménez v. Colberg, S.L.G., 

174 D.P.R. 843 (2008). 

 Esta sección es el remedio civil adecuado para un ciudadano 

hacer valer su derecho de intimidad de santuario reconocido a 

su hogar invadido por los ejercicios, prácticas y ritos de un 

templo pentecostal que el juez de instancia describe como 

ñmagno esc§ndalo.ò Sucn. de Victoria v. Iglesia Pentecostal, 

102 D.P.R. 20 (1974). 

 Los propósitos de la causa de acción fundada en las 

disposiciones de esta sección son el cese de un estorbo mediante 

una acción de injunction  y la reparación de los daños 

ocasionados por el estorbo. Ortega Cabrera v. Tribunal 

Superior, 101 P.R. Dec. 612, 1973 PR Sup. LEXIS 229 (P.R. 

1973). 

 Un tribunal tiene facultad para dictar autos de injunction  

contra el Estado o sus instrumentalidades y los municipios con 

el propósito de remover estorbos. Ortega Cabrera v. Tribunal 

Superior, 101 P.R. Dec. 612, 1973 PR Sup. LEXIS 229 (P.R. 

1973). 

 Un ciudadano particular puedeðindependientemente de la 

acción que pueda promover o no el Estadoðsolicitar y 

obtener, si la situación lo justifica, una sentencia de injunction  



 

   

para proteger su propiedad y su bienestar personal, así como 

para impedir violaciones a restricciones de zonificación y 

planificación, no constituyendo obstáculo a dicha solicitud el 

hecho de que el Estado hubiese solicitado previamente igual 

remedio. Torres v. Rodríguez, 101 P.R. Dec. 177, 1973 PR Sup. 

LEXIS 169 (P.R. 1973). 

 A los fines de una solicitud de injunction  radicada por un 

ciudadano para defender sus intereses legítimos, no constituye 

el remedio adecuado, rápido y eficaz que podría derrotar su 

derecho a recurrir al injunction  el derecho que la ley 

independientemente le confiere al Estado y a la Junta de 

Planificación de iniciar una acción similar. Torres v. 

Rodríguez, 101 P.R. Dec. 177, 1973 PR Sup. LEXIS 169 (P.R. 

1973). 

 Procede expedir en el caso de autos el injunction  solicitado 

por personas particulares, tanto bajo las disposiciones de esta 

sección como por constituir la operación de una funeraria en 

una urbanización una violación a la Ley de Planificación y 

Presupuesto de Puerto Rico. Torres v. Rodríguez, 101 D.P.R. 

177 (1973). 

 La sentencia en el caso de autos, en vez de ordenar una 

medida sumamente drástica como la relocalización de la 

bomba del alcantarillado de la urbanización localizada al lado 

de la casa de los demandantes, debió ordenar a la demandada 

Autoridad  de Acueductos y Alcantarillados que en un término 

razonable realizara las obras o reformas razonables y 

adecuadas para eliminar o aminorar la perturbación que 

causan los malos olores procedentes de la caseta en que está 

localizada dicha bomba. Figueroa Velázquez v. Autoridad de 

Acueductos, 99 P.R.R. 102, 99 P.R. Dec. 105, 1970 PR Sup. 

LEXIS 146 (P.R. 1970). 

 La determinación judicial de si una cosa constituye un estorbo 

público debe ser un enfoque más bien pragmático que teórico, 

de análisis ponderado de los factores subyacentes que motivan 

la política pública del Estado. Cervecería Corona, Inc. v. Srio. 



 

   

de Obras Públicas, 97 D.P.R. 44 (1969). 

 En el proceso para la determinación de la existencia o no de la 

necesidad o razonabilidad de un procedimiento administrativo 

sumario para la eliminación de un estorbo establecido por un 

estatuto, se deben tomar en cuenta los intereses sociales cuya 

protección motivó la aprobación del estatuto, la forma en que 

se protegen los derechos de propiedad de las personas 

afectadas, la naturaleza del estorbo, incluyendo su valor, 

dificultad y los costos de procedimientos alternativos para 

eliminarlos. Cervecería Corona, Inc. v. Lizardi, 97 P.R.R. 43, 

97 P.R. Dec. 44, 1969 PR Sup. LEXIS 107 (P.R. 1969). 

 La validez de un procedimiento administrativo sumario para 

eliminar un estorbo depende fundamentalmente de su 

razonabilidad y necesidad y no de si se trata de un estorbo 

público per se o de un estorbo público por declaración 

legislativa, a los fines de justificar la eliminación sumaria del 

primero y no del segundo. Cervecería Corona, Inc. v. Lizardi, 

97 P.R.R. 43, 97 P.R. Dec. 44, 1969 PR Sup. LEXIS 107 (P.R. 

1969). 

 La servidumbre que crea el curso natural de las aguas no 

constituye un estorbo per se. Fuentes v. Gulf Petro., 91 P.R.R. 

543, 91 P.R. Dec. 559, 1964 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1964). 

 En una acción para abatir un estorbo per accidens ðestorbo 

incidental a cierto uso indebido de una propiedadðlos factores 

determinantes son: (a) la causa que lo origina, y (b) la 

participación en dicha causa de la persona que la origina. 

Fuentes v. Gulf Petro., 91 P.R.R. 543, 91 P.R. Dec. 559, 1964 

PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1964). 

 Constituyen un estorbo las aguas procedentes de una estación 

para servicio de automóviles que arrastran o llevan en 

disolución sustancias nocivasðaceites y grasas empleadas en 

lubricación de automóvilesðestorbo que puede ser abatido por 

el injunction  que establece esta sección. Fuentes v. Gulf Petro., 

91 P.R.R. 543, 91 P.R. Dec. 559, 1964 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 

1964). 



 

   

 Expedido un injunction  mandatorio, dicha providencia no 

será dejada sin efecto por razón de que el mismo pueda afectar 

la propiedad de una persona que no haya sido parte en el 

mismo cuando la parte demandada puede solicitar la reforma 

del auto expedido para hacer viable lo ordenado por el 

tribunal sentenciador. Fuentes v. Gulf Petro., 91 P.R.R. 543, 91 

P.R. Dec. 559, 1964 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1964). 

 En el caso de una perturbación producida a colindantes por 

una fábrica para construcción y pintura de ventanas y puertas 

de metal, debe compensarse a las demandantes recurrentes por 

los ruidos y las sustancias nocivas que circulan con el aire 

dentro de su propia casa, y el hecho de que la cantidad no sea 

suficiente para producir envenenamiento no deja de crear una 

perturbación cuando es suficiente para provocar vómitos, 

mareos y algún otro malestar físico. Casiano Sales v. Lozada 

Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 488, 1964 PR Sup. LEXIS 

382 (P.R. 1964). 

 La existencia de una perturbación guarda relación de causa y 

efecto con el daño sufrido, y cuando se trata de daños mínimos, 

por ser a su vez mínima la perturbación, lo único que queda 

afectado es el monto de la compensación. Casiano Sales v. 

Lozada Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 488, 1964 PR Sup. 

LEXIS 382 (P.R. 1964). 

 Al aplicar esta sección en un caso de reclamación a una 

fábrica para construcción y pintura de ventanas y puertas de 

metal por daños producidos a colindantes, hay dos fines que 

cumplir: reducir la perturbación hasta el punto que sea 

compatible con el cómodo disfrute de la propiedad y 

compensar los daños ocasionados hasta el momento del juicio. 

Casiano Sales v. Lozada Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 

488, 1964 PR Sup. LEXIS 382 (P.R. 1964). 

 Un ciudadano no está obligado a sufrir las molestias, 

incomodidades y perturbaciones que en su propio hogar le 

ocasionen frecuentes invasiones de perros, ni a encontrarse 

sometido al constante temor de un ataque repentino por dichos 



 

   

animales. Infante v. Leith, 85 P.R.R. 24, 85 P.R. Dec. 26, 1962 

PR Sup. LEXIS 180 (P.R. 1962). 

 La facultad para declarar y prohibir un estorbo público bajo 

los Códigos Penal y de Enjuiciamiento Civil reside 

exclusivamente en los tribunales de justicia. Op. Sec. Just. 

Núm. 45 de 1962. 

 En acción para el cese de una perturbación, la cuestión 

fundamental a resolver es la de si el uso que hace el 

demandado de su propiedad es o no es razonable, tomando en 

cuenta el derecho del demandante a disfrutar de la propiedad 

que es suya; y no existiendo normas exactas para determinar la 

cuestión, la solución del problema depende necesariamente de 

los factores que concurren en cada caso. Arcelay v. Sánchez, 77 

D.P.R. 824 (1955). 

 La vecindad en que se hallan establecimientos comerciales o 

industriales es factor relevante al considerar si constituyen o 

no una perturbación. Si bien los residentes en sectores donde 

existen tales establecimientos deben suponer las incomodidades 

e inconveniencias naturales e incidentales causadas por las 

actividades que llevan a cabo, no están huérfanos de protección 

si por la forma en que las conducen transcienden el límite de lo 

que es razonable y, como consecuencia de ello, se destruye y 

perjudica su derecho al cómodo goce y disfrute de la vida o de 

sus bienes. Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 El daño que en su derecho al cómodo goce y disfrute de la vida 

o de sus bienes sufra una persona por actividades de 

establecimientos comerciales e industriales que excedan los 

límites de lo razonable debe ser real y notable; la ley no ofrece 

remedio alguno contra tales actividades cuando se trata de 

inconveniencias y molestias mínimas. Arcelay v. Sánchez, 77 

D.P.R. 824 (1955). 

 Reconocido el derecho a que se suprima una perturbación, ello 

no conlleva el que tenga que suprimírsele en absoluto; no 

obstante, puede el tribunal negarse a eliminar totalmente una 

planta y negocio, de por sí lícitos, que causan la perturbación y 



 

   

conceder aquel remedio que considere suficiente para poner 

término a la perturbación mediante la supresión de sus causas. 

Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 A los efectos de esta sección, el derecho al cómodo goce y 

disfrute de la propiedad no depende de la situación económica 

de las partes; las normas que esta sección establece existen 

para beneficio de toda persona, pobre o rica, acreedora a la 

protección de la ley. Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 El hecho de que quien busca amparo en esta sección sea una 

financiera industrial destacada no justifica que se le excluya 

del ámbito y esfera de la misma, y se le obligue a sobrellevar y 

tolerar, sin amparo alguno, los perjuicios que otro pueda 

causarle con el mantenimiento de una perturbación o estorbo 

al hacer un uso excepcional e indebido de una planta y negocio 

que explota. Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 Los daños y perjuicios causados por el continuado 

mantenimiento de un estorbo o perturbación pueden 

recobrarse por todo el tiempo de la duración del estorbo, no 

estando tales daños limitados a los sufridos dentro del año 

inmediatamente anterior a la radicación de la demanda. 

Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 Cuando el perjuicio que un estorbo causa a propiedad vecina 

sea de carácter transitorio o pasajero, no debe concederse 

indemnización por la disminución en el valor del mercado de la 

propiedad en cuestión. Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 

(1955). 

 La indemnización por daños y perjuicios transitorios 

ocasionados por un estorbo debe comprender los sufridos 

hasta la fecha del juicio, siempre que el mal que produzca los 

daños sea de carácter continuo y los perjuicios subsiguientes 

sean similares a los que dieron lugar a la reclamación original. 

Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 

 El principio que consigna esta sección, por su naturaleza y 

propósitos, no es obsoleto ni antagónico al progreso y 

desarrollo industrial. Arcelay v. Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 



 

   

 En cuanto a estorbos públicos o privados se refiere, en esta 

jurisdicción no existen otros que los definidos en la sec. 1365 

del Título 33 y en esta sección. Cabassa v. Ramón Rivera, 72 

P.R.R. 86, 72 P.R. Dec. 90, 1951 PR Sup. LEXIS 122 (P.R. 

1951). 

 Aun aceptando, sin resolverlo, que la instalación de una 

estación o bomba de gasolina en violación de una ordenanza 

municipalðdentro de distancias prohibidas por éstað

constituya un estorbo público, no corresponde a una persona 

particular obtener su eliminación mediante injunction  y sí al 

municipio o al Pueblo de Puerto Rico, a menos que le haya 

ocasionado perjuicios específicos. Cabassa v. Ramón Rivera, 72 

P.R.R. 86, 72 P.R. Dec. 90, 1951 PR Sup. LEXIS 122 (P.R. 

1951). 

 La demanda en este caso aduce hechos bastantes para dar al 

dueño del predio inferior el remedio de injunction  para 

impedir que el del superior arrastre o lleve en disolución 

sustancias nocivas introducidas por él a las aguas del predio 

inferior. Martínez v. P.R. Coconut Industries, 68 D.P.R. 243 

(1948). 

 De conformidad con los preceptos legales relativos a estorbos 

públicos, la operación de un establecimiento en forma libre, 

continua y persistente en violación de esta sección no puede ser 

prohibida civilmente como estorbo bajo la sec. 3532 de este 

título en ausencia de prueba además de que se estaba haciendo 

algo perjudicial a la salud, indecoroso u ofensivo a los sentidos 

o que obstruyera el libre goce de alguna propiedad de modo 

que estorbara el bienestar. Pueblo v. Escambrón Beach Club, 

63 P.R.R. 731, 63 P.R. Dec. 761, 1944 PR Sup. LEXIS 212 (P.R. 

1944). 

 Los ciudadanos privados tienen derecho de acción en ley para 

remover estorbos públicos cuando éstos les ocasionan 

perjuicios especiales; los daños especiales ocasionados al 

demandante surgen de las alegaciones de su demandaðdaño 

en sus siembras, destrucción de un camino de su medianero, 



 

   

enfermedades de las personas que en su finca viven y trabajan. 

Marín v. Herrera, 61 P.R.R. 624, 61 P.R. Dec. 646, 1943 PR 

Sup. LEXIS 191 (P.R. 1943). 

 Aun cuando la demanda en el caso se titula ñSobre injunction 

ò, los hechos en ella alegados considerados a la luz de las secs. 

2761 y 3523 de este título demuestran que el demandante 

ejercitó el derecho que le concede la primera de dichas 

secciones en la forma que la segunda autoriza. Marín v. 

Herrera, 61 P.R.R. 624, 61 P.R. Dec. 646, 1943 PR Sup. LEXIS 

191 (P.R. 1943). 

 Siendo los hechos alegados en la demandaðque el demandado 

levantó sin autoridad un muro de piedras que impidió el curso 

natural de una quebrada que corría por la finca del 

demandante, estancando como consecuencia sus aguas que se 

desbordaban causando perjuicios a los sembrados de éste y 

destruyendo un camino de su medianero y formando un 

criadero de mosquitos causantes de enfermedadesð

constitutivos de una perturbación, dan un derecho de acción 

para impedir, mediante injunction , la comisión o continuación 

del acto denunciado, ya por tiempo limitado o perpetuamente. 

Marín v. Herrera, 61 P.R.R. 624, 61 P.R. Dec. 646, 1943 PR 

Sup. LEXIS 191 (P.R. 1943). 

 Para impedir o evitar un estorbo no hay que esperar 

necesariamente a que exista un perjuicio. Puede recurrirse al 

injunction  como remedio preventivo para evitarlo, antes de 

que tenga efecto, cuando se trata de un estorbo per se; no 

tratándose de un estorbo per se, cuando el objeto o cosa, por la 

forma en que se use o maneje, pueda convertirse en un estorbo. 

Carreras v. Municipio, 56 P.R.R. 90, 56 P.R. Dec. 95, 1940 PR 

Sup. LEXIS 328 (P.R. 1940). 

 Aun cuando el tanque de que se trata no es un estorbo per se, 

si como la demanda alega se está construyendo a la distancia 

de la propiedad del demandante y en las condiciones en ella 

expresadas, existen razones para creer que se convertirá en un 

estorbo, por lo que la demanda aduce hechos constitutivos de 



 

   

causa de acción para evitar tal estorbo antes de que tenga 

efecto. Carreras v. Municipio, 56 P.R.R. 90, 56 P.R. Dec. 95, 

1940 PR Sup. LEXIS 328 (P.R. 1940). 

 Considerando que el hecho predominante tanto en la demanda 

original como en la enmendada es el de la perturbación y que 

la acción ejercitada en las dos emana de esta sección, y 

apareciendo que no se varió el procedimiento y que el 

demandado no sufrió perjuicio alguno y tuvo oportunidad de 

defenderse, la corte a quo no erró al admitir la demanda 

enmendada en dicho caso. Iglesia Católica v. Puig, 54 D.P.R. 

459 (1939). 

 Cuando la causa de acción para remover un estorbo depende 

no de la pérdida del negocio profesional del demandante por el 

proceder del demandado por sus agentes con respecto a 

clientes de aquél sino de la incomodidad y tensión a que por ese 

proceder está sometido en su trabajo, tal estado de cosas causa 

ciertos daños y perjuicios que, no importa cuán pequeños sean, 

resultan irreparables y, estando tales daños presentes en la 

petición de injunction , ésta es suficiente a ese respecto. Coll v. 

Biascoechea, 52 P.R.R. 729, 52 P.R. Dec. 753, 1938 PR Sup. 

LEXIS 208 (P.R. 1938). 

 El proceder de una persona por sus agentes al éstos formar 

guardia directamente frente a la entrada de la oficina 

profesional de otra persona e interrumpir y molestar a cuanto 

cliente llama a ella, de quedar como en el caso de autos 

probado satisfactoriamente, constituye una molestia a esta 

última persona en el ejercicio de su profesión y por ende en el 

disfrute de su vida cayendo el caso dentro del precepto de esta 

sección. Coll v. Biascoechea, 52 P.R.R. 729, 52 P.R. Dec. 753, 

1938 PR Sup. LEXIS 208 (P.R. 1938). 

 La incomodidad, molestia o perturbación que acompañan a la 

comisión de actos que pueden dar origen a otra acción civil o 

criminal son por sí suficientes para justificar la intervención de 

una corte de equidad. Coll v. Biascoechea, 52 P.R.R. 729, 52 

P.R. Dec. 753, 1938 PR Sup. LEXIS 208 (P.R. 1938). 



 

   

 El que un propietario cierre un camino o paso por su finca y 

prive a un colindante de poder entrar y salir de la suya, cuando 

por mera tolerancia o condescendencia permitió aquél al 

colindante que usara el camino por un tiempo ilimitado, no 

confiere derecho de acción para obtener que cese la 

perturbación o estorbo. Trujillo v. López, 45 P.R.R. 791, 45 

P.R. Dec. 815, 1933 PR Sup. LEXIS 155 (P.R. 1933); Gierbolini 

v. Sucesión Rodríguez, 23 P.R.R. 808, 23 P.R. Dec. 870, 1916 

PR Sup. LEXIS 502 (P.R. 1916). 

 En acción para remover un estorbo públicoðcierre de un 

alegado callejón o camino públicoðen que no se alega derecho 

alguno al uso del callejón o camino y las alegaciones sostienen 

se trata de una calle pública y debe dejarse expedito el paso 

por ella, es necesario probar el carácter público del camino 

para que la acción prospere; y ésta no procede cuando la 

prueba demuestra que el demandado ha estado 

constantemente ejerciendo actos de posesión sobre el callejón 

en cuestión y que solamente por mera tolerancia ha permitido 

el paso por el mismo. Trujillo v. López, 45 P.R.R. 791, 45 P.R. 

Dec. 815, 1933 PR Sup. LEXIS 155 (P.R. 1933). 

 La acción para remover un estorbo público debe promoverla 

el pueblo en que aquél existe a iniciativa de sus representantes 

legales, a menos que se hubiesen ocasionado perjuicios 

especiales a un ciudadano privado, y en ese caso éste tendría 

un derecho de acción de acuerdo con la ley. Estela v. Mario 

Mercado e Hijos, 44 D.P.R. 562 (1933). 

 Para un ciudadano privado tener derecho a la remoción de un 

estorbo público, debe alegar y probar la existencia de un 

perjuicio especial. Estela v. Mario Mercado e Hijos, 44 D.P.R. 

562 (1933). 

 Habiendo el demandante aceptado que para su exclusivo 

beneficio se hiciera lo que él quiso prohibir a la demandada, o 

sea la clausura del camino, dentro de las circunstancias 

concurrentes reveladas por ésa y la demás prueba del caso, no 

tenía él derecho alguno al remedio solicitado. Estela v. Mario 



 

   

Mercado e Hijos, 44 D.P.R. 562 (1933). 

 Estudiados los hechos alegados en la demanda presentada en 

este caso para que cesare la perturbación causada por el cierre 

de un camino público, se resolvió que aun cuando dicha 

demanda no es de las que pueden recomendarse como 

alegación modelo en pleitos de esta clase, sin embargo, tales 

hechos bien probados establecerían prima facie que el camino 

fue consagrado y abandonado al uso del público por los 

anteriores dueños de la finca y que el público aceptó tal 

consagración. Municipio de Vega Baja v. Smith, 27 D.P.R. 632 

(1919). 

 La interrupción o cierre de un camino privado constituye una 

perturbación según esta sección, por lo que puede establecerse 

una acción por el dueño de dicho camino o servidumbre de 

paso con el fin de que cese la perturbación. Gierbolini v. 

Sucesión Rodríguez, 23 P.R.R. 808, 23 P.R. Dec. 870, 1916 PR 

Sup. LEXIS 502 (P.R. 1916). 

 La acción establecida con el objeto de hacer cesar una 

supuesta perturbación o estorbo, y para que se decrete un auto 

de injunction  conforme a esta sección, es una acción personal y 

no real. Gierbolini v. Sucesión Rodríguez, 23 P.R.R. 808, 23 

P.R. Dec. 870, 1916 PR Sup. LEXIS 502 (P.R. 1916). 

 La acción personal para hacer desaparecer la obstrucción de 

una servidumbre de paso se funda y establece expresamente 

para proteger y hacer valer un derecho de propiedad, de donde 

se desprende que si el derecho no es claro la acción tiene que 

fracasar. Gierbolini v. Sucesión Rodríguez, 23 P.R.R. 808, 23 

P.R. Dec. 870, 1916 PR Sup. LEXIS 502 (P.R. 1916). 

 Para que exista una perturbación debe haber una violación de 

un derecho con arreglo a la ley; pero una mera molestia sin 

culpa no constituye una perturbación. Colls v. Municipio de 

Lares, 23 P.R.R. 805, 23 P.R. Dec. 866, 1916 PR Sup. LEXIS 

501 (P.R. 1916). 

 Una acción para remover un estorbo puede ser promovida por 

cualquier persona cuyos bienes hubieran sido perjudicados o 



 

   

cuyo bienestar personal resulte menoscabado por dicha 

perturbación. Giménez v. Sucesión Guarch, 11 P.R.R. 67, 11 

P.R. Dec. 69, 1906 PR Sup. LEXIS 280 (P.R. 1906). 
  2. Interpretación.  

 El verdadero sentido exacto del concepto substantial  en el 

texto del IV Restatement of the Law, Torts , p. 229, es algo 

distinto a una ligera inconveniencia o pequeña incomodidad. 

Casiano Sales v. Lozada Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 

488, 1964 PR Sup. LEXIS 382 (P.R. 1964). 

 El concepto real and appreciable  en el texto del IV Restatement 

of the Law, Torts , p. 229, debe ser entendido como algo 

verdadero y perceptible a los sentidos. Casiano Sales v. Lozada 

Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 488, 1964 PR Sup. LEXIS 

382 (P.R. 1964). 

 El término trifles  en el texto del IV Restatement of the Law, 

Torts , p. 229, se refiere a errores infinitesimales. Casiano Sales 

v. Lozada Torres, 91 P.R.R. 473, 91 P.R. Dec. 488, 1964 PR 

Sup. LEXIS 382 (P.R. 1964). 

 Existiendo discrepancia entre los textos inglés y español de 

esta sección, el inglés debe prevalecer. Carreras v. Municipio, 

56 P.R.R. 90, 56 P.R. Dec. 95, 1940 PR Sup. LEXIS 328 (P.R. 

1940). 
  3. Jurisdicción.  

 Carece de jurisdicción la corte federal de distrito para conocer 

de una demanda interpuesta por el Estado Libre Asociado 

contra la Marina de los Estados Unidos por realizar maniobras 

de entrenamiento naval en una isla del territorio de dicho 

Estado violando supuestamente la ley federal sobre Control de 

Ruidos y los estatutos penales de Puerto Rico sobre 

perturbación o estorbo. Romero-Barceló v. Brown, 643 F.2d 

835 (1981), certiorari concedido, Weinberger v. Romero-

Barceló, 454 U.S. 813; 102 S. Ct. 88; 70 L. Ed. 2d 81 (1981), 

revocado y devuelto el caso, Weinberger v. Romero-Barceló, 

456 U.S. 305; 102 S. Ct. 1798; 72 L. Ed. 2d 91 (1982)certiorari 



 

   

concedido  por Weinberger v. Romero-Barceló, 454 U.S. 813; 

102 S. Ct. 88; 70 L. Ed. 2d 81 (1981); 102 S. Ct. 1798; 72 L. Ed. 

2d 91 (1982); 102 S. Ct. 93; 70 L. Ed. 2d 85 (1981); 102 S. Ct. 

619; 70 L. Ed. 2d 604 (1981). 
  4. Laches .  

 A una empresa petrolera se le ordenó cesar una obra de 

excavación en una gasolinera clausurada donde hubo una fuga 

de gas de los tanques de almacenaje porque las actividades de 

empresa de perforación constituían un estorbo público bajo 

esta sección, puesto que los olores que de ahí emanaban 

provocaban una condición molesta que era sumamente 

desagradable y causó mareos, náuseas, vómitos, problemas 

respiratorios, alergías, inclusive ronchas y escorzor. Marrero 

Hernandez v. Esso Std. Oil Co. (Puerto Rico), 429 F. Supp. 2d 

469, 2006 U.S. Dist. LEXIS 26088 (D.P.R. 2006). 

 No opera como renuncia de su derecho a abatir un estorbo y a 

ser resarcido por los daños que éste le ha ocasionado, el sentido 

de responsabilidad social de un ciudadano que lo indujo a 

cooperar con la comunidad en que vivía, consintiendo a que en 

dos cuerdas de una finca suya de 92.5 cuerdas se estableciera, 

por un período de dos años, un vertedero donde el municipio 

depositara desperdicios, tanto sólidos como orgánicos, los 

cuales eran dejados al descubierto. Ríos v. Municipio de San 

Sebastián, 106 D.P.R. 172 (1977). 

 La tolerancia inicial de un estorbo público por el dueño de un 

inmueble en que se estableció un vertedero municipal en bien 

del mejor interés de la comunidad no derrota su derecho a 

poner fin a aquél y a ser compensado por daños. Ríos v. 

Municipio de San Sebastián, 106 D.P.R. 172 (1977). 

 La defensa de incuria no está justificada cuando se trata de 

una acción para poner fin a una perturbación de carácter 

continuo y progresivo. Fuentes v. Gulf Petro., 91 P.R.R. 543, 91 

P.R. Dec. 559, 1964 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1964); Arcelay v. 

Sánchez, 77 D.P.R. 824 (1955). 



 

   

 El haberse tolerado por algún tiempo cierta situación de hecho 

no derrota el derecho del que la sufre a abatir un estorbo en 

cualquier momento, cuando tal derecho ha sido 

legislativamente consagrado. Fuentes v. Gulf Petro., 91 P.R.R. 

543, 91 P.R. Dec. 559, 1964 PR Sup. LEXIS 391 (P.R. 1964). 

 En acción para remover un estorbo causado por la 

incomodidad y tensión a que el demandante está sometido en 

su trabajo profesional por el proceder del demandado por sus 

agentes constantemente y durante un número de años al tratar 

de sonsacar la clientela de aquél mediante manifestaciones que 

envuelven la destreza con que el demandante trata a sus 

clientes así como lo adecuado de su equipo, la defensa de 

incuria no es meritoria; y de ser el demandado responsable de 

los actos así alegados, cada día que transcurre bajo el mismo 

estado de hechos crea una nueva causa de acción y el derecho a 

obtener un remedio tanto en ley como en equidad continúa o es 

revivido. Coll v. Biascoechea, 52 P.R.R. 729, 52 P.R. Dec. 753, 

1938 PR Sup. LEXIS 208 (P.R. 1938). 
  5. Demanda.  

 La contrademanda presentada por los propietarios de un 

inmueble comercial que alegaba que el operador de una 

estación de servicio en ese inmueble había depreciado 

irracionalmente el valor del terreno del propietario después de 

que los tanques de almacenamiento subterráneo del operador 

derramaran químicos en el terreno era suficiente para 

establecer un reclamo por estorbos y sostener una moción para 

desestimar la demanda en virtud del art. 12(b)(6) de las Reglas 

de Procedimiento Civil Federal. Sanchez v. Esso Std. Oil De 

P.R., Inc., 2010 U.S. Dist. LEXIS 80188 (D.P.R. Aug. 2, 2010); 

(2010). 
§§ 2762 a 2765. Derogadas. Regla 72 de Procedimiento Civil, 1979, ef. Agosto 
20, 1979. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Estas secciones, que procedían respectivamente de los arts. 278 



 

   

a 281 del Código Enj. Civil, 1904, y éstos a su vez del Código 

Enj. Civil de California, arts. 732 a 735, y del Código Enj. Civil 

de Idaho, arts. 3374 a 3377, regulaban la acción de daños, de 

entrada en propiedad ajena y cortar árboles, sus excepciones y 

el monto de los daños a reclamarse. 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2763  

 Robles v. Robles, 19 P.R.R. 416, 19 P.R. Dec. 438, 1913 PR 

Sup. LEXIS 83 (P.R. 1913). 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2765  

 Dávila v. Autoridad de Tierras, 78 D.P.R. 859 (1955); Costas 

v. G. Llinás & Co., 66 P.R.R. 688, 66 P.R. Dec. 730, 1946 PR 

Sup. LEXIS 196 (P.R. 1946). 
Capítulo 231. Determinación de Reclamaciones Opuestas y Otras Disposiciones sobre Acciones 
Concernientes a Bienes Inmuebles 

§§ 2791 a 2799. Derogadas. Regla 72 de Procedimiento Civil, 1979, ef. Agosto 
20, 1979. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Estas secciones, que procedían respectivamente de los arts. 282 

a 290 del Código Enj. Civil, 1904, y éstos a su vez del Código 

Enj. Civil de California, a rts. 738 a 743 y 745 a 747, y del 

Código Enj. Civil de Idaho, arts. 3379 a 3387, regulaban varias 

acciones especiales con relación a bienes inmuebles. 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2791  

 Iglesia Católica, Apostólica y Romana, etc. v. Municipio de 

Hatillo, 59 D.P.R. 191 (1941); Polanco v. Ruiz, 55 P.R.R. 758, 

55 P.R. Dec. 785, 1939 PR Sup. LEXIS 547 (P.R. 1939); García 

v. Argüeso, 31 D.P.R. 724 (1923). 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2793  

 Guadalupe v. Rodríguez, 66 P.R.R. 138, 66 P.R. Dec. 143, 1946 

PR Sup. LEXIS 110 (P.R. 1946). 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2795  

 Zalduondo v. Méndez, 74 D.P.R. 637 (1953); Sucesión Rivera 

v. G. Godreau & Cía., 59 D.P.R. 835 (1942); Rodríguez v. Star 



 

   

Fruit Co., 41 D.P.R. 484 (1930); Kohn v. Martínez, 36 P.R.R. 

448, 36 P.R. Dec. 496, 1927 PR Sup. LEXIS 359 (P.R. 1927); 

Marrero v. Ortega, 33 P.R.R. 968, 33 P.R. Dec. 1009, 1925 PR 

Sup. LEXIS 29 (P.R. 1925); Laborde v. Solís, 29 D.P.R. 841 

(1921); Romero v. Irizarry, 25 P.R.R. 465, 25 P.R. Dec. 502, 

1917 PR Sup. LEXIS 496 (P.R. 1917); Blasini v. Colón, 24 

P.R.R. 314, 24 P.R. Dec. 336, 1916 PR Sup. LEXIS 672 (P.R. 

1916); Serrano v. Sucesión Santos, 24 P.R.R. 163, 24 P.R. Dec. 

175, 1916 PR Sup. LEXIS 638 (P.R. 1916); Serrano v. Sucesión 

Santos, 24 P.R.R. 163, 24 P.R. Dec. 175, 1916 PR Sup. LEXIS 

638 (P.R. 1916); MacCormick v. Molinari, 16 D.P.R. 409 

(1910). 

 Kohn v. Martínez, 36 P.R.R. 448, 36 P.R. Dec. 496, 1927 PR 

Sup. LEXIS 359 (P.R. 1927); Marrero v. Ortega, 33 P.R.R. 

968, 33 P.R. Dec. 1009, 1925 PR Sup. LEXIS 29 (P.R. 1925). 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2799  

 Romero v. Romero y Solís, 33 P.R.R. 105, 33 P.R. Dec. 108, 

1924 PR Sup. LEXIS 222 (P.R. 1924). 
§ 2800. Derogada. Regla 72 de Procedimiento Civil, 1958, ef. Julio 31, 1958. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Esta sección, que procedía del art. 291 del Código Enj. Civil, 

1904, y éste a su vez del Código Enj. Civil de California, art. 

748, y del Código Enj. Civil de Idaho, art. 3388, regulaba la 

prueba de las costumbres en relación con propiedades mineras. 
Capítulo 233. Desahucio 

§ 2821. Personas con derecho a promover acción 
Tienen acción para promover el juicio de desahucio los dueños de la finca, sus 
apoderados, los usufructuarios o cualquiera otro que tenga derecho a disfrutarla 
y sus causahabientes. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 620; Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, ñLey estableciendo el 

procedimiento para el desahucio y fijando reglas para 



 

   

apelaciones en esta clase de juiciosò, art. 1; Ley Enj. Civil 

Española, art. 1564. 
    Codificación.  

Las secs. 2821 a 2838 de este título, que constituyen este 

cap²tulo, no son parte de la ñLey de Procedimientos Legales 

Especialesò. V®ase nota al principio de este subtítulo, 

precediendo al análisis. 
    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 a¶adi· ñsus apoderadosò y sustituy· ñy 

cualquieraò con ño cualquieraò. 
    Vigencia.  

El art. 639 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, que 

procede de la sec. 20 de la Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, 

dispone: 
ñEsta ley empezar§ a regir a los noventa d²as de su aprobaci·n.ò 

    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.  

El art. 13 de la Ley de Septiembre 27, 2007, Núm. 129, dispone: 
ñSi cualquier cl§usula, p§rrafo, inciso, secci·n o parte de esta Ley [que enmend· 
las secs. 2821, 2823, 2826, 2830, 2832 y 2835 a 2838 de este título, renumeró 
la sec. 2831 de este título, y derogó las secs. 2828, 2833 y 2834 de este título] 
fuese declarada inconstitucional o nula por un tribunal con jurisdicción, la 
sentencia dictada no afectará ni invalidará el resto de esta Ley y su efecto se 
limitará a la cláusula, párrafo, inciso, sección o parte de esta Ley as² declarada.ò 

    Cláusula derogatoria.  

El art. 638 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, que 

procede de la sec. 19 de la Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, 

dispone: 
ñTodas las leyes o partes de las mismas que est®n en conflicto con la presente 
quedan derogadas.ò 

    Contrarreferencias.  

Alimentos provisionales, reclamación se tramitará en la forma 



 

   

prescrita para el juicio de desahucio, véase la sec. 2971 de este 

título. 

Aparceros, desahucio contra, véase la sec. 209 del Título 5. 

Arrendador y arr endatario, derecho del arrendador a 

desahuciar al arrendatario, véase la sec. 4066 del Título 31. 

Comprador de bienes arrendados, derecho a dar por 

terminado el arrendamiento, véase la sec. 4068 del Título 31. 

Ley de Alquileres Razonables, disposiciones referentes al 

desahucio en las secs. 181 et seq. del Título 17, derogadas y 

transferidas a la Administración de Estabilización Económica, 

véase la sec. 705 del Título 23. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Naturaleza sumaria.  

3. Interpretación.  

  1. En general.  

 El desahucio no es una de las formas de terminar el 

arrendamiento, sino un medio de recobrar judicialmente la 

cosa inmueble arrendada, cuando aquél se acaba por la 

concurrencia de ciertas causas extintivas. Lo que ocurre es que 

esta acción tiene un carácter resolutorio del contrato. Mora 

Dev. Corp. v. Sandín, 118 P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 

121 (P.R. 1987). 

 Corresponde al arrendador hacer la elección del 

procedimiento para obtener la rescisión del contrato de 

arrendamiento, ya haciendo uso del trámite sumario de 

desahucio o el más amplio del juicio ordinario. Mora Dev. 

Corp. v. Sandín, 118 P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 121 

(P.R. 1987). 

 En esta jurisdicción, las fuentes legales para entablar una 

acción de desahucio son las secs. 2821 et seq. de este título, la 

sec. 4066 del Título 31 y la [anterior] sec. 193 del Título 17. 

Flores v. Flores Toledo, 101 D.P.R. 61 (1973). 

 Queda incumplido un contrato de arrendamiento por parte 

del arrendatarioðlo que da lugar al desahucioðcuando éste, 

en violación a lo estipulado en dicho contrato, no paga las 



 

   

contribuciones territoriales de conformidad con lo dispuesto en 

la [anterior] sec. 476 del Título 13. Flores v. Flores Toledo, 101 

D.P.R. 61 (1973). 

 El no pago de las contribuciones territoriales por parte del 

arrendatario de una finca rústica en violación a las 

estipulaciones del contrato de arrendamientoðarrendatario 

que dejó acumular las mismas durante cuatro años, 

ocasionando el embargo del inmueble por el Secretario de 

Haciendaðjustifica una sentencia decretando su desahucio de 

la propiedad. Flores v. Flores Toledo, 101 D.P.R. 61 (1973). 

 No derrota una acción de desahucio dirigida contra el 

arrendatario de una finca rústicaðacción basada en no haber 

éste pagado las contribuciones territoriales del inmueble según 

fue pactadoðni constituye una renuncia del demandante a 

continuar con la acción, el hecho de que el demandado pagara 

directamente al Colector de Rentas Internas las contribuciones 

adeudadas antes del vencimiento del contrato de 

arrendamiento. Flores v. Flores Toledo, 101 D.P.R. 61 (1973). 

 Aun cuando llegado el día del vencimiento pactado en un 

contrato de arrendamiento éste se prorroga obligatoriamente 

para el arrendador, el arrendador podrá negar la prórroga del 

contrato por necesitar de buena fe la vivienda para uso 

personal y ocupación inmediata como sitio de residencia. 

Rodríguez Rodríguez v. Tribunal Superior, 100 D.P.R. 421 

(1972). 

 El dueño de una finca arrendada tiene derecho a radicar una 

acción de desahucio en precario en contra de un tercero que 

construyó una edificación en dicha propiedad. Autoridad de 

Tierras v. Reyes, 98 P.R.R. 85, 98 P.R. Dec. 86, 1969 PR Sup. 

LEXIS 209 (P.R. 1969). 

 Un arrendatario que a su vez es subarrendador puede instar 

acción de desahucio contra el subarrendatario para desalojar a 

éste de la propiedad que ocupa. Luis E. Soler, Inc. v. Pont 

Flores, 78 D.P.R. 879 (1956). 

 Procede el desahucio seguido por el arrendatario de un local 



 

   

contra el subarrendatario de un arrendatario anterior del 

dueño del local en cuestión por interesarlo para ocuparlo en un 

negocio de su propiedad si el subarrendatario no demuestra 

que su posesión es legal, bien porque el contrato de su 

subarrendadora aún estaba en vigor y, por tanto, que el suyo 

también lo estaba, o en cualquier otra forma. Luis E. Soler, 

Inc. v. Pont Flores, 78 D.P.R. 879 (1956). 

 La acción de desahucio por quebrantamiento de los términos 

contractuales equivale a una resolutoria y no a una rescisoria 

del contrato de arrendamiento; y no teniendo la resolución del 

contrato efecto retroactivo alguno, el pago y aceptación de 

cánones vencidos con posterioridad a ese quebrantamiento 

constituyen un incidente de ese contrato, que persiste en su 

vigencia hasta tanto se dicta sentencia firme resolviendo el 

mismo. Campos v. Tribunal Superior, 75 D.P.R. 370 (1953). 

 En un desahucio por falta de pago, la aceptación por el 

arrendador del pago de los cánones destruye la base de, y hace 

desvanecer, la causa de la demanda; en tal caso se renuncia a 

la acción resolutoria del contrato de arrendamiento porque 

desaparece la base en sí de la acción y no porque la aceptación 

del pago imprima nueva validez al contrato. Campos v. 

Tribunal Superior, 75 D.P.R. 370 (1953). 

 Un nuevo arrendatario de una propiedad puede desalojar de 

la misma al subarrendatario del arrendatario anterior que, sin 

ostentar título alguno que le dé derecho a la posesión, pretenda 

continuar en ella en contra del derecho de aquél. Ruiz v. Licha, 

64 P.R.R. 765, 64 P.R. Dec. 804, 1945 PR Sup. LEXIS 145 (P.R. 

1945). 

 El subarrendatario que se niegue a aceptar las condiciones 

que un nuevo arrendatario le ofrezca para un nuevo contrato 

de subarriendo, y continúe detentando la posesión sin contrato 

alguno y sin pagar canon o merced alguna, es un perturbador 

de mero hecho contra el cual el nuevo arrendatario, y no el 

dueño de la propiedad arrendada, tiene derecho a ejercer la 

acción que le concede la sec. 4057 del Título 31. Ruiz v. Licha, 



 

   

64 P.R.R. 765, 64 P.R. Dec. 804, 1945 PR Sup. LEXIS 145 (P.R. 

1945). 

 El comprador de una finca vendida en pública subasta para 

pago de contribuciones puede ejercitar la acción contra quien 

detente la posesión de la propiedad sin título y sin pagar canon 

o merced alguna, aun cuando esa propiedad y el certificado de 

venta no estén inscritos. Cólon v. Rivera, 61 D.P.R. 560 (1943). 

 El haberse iniciado un pleito pidiendo la nulidad del juicio que 

produjo la venta y adjudicación de la propiedad objeto de un 

desahucio no es motivo por sí solo para declarar que el 

adjudicatario no tiene título suficiente para ejercitar el 

desahucio. Municipio de Ponce v. Collazo, 56 P.R.R. 485, 56 

P.R. Dec. 509, 1940 PR Sup. LEXIS 389 (P.R. 1940). 

 Un demandante en desahucio que derive su título a la 

propiedad envuelta de una sentencia dictada sin jurisdicción 

no tiene personalidad para establecer la acción en su carácter 

de dueño. De León v. Pérez, 54 P.R.R. 202, 54 P.R. Dec. 215, 

1939 PR Sup. LEXIS 636 (P.R. 1939). 

 En ausencia absoluta de título por parte del demandante en 

desahucio, su pleito no puede prosperar; a él incumbe probar 

sus alegaciones, no pudiendo en ningún caso descansar en la 

debilidad o falta de título del demandado para sostener su 

acción. De León v. Pérez, 54 P.R.R. 202, 54 P.R. Dec. 215, 1939 

PR Sup. LEXIS 636 (P.R. 1939). 

 El pago de cánones hecho por el subarrendatario al primitivo 

dueño de la finca constándole que dicho dueño había 

traspasado su propiedad a otra persona, no lo libera de su 

obligación para con el nuevo dueño que es a quien debe 

satisfacer los cánones del arrendamiento, teniendo derecho 

dicho nuevo dueño a ejercitar la acción de desahucio porla  

falta de pago de los cánones. Díaz v. Delgado, 41 D.P.R. 835 

(1931). 

 Una corte de equidad no está imposibilitada de impedir una 

multiplicidad de pleitos y proteger a un arrendador de daños 

irrepara bles mediante la concesión de un injunction  



 

   

provisional, aun cuando el efecto del auto sea desalojar a un 

arrendatario que retenga los terrenos después de expirar su 

contrato sin que tenga ningún título o vestigio de derecho a la 

posesión de los bienes arrendados hasta tanto se dirima una 

acción de desahucio. Bianchi v. Bianchi, 41 P.R.R. 793, 41 P.R. 

Dec. 799, 1931 PR Sup. LEXIS 317 (P.R. 1931). 

 Cuando después que se ha entablado la acción de desahucio 

por el no pago de ciertos cánones el arrendador acepta aquéllos 

y cánones posteriores al quebrantamiento del contrato, él ha 

renunciado a su derecho a desahuciar. Morales v. Martínez, 40 

P.R.R. 695, 40 P.R. Dec. 724, 1930 PR Sup. LEXIS 88 (P.R. 

1930). 

 Para que pueda prosperar una acción de desahucio 

establecida por una mujer casada sin la concurrencia de su 

esposo, respecto a una finca que a pesar de ser adquirida 

constante el matrimonio se alega ser un bien privativo de ella, 

es necesario destruir con prueba robusta la presunción de 

ganancial, especialmente cuando la alegación sobre el carácter 

privativo de la finca es controvertida por el demandado. Salvá 

v. Rivera, 31 P.R.R. 207, 31 P.R. Dec. 217, 1922 PR Sup. 

LEXIS 862 (P.R. 1922). 

 Por la entrega del precio y el vencimiento del plazo, que se 

trataba de una compraventa consumada, procede el desahucio 

por precario. Delgado v. Acevedo et al., 30 P.R.R. 299, 30 P.R. 

Dec. 322, 1922 PR Sup. LEXIS 550 (P.R. 1922). 

 No existe disposición alguna según la cual un arrendador esté 

impedido de ejercitar su acción de desahucio por haber 

transcurrido cinco meses sin que le pagaran los cánones de 

arrendamiento. Finlay v. R. Fabián & Cía., 24 P.R.R. 140, 24 

P.R. Dec. 152, 1916 PR Sup. LEXIS 634 (P.R. 1916). 

 Si bien la sentencia de desahucio no impide que en otro juicio 

se discuta la propiedad de la finca de que ha sido objeto, no 

por ello debe subsistir una sentencia que es nula por falta de 

jurisdicción sobre la persona del demandado, cuando además 

la sentencia de desahucio cambia la posesión de la finca. 



 

   

Hernández v. Rosado, 22 D.P.R. 387 (1915). 

 El demandante que ejercita la acción de desahucio a título de 

dueño, que con su propia declaración demuestra que hacía un 

año que había vendido la casa a un tercero con la condición de 

entregársela sin inquilinos, no tiene causa de acción para 

ejercitar el desahucio. Mercado v. Martínez, 16 D.P.R. 160 

(1910). 

 El único que puede utilizar esta acción de desahucio es el 

comprador, si es que todavía continúa ostentando el título de 

dueño. Mercado v. Martínez, 16 D.P.R. 160 (1910). 

 La acción de desahucio procede en favor del dueño de una 

cosa para obtener que sea privado del uso de ella quien la 

disfrute indebidamente. Banco Territorial y Agrícola v. Puig, 5 

D.P.R. 136 (1904). 

 Véanse también las anotaciones bajo las secs. 4066 y 4068 del 

Título 31. 
  2. Naturaleza sumaria.  

 Un conflicto de títulos no puede dilucidarse en un juicio de 

desahucio ya que este procedimiento es uno de carácter 

sumario en que únicamente se trata de recobrar la posesión de 

un inmueble por quien tiene derecho a ella. C.R.U.V. v. 

Román, 100 P.R.R. 317, 100 P.R. Dec. 318, 1971 PR Sup. 

LEXIS 195 (P.R. 1971). 

 Es improcedente una acción de desahucioðpor surgir un 

conflicto de títulos sobre el inmueble cuya posesión se 

reclamaðcuando el demandado en desahucio produce prueba 

suficiente que tienda a demostrar que tiene algún derecho a 

ocupar el inmueble y que tiene un título tan bueno o mejor que 

el del demandante, debiendo ser resuelto dicho conflicto en el 

juicio declarativo correspondiente. C.R.U.V. v. Román, 100 

P.R.R. 317, 100 P.R. Dec. 318, 1971 PR Sup. LEXIS 195 (P.R. 

1971). 

 Sólo puede existir el conflicto de títulos en una acción de 

desahucio cuando el demandado opone un título de dominio 



 

   

que tienda a justificar que la posesión en que se halla no es la 

de arrendatario, administrador, custodio del inmueble o lo 

disfrute en concepto de precarista, es decir, sin título, por la 

tolerancia del dueño y sin satisfacer renta o merced alguna. 

Martínez Santiago v. Dalmau Andrades, 93 P.R.R. 190, 93 P.R. 

Dec. 191, 1966 PR Sup. LEXIS 98 (P.R. 1966). 

 Una mera alegación de título por parte del demandado, 

desprovista de prueba, es insuficiente para derrotar la acción 

de desahucio. Martínez Santiago v. Dalmau Andrades, 93 

P.R.R. 190, 93 P.R. Dec. 191, 1966 PR Sup. LEXIS 98 (P.R. 

1966). 

 Un desahucio en precario instado por personas que alegan ser 

dueños por herencia de la propiedad envuelta contra otra 

persona en posesión no puede prevalecer por existir un 

conflicto de títulos cuando en él se alega el hecho del 

concubinato more uxorio  de la madre de la esposa del 

demandado en desahucio con otra persona y del hecho así 

alegado surge, en cuanto a la finca, la situación jurídica de una 

sociedad de hecho aún no liquidada y cualquier interés que en 

dicha sociedad de hecho corresponde a dicha madre 

pertenecería actualmente a la hija de ella que impugna el 

desahucio en cuestión. Vélez v. Franqui, 82 D.P.R. 762 (1961). 

 La única función del procedimiento de naturaleza sumaria 

que establece la ley para el desahucio es recuperar la posesión 

de hecho de la propiedad envuelta mediante el lanzamiento o 

expulsión del arrendatario o precarista que la detente sin 

pagar canon o merced alguna. Fernández & Hno. v. Pérez, 79 

D.P.R. 244 (1956). 

 Una sentencia en un caso de desahucio no constituye res 

judicata  en un juicio plenario u ordinario posterior. Cruz v. 

Bruno Rodríguez, 76 P.R.R. 905, 76 P.R. Dec. 966, 1954 PR 

Sup. LEXIS 331 (P.R. 1954). 

 Cuando la relación ordinaria de arrendador y arrendatario se 

transforma en relación jurídica distinta, el desahucio no 

procede, ya que cualquier reclamación de naturaleza distinta a 



 

   

la relación ordinaria afecta al título de la cosa poseída o al 

derecho a la posesión, lo cual necesitaría un juicio declarativo. 

Berrocal v. Tribunal de Distrito, 76 D.P.R. 38 (1954). 

 En un desahucio no pueden ventilarse cuestiones de título. 

Crespo v. Irizarry, 71 D.P.R. 963 (1950); Correa v. Correa, 32 

P.R.R. 254, 32 P.R. Dec. 273, 1923 PR Sup. LEXIS 542 (P.R. 

1923); Hernández v. Rosado, 22 D.P.R. 387 (1915); Landrón v. 

Saldaña, 8 D.P.R. 438 (1905). 

 La mera existencia de un concubinato no puede crear un 

conflicto de títulos en relación con una propiedad que, 

adquirida durante la relación concubinaria, sea objeto de un 

desahucio. Roger v. Torres, 71 D.P.R. 852 (1950). 

 Existe un conflicto de títulos sólo cuando el demandado opone 

un título de dominio que tienda a justificar que la posesión en 

que se halla no es la de arrendatario, administrador, custodio 

del inmueble o lo disfruta en concepto de precarista, es decir, 

sin título, por la tolerancia del dueño y sin satisfacer renta o 

merced alguna. Cruz v. Sanz, 67 P.R.R. 160, 67 P.R. Dec. 173, 

1947 PR Sup. LEXIS 28 (P.R. 1947). 

 Cuando los autos en un pleito de desahucio contienen no sólo 

el testimonio oral del demandado sino también otros 

testimonios y circunstancias que levantan una controversia 

sustancial en cuanto a si las partes litigantes hicieron o no un 

convenio verbal de compraventa de la propiedad envuelta, 

existe una seria cuestión en cuanto al título a la propiedad, esto 

es, un conflicto de títulos en el caso que no puede ser resuelto 

dentro del mismo y sí en un procedimiento distinto. Bernal v. 

Toledo, 66 P.R.R. 620, 66 P.R. Dec. 656, 1946 PR Sup. LEXIS 

182 (P.R. 1946). 

 La validez de un arrendamiento sobre el cual el demandado 

basa su derecho a la posesión de la propiedad objeto de un 

pleito de desahucio puede propiamente decidirse dentro de ese 

pleito. De Arrastia v. Quiles, 65 P.R.R. 857, 65 P.R. Dec. 912, 

1946 PR Sup. LEXIS 73 (P.R. 1946). 

 La acción de desahucio por falta de pago y la de cobro de 



 

   

cánones adeudados, siendo de naturaleza distinta, no son 

acumulables. Géigel v. Corte, 64 P.R.R. 334, 64 P.R. Dec. 350, 

1944 PR Sup. LEXIS 76 (P.R. 1944). 

 La acción de desahucio es una posesoria; en ella sólo puede 

discutirse el derecho a la posesión de un inmueble. Escudero v. 

Mulero, 63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. LEXIS 

176 (P.R. 1944). 

 Los conflictos de títulos, si bien hacen improcedente el 

desahucio, no pueden dilucidarse dentro de la acción. Escudero 

v. Mulero, 63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. 

LEXIS 176 (P.R. 1944). 

 Cuando al arrendatario de una finca se le demanda en 

desahucio en precario por una persona, no su arrendador, que 

alega ser dueña de la propiedad, la corte no puede dictar 

sentencia en el pleito a favor del arrendatario basada en el 

conflicto de títulos por éste levantado al invocar el título de su 

arrendador. Casals v. Dumas, 62 P.R.R. 712, 62 P.R. Dec. 741, 

1944 PR Sup. LEXIS 3 (P.R. 1944). 

 Sólo un conflicto serio sobre la cuestión del título a la 

propiedad envuelta en el desahucio es impedimento a la acción. 

La existencia de un conflicto substancial en la prueba en el 

pleito, cuando en éste no hay disputa en cuanto al título, no es 

impedimento al mismo. Abarca v. Cordero, 60 P.R.R. 507, 60 

P.R. Dec. 519, 1942 PR Sup. LEXIS 149 (P.R. 1942). 

 Dentro de juicio especial de desahucio no pueden cobrarse los 

arrendamientos dejados de satisfacer. Pérez v. Corte, 57 P.R.R. 

749, 57 P.R. Dec. 764, 1940 PR Sup. LEXIS 643 (P.R. 1940). 

 Después de celebrada la primera comparecencia en desahucio, 

el hecho de que el demandado compre los derechos y acciones 

que otro pretenda tener sobre la finca objeto del pleito no crea 

conflicto de títulos que impida el desahucio cuando nada hay 

que indique que el título del demandante es inexistente, que es 

el único caso en que puede ser atacado colateralmente dentro 

del desahucio. Federal Land Bank v. León, 56 P.R.R. 850, 56 

P.R. Dec. 887, 1940 PR Sup. LEXIS 444 (P.R. 1940). 



 

   

 La teoría de que un demandante en desahucio que presenta un 

título válido, hasta que el mismo se invalida tiene derecho a la 

inmediata posesión en tanto en cuanto se determina 

judicialmente en cualquier otro recurso la cuestión relativa a la 

validez del título, no tiene aplicación a casos en que la parte 

demandada se encuentre en posesión a título de dueño, alega 

hechos suficientes para demostrar la nulidad absoluta de dicho 

título y aduce suficiente prueba para indicar que su defensa no 

es un pretexto. Colón v. Colón, 51 P.R.R. 95, 51 P.R. Dec. 97, 

1937 PR Sup. LEXIS 348 (P.R. 1937). 

 Reclamaciones opuestas de título, si son bona fide , no pueden 

juzgarse y resolverse en un procedimiento de desahucio; si bien 

un pretexto baladí a ese respecto será pasado por alto, sin 

embargo, un caso como el de autos, aparentemente bona fide , 

sostenido por prueba suficiente para demostrar algún color de 

la existencia de un derecho, evidencia suficiente para presentar 

una cuestión genuina de título, justificará y requerirá la 

desestimación del procedimiento. P. R. Leaf Tobacco Co. v. 

Colón, 50 P.R.R. 291, 50 P.R. Dec. 303, 1936 PR Sup. LEXIS 

171 (P.R. 1936). 

 El principio de que, cuando surge un conflicto de títulos, el 

demandante debe acudir a un pleito ordinario y no al de 

desahucio, no debe extenderse a casos en que no hay 

posibilidad de título en favor de la parte demandada en 

desahucio. Lippitt v. Llanos, 47 P.R.R. 254, 47 P.R. Dec. 269, 

1934 PR Sup. LEXIS 55 (P.R. 1934). 

 La cuestión de si el título del demandante adolece de nulidad 

que impida ejercitar los derechos que del mismo se dimanan, 

no puede resolverse en un juicio sumario y especial como es el 

de desahucio, en que solamente se trata el derecho que para 

despedir al que ocupa la finca tiene el que por el momento 

aparece dueño y poseedor de ella. Dávila v. Sotomayor, 35 

P.R.R. 726, 35 P.R. Dec. 794, 1926 PR Sup. LEXIS 195 (P.R. 

1926). 

 Al arrendador corresponde hacer la elección del 



 

   

procedimiento para obtener la rescisión de un contrato de 

arrendamiento, ya haciendo uso del sumario de desahucio o el 

más amplio del juicio ordinario, y una vez hecha la elección la 

corte no tiene poder para sustituir su derecho de acción. Rossy 

v. del Valle, 34 P.R.R. 696, 34 P.R. Dec. 726, 1925 PR Sup. 

LEXIS 308 (P.R. 1925). 

 La reivindicación y el desahucio son acciones diferentes. 

Correa v. Correa, 32 P.R.R. 254, 32 P.R. Dec. 273, 1923 PR 

Sup. LEXIS 542 (P.R. 1923). 

 El juicio de desahucio es un procedimiento especial de 

naturaleza sumaria cuyo fin es recuperar la posesión material 

de alguna finca lanzando de ella al que la detenta o disfruta 

precariamente sin pagar canon o merced, y no es el adecuado 

para resolver controversias sobre el derecho a la propiedad de 

inmuebles. García v. Brignoni, 22 D.P.R. 356 (1915). 

 En una acción de desahucio no pueden discutirse cuestiones 

relativas al título de la propiedad en litigio, ni si el demandado 

está impedido por la doctrina de impedimento de poder alegar 

el título a su favor de la propiedad en litigio, ni si el 

demandante o el demandado eran partes realmente interesadas 

en un documento que se otorgó anteriormente y en el cual se 

funda el impedimento que se alega contra el demandado. 

Cabassa v. Bravo, 21 P.R.R. 336, 21 P.R. Dec. 353, 1914 PR 

Sup. LEXIS 486 (P.R. 1914). 

 El único fin de la acción de desahucio es recuperar la posesión 

de un inmueble tenida por alguna persona, y es improcedente 

reclamar en la misma demanda de desahucio indemnización de 

daños y perjuicios. Rourke v. Pacheco, 18 D.P.R. 981 (1912). 

 La acción de desahucio no puede ser acumulada a un pleito 

sobre retracto legal porque son distintas acciones y tienen 

distintos procedimientos. Coira v. Ortiz et al., 18 P.R.R. 211, 18 

P.R. Dec. 213, 1912 PR Sup. LEXIS 44 (P.R. 1912). 

 En los juicios de desahucio no pueden discutirse cuestiones 

referentes a la nulidad o preferencia de los títulos que ostenten 

las partes. Elzaburu v. Chaves et al., 15 P.R.R. 16, 15 P.R. Dec. 



 

   

17, 1909 PR Sup. LEXIS 3 (P.R. 1909). 

 La acción de desahucio no procede contra una persona que 

tenga título de posesión sobre la finca debidamente inscrito en 

el registro de la propiedad. Elzaburu v. Chaves et al., 15 P.R.R. 

16, 15 P.R. Dec. 17, 1909 PR Sup. LEXIS 3 (P.R. 1909). 

 En juicios de desahucio no se puede discutir ni resolver la 

preferencia de un título sobre otro, ni puede tomarse en 

consideración a ese efecto la fuerza probatoria de documentos 

públicos, ni de otros elementos de prueba, porque todo eso 

puede apreciarse solamente en juicios declarativos, pero no en 

los especiales y sumarios, como es el de desahucio, para cuya 

resolución es forzoso partir de la situación de hechos en que 

respectivamente se encuentran el demandante y el demandado. 

Del Valle v. Andréu, 11 D.P.R. 415 (1906). 

 Cuando la demanda se hubiere fundado en la posesión 

precaria por parte del demandado, y surge un conflicto de 

títulos, no procederá el desahucio. Del Valle v. Andréu, 11 

D.P.R. 415 (1906). 

 El juicio de desahucio no es el adecuado para hacer 

declaraciones de derecho más o menos controvertibles, 

debiendo limitarse los tribunales, en esa clase de juicios, a 

examinar y resolver la procedencia de la acción ejercitada en 

relación con la persona que es objeto del desahucio, pudiendo 

servir el título que ostente el demandante para demostrar en 

otro juicio la falta de derecho del demandado, pero no para 

desvirtuar la situación de hecho respecto de las partes. Gonce 

v. Méndez, 7 P.R.R. 531, 7 P.R. Dec. 545, 1904 PR Sup. LEXIS 

317 (P.R. 1904). 
  3. Interpretación.  

 En cuanto a los motivos que pueden dar lugar a la rescisión 

del contrato de arrendamiento, el precepto de la sec. 4053 del 

Título 31 no limita ni altera la acción de desahucio cuando 

existe el incumplimiento de cualquiera de las condiciones que 

dan origen a dicha acción y más bien coexisten con ella. Rossy 



 

   

v. del Valle, 34 P.R.R. 696, 34 P.R. Dec. 726, 1925 PR Sup. 

LEXIS 308 (P.R. 1925). 

 La aprobación por la Legislatura de Puerto Rico de este 

capítulo, que es una copia sustancial de los artículos del Código 

de Enjuiciamiento Civil Español, trae consigo la presunción de 

que nuestra Legislatura tuvo la intención de adoptar dicha ley 

con la interpretación que le ha dado el Tribunal Supremo de 

España. Más v. Borinquen Sugar Co., 18 D.P.R. 304 (1912). 
§ 2822. Personas contra quienes procede 
Procederá el desahucio contra los inquilinos, colonos y demás arrendatarios, los 
administradores, encargados, porteros o guardas puestos por el propietario en 
sus fincas, y cualquier otra persona que detente la posesión material o disfrute 
precariamente, sin pagar canon o merced alguna. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 621. 

   HISTORIAL  

    Omisión.  

Los arts. 1 y 2 de la Ley de Noviembre 21, 1941, Núm. 14, p. 45, 

según enmendada por las Leyes de Mayo 3, 1943, Núm. 35, p. 

89, y Mayo 8, 1945, Núm. 82, p. 299, disponían enmiendas 

provisionales a esta sección durante la Segunda Guerra 

Mundial, cuyas disposiciones expiraron al cese de hostilidades, 

31 de diciembre de 1946, según proclama por el Presidente de 

los Estados Unidos, Núm. 2714, 12 F.R. 1. 
    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 2; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1565. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Un peticionario no tenía un interés propietario sobre una 

vivienda pública donde ha residido toda su vida, suficiente 

como para evitar el proceso de desahucio instado en su contra 

por la Administración de Vivienda Pública. Cuando su madre 

falleció, el peticionario no tenía derecho a la ocupación 

continuada ya que no aparecía en el contrato como parte de la 



 

   

composición familiar destinado a ocupar la vivienda porque 

éste había ingresado a prisión.  Departamento de la Vivienda v. 

Molina Figueroa, 186 D.P.R. 461, 2012 PR Sup. LEXIS 129 

(P.R. 2012). 

 Procede una acción de desahucio en precarioðno una acción 

de accesiónðcontra quien construye a sabiendas en terreno 

ajeno y sin permiso alguno y quien, mientras construía, fue 

advertido por un representante del dueño del terreno de que lo 

hacía en terreno ajeno. AUTORIDAD DE TIERRAS v. Padín 

Santiago, 104 P.R. Dec. 426, 1975 PR Sup. LEXIS 2515 (P.R. 

1975). 

 No procede una acción de desahucio en precarioðpor existir 

un conflicto de títulos sobre el inmueble cuya posesión se trata 

de recobrarðcuando el demandado o sus antecesores tenían 

algún tipo de autorización del dueño del terreno que les daba 

un derecho aparente a la ocupación de la vivienda enclavada 

en el inmueble y por tanto daba lugar a la presunción de buena 

fe. En tal caso, el conflicto de títulos debe resolverse en un 

juicio plenario. C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318 (1971). 

 Un tribunal no debe extender la defensa de conflicto de títulos 

sobre el inmueble cuya posesión reclama un demandante en 

una acción de desahucio en precario a casos en que no hay 

posibilidad de título en favor de la parte demandada. C.R.U.V. 

v. Román, 100 D.P.R. 318 (1971). 

 Un tribunal no debe permitir que un demandado en desahucio 

utilice el pretexto de supuestos estados o situaciones carentes 

de título adecuado con el objeto de privar de la protección de la 

ley a quien ostenta el título obligándole a que acuda al 

procedimiento ordinario. C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318 

(1971). 

 No constituye un conflicto de títulos que impida declarar con 

lugar una acción de desahucio en precario contra el 

constructor de una estructura en suelo ajeno, meras 

alegaciones relativas a un derecho de posesión por parte del 

demandado sin ser éstas determinadas. De aceptar un tribunal 



 

   

tales alegaciones insustanciadas, se vulneraría el procedimiento 

de desahucio, y por ende se destruiría el propósito de la ley. 

C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318 (1971). 

 Procede un desahucio en precarioðpor no existir un conflicto 

de títulos sobre el terreno cuya posesión se reclamaðcuando el 

demandado se limita a alegar algún título sobre la vivienda 

objeto del desahucio sin que posea derecho o título alguno que 

justifique su ocupación del terreno ajeno donde enclava la 

estructura. C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318 (1971). 

 Es un constructor de mala fe aquel demandado en una acción 

de desahucio en precario que construye una estructura en un 

predio sin autorización alguna del dueño y a sabiendas de que 

el terreno no le pertenecía. C.R.U.V. v. Román, 100 D.P.R. 318 

(1971). 

 A falta de un convenio entre dos concubinos, del mero hecho 

de haber invertido el concubino algún dinero en reparaciones o 

mejoras hechas a una casa propiedad exclusiva de su 

concubina, no surge ningún conflicto de títulos que derrote una 

acción de desahucio incoada por ésta. Martínez Santiago v. 

Dalmau Andrades, 93 D.P.R. 191 (1966); Buitrago v. González, 

43 D.P.R. 1024 (1932). 

 El Título 31 no contiene disposiciones regulatorias de las 

relaciones concubinarias en lo que al dominio respecta de los 

bienes adquiridos por ellos durante dichas relaciones. Martínez 

Santiago v. Dalmau Andrades, 93 D.P.R. 191 (1966). 

 Un concubino tiene derecho a alguna participación en los 

bienes adquiridos durante su relación concubinaria, siempre y 

cuando dicho derecho esté fundado en un convenio celebrado 

entre los concubinos y, en ausencia de convenio, en la labor y el 

esfuerzo realizados por cada uno de ellos para adquirirlos. 

Martínez Santiago v. Dalmau Andrades, 93 D.P.R. 191 (1966). 

 El crédito que un concubino tenga contra su concubina por 

concepto de haber invertido algún dinero en reparaciones o 

mejoras hechas a una casa propiedad exclusiva de su 

concubina, no puede, a los fines de una acción de desahucio en 



 

   

precario incoada por ésta, considerarse como título de dominio 

que derrote dicha acción. Martínez Santiago v. Dalmau 

Andrades, 93 D.P.R. 191 (1966). 

 Una acción de desahucio en precario no debe prosperar 

cuando existe un conflicto de títulos entre el demandante y el 

demandado. Martínez Santiago v. Dalmau Andrades, 93 

D.P.R. 191 (1966). 

 No existe conflicto de títulos cuando el supuesto título de 

dominio del demandado descansa exclusivamente en su 

aportación de dinero para las reparaciones y ampliaciones 

hechas a la propiedad en litigio. Martínez Santiago v. Dalmau 

Andrades, 93 D.P.R. 191 (1966). 

 La acción de desahucio por incumplimiento de la condición 

prohibitiva de un subarriendo no autorizado, contenida en el 

contrato de arrendamiento, es una resolutoria del contrato en 

cuestión. Enrique Campos del Toro v. Tribunal Superior de 

P.R., 75 P.R.R. 348, 75 P.R. Dec. 370, 1953 PR Sup. LEXIS 258 

(P.R. 1953). 

 Cuando el comprador de una propiedad arrendada requiere 

al inquilino para que la desaloje, dando así por terminado el 

arrendamiento que existió con el anterior dueño, el desahucio 

que contra él se siga es uno por detentación, la jurisdicción 

para conocer del cual corresponde al Roselló Hermanos, Inc. v. 

Figueroa, 74 P.R.R. 403, 74 P.R. Dec. 432, 1953 PR Sup. 

LEXIS 144 (P.R. 1953). 

 El hecho de que el demandante en un desahucio en precario 

hubiera entablado acción reivindicatoria en relación con la 

propiedad de que se trata no es óbice para que acuda al 

desahucio contra personas que a su juicio disfrutan 

precariamente de la propiedad. Ríos v. Román, 71 D.P.R. 207 

(1950). 

 En los contratos de arrendamiento de servicios y habitación 

para el que los presta, si requerido éste para que entregue la 

casa al cesar en su empleo se niega a ello, su posesión no puede 

calificarse de precaria y sí de una que tiene su origen en el 



 

   

contrato de arrendamiento de servicios mencionado. Sucn. J. 

Serrallés v. Loyola, 67 P.R.R. 201, 67 P.R. Dec. 217, 1947 PR 

Sup. LEXIS 37 (P.R. 1947). 

 El comprador de una propiedad tiene derecho a desahuciar de 

ella a su vendedor de éste no entregarla y continuarla 

disfrutando precariamente, sin pagar canon o merced alguna. 

Marty v. Morales, 66 P.R.R. 648, 66 P.R. Dec. 687, 1946 PR 

Sup. LEXIS 187 (P.R. 1946); Miranda v. Corte, 63 P.R.R. 155, 

63 P.R. Dec. 161, 1944 PR Sup. LEXIS 107 (P.R. 1944); 

Municipio de Ponce v. Collazo, 56 P.R.R. 485, 56 P.R. Dec. 509, 

1940 PR Sup. LEXIS 389 (P.R. 1940). 

 El desahucio contra aparceros se rige por las disposiciones de 

la sec. 209 del Título 5, y no por este capítulo. Fraticelli v. 

Gutiérrez, 64 D.P.R. 217 (1944). 

 Cuando al arrendatario de una finca se le demanda en 

desahucio en precario por una persona, no su arrendador, que 

alega ser dueña de la propiedad, al arrendador es a quien 

corresponde repeler la perturbación y debe la corte permitirle 

intervenir en el pleito si así lo solicita. Casals v. Dumas, 62 

P.R.R. 712, 62 P.R. Dec. 741, 1944 PR Sup. LEXIS 3 (P.R. 

1944). 

 El desahucio no procede contra el que edifique con el 

consentimiento del dueño, del terreno, a menos que exista un 

pacto que regule los derechos de las partes respecto a lo así 

edificado; y ello es así tanto respecto a los que edifican en 

terreno poseído en precario como a los que edifican y pagan un 

canon por el uso del terreno en que sus edificaciones enclavan. 

Palermo v. Corte, 58 P.R.R. 191, 58 P.R. Dec. 189, 1941 PR 

Sup. LEXIS 236 (P.R. 1941). 

 El desahucio en precario no procede contra el dueño de una 

casa que, enclavada en terrenos objeto del pleito, se fabricó en 

dicho terreno con el consentimiento del dueño del mismo, a 

menos que exista un pacto regulando los derechos de los 

litigantes con respecto a lo así edificado; mas en ausencia de tal 

pacto, los derechos mencionados no pueden determinarse 



 

   

dentro del procedimiento sumario del juicio de desahucio, y 

éste no puede prosperar. Rivera v. Santiago, 56 P.R.R. 361, 56 

P.R. Dec. 381, 1940 PR Sup. LEXIS 371 (P.R. 1940). 

 Procede el desahucio a favor de la dueña legítima del predio 

de terreno según la prueba y las admisiones de la propia 

demandada, quien lo detenta sin título para ello. Battistini & 

Martínez v. Feliciano, 47 D.P.R. 208 (1934). 

 La ley concede el desahucio contra las personas que poseen a 

nombre del dueño en virtud de un contrato, existiendo además 

dos modalidades que pueden servir de base a dicha acción: la 

detentación de la posesión material sin antecedente contractual 

y el disfrute en precario. Así, cuando el demandado no detenta 

o no posee precariamente o la acción ejercitada no se basa en 

relación contractual alguna, el desahucio no puede prosperar. 

PUEBLO v. GIORGETTI & CO., LTD., 46 P.R.R. 59, 46 P.R. 

Dec. 61, 1934 PR Sup. LEXIS 231 (P.R. 1934). 

 La retención por una persona de una cosa que pertenece a 

otra, sin derecho a tenerla, constituye detentación dentro del 

significado de esta palabra tal y como se usa en este capítulo. 

PUEBLO v. GIORGETTI & CO., LTD., 46 P.R.R. 59, 46 P.R. 

Dec. 61, 1934 PR Sup. LEXIS 231 (P.R. 1934). 

 El disfrute o la posesión precaria se origina generalmente por 

actos de liberalidad o de mera tolerancia, o por abandono o 

desconocimiento del propietario. En este último caso 

manifiéstase ya la detentación. PUEBLO v. GIORGETTI & 

CO., LTD., 46 P.R.R. 59, 46 P.R. Dec. 61, 1934 PR Sup. LEXIS 

231 (P.R. 1934). 

 La edificación de una casa en terrenos pertenecientes a otro no 

puede impedir que el dueño recobre la posesión del sitio 

valiéndose del desahucio, a menos que el demandado tenga 

algún título existente; la presunción, controvertible, es que tal 

edificación pertenece al dueño del terreno y no queda 

destruida por manifestaciones de que el demandado en 

desahucio en precario construyó la casa y es dueño de la 

misma. Schuck v. Verdejo, 43 P.R.R. 915, 43 P.R. Dec. 955, 



 

   

1932 PR Sup. LEXIS 559 (P.R. 1932). 

 Cuando un subarrendatario compra parte de los bienes 

subarrendados y declara extinguido, por confusión de 

derechos, el arrendamiento en cuanto a esa parte, si luego el 

otro condómino ejercita y se le reconoce el derecho de retracto 

sobre la porción comprada por el subarrendatario, no queda 

éste poseyendo en precario, sino que habiendo desaparecido la 

causa en virtud de la cual se declaró extinguido el 

arrendamiento, revive éste y continúa el arrendatario, y en su 

consecuencia el subarrendatario, poseyendo en virtud del 

contrato de arrendamiento. Díaz v. Delgado, 41 D.P.R. 835 

(1931). 

 Cuando al disolverse una razón social el título de algunas de 

sus propiedadesðpor ella arrendadas y a su vez 

subarrendadasðpasa a otros miembros de la firma y la 

subarrendataria continúa reteniendo la finca después de 

vencido el arrendamiento, ella no es una poseedora en precario 

en un sentido tal que confiera jurisdicción exclusiva a la corte 

de distrito. Bianchi v. Bianchi, 41 P.R.R. 793, 41 P.R. Dec. 799, 

1931 PR Sup. LEXIS 317 (P.R. 1931). 

 Cuando el pretendido derecho de los demandantes como 

dueños de la finca para desahuciar en precario a la demandada 

está más o menos en disputa y a duras penas podría decirse 

que la alegación de la demandada en cuanto al derecho a la 

posesión que alega está desnuda de toda prueba, de ello se 

desprende que existe un conflicto de títulos en el sentido que 

esa frase tiene en la jurisprudencia y por tanto no procede el 

desahucio. Sucn. Dávila v. Collazo, 41 P.R.R. 173, 41 P.R. Dec. 

174, 1930 PR Sup. LEXIS 422 (P.R. 1930). 

 Ejercitada por uno acción de desahucio contra otro que es 

arrendatario de El Pueblo de Puerto Rico, el demandado, como 

tal arrendatario, no puede alegar ningún derecho que su 

arrendador no podía alegar. Martínez v. Sánchez Extremera, 

38 D.P.R. 120 (1928). 

 Cuando las relaciones jurídicas entre el arrendador y los 



 

   

causahabientes del arrendatario contra quienes se ejercita la 

acción de desahucio son de tal naturaleza o tan especiales o tan 

complejas que no sea racionalmente posible apreciar con 

exactitud su finalidad y trascendencia, no es el procedimiento 

sumario del juicio de desahucio el adecuado para determinar 

la responsabilidad que con relación al arrendador pueda caber 

a los causahabientes del arrendatario por actos cometidos por 

sus causantes, debiendo en tales casos acudirse al juicio 

ordinario. Veve v. The Fajardo Sugar Growers' Association, 18 

D.P.R. 282 (1912). 

 Si el arrendatario de una finca la destinare a un uso o servicio 

no pactado, pero tampoco prohibido, en el contrato, sin que se 

alegue que la haya hecho desmerecer, no hay causa alguna de 

desahucio. Rodríguez de las Albas v. Jiménez, 11 D.P.R. 7 

(1906). 

 La acción de desahucio no procede contra el tenedor de un 

inmueble que lo posea con entera independencia del 

demandante, y que de buena fe alegare tener derecho al 

dominio del mismo. Pesquera v. Díaz, 8 D.P.R. 113 (1905). 

 La falta de pago, por parte del arrendatario, del canon 

estipulado en un contrato de arrendamiento es causa de 

desahucio. García v. Fernández, 8 D.P.R. 106 (1905). 

 Fundada una demanda de desahucio en el disfrute o tenencia 

en precario de la finca por parte del demandado, cabe discutir 

y resolver en el juicio sobre la existencia de tal fundamento, sin 

que para ello sea necesario que se haga declaración previa en 

otro juicio acerca de si el demandante ha adquirido 

irrevocablemente, y por completo, la propiedad y posesión de 

la finca objeto del desahucio. Cobián v. Rivera, 4 D.P.R. 42 

(1903). 
  2. Ley anterior.  

 Bajo la ley anterior, el desahucio procedía contra cualquier 

persona que disfrutara o tuviera en precario la finca, fuera 

rústica o urbana, sin pagar merced, siempre que hubiera sido 



 

   

requerida con un mes de anticipación para que la desocupara. 

Rivera v. Rivera et al., 6 D.P.R. 213, 1904 PR Sup. LEXIS 194 

(P.R. 1904); Del Toro v. Arambarry et al., 6 D.P.R. 62, 1904 

PR Sup. LEXIS 164 (P.R. 1904); Cobián v. Rivera, 4 D.P.R. 42 

(1903). 

 Bajo la ley anterior, toda acción de desahucio procedía en 

favor del dueño de una cosa para obtener que fuera privado 

del uso de ella quien la disfrutaba indebidamente y dicha 

acción podía establecerse contra los inquilinos, colonos y 

demás arrendatarios de la finca. El Banco Terr. y Agri. v. Puig, 

5 P.R.R. 278, 5 P.R. Dec. 136, 1904 PR Sup. LEXIS 124 (P.R. 

1904). 

 Bajo la ley anterior, los beneficios de la colonia agrícola eran 

independientes de, y no excluían, el derecho del nuevo dueño a 

entablar una acción de desahucio contra los colonos allí 

establecidos, siempre que hubieren sido notificados con 30 días 

de anticipación. El Banco Terr. y Agri. v. Puig, 5 P.R.R. 278, 5 

P.R. Dec. 136, 1904 PR Sup. LEXIS 124 (P.R. 1904). 
§ 2823. Jurisdicción; comparecencia 
Tendrán jurisdicción para conocer de las demandas sobre desahucio, los jueces 
municipales de la Región Judicial en que radique la finca, cuando el canon del 
arrendamiento adeudado o la reclamación legal no exceda de cinco mil dólares 
($5,000) anuales. En todos los demás casos, conocerán de las demandas sobre 
desahucio por el Tribunal de Primera Instancia de la Región Judicial en que 
radique la finca. No obstante, en cualquiera de las circunstancias, se seguirá el 
mismo procedimiento. 
Si la finca estuviese radicada en territorio correspondiente a dos o más Regiones 
Judiciales, podrá establecerse la demanda ante cualquiera de los tribunales 
respectivos en cuyo territorio radicare alguna porción de la finca. 
La comparecencia de las partes, en el caso de que la competencia en esta clase 
de juicios corresponda originalmente a un juez municipal, podrá hacerse por las 
partes emplazadas por derecho propio o por la representación legal de las 
partes. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 622; Diciembre 4, 1998, Núm. 291, sec. 1; Septiembre 27, 

2007, Núm. 129, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 3. 



 

   

    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 enmendó esta sección en términos generales. 
      ð1998.  

La ley de 1998 enmendó el primer párrafo en términos 

generales y suprimió los párrafos segundo al cuarto. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 4, 1998, Núm. 291. 

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En ausencia de convenio entre las partes, y no existiendo la 

anuencia del juez para la celebración de la vista de un pleito de 

desahucio en el Tribunal de Distrito ni en el Tribunal Superior, 

debe recurrirse a la legislación anterior a la Ley de la 

Judicatura para determinar cuál tenía entonces jurisdicción 

para entender en dicho caso. Rodríguez Rodríguez v. Tribunal 

Superior, 100 D.P.R. 421 (1972). 

 Es el Tribunal Superiorðno el Tribunal de Distritoðquien 

tiene competencia para entender en una acción entablada por 

el adquirente de una propiedad para desahuciar al inquilino 

que tenía un contrato de arrendamiento con el dueño anterior 

en ausencia de un contrato entre dicho inquilino y el nuevo 

dueño. Rodríguez Rodríguez v. Tribunal Superior, 100 D.P.R. 

421 (1972). 

 Es un detentador o arrendatario que se encuentra poseyendo 

sin contrato aquel inquilino que, habiendo cambiado de dueño 

la propiedad por él poseída, el nuevo dueño no ha celebrado un 

nuevo contrato de arrendamiento con el inquilino, ni ha 

prorrogado el anterior contrato de arrendamiento, habiendo 



 

   

manifestado éste su intención de desalojar al inquilino de la 

propiedad cuya posesión disfruta. Rodríguez Rodríguez v. 

Tribunal Superior, 100 D.P.R. 421 (1972). 

 Prorrogado al inquilino su contrato de arrendamiento con el 

anterior dueño por el comprador del inmueble arrendado, al 

éste negarle luego a aquél la prórroga ulterior de dicho 

contrato a los fines de ejercitar contra él el desahucio 

autorizado por la sec. 193 del Título 17, la autoridad para 

conocer de tal desahucio corresponde al Tribunal de Distrito 

de no exceder el canon de arrendamiento de $1,000 al año. 

Valentín v. Figueroa, 79 D.P.R. 444 (1956). 

 Instado un desahucio de la competencia del Tribunal de 

Distrito en el Tribunal Superior y seguido el procedimiento 

hasta la sustanciación del juicio en dicho Tribunal Superior, el 

hecho de que dicho Tribunal Superior, que es otra sección del 

Tribunal de Primera Instancia, conociera del asunto no lleva 

consigo la desestimación de la acción ni produce el efecto de 

anular la sentencia dictada. Valentín v. Figueroa, 79 D.P.R. 

444 (1956). 
  2. Ley anterior.  

 La ju risdicción del desahucio instado a la expiración del 

contrato original de arrendamiento contra uno en posesión de 

la propiedad con conocimiento del arrendador bajo un válido 

contrato verbal de subarriendo, cuando el canon anual es 

menos de $1,000, radica en la corte municipal y no en la de 

distrito. Maldonado v. Rivera Figueroa, 72 P.R.R. 822, 72 P.R. 

Dec. 878, 1951 PR Sup. LEXIS 247 (P.R. 1951). 

 Cuando el comprador de una casa alquilada requiere al 

inquilino para que la desaloje, dando así por terminado el 

contrato de arrendamiento que existió con el anterior dueño, el 

desahucio que contra él se siga es uno por detentación, la 

jurisdicción para conocer del cual corresponde al Tribunal de 

Distrito. Torres v. Biaggi, 72 D.P.R. 869 (1951). 

 Cuando el adquirente de una propiedad arrendada niega la 



 

   

prórroga del contrato de arrendamiento que existió entre el 

anterior dueño con el inquilino y lo da por terminado por actos 

expresos o implícitos, la jurisdicción para conocer de la acción 

de desahucio corresponde a la corte de distrito. El hecho de 

que mientras transcurre el tiempo para interponer la acción el 

adquirente acepte del inquilino una suma igual al canon que 

éste venía pagando al anterior dueño y de que tal suma no 

exceda de $1,000 al año, no basta para darle jurisdicción del 

desahucio a la corte municipal, si el pago se hace no en 

concepto de cánones de arrendamiento sino como retribución 

por el uso de la propiedad. Vidal v. Corte, 71 D.P.R. 582 

(1950). 

 Una corte de distrito tiene, por razón de la materia, 

jurisdicción en un desahucio por detentación en el cual, 

existiendo un contrato previo de subarrendamiento, la 

totalidad de la propiedad es vendida y el comprador y los 

arrendatarios del anterior dueño rescinden el contrato de 

arrendamiento preexistente, sin el adquirente haber 

reconocido el subarrendamiento en cuestión. Pérez v. Tribunal 

de Distrito, 70 D.P.R. 656 (1949). 

 Cuando el comprador de una propiedad da por terminado el 

arrendamiento del inquilino con el dueño anterior, la 

jurisdicción del desahucio corresponde a la corte de distrito; es 

sólo cuando ellos convienen un nuevo contrato de 

arrendamiento, y el alquiler no excede de $1,000 al año, que la 

jurisdicción corresponde a la corte municipal. Vélez v. San 

Miguel, 68 D.P.R. 575 (1948). 

 En los contratos de arrendamiento de servicios y habitación 

para el que los presta, en los cuales no se haya fijado el valor 

dado a la ocupación de la casa, la jurisdicción para conocer del 

desahucio instado para desalojar al trabajador de dicha casa al 

éste dejar de trabajar para su patrono y negarse a desalojarla 

luego de requerido para ello, se rige por el importe de la 

compensación fijada por las partes en el contrato de servicios 

computado en la forma que establece esta sección. Sucesión J. 



 

   

Serrallés v. Loyola, 67 D.P.R. 217 (1947). 

 Convenido que la mitad del producto líquido de las cañas 

sembradas en la propiedad arrendada forme a su vez parte del 

canon de arrendamiento, dicho producto debe reputarse parte 

del canon a los fines de determinar la jurisdicción de la corte 

en caso de desahucio. Somolinos v. Ruidíaz, 65 D.P.R. 786 

(1946). 

 La jurisdicción de la acción instada por el comprador de una 

propiedad arrendada para desahuciar al inquilino del anterior 

dueño, corresponde a la corte de distrito. Miranda v. Jarabo, 

64 P.R.R. 855, 64 P.R. Dec. 898, 1945 PR Sup. LEXIS 162 (P.R. 

1945). 

 Tratándose de un contrato mixto de arrendamiento que 

incluye servicios y habitación para el que los presta, si 

requerido éste para que entregue la casa al cesar en su empleo 

continúa en posesión de la misma, tal posesión no puede 

calificarse de precaria sino de una que tiene su origen en el 

contrato de arrendamiento mencionado, extinguido a 

requerimiento del arrendador y dueño de la casa, por lo que la 

corte municipal correspondiente tiene jurisdicción para 

conocer del desahucio que se siga si, como ocurre en el caso de 

autos, el canon del arrendamiento de servicios computado por 

una anualidad no excede de $1,000. Padua v. Corte Municipal, 

55 D.P.R. 810 (1940). 

 Las cortes de distrito tienen jurisdicción para conocer de los 

juicios de desahucio entablados por el comprador de una finca 

arrendada en virtud de un contrato privado, no cayendo 

dentro de las excepciones de la sec. 4068 del Título 31, pues la 

posesión del arrendatario es equivalente al disfrute de la finca 

en precario y no surge la cuestión del monto de las rentas 

anuales. Sosa v. Río Grande Agrícola Co., 17 D.P.R. 1149 

(1911). 

 No excediendo de mil dólares el canon de los arrendamientos o 

el precio o cantidad que por virtud de cualquier contrato deba 

pagarse, computado por una anualidad, las cortes municipales 



 

   

tienen jurisdicción para conocer de los casos de desahucio, sin 

referencia a cuál sea el fundamento de la demanda. Valladares 

v. La Corte Municipal, 16 P.R.R. 139, 16 P.R. Dec. 145, 1910 

PR Sup. LEXIS 328 (P.R. 1910). 
§ 2824. Comienzo del juicio; fecha para la vista 
Se promoverá el juicio, por medio de demanda redactada conforme a lo prescrito 
para el juicio ordinario por las Reglas de Procedimiento Civil y presentada 
aquélla, se mandará a convocar al actor y al demandado para comparecencia, 
que deberá celebrarse dentro de los diez (10) días siguientes a aquel en que se 
presente en la reclamación. 
Disponiéndose, que si en dicha vista quedare demostrado que el mandamiento 
es contra una familia de probada insolvencia económica, el tribunal ordenará 
que se notifique a los Secretarios de los Departamentos de la Familia y de la 
Vivienda, con copia de la demanda de desahucio promovida. Estas agencias 
evaluarán la condición socioeconómica de la familia y le brindarán la ayuda 
social que esté justificada. 
Además, rendirán un informe al tribunal, en el término improrrogable de treinta 
(30) días, sobre las ayudas a que la familia tenga derecho, y cuáles se habrán 
de proveer. 
Se dispone, además, que si en dicha vista queda demostrado que el 
mandamiento es contra una persona de edad avanzada o una persona con 
impedimento, el tribunal ordenará la notificación a la Oficina del Procurador de 
Personas de Edad Avanzada o la Oficina del Procurador de Personas con 
Impedimentos, según sea el caso, a fin de que estas entidades le brinden la 
ayuda que esté justificada. 
Además, rendirán un informe al tribunal, en el término improrrogable de treinta 
(30), días sobre las ayudas a que la persona tenga derecho, y cuáles se habrán 
de proveer. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 623; Junio 26, 1980, Núm. 6, p. 925; Agosto 7, 1998, 

Núm. 197, art. 1; Julio 13, 2011, Núm. 142, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 4. 
    Codificación.  

Se sustituy· en el rubro ñrecursoò con ñjuicioò para ajustarlo 

al contenido de la sección. 
    Enmiendas  

      ð2011.  

La ley de 2011 añadió los cuarto y quinto párrafos de esta 



 

   

sección. 
      ð1998.  

La ley de 1998 sustituy· ñC·digo de Enjuiciamiento Civilò con 

ñReglas de Procedimiento Civilò en el primer p§rrafo, y 

ñDepartamento de Servicios Socialesò con ñDepartamento de 

la Familiaò en el Disponi®ndose. 
      ð1980.  

La ley de 1980 agregó los párrafos segundo y tercero sobre el 

desahucio de familias insolventes, ayuda social e informe al 

tribunal.  
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 7, 1998, Núm. 197. 

Julio 13, 2011, Núm. 142. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Ley anterior.  

3. Familias insolventes.  

  1. En general.  

 En contratos de arrendamiento bajo el programa de la Sec. 8 

del Housing and Community Development Act , 42 USCS § 

1437f, si el arrendador pretende iniciar una acción sumaria de 

desahucio por falta de pago, dentro de los estrechos moldes del 

procedimiento, debe cumplir cabalmente con su deber de 

practicar el ajuste anual e interino, so pena de ver enervada la 

acción ante la defensa de ilegalidad e indeterminación de la 

renta, con la consiguiente remisión del asunto al trámite 

ordinario o juicio declarativo. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 

P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 121 (P.R. 1987). 

 El incumplimiento de un casero participante en el programa 

de subsidios federales conocido como Sec. 8 del Housing and 

Community Development Act , 42 USCS § 1437f, con su 

obligación de revisar y ajustar la renta por mandato legal y 

contractual, constituye una defensa oponible al arrendador en 

el juicio sumario provisto por ley. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 



 

   

118 P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 121 (P.R. 1987). 

 Un inquilino participante en el programa de la Sec. 8 del 

Housing and Community Development Act , 42 USCS § 1437f, 

puede presentar, cuando sea demandado en juicio de desahucio 

por falta de pago, la defensa de incumplimiento del arrendador 

con su deber de ajustar la renta. Corresponde al demandado 

demostrar satisfactoriamente este hecho y establecer prima 

facie los méritos de la defensa sin ocasionar dilaciones 

innecesarias. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 P.R. Dec. 733, 

1987 PR Sup. LEXIS 121 (P.R. 1987). 

 Bajo el programa de la Sec. 8 del Housing Community 

Development Act , 42 USCS § 1437f, la falta de cumplimiento 

del arrendador con su deber de revisar la renta guarda una 

relación directa y precisa con la determinación del alquiler, lo 

cual desnaturaliza la cuantía del canon de arrendamiento, 

cuestión que está íntimamente relacionada con la obligación de 

pago, por lo cual el incumplimiento del arrendador conlleva la 

creación de una situación anormal de arrendamiento sin precio 

cierto que pueda servir de base a la acción de desahucio. Mora 

Dev. Corp. v. Sandín, 118 P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 

121 (P.R. 1987). 

 Un procedimiento sumario de desahucio no puede ser 

derrotado con sólo aducir que se han hecho mejoras necesarias 

en el inmueble con el consentimiento expreso del arrendador, 

sino que es necesario presentar prueba que lleve al ánimo del 

juzgador la razonable certeza de que el arrendatario habrá de 

demostrar en su día que, con el expreso consentimiento del 

arrendador demandante, ha ejecutado mejoras necesarias en la 

propiedad arrendada, cuyo costo no le ha sido satisfecho. 

Marín v. Montijo, 109 P.R. Dec. 268, 1979 PR Sup. LEXIS 147 

(P.R. 1979). 

 No puede prosperar una acción de desahucio en precario 

cuando el demandado establece prima facie la inexistencia del 

título del demandante. Escudero v. Guzmán, 96 D.P.R. 299 

(1968). 



 

   

 Constituye una válida defensa del demandado en un pleito de 

desahucio en precario el invocar que el demandanteðalegado 

dueño del terreno donde enclava la estructura del 

demandadoðcarecía de título sobre el mismo, aun cuando 

dicho demandado hubiera pedido permiso al arrendatario del 

demandante para localizar su estructura en dicho terreno. 

Escudero v. Guzmán, 96 D.P.R. 299 (1968). 

 No pudiendo, dentro del procedimiento sumario de desahucio 

considerarse derechos y cuestiones accesorias o colaterales a la 

función única de dicho procedimiento, por corresponder éstas 

a la acción ordinaria, pudo el tribunal denegar la solicitud del 

demandado en el caso para que se le permitiera enmendar su 

contestación para alegar reparaciones extraordinarias por él 

hechas en la cosa arrendada y su valor. Fernández & Hno. v. 

Pérez, 79 D.P.R. 244 (1956). 

 No hay conflicto de títulos en el que pueda basarse un 

demandado en desahucio en precario para permanecer en 

posesión de la propiedad envuelta en contra del demandante en 

el pleito, de aparecer que éste es dueño de todo derecho, título 

o interés que en la propiedad tenía el demandado en cuestión. 

Casanova v. Sánchez, 79 P.R.R. 166, 79 P.R. Dec. 176, 1956 PR 

Sup. LEXIS 152 (P.R. 1956). 

 Un demandado en desahucio en precario que no tiene derecho 

alguno en la propiedad objeto del pleito no puede defenderse 

con éxito del desahucio levantando la posible contención de que 

el demandante, quien por lo menos es condueño de la 

propiedad, no es el único dueño de la misma. Casanova v. 

Sánchez, 79 P.R.R. 166, 79 P.R. Dec. 176, 1956 PR Sup. LEXIS 

152 (P.R. 1956). 

 La omisión de alegar en una demanda de desahucio la 

duración del contrato de arrendamiento queda suplida por la 

parte contraria al ésta alegar en su contestación que ocupa la 

propiedad mediante contrato oral de arrendamiento de mes a 

mes, con pagos mensuales; la insuficiencia de la demanda en el 

caso, en cuanto omite alegar la duración del contrato, de ser 



 

   

esta alegación necesaria, queda suplida por la contestación y 

surte efecto como si tal alegación se hubiese insertado en la 

demanda. Roselló Hnos. v. Figueroa, 74 D.P.R. 432 (1953). 

 Cuando el título del demandante en un desahucio en precario 

tiene su origen en una adjudicación hecha en pleito seguido 

contra una sucesión, los demandados en desahucio carecen de 

personalidad para atacar la sentencia dictada y otros 

procedimientos habidos en dicho pleito si no demuestran nexo 

jurídico alguno entre ellos y los miembros de dicha sucesión o 

entre ellos y cualquiera o cualesquiera de esos miembros. Ríos 

v. Román, 71 P.R.R. 193, 71 P.R. Dec. 207, 1950 PR Sup. 

LEXIS 255 (P.R. 1950). 

 Cuando los demandados en un desahucio en precario tan sólo 

se limitan a impugnar el título del demandante y carecen de 

personalidad para ello, no plantean cuestión sustancial de 

título que haga improcedente el desahucio contra ellos. Ríos v. 

Román, 71 P.R.R. 193, 71 P.R. Dec. 207, 1950 PR Sup. LEXIS 

255 (P.R. 1950). 

 Cuando el demandado en desahucio opone como único título 

su condición de arrendatario del inmueble de que se trata, no 

existe en el caso conflicto alguno de títulos que impida la 

acción. Cruz v. Sanz, 67 P.R.R. 160, 67 P.R. Dec. 173, 1947 PR 

Sup. LEXIS 28 (P.R. 1947). 

 El tenedor en precario de una finca no puede en un desahucio 

contra él instado atacar el título de los demandantes a menos 

que los vicios de que éste adolezca lo hagan nulo o inexistente y 

no meramente anulable. Martínez v. Torres, 64 P.R.R. 42, 64 

P.R. Dec. 44, 1944 PR Sup. LEXIS 35 (P.R. 1944). 

 Siendo la de desahucio una acción posesoria, por el hecho de 

que el demandado en dicha acción alegue que posee la 

propiedad envuelta para conservarla, perteneciendo el dominio 

a otra persona por quien posee, distinta de los demandantes, 

no hace de esta persona, ni la misma necesita ser, parte en el 

pleito para que la corte adquiera jurisdicción para verlo y 

fallarlo. Escudero v. Mulero, 63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 



 

   

1944 PR Sup. LEXIS 176 (P.R. 1944). 

 El demandado en desahucio que posea la finca de la acción 

para conservarla, perteneciendo el dominio a otra persona, 

puede alegar que posee por un tercero que es el verdadero 

dueño, persona distinta de los demandantes, y probar que el 

tercero por quien posee ha estado en posesión por más de 

treinta años; ello tiende a demostrar que su derecho a la 

posesión no es un mero pretexto. Escudero v. Mulero, 63 

P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. LEXIS 176 (P.R. 

1944). 

 El arrendatario de una propiedad que sea demandado en 

desahucio en precario de la misma no puede invocar el título 

de su arrendador y suscitar de ese modo un conflicto de títulos 

por ser su perturbación en el goce de la propiedad una de 

derecho, que sólo al arrendador incumbe repelerla. Casals v. 

Dumas, 62 P.R.R. 712, 62 P.R. Dec. 741, 1944 PR Sup. LEXIS 

3 (P.R. 1944). 

 En un desahucio en precario contra el arrendatario de una 

propiedad fundado en el derecho del actor a la posesión de 

dicha propiedad a título de dueño, en virtud de compra en una 

subasta, la perturbación del arrendatario en el goce de la finca 

es una de derecho que solamente el arrendador del demandado 

puede objetar, y el demandado no podría interponer como 

defensa el título del arrendador. Casals v. Dumas, 62 P.R.R. 

712, 62 P.R. Dec. 741, 1944 PR Sup. LEXIS 3 (P.R. 1944). 

 Instado desahucio por el adjudicatario de una finca vendida 

en subasta para pago de contribuciones contra personas que 

meramente ocupan la finca en precario y no reclaman título 

alguno sobre la misma, el hecho de que para entonces los 

herederos del contribuyente moroso hubieran iniciado una 

acción sobre nulidad del remate y la adjudicación no es 

defensa que dichas personas demandadas pueden levantar en 

el pleito. Cólon v. Rivera, 61 D.P.R. 560 (1943). 

 Apareciendo de los autos que citadas las partes para una 

comparecencia ante la corte municipal en día feriado, dicha 



 

   

corte hizo un nuevo señalamiento y lo notificó oportunamente 

a las partes, el error con ello relacionado que levanta el 

apelante no está sostenido por el récord. Giménez v. Corte 

Municipal, 58 P.R.R. 57, 58 P.R. Dec. 55, 1941 PR Sup. LEXIS 

213 (P.R. 1941). 

 Cuando el demandante en desahucio derive su título a la 

propiedad de una sentencia dictada sin jurisdicción, ésta puede 

ser atacada colateralmente en el procedimiento de desahucio 

mencionado. De León v. Pérez, 54 P.R.R. 202, 54 P.R. Dec. 215, 

1939 PR Sup. LEXIS 636 (P.R. 1939). 

 Para que exista un conflicto de títulos en pleito de desahucio 

no basta la mera alegación de título por parte del demandado; 

es necesario que se presente por lo menos un principio de 

prueba. PÉREZ v. Castro, 52 P.R.R. 263, 52 P.R. Dec. 274, 

1937 PR Sup. LEXIS 630 (P.R. 1937). 

 En una acción de desahucio se puede atacar colateralmente el 

título del demandante cuando los vicios de que adolece dicho 

título lo hacen nulo e inexistente y no meramente anulable. 

Martínez v. Figueroa, 50 P.R.R. 908, 50 P.R. Dec. 951, 1937 PR 

Sup. LEXIS 559 (P.R. 1937). 

 Cuando el título del demandante en desahucio tiene su origen 

en una venta en ejecución de una sentencia que es nula, dicho 

título es nulo y tal nulidad es una buena defensa en el 

procedimiento de desahucio porque levanta un conflicto de 

títulos que no puede ser resuelto dentro de los estrechos límites 

de dicho procedimiento. Martínez v. Figueroa, 50 P.R.R. 908, 

50 P.R. Dec. 951, 1937 PR Sup. LEXIS 559 (P.R. 1937). 

 Demandado en desahucio uno que está en la finca como 

subarrendatario de otro que a su vez arrendó al demandante 

en el pleito, el subarrendador es parte realmente interesada 

que debe ser incluido como demandado en el litigio; la omisión 

del subarrendatario solicitar, no siendo el subarrendador tal 

parte, que se le emplace a éste para que proteja sus derechos, 

no autoriza al demandante a prescindir de él para resolver 

cuestiones de título que surjan en dicho litigio, ya que las 



 

   

relaciones jurídicas derivadas de las transacciones que 

mediaran en relación con la finca entre el dueño y arrendatario 

original deben dilucidarse y quedar resueltas en el juicio 

plenario a ese efecto y no dentro de los límites de la acción 

sumaria de desahucio. PUEBLO v. GIORGETTI & CO., 

LTD., 46 P.R.R. 59, 46 P.R. Dec. 61, 1934 PR Sup. LEXIS 231 

(P.R. 1934). 

 Cuando un conflicto de títulos ha sido previamente resuelto o 

adjudicado entre las mismas partes en la acción, el 

arrendatario de la parte vencida en juicio no puede poner fin a 

un pleito de desahucio alegando el título nuevamente. Martínez 

v. Sánchez Extremera, 38 P.R.R. 108, 38 P.R. Dec. 120, 1928 

PR Sup. LEXIS 197 (P.R. 1928). 

 En acción de desahucio, la mera alegación por el demandado 

de un título independiente del demandante y la presentación de 

alguna prueba tendente probar tal alegación no derrota la 

acción ni obliga al demandante a recurrir a una acción 

reivindicatoria. Marrero v. Plumey, 35 P.R.R. 930, 35 P.R. 

Dec. 1015, 1926 PR Sup. LEXIS 236 (P.R. 1926). 

 Ejercitada acción de desahucio contra unos cónyuges, si sólo 

se emplaza a la esposa, ya viuda, ésta comparece y la sentencia 

sólo se refiere a ella, el hecho de no haberse eliminado de la 

acción el nombre del esposo no lleva consigo la revocación de la 

sentencia dictada. Dávila v. Sotomayor, 35 P.R.R. 726, 35 P.R. 

Dec. 794, 1926 PR Sup. LEXIS 195 (P.R. 1926). 

 Cuando la contestación del demandado en una acción de 

desahucio en precario, continuada por el comprador de la finca 

pendiente el litigio, alega como única defensa que el 

demandado posee en virtud de arrendamiento contratado con 

el primitivo dueño, pero no que el nuevo dueño conociera el 

arrendamiento y se hubiera de algún modo obligado a 

respetarlo, o que el arrendamiento estuviera inscrito en el 

registro, procede la excepción previa a la contestación aducida 

por el demandante y en su consecuencia debe declararse con 

lugar la demanda por no haberse alegado una defensa 



 

   

meritoria. Arrache v. Carlsson, 33 D.P.R. 250 (1924). 

 No existe ambigüedad en una demanda de desahucio en la que 

el demandante alega ser dueño de la finca que describió y que 

en ella está radicada la casa ocupada precariamente por la 

demandada. Cabassa v. Reyes, 27 P.R.R. 333, 27 P.R. Dec. 360, 

1919 PR Sup. LEXIS 441 (P.R. 1919). 

 Es improcedente la excepción previa general por falta de 

hechos determinantes de causa de acción interpuesta contra 

una demanda de desahucio en la que, si bien no se describe la 

casa cuyo desalojo se solicita, sin embargo se hace la 

descripción de la finca en la cual se halla ubicada y con estos 

datos puede el oficial ejecutivo de la corte cumplir la sentencia 

condenatoria que se dicte. Cabassa v. Reyes, 27 P.R.R. 333, 27 

P.R. Dec. 360, 1919 PR Sup. LEXIS 441 (P.R. 1919). 

 Un señalamiento hecho por la corte para esta comparecencia 

implica la autorización al secretario para la expedición del 

emplazamiento o citación al demandado. Rodríguez v. Cuevas 

Zequeira, 25 D.P.R. 806 (1917). 

 Todo lo que es necesario alegar en una demanda de desahucio 

en precario es que el demandante es el dueño de determinada 

finca, o usufructuario, o con derecho a disfrutarla, o que es 

causahabiente de tales personas, o que el demandado detenta 

su posesión material o la disfruta precariamente sin pagar 

canon o merced alguno. García v. Brignoni, 22 D.P.R. 356 

(1915); Coira v. Ortiz et al., 18 P.R.R. 211, 18 P.R. Dec. 213, 

1912 PR Sup. LEXIS 44 (P.R. 1912). 

 Una demanda de desahucio fundada en el hecho de haber sido 

comprada por el demandante la finca arrendada, y en la cual 

se alegan estos hechos, no adolece del defecto de no aducir 

hechos suficientes que determinen una causa de acción, pues 

desde el momento en que el demandante compra la finca, la 

posesión del demandado no es en concepto de arrendatario del 

comprador sino en precario, y la jurisdicción para conocer de 

demandas de desahucio fundadas en tales hechos radica en la 

corte de distrito correspondiente. Rourke v. Pacheco, 18 D.P.R. 



 

   

981 (1912). 

 La facultad de aplazar un señalamiento es inherente en las 

cortes de justicia, y las disposiciones de esta sección no 

debieran interpretarse tan restrictivamente que prohíban a 

una corte de distrito el aplazar la primera comparecencia en 

un juicio de desahucio para un término posterior al de 10 días. 

Más v. Borinquen Sugar Co., 18 D.P.R. 304 (1912). 

 El tener el abogado de una parte ocupaciones perentorias en 

una corte de distrito en otro sitio no es razón suficiente por sí 

sola para pedir a una corte que aplace la primera 

comparecencia en un juicio de desahucio. Más v. Borinquen 

Sugar Co., 18 D.P.R. 304 (1912). 

 Existe abuso de discreción por parte de un tribunal cuando 

claramente resulta que se ha cometido una injusticia, como 

negar la suspensión de la primera comparecencia bajo las 

circunstancias reveladas en la segunda moción de la 

demandada. Más v. Borinquen Sugar Co., 18 D.P.R. 304 

(1912). 

 El único objeto y fin de la acción de desahucio es determinar el 

derecho de la parte demandante a la posesión de la finca objeto 

del litigio y es una defensa impertinente e insuficiente la 

alegación del demandado de que la finca objeto del desahucio 

ha sido embargada juntamente con los cánones del 

arrendamiento y se halla bajo la acción judicial de la Corte de 

Distrito de San Juan. Puig v. Soto, 18 P.R.R. 130, 18 P.R. Dec. 

132, 1912 PR Sup. LEXIS 33 (P.R. 1912). 

 En una demanda de desahucio es necesario que el demandante 

exprese con qué carácter establece su acción, es decir, si con el 

de dueño, usufructuario, o por virtud de qué título o derecho 

reclama el disfrute de la propiedad; de la demanda debe 

aparecer que el demandante tiene derecho a la posesión de la 

finca, pues de lo contrario la demanda no expresará una causa 

de acción. Echevarría v. Molinary, 14 P.R.R. 153, 14 P.R. Dec. 

159, 1908 PR Sup. LEXIS 29 (P.R. 1908). 

 Véanse también las anotaciones bajo las secs. 2821 y 2826 de 



 

   

este título. 
  2. Ley anterior.  

 Las Reglas de Enjuiciamiento Civil de 1943 [derogadas por la 

Regla 72 de Procedimiento Civil, 1958, Ap. II de este título] no 

son aplicables al procedimiento de desahucio. Hernández v. 

Tribunal Superior, 79 D.P.R. 477 (1956); Roger v. Torres, 71 

D.P.R. 852 (1950). 

 La acción de desahucio bajo la anterior Ley de Enjuiciamiento 

Civil, arts. 1559 et seq. de este título, debía ajustarse al juicio 

ordinario, que era el único establecido por el Código de 

Enjuiciamiento Civil de 1904, aun antes de la aprobación de 

este capítulo. Cordero v. The Porto Rico Publishing Company, 

9 P.R.R. 285, 9 P.R. Dec. 315, 1905 PR Sup. LEXIS 169 (P.R. 

1905). 
  3. Familias insolventes.  

 La función de preparar los estudios socioeconómicos y 

someter los informes correspondientes al tribunal que esta 

sección le asigna al Secretario de la Vivienda, puede ser 

subdelegada por éste en cualquier funcionario subalterno, 

inclusive en los trabajadores sociales de la Corporación de 

Renovación Urbana y Vivienda (C.R.U.V.). Op. Sec. Just. 

Núm. 36 de 1986. 

 En casos de desahucios de familias de probada insolvencia el 

Departamento de Servicios Sociales y el Departamento de la 

Vivi enda prepararán y someterán al tribunal, por separado, el 

informe que corresponda a cada Departamento. Op. Sec. Just. 

Núm. 36 de 1986. 
§ 2825. Emplazamiento 
Si no se encontrase el demandado en el lugar del juicio o no tuviere en él su 
domicilio, se entenderá la citación con la persona que en cualquier forma 
estuviere encargada en su nombre del cuidado de la finca en dicho lugar. 
Al citarse al demandado se le apercibirá de que no compareciendo por sí o por 
legítimo apoderado se decretará el desahucio sin más citarlo ni oírlo. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 624. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 5; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1574. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El hecho de que la sentencia de desahucio conste que el 

señalamiento hecho en el caso era para las primera y segunda 

comparecencias cuando sólo era para celebrar la primera no 

justifica dejarla sin efecto si la demanda fue declarada con 

lugar y se decretó el desahucio por la incomparecencia de la 

parte demandada por sí o por legítimo apoderado. Coll v. 

Tribunal del Distrito Judicial de San Juan, 68 P.R.R. 114, 68 

P.R. Dec. 122, 1948 PR Sup. LEXIS 222 (P.R. 1948). 

 El hecho de no haberse resuelto una moción de suspensión de 

vista de un desahucio no justifica dejar sin efecto la sentencia 

dictada luego de tal vista, ya que al proceder la corte a ella 

implica la desestimación de la moción, especialmente si la 

sentencia se dicta por la incomparecencia de la parte y la 

determinación de si la negativa a suspender estuvo justificada 

queda sometida a la corte al solicitársele que la deje sin efecto. 

Coll v. Tribunal del Distrito Judicial de San Juan, 68 P.R.R. 

114, 68 P.R. Dec. 122, 1948 PR Sup. LEXIS 222 (P.R. 1948). 

 Un tribunal abusa de su discreción al negarse a suspender la 

comparecencia en un desahucio cuando con ello claramente 

comete una injusticia; y tal injusticia se comete cuando el 

motivo para la suspensiónðausencia del abogado y 

enfermedad del sustitutoðse consideró suficiente para 

decretar una suspensión anterior, la suspensión denegada se 

solicitó por sólo unos días, con ella no se perjudicaban 

derechos de la parte contraria y por la indefensión del 

solicitante en la vista celebrada, al no comparecer a ella, se le 

priva de una sentencia a su favor obtenida en la corte 

sentenciadora. Coll v. Tribunal del Distrito Judicial de San 

Juan, 68 P.R.R. 114, 68 P.R. Dec. 122, 1948 PR Sup. LEXIS 



 

   

222 (P.R. 1948). 

 En un desahucio, tanto la orden judicial de citación a los 

demandados como el emplazamiento que en el caso se expida 

deben contener el apercibimiento requerido por esta sección. 

Muñiz v. Corte, 66 P.R.R. 427, 66 P.R. Dec. 449, 1946 PR Sup. 

LEXIS 160 (P.R. 1946). 

 En un pleito de desahucio en el que tanto la orden judicial de 

citación como el emplazamiento expedidos contengan el 

apercibimiento requerido por esta sección, dicho 

emplazamiento es válido y suficiente para conferir jurisdicción 

a la corte aun cuando el alguacil no hiciera constar en su 

certificado de diligenciamiento que hizo dicho apercibimiento 

de palabra a los demandados al entregarles copia del mismo. 

Muñiz v. Corte, 66 P.R.R. 427, 66 P.R. Dec. 449, 1946 PR Sup. 

LEXIS 160 (P.R. 1946). 

 Cuando en respuesta a la citación hecha en el caso sólo el 

demandado en desahucio asiste a la primera comparecencia, el 

debido proceso de ley exige se notifique a las partes del nuevo 

señalamiento, no siendo necesario entonces expedir y 

diligenciar un nuevo emplazamiento con todas las 

formalidades de ley; en tal caso basta que se notifique a las 

partes la fecha señalada para el indicado objeto. Guerrero v. 

Corte, 56 P.R.R. 164, 56 P.R. Dec. 172, 1940 PR Sup. LEXIS 

343 (P.R. 1940). 

 Cuando en respuesta a la citación héchale, el demandado en 

desahucio asiste a la primera comparecencia y por no llevarse 

ésta a cabo, la misma se señala de nuevo para una fecha 

posterior, cualquier defecto en la notificación o citación para el 

nuevo señalamiento es inmaterial, por haber adquirido la corte 

jurisdicción sobre el demandado al asistir él a la primera 

comparecencia sin impugnar el emplazamiento héchole para la 

misma. Guerrero v. Corte, 56 P.R.R. 164, 56 P.R. Dec. 172, 

1940 PR Sup. LEXIS 343 (P.R. 1940). 

 La notificación del emplazamiento o la citación en un 

procedimiento de desahucio puede hacerse por persona 



 

   

particular que reúna los requisitos estatutarios y no 

necesariamente por el alguacil de la corte. Vendrell v. Corte 

Municipal, 48 P.R.R. 156, 48 P.R. Dec. 161, 1935 PR Sup. 

LEXIS 272 (P.R. 1935). 

 La omisión del apercibimiento ordenado por esta sección 

constituye un defecto sustancial que vicia de nulidad el 

emplazamiento por privar al demandado del derecho a que se 

le informe de lo que puede ocurrirle si no comparece. Andino 

v. Canales, 26 P.R.R. 122, 26 P.R. Dec. 134, 1918 PR Sup. 

LEXIS 15 (P.R. 1918). 

 Carece de finalidad práctica, y no existe causa alguna especial 

que exija su expedición, un auto de certiorari  para revisar una 

resolución dictada en un juicio de desahucio por la que se 

declara nulo el emplazamiento del demandado y se ordena un 

nuevo emplazamiento, porque la continuación del 

procedimiento depende del mismo demandante que habrá en 

todo caso de practicar un nuevo emplazamiento para poder 

hacer un nuevo señalamiento dentro los diez días siguientes, y 

porque la práctica del nuevo emplazamiento ningún perjuicio 

causa al demandante, pues, aunque se anulara la resolución, 

siempre tendría que ser citado el demandado para la nueva 

comparecencia que se ordenara. Rubio v. Rodríguez, 25 D.P.R. 

182 (1917). 

 Es insuficiente una petición de certiorari  para que se revise 

una resolución dictada en un juicio de desahucio por la que se 

declara nulo el emplazamiento del demandado y se ordena un 

nuevo emplazamiento, cuando no se alega que al diligenciarse 

la citación se apercibiera al demandado de que no 

compareciendo por sí o por medio de legítimo apoderado se 

decretaría el desahucio sin más citarlo ni oírlo, según previene 

esta sección. Rubio v. Rodríguez, 25 D.P.R. 182 (1917). 

 No es bastante que se consigne que el encargado vivía en el 

mismo domicilio del demandado, pues ese hecho no es por sí 

solo suficiente para inferir que estaba encargado de la finca en 

nombre de él. Hernández v. Rosado, 22 D.P.R. 387 (1915). 



 

   

 Si el diligenciamiento de una citación es a tal extremo 

defectuoso que no puede el tribunal adquirir jurisdicción sobre 

la persona del demandado por no contener a ese fin cuanto es 

necesario de acuerdo con la ley, entonces es nula la sentencia 

dictada sin jurisdicción, siendo inmateriales los hechos que 

después de ella se aduzcan para subsanar el diligenciamiento. 

Hernández v. Rosado, 22 D.P.R. 387 (1915). 

 En el presente caso el emplazamiento, que fue servido con una 

copia de la demanda, contenía el apercibimiento de que, en 

caso de no comparecer el demandado, se continuaría el pleito 

por todos sus trámites sin más citarlo ni oírlo hasta dictarse la 

sentencia que proceda, y habiéndose alegado que de acuerdo 

con esta sección debía contener el apercibimiento de que en 

caso de no comparecer el demandado se decretará desahucio 

sin más citarlo ni oírlo, se declaró que en dicho emplazamiento 

se cumple substancialmente y de un modo suficiente con las 

prescripciones de la ley en lo que respecta al apercibimiento 

contenido en la misma, y que el defecto técnico alegado no 

afecta ningún derecho sustancial del demandado. LÓpez v. 

MelÉndez, 22 P.R.R. 145, 22 P.R. Dec. 156, 1915 PR Sup. 

LEXIS 384 (P.R. 1915). 

 Si en un caso de desahucio el demandado dejare de 

comparecer al juicio verbal para el que haya sido citado, se 

estimará que está conforme con los hechos expuestos en la 

demanda, y se dictará sentencia en rebeldía. Rivera v. Rivera 

et al., 6 D.P.R. 213, 1904 PR Sup. LEXIS 194 (P.R. 1904). 
  2. Interpretación.  

 Esta sección sobre el apercibimiento al demandado debe ser 

interpretada en relación con los demás preceptos de la Ley de 

Desahucio, secs. 2821 a 2838 de este título, y de un modo 

liberal. LÓpez v. MelÉndez, 22 P.R.R. 145, 22 P.R. Dec. 156, 

1915 PR Sup. LEXIS 384 (P.R. 1915). 
§ 2826. Procedimiento durante el juicio; sentencia 
El día de la comparecencia se celebrará el juicio y en él expondrán por su orden 
las partes lo que a su derecho conduzca y formularán en el acto toda la prueba 



 

   

que les convenga. Terminadas las pruebas, el juez o el tribunal en su caso 
dictará la sentencia, declarando haber o no ha lugar al desahucio, dentro de un 
término mandatorio no mayor de diez (10) días. Disponiéndose, que las 
excepciones previas y todas las que el demandado haya de alegar deberán 
aducirse al contestar la demanda. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 625; Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 3; Junio 5, 

2011, Núm. 86, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 6; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1579. 
    Enmiendas  

      ð2011.  

La ley de 2011 suprimi· ñy admitida la que se estime 

pertinente, se practicará dentro de un plazo que no podrá en 

ning¼n caso exceder de diez (10) d²as laborablesò despu®s de 

ñque les convengaò en la primera oraci·n; y en la segunda 

oraci·n a¶adi· ñhaò antes de ñlugarò, sustituy· ñdirectivoò 

con ñmandatorioò, y suprimi· ñlaboralesò despu®s de ñd²asò. 
    ð2007.  

La ley de 2007 a¶adi· ñlaboralesò al final de la primera 

oraci·n, y, en la segunda oraci·n, sustituy· ñdentro del 

t®rmino m§s breve posibleò con ñdentro de un t®rmino 

directivo no mayor de diez (10) d²as laboralesò e introdujo 

cambios menores de redacción. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 

Junio 5, 2011, Núm. 86. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Cuestiones de derecho.  

3. Evidencia.  



 

   

4. Sentencia.  

  1. En general.  

 Ni las Reglas de Enjuiciamiento Civil de 1943 eran, ni las 

Reglas de Procedimiento Civil de 1958 son aplicables a los 

procedimientos de desahucio. Cesaní v. Carlo, 86 D.P.R. 407 

(1962); Roger v. Torres, 71 D.P.R. 852 (1950). 

 Una persona en servicio militar no tiene derecho a la 

suspensión de procedimientos de desahucio seguidos en su 

contra cuando ella no ha ofrecido prueba para establecer que 

su habilidad para llevar su defensa estaba sustancialmente 

afectada por su servicio militar. Casanova v. Sánchez, 79 

P.R.R. 166, 79 P.R. Dec. 176, 1956 PR Sup. LEXIS 152 (P.R. 

1956). 

 Cuando celebrada la primera comparecencia en un desahucio 

las partes estipulan posponer y posponen indefinidamente la 

segunda, celebran luego conversaciones para resolver el caso 

fuera de corte y dos años después se permite sin oposición al 

demandado radicar una contestación enmendada, la corte hace 

buen uso de su discreción al dejar sin efecto dicha primera 

comparecencia a instancia del demandado para permitirle 

ofrecer prueba para sostener esa contestación, con mayor 

razón si no hay perjuicio. Escudero v. Mulero, 63 P.R.R. 551, 

63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. LEXIS 176 (P.R. 1944). 

 Las disposiciones de esta sección son estrictamente aplicables, 

tanto a casos de desahucio como de reclamación de alimentos, 

cuando se radican ante la corte con jurisdicción y competencia 

para conocer de los mismos, o desde el momento en que los 

casos se trasladan a la corte competente que es la que tiene 

autoridad y competencia para convocar a las partes para la 

celebración de la primera comparecencia. Pagán v. Corte, 62 

P.R.R. 666, 62 P.R. Dec. 694, 1943 PR Sup. LEXIS 110 (P.R. 

1943). 

 Tanto en casos de desahucio como de alimentos en los que los 

demandados sean citados ante una corte sin jurisdicción o 

competencia para conocer de ellos, la mejor práctica es que 



 

   

dichos demandados presenten en la primera comparecencia su 

contestación y petición de traslado a la corte correspondiente. 

De ser procedente el traslado, las partes no están obligadas a 

proponer prueba alguna, lo que se hará ante la corte a que el 

caso sea trasladado en la primera comparecencia señalada por 

ella. Pagán v. Corte, 62 P.R.R. 666, 62 P.R. Dec. 694, 1943 PR 

Sup. LEXIS 110 (P.R. 1943). 

 En la tramitación de una apelación en pleito de desahucio 

procedente de una corte municipal, el demandado apelante 

tiene derecho a que en la corte de distrito se celebren las dos 

comparecencias que disponen las secs. 2824 y 2826 de este 

título, a no ser que tal derecho sea renunciado. Pérez v. Corte, 

58 P.R.R. 532, 58 P.R. Dec. 528, 1941 PR Sup. LEXIS 288 (P.R. 

1941). 

 Una corte no tiene autoridad para combinar las dos 

comparecencias estatutarias a no ser por consentimiento del 

demandado o por renuncia; la disposición que exige dos 

comparecencias es imperativa. Avalo v. Corte, 39 P.R.R. 764, 

39 P.R. Dec. 847, 1929 PR Sup. LEXIS 185 (P.R. 1929). 

 Si en la fecha señalada, la corte, después de oír la prueba del 

demandante, permite al demandado que comparezca 

posteriormente para presentar la suya, tal permiso de la corte 

no subsana el habérsele obligado a entrar en juicio sin conocer 

la prueba del demandante. Avalo v. Corte, 39 P.R.R. 764, 39 

P.R. Dec. 847, 1929 PR Sup. LEXIS 185 (P.R. 1929). 

 Si bien es cierto que esta sección dispone que las pruebas 

propuestas en la primera comparecencia se practicarán dentro 

de un plazo que no podrá en ningún caso exceder de diez días, 

este término no es fatal y puede ser prorrogado por la corte 

bajo la autoridad que es inherente a sus funciones judiciales. 

García v. Brignoni, 22 D.P.R. 356 (1915). 
  2. Cuestiones de derecho.  

 Una demanda de desahucio debe ser declarada sin lugar 

cuando por la parte demandada se plantea una cuestión 



 

   

sustancial de título. Ríos v. Román, 71 P.R.R. 193, 71 P.R. Dec. 

207, 1950 PR Sup. LEXIS 255 (P.R. 1950). 

 Cuando el demandado en desahucio presenta un principio de 

prueba tendiente a demostrar que está en posesión de la finca 

en concepto de dueño, la demanda debe declararse sin lugar 

por no poderse ventilar dentro del procedimiento cuestión 

alguna de título. Negrón v. Corujo, 67 P.R.R. 371, 67 P.R. Dec. 

398, 1947 PR Sup. LEXIS 73 (P.R. 1947); Escudero v. Mulero, 

63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. LEXIS 176 (P.R. 

1944). 

 Al resolverse en un desahucio que se ha suscitado un conflicto 

de títulos, la corte no dirime una cuestión de hecho, sino de 

derecho. Ramos v. Avilés, 58 P.R.R. 727, 58 P.R. Dec. 726, 1941 

PR Sup. LEXIS 313 (P.R. 1941). 
  3. Evidencia.  

 En un desahucio en precario, el actor debe en primera 

instancia probar prima facie su caso, o sea, debe presentar 

prueba de su título sobre la finca, de que esa finca es la misma 

que está en posesión del demandado y de que esa posesión es 

una en precario. Meléndez v. Pacheco, 75 D.P.R. 95 (1953). 

 Cuando en un desahucio en precario el demandante sólo 

presenta prueba de su título a la propiedad y en cuanto a la 

posesión de los demandados descansa en alegadas admisiones 

en la contestación que admiten tal posesión pero calificándola 

de en concepto de dueño, de buena fe y no interrumpida por 

más de diez años y, descansando en tal alegación en su 

contestación, los demandados no presentan prueba alguna, en 

tales circunstancias y en bien de la justicia la sentencia en el 

caso debe revocarse y el caso devolverse para que ambas partes 

tengan la oportunidad de presentar prueba para sostener sus 

respectivas pretensiones. Meléndez v. Pacheco, 75 D.P.R. 95 

(1953). 

 En un desahucio en precario en el cual el demandado y la 

interventora alegan que ésta es dueña de la propiedad a título 



 

   

de legado, un supuesto testamento abierto es inadmisible en 

evidencia para probar tal extremo cuando el mismo se refiere a 

una propiedad situada en un lugar distinto a aquél en que 

radica la que es objeto de la demanda en el caso, con mayor 

razón si del mismo no surge título de clase alguna a favor del 

demandado ni de la interventora. Crespo v. Irizarry, 71 D.P.R. 

963 (1950). 

 Para que al surgir una cuestión de título la demanda de 

desahucio pueda declararse sin lugar, no basta el ofrecimiento 

como prueba de un título inexistente. Es menester prueba 

suficientemente robusta para que legalmente pueda impedirse 

que la acción prospere. Crespo v. Irizarry, 71 D.P.R. 963 

(1950). 

 En acción de desahucio que envuelva una propiedad adquirida 

durante la relación concubinaria, prueba de que los 

concubinos convinieron invertir el producto de un premio 

obtenido en comprarle una casa a los hijos de ambos nacidos 

de esa relación; de que violando tal convenio el concubino 

adquirió la casa a su nombre y el de su padre, y de que con el 

conocimiento y consentimiento de éstos la concubina y los hijos 

han vivido la casa desde que la adquirieron hasta que se inició 

el desahucio contra ella, es bastante, unida a prueba de la 

forma en que la demandante en desahucio adquirió la totalidad 

de la propiedad, para presentar un genuino conflicto de 

títulosðen cuanto al derecho de propiedad que puedan tener 

los hijos sobre la casa y solar objeto del desahucioðel cual no 

puede ser resuelto dentro del pleito. Roger v. Torres, 71 D.P.R. 

852 (1950). 

 Apareciendo de la prueba creída por la corte a quo que el 

demandado en desahucio arrendó la finca objeto del pleito a la 

anterior dueña y que en dicha finca construyó dos casas sin 

que la dueña se opusiera a ello, la conclusión de dicha corte de 

que el demandado tenía dos casas en la finca mencionada no 

será intervenida en apelación. Santos v. Torres, 66 P.R.R. 421, 

66 P.R. Dec. 443, 1946 PR Sup. LEXIS 158 (P.R. 1946). 



 

   

 La admisión provisional de prueba presentada para sostener 

defensas especiales levantadas en la contestación del caso a fin 

de la corte resolver, luego de estudiarlas, sobre sus méritos, no 

es motivo para revocar en ausencia de perjuicio. Escudero v. 

Mulero, 63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR Sup. LEXIS 

176 (P.R. 1944). 

 Prueba documental ofrecida para sostener defensas especiales 

levantadas en la contestación es admisible en evidencia. 

Escudero v. Mulero, 63 P.R.R. 551, 63 P.R. Dec. 574, 1944 PR 

Sup. LEXIS 176 (P.R. 1944). 

 En acción de desahucio instada por el adjudicatario de una 

finca vendida en subasta para pago de contribuciones, prueba 

que tienda a demostrar que más de un año después de esa 

venta y adjudicación uno de los demandados celebró un 

contratoðcuyos términos se desconocenðcon uno de los 

herederos del contribuyente moroso para sembrar y trabajar 

en la finca, por sí sola no levanta conflicto alguno de títulos que 

haga improcedente el desahucio en cuestión. Cólon v. Rivera, 

61 D.P.R. 560 (1943). 

 Prueba de un demandado en desahucio de la cual no surja 

título alguno a su favor sobre el predio que, incluido según 

alega en terreno del demandante, reclama como suyo es 

insuficiente para destruir la acción posesoria de demandantes 

que han probado su título al terreno en cuestión. Franceschi v. 

Claudio Elena, 51 D.P.R. 495 (1937). 

 Teniendo la parte demandada en desahucio derecho a atacar 

el título del demandante como simulado, prueba tendente a 

demostrar la nulidad absoluta de ese título es admisible y 

puede tomarse en consideración para dictar sentencia. Colón v. 

Colón, 51 P.R.R. 95, 51 P.R. Dec. 97, 1937 PR Sup. LEXIS 348 

(P.R. 1937). 

 Cuando la prueba en pleito de desahucio suscita en su 

totalidad una verdadera controversia sobre la nulidad absoluta 

del título de la parte demandante, ello basta para justificar una 

sentencia declarando sin lugar la demanda. Colón v. Colón, 51 



 

   

P.R.R. 95, 51 P.R. Dec. 97, 1937 PR Sup. LEXIS 348 (P.R. 

1937). 

 Antes de que el conflicto de títulos pueda surgir en una acción 

de desahucio en precario en la cual el demandado alega ser 

dueño de una casa enclavada en el terreno objeto del 

desahucio, es necesario que el demandado presente prueba 

tendente a demostrar en cierto modo el dominio de la casa. 

Prueba al efecto de que ha vivido en ella por más de treinta 

años y le ha hecho reparaciones no es suficiente para levantar 

el conflicto de títulos conforme lo define la jurisprudencia. 

Schuck v. Verdejo, 43 P.R.R. 64, 43 P.R. Dec. 68, 1932 PR Sup. 

LEXIS 358 (P.R. 1932). 

 Cuando el título de la propiedad de que se trata en el 

procedimiento de desahucio está directamente envuelto en un 

litigio pendiente, los autos de tal litigio son relevantes y 

pertinentes al procedimiento a los efectos de determinar la 

posible existencia de un conflicto de títulos y admisible como 

prueba en el mismo. Sucesión Dávila v. Collazo, 41 D.P.R. 174 

(1930). 

 Habiendo probado el demandado en el juicio del pleito 

ordinario de desahucio que estableció la demandante que el 

título de ésta es nulo porque proviene de la venta judicial 

ordenada en procedimiento ejecutivo hipotecario por una corte 

sin jurisdicción, se revocó la sentencia que ordenaba el 

lanzamiento. Blondet v. Benítez, 33 P.R.R. 394, 33 P.R. Dec. 

409, 1924 PR Sup. LEXIS 290 (P.R. 1924). 

 La corte de distrito actúa justamente al declarar sin lugar una 

demanda basada en un contrato cuya naturaleza no puede 

determinarse en un juicio de desahucio, aunque tal convenio 

hubiere sido celebrado por el anterior dueño de la finca, 

ratificado al morir éste por su viuda, e iniciado el juicio por 

apoderado sin instrucciones especiales. Preston v. Luyando, 31 

P.R.R. 327, 31 P.R. Dec. 343, 1923 PR Sup. LEXIS 243 (P.R. 

1923). 

 En una acción de desahucio le basta al demandante, para 



 

   

probar que es dueño de la finca en litigio, presentar su título 

inscrito en el registro; y no tiene necesidad de presentar 

ninguna certificación negativa del registrador en la que se 

exprese que del libro diario del registro no aparece asiento 

alguno de haberse presentado algún título transmitiendo la 

propiedad a otra persona. Cabassa v. Reyes, 27 P.R.R. 333, 27 

P.R. Dec. 360, 1919 PR Sup. LEXIS 441 (P.R. 1919). 

 Es prueba suficiente para decretar el desahucio en precario 

cuando el demandante no sólo presentó su título de propiedad 

sobre la finca inscrito en el registro sino que probó, además, 

que el demandante había construido con dinero y materiales 

suyos la casa que por condescendencia de éste y que sin pagar 

canon o merced alguna ocupa y detenta el demandado. 

Cabassa v. Reyes, 27 P.R.R. 333, 27 P.R. Dec. 360, 1919 PR 

Sup. LEXIS 441 (P.R. 1919). 

 La prueba contradictoria en cuanto a los términos en que el 

demandado vivía la casa en litigio, habiendo sido resuelta en 

favor del demandante, no se revocará el fallo de la corte 

sentenciadora a menos que se justifique que su decisión fue 

errónea. Cabassa v. Reyes, 27 P.R.R. 333, 27 P.R. Dec. 360, 

1919 PR Sup. LEXIS 441 (P.R. 1919). 

 Si en un juicio de desahucio el demandado alegare que posee 

con justo título, y no justificare cumplidamente tal excepción, 

éste deberá desestimarse. Banco Territorial y Agrícola v. 

Arvelo, 7 P.R.R. 551, 7 P.R. Dec. 566, 1904 PR Sup. LEXIS 324 

(P.R. 1904). 
  4. Sentencia.  

 Los tribunales no deben decretar un desahucio por una causal 

no invocada por el arrendador demandante. Llavat Cristy v. 

Pérez Pérez, 115 P.R. Dec. 273, 1984 PR Sup. LEXIS 106 (P.R. 

1984). 

 Una sentencia por consentimiento es válida y no puede ser 

atacada colateralmente de haberse dictado por una corte con 

jurisdicción sobre la materia y sobre las partes. Suárez v. 



 

   

Betancourt, 64 P.R.R. 447, 64 P.R. Dec. 469, 1945 PR Sup. 

LEXIS 100 (P.R. 1945). 

 El error al permitir la corte que transcurrieran 48 días para 

dictar sentencia de desahucio no era uno que daba lugar a la 

revocación. Alonso v. Nieves, 50 P.R.R. 678, 50 P.R. Dec. 710, 

1936 PR Sup. LEXIS 249 (P.R. 1936). 

 Fallada definitivamente la única cuestión controvertida en un 

procedimiento de injunction  que debía surtir efecto mientras 

se resolviesen determinados pleitos de desahucio, resueltos 

éstos y firmes y ejecutorias las sentencias dictadas en ellos, la 

corte carece de facultad para, año y meses después de resuelto 

dicho pleito de injunction , imponer costas y honorarios de 

abogado al demandado, máxime cuando deja de oír a la parte 

interesada. Bianchi v. Bianchi, 45 P.R.R. 732, 45 P.R. Dec. 755, 

1933 PR Sup. LEXIS 145 (P.R. 1933). 

 Una sentencia desestimando la demanda de desahucio por 

falta de jurisdicción es una dentro del procedimiento de 

desahucio; y cuando el demandado radica el memorándum de 

costas después de diez días contados desde que la sentencia por 

no haberse apelado se hizo firme, la concesión de costas es 

improcedente por falta de jurisdicción. Arriví v. Rivera, 33 

D.P.R. 953 (1925). 

 La única declaración que puede contener la sentencia de 

desahucio es si procede o no declararlo con lugar y en caso 

afirmativo ordenar el desalojo de la finca; no se establece ese 

procedimiento para obtener el cobro de cantidades debidas por 

arrendamientos, pues sus defensas son limitadas, aunque la 

falta de pago de ellos es uno de los casos que dan lugar al 

desahucio, y por tanto, no teniendo cuantía el juicio de 

desahucio, no procede en él la condena de honorarios de 

abogado. Finlay v. R. Fabián & Cía., 24 P.R.R. 140, 24 P.R. 

Dec. 152, 1916 PR Sup. LEXIS 634 (P.R. 1916). 
§ 2827. Presentación de evidencia 
Las pruebas documentales de que hayan de valerse el demandante y el 
demandado, respectivamente, deberán presentarse en el acto de la 
comparecencia prescrita en la sec. 2824 de este título. 



 

   

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 626. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 7. 
§ 2828. Derogada. Ley de Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 4, ef. Septiembre 
27, 2007. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Esta sección, que procedía del art. 627 del Código Enj. Civil, 

1933, disponía sobre la inclusión del caso en el calendario. 
§ 2829. Prueba en el juicio por falta de pago 
Cuando la demanda se fundamenta en la falta de pago del canon o precio 
convenido en un contrato, no se admitirá al demandado otra prueba que la del 
recibo o cualquier otro documento en que conste haberse verificado el pago. 
Las pruebas de ambas partes comprenderán los hechos fundamentales de la 
cuestión principal. 
En tales casos podrá el tribunal, a modo de excepción y únicamente a solicitud 
de parte interesada, permitir la acumulación de una reclamación en cobro de 
dinero, fundamentada en la falta de pago del canon o precio en que se basa la 
reclamación de desahucio, con esta última en el mismo procedimiento judicial 
sobre desahucio, siguiendo el procedimiento señalado en las secs. 2241 et seq. 
de este título para dicho recurso legal especial. De ninguna forma se interpretará 
la acumulación o tramitación conjunta de ambas acciones en perjuicio o 
menoscabo de las garantías y términos establecidos en las secs. 2821 a 2838 
de este título, incluyendo las disposiciones relativas al lanzamiento del 
demandado. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 628; Agosto 7, 1998, Núm. 197, art. 2; renumerado como 

art. 627 en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 4. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 9; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1579. 
    Codificación.  

Se sustituy· en el rubro ñrecursoò con ñjuicioò para ajustarlo 

al contenido de la sección. 
    Enmiendas  

      ð1998.  



 

   

La ley de 1998 introdujo cambios menores de redacción en el 

primer párrafo y adicionó un tercer párrafo. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 7, 1998, Núm. 197. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En la causa de desahucio por falta de pago, desahucio es ante 

todo rescisión, después lanzamiento; la acción de desahucio 

lleva ínsita la acción de resolución. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 

118 P.R. Dec. 733, 1987 PR Sup. LEXIS 121 (P.R. 1987). 

 No procede la resolución del arrendamiento por falta de pago 

ni el desahucio cuando la falta de pago obedeció a culpa del 

propio arrendador. Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 P.R. Dec. 

733, 1987 PR Sup. LEXIS 121 (P.R. 1987). 

 Un arrendador que luego de demandar en desahucio a su 

inquilino por falta de pago reciba, dentro de las circunstancias 

que aquí concurren, una carta de su arrendatario conteniendo 

un cheque en pago del canon de arrendamiento de un mes 

posterior a aquel por cuya falta de pago instó el desahucio y lo 

devuelva, no da derecho al demandado a que se desestime el 

desahucio. Orsini v. Sánchez, 67 P.R.R. 191, 67 P.R. Dec. 207, 

1947 PR Sup. LEXIS 34 (P.R. 1947). 

 Un arrendador que ha instado desahucio contra su inquilino 

por falta de pago del canon convenido no viene obligado a 

renunciar su derecho a obtener una sentencia en el pleito por el 

mero hecho de que tenga en su poder un cheque bancario 

expedido a la orden de ambos para garantizar el cumplimiento 

del contrato de arriendo. Orsini v. Sánchez, 67 P.R.R. 191, 67 

P.R. Dec. 207, 1947 PR Sup. LEXIS 34 (P.R. 1947). 

 Esta sección no es aplicable a un desahucio por falta de pago 

en el cual los demandados niegan la existencia de contrato 

alguno de arrendamiento y por el contrario afirman que han 

venido poseyendo y poseen los bienes de que se trata en virtud 



 

   

de título. Brunet v. Corte, 45 P.R.R. 871, 45 P.R. Dec. 901, 1933 

PR Sup. LEXIS 171 (P.R. 1933). 

 En desahucio fundado en la falta de pago del canon convenido, 

el demandado tiene derecho a probar que su posesión no se 

basa en contrato alguno de arrendamiento y sí en un título 

sobre la propiedad objeto del desahucio. Brunet v. Corte, 45 

P.R.R. 871, 45 P.R. Dec. 901, 1933 PR Sup. LEXIS 171 (P.R. 

1933). 

 El interpre tar esta sección en el sentido de que en todas las 

acciones de desahucio establecidas por falta de pago, la única 

defensa del demandado es la presentación del recibo o 

cualquier otro documento en que conste haberse verificado el 

pago, sería ir contra la intención de la Legislatura. Más v. 

Borinquen Sugar Co., 18 D.P.R. 304 (1912). 

 El juicio de desahucio por falta de pago no es el adecuado para 

discutir cuestiones referentes al derecho de los demandados a 

poseer la finca objeto del mismo. Del Toro v. Arambarry et al., 

6 D.P.R. 62, 1904 PR Sup. LEXIS 164 (P.R. 1904). 
  2. Desahucio restringido.  

 La enmienda de esta sección por la Ley Núm. 268 de 1945, p. 

939, que ordenaba el archivo y sobreseimiento de la sentencia 

previo pago por el demandado, y disponía la presentación de 

evidencia en relación con la razonabilidad de los cánones, tan 

sólo estuvo en vigor hasta seis meses después del cese de las 

hostilidades de guerra entre Estados Unidos de América y 

Alemania, Italia y Japón. Igartúa v. Ruiz, 73 D.P.R. 354 (1952). 

 El remedio de la restricción del desahucio provisto tanto por 

esta sección según quedó enmendada por la Ley Núm. 268 de 

1945, como por la Ley de Alquileres Razonables Núm. 464 de 

1946, según ésta fue adicionada por la Ley Núm. 415 de 1947, 

17 L.P.R.A. sec. 209, al ser invocado en casos apropiados, no es 

procedente si la orden de suspensión de los procedimientos 

nada provee en cuanto al pago de costas y honorarios de 

abogado. Ortiz v. Cesaní, 68 D.P.R. 412 (1948). 



 

   

 Es tan sólo en los desahucios corrientes por falta de pago que 

el remedio de consignación concedido tanto por esta sección, 

según quedó enmendada por la Ley Núm. 268 de 1945, como 

por la Ley de Alquileres Razonables Núm. 464 de 1946, según 

ésta fue adicionada por la Ley Núm. 415 de 1947, 17 L.P.R.A. 

sec. 209, protege al demandado contra la acción del 

demandante tendiente a privarle de la posesión de la cosa 

arrendada, siempre que lo invoque antes de que se ponga 

punto final a los procedimientos con la ejecución de la 

sentencia en ellos dictada. Ortiz v. Cesaní, 68 D.P.R. 412 

(1948). 
§ 2830. Apelaciones 
En los juicios de desahucio la parte contra la cual recaiga sentencia podrá apelar 
la misma conforme a lo dispuesto en la Ley de la Judicatura de 2003, secs. 24 a 
25r del Título 4. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 629; Diciembre 4, 1998, Núm. 291, sec. 1; renumerado 

como art. 628 y enmendado en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 5. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 10. 
    Referencias en el texto.  

La referencia al Plan de Reorganización es a la Ley de Julio 28, 

1994, Núm. 1, anteriores secs. 22 a 23n del Título 4, que fue 

derogada por la Ley de Agosto 22, 2003, Núm. 201. 

Disposiciones similares vigentes, véanse las secs. 24 a 25r del 

Título 4. 
    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 sustituy· ñante el Tribunal de Circuito de 

Apelaciones conforme a lo dispuesto en el Plan de 

Reorganizaci·n N¼m. 1 de la Rama Judicial de Julio 28, 1994ò 

con ñconforme a lo dispuesto en la Ley de la Judicatura de 

2003, secs. 24 a 25r del T²tulo 4ò. 
      ð1998.  



 

   

La ley de 1998 enmendó esta sección en términos generales. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 4, 1998, Núm. 291. 

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.   

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Casos procedentes de la anterior corte municipal.  

3. Procedimientos iniciados en el anterior Tribunal Superior.  

4. Certiorari.  

  1. En general.  

 Si bien en los desahucios no se da por ley más de una 

apelación, ello no es óbice a que al revocar este tribunal 

sentencia en esos pleitos y devolver el caso para que se dicte 

otra declarando con lugar la demanda y se fije el término del 

desalojo, la así dictada entonces por la corte a quo no sea 

apelable; y siendo esta sentencia la única en el caso, puede ser 

recurrida a fin de que revise el ejercicio por la corte a quo de la 

discreción para fijar el término del lanzamiento. Pagán v. 

Otero, 69 D.P.R. 507 (1949). 

 En los juicios de desahucio, según esta sección, la jurisdicción 

del Tribunal Supremo está limitada únicamente a una 

apelación contra la sentencia sin que sea permitido apelar 

contra una resolución dictada en moción de nuevo juicio, pues 

no fue la intención de la Legislatura conceder dobles 

apelaciones en el mismo caso, aun cuando es dudoso el derecho 

a un nuevo juicio en pleitos de desahucio dentro de las 

prescripciones del Código de Enjuiciamiento Civil. Tilén v. 

Mena, 24 D.P.R. 815 (1917). 
  2. Casos procedentes de la anterior corte municipal.  

 Una sentencia de desahucio dictada por una corte de distrito 

en apelación de una corte municipal es inapelable por 

disposición expresa de la ley y adquiere el carácter de firme 



 

   

desde el instante en que se dicta. Bianchi v. Bianchi, 45 P.R.R. 

732, 45 P.R. Dec. 755, 1933 PR Sup. LEXIS 145 (P.R. 1933). 

 Procede desestimar por falta de jurisdicción en el Tribunal 

Supremo, una apelación en pleito de desahucio entablado ante 

una corte municipal, aun cuando la corte de distrito hubiera 

permitido una enmienda a la demanda. Romero v. Sanjurjo, 32 

P.R.R. 441, 32 P.R. Dec. 477, 1923 PR Sup. LEXIS 586 (P.R. 

1923). 

 Las resoluciones dictadas por cortes de distrito fijando el 

importe de costas concedidas en pleitos de desahucio 

procedentes de cortes municipales son inapelables. Díaz 

Hermanos v. Paláu, 32 D.P.R. 9 (1923). 

 El Tribunal Supremo carece de jurisdicción para conocer de 

una apelación de sentencia dictada en un caso de desahucio 

iniciado en una corte municipal. A. Hartman & Cía. v. 

Cividanes, 28 P.R.R. 29, 28 P.R. Dec. 32, 1920 PR Sup. LEXIS 

11 (P.R. 1920). 

 Las resoluciones dictadas por las cortes de distrito en las 

apelaciones interpuestas en los casos de desahucio procedentes 

de las cortes municipales no son apelables para ante el 

Tribunal Supremo. El Barón Du Laurence D'Oiselay v. 

Aponte, 10 P.R.R. 492, 10 P.R. Dec. 519, 1906 PR Sup. LEXIS 

229 (P.R. 1906). 
  3. Procedimientos iniciados en el anterior Tribunal Superior.  

 Al conceder el derecho de apelar ante el Tribunal Supremo las 

sentencias del Tribunal Superior en casos de desahucio allí 

iniciados, el legislador tuvo en mente el procedimiento 

apelativo que establecía el Código de Enjuiciamiento Civil. 

Andino v. Fajardo Sugar Co., 82 P.R.R. 81, 82 P.R. Dec. 85, 

1961 PR Sup. LEXIS 309 (P.R. 1961). 

 En desahucios originados en el Tribunal Superior, el recurso 

de revisión o apelación, según fuere el caso, debe interponerse 

dentro del término de 30 días contados a partir del archivo en 

autos de la notificación de sentencia. Andino v. Fajardo Sugar 



 

   

Co., 82 P.R.R. 81, 82 P.R. Dec. 85, 1961 PR Sup. LEXIS 309 

(P.R. 1961). 
  4. Certiorari.  

 Cuando es improcedente tanto el recurso de apelación como el 

de revisión para revisar una resolución dictada por el Tribunal 

Superior en relación a una sentencia de desahucio dictada por 

el Tribunal de Distrito y apelada al Tribunal Superiorðpor no 

proceder una segunda apelación o revisiónðeste tribunal 

considerará el escrito de apelación como una solicitud de 

certiorari  a fin de considerar el caso en sus méritos. Viuda de 

Carmona v. Carmona, 93 D.P.R. 140 (1966). 

 Es adecuado el recurso de certiorari  para que este tribunal 

revise errores de derecho fundamentales cometidos por el 

Tribunal Superior en aquellos casos de desahucio apelados del 

Tribunal de Distrito. Viuda de Carmona v. Carmona, 93 

D.P.R. 140 (1966). 

 Un recurso de certiorari  interpuesto ante este Tribunalða 

diferencia de los recursos de apelación y revisiónðno suspende 

los procedimientos en el Tribunal Superior respecto a la 

sentencia o parte de la misma de la cual se apela o solicita 

revisión, a menos que así lo ordene este tribunal dentro del 

recurso de certiorari  bajo aquellas condiciones que estime 

procedentes para garantizar los derechos de un demandante 

victorioso en una acción de desahucio. Viuda de Carmona v. 

Carmona, 93 D.P.R. 140 (1966). 

 Ejecutada la sentencia dictada en pleito de desahucio, el auto 

de certiorari  no tiene finalidad práctica alguna para revisar 

actuaciones de la corte dentro del pleito en cuestión. González 

v. Corte Municipal, 65 P.R.R. 611, 65 P.R. Dec. 650, 1946 PR 

Sup. LEXIS 24 (P.R. 1946). 

 No siendo la sentencia de desahucio dictada por una corte de 

distrito en un caso procedente de la municipal apelable para 

ante nos, la omisión de dicha corte de cumplir con la Regla 

52(a) de las de Enjuiciamiento Civil, exponiendo los hechos 



 

   

probados y consignando sus conclusiones de derecho, no 

constituye error de procedimiento que justifique expedir un 

auto de certiorari  en el caso. Ramírez v. Corte, 65 P.R.R. 330, 

65 P.R. Dec. 351, 1945 PR Sup. LEXIS 54 (P.R. 1945). 

 Las cortes de distrito deben ser cautas al librar autos de 

certiorari  en casos de desahucio procedentes de las cortes 

municipales. Stiechll v. Corte Municipal, 61 P.R.R. 500, 61 P.R. 

Dec. 519, 1943 PR Sup. LEXIS 171 (P.R. 1943). 

 Siendo la apelación un derecho universal, las resoluciones 

dictadas en recursos de certiorari  establecidos para revisar 

cuestiones de jurisdicción o procedimiento en pleitos de 

desahucio son apelables, aunque en tales pleitos no se dé más 

que una apelación; por tal motivo las cortes de distrito deben 

ser cautas al librar autos de certiorari  en casos de desahucio 

procedentes de las cortes municipales. Agostini v. Corte 

Municipal, 33 P.R.R. 780, 33 P.R. Dec. 816, 1924 PR Sup. 

LEXIS 370 (P.R. 1924). 

 Dictada sentencia en un caso de desahucio en contra del 

demandado, éste no puede prescindir del recurso ordinario de 

apelación y escoger el certiorari  porque a su juicio es más 

rápido y eficaz para pedir que se anule la sentencia. Martínez 

v. Juez Municipal, 30 D.P.R. 135 (1922). 
§ 2831. Término para apelar 
Las apelaciones deberán interponerse en el término de cinco (5) días, contados 
desde la fecha de archivo en autos de la notificación de la sentencia, por las 
partes perjudicadas por la misma o sus abogados. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 630; Diciembre 4, 1998, Núm. 291, art. 1; renumerado 

como art. 629 en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 6; Junio 5, 2011, Núm. 86, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 11. 
    Enmiendas  

      ð2011.  

La Ley de 2011 sustituy· ñtreinta (30)ò con ñcinco (5)ò antes 

de ñd²asò. 



 

   

      ð1998.  

La ley de 1998 aumentó el término de 5 a 30 días y enmendó la 

sección en términos generales. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 4, 1998, Núm. 291. 

Junio 5, 2011, Núm. 86. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No se favorecerá una interpretación en cuanto al día en que 

comienza a correr un término para apelar que prive a una 

parte de su derecho de apelación. Viuda de Carmona v. 

Carmona, 93 D.P.R. 140 (1966). 

 Aun cuando en un documento de notificación de sentencia en 

un caso de desahucio se haga constar que con fecha 1ro de 

noviembre de 1963 se había archivado en los autos del caso 

copia de dicha notificación, se entenderá que la misma fue 

archivada el día en que dicha notificación fue remitida a las 

partes por el Secretario del Tribunal de Distrito, en el caso de 

autos, el día 12 de noviembre de 1963. Viuda de Carmona v. 

Carmona, 93 D.P.R. 140 (1966). 

 Radicada en tiempo una moción de reconsideración de 

sentencia, el término para apelar queda interrumpido desde la 

fecha de la radicación de dicha moción hasta la fecha en que se 

notifica a las partes la resolución del tribunal declarando sin 

lugar dicha moción de reconsideración. Viuda de Carmona v. 

Carmona, 93 D.P.R. 140 (1966). 

 Esta sección no requiere que la notificación de la sentencia de 

desahucio se haga a la parte perjudicada o a su abogado 

personalmente, ni tampoco autoriza expresamente su envío por 

correo. Vando v. Corte Mpal., 65 P.R.R. 6, 65 P.R. Dec. 6, 1945 

PR Sup. LEXIS 2 (P.R. 1945). 

 La notificación de una sentencia de desahucio dictada por una 

corte municipal queda cumplida mediante el envío por el 



 

   

secretario de la notificación por correo a la parte perjudicada, 

o a su abogado, y el archivo de copia de la misma con los autos 

del caso. Vando v. Corte Mpal., 65 P.R.R. 6, 65 P.R. Dec. 6, 

1945 PR Sup. LEXIS 2 (P.R. 1945). 

 Cuando la corte sentenciadora resuelve oír y oye a las partes 

sobre una moción de reconsideración de sentencia presentada 

en el casoðun desahucioðel término para apelar se computa 

a partir de la fecha de la notificación a la parte perdidosa de la 

resolución recaída sobre la moción. Ramos v. Avilés, 58 P.R.R. 

727, 58 P.R. Dec. 726, 1941 PR Sup. LEXIS 313 (P.R. 1941). 

 En casos de desahucio en que vigente el término para apelar se 

solicite la reconsideración de la sentencia y la moción se 

desestime después de la corte señalar una vista y oír a las 

partes, la apelación que se interponga cuatro días después de 

notificada esta última resolución está en tiempo. Ramos v. 

Avilés, 58 P.R.R. 727, 58 P.R. Dec. 726, 1941 PR Sup. LEXIS 

313 (P.R. 1941). 

 Cuando el escrito de apelación se radica expirado ya el 

término legal para apelar, este tribunal carece de jurisdicción 

para conocer del recurso y debe desestimarlo. Sellés v. 

Rodríguez, 57 D.P.R. 9 (1940). 

 Notificada la sentencia de desahucio en el caso de autos el 23 

de Agosto de 1938, un escrito de apelación radicado el 29 del 

mismo mes por ser el 28 día festivo, está en tiempo. J. González 

& Co. v. Aponte, 64 P.R.R. 371, 54 P.R. Dec. 390, 1939 PR Sup. 

LEXIS 664 (P.R. 1939). 

 El Tribunal Supremo carece de jurisdicción apelativa para 

conocer de un recurso interpuesto fuera de término. Fabián v. 

Rodríguez, 53 P.R.R. 427, 53 P.R. Dec. 448, 1938 PR Sup. 

LEXIS 378 (P.R. 1938). 

 Una moción de reconsideración no produce el efecto de 

interrumpir el término para apelar cuando es simplemente 

declarada sin lugar. Fabián v. Rodríguez, 53 P.R.R. 427, 53 

P.R. Dec. 448, 1938 PR Sup. LEXIS 378 (P.R. 1938). 

 No procede desestimar una apelación por el fundamento de 



 

   

que el demandado apeló la sentencia en una titulada acción de 

desahucio seis días después de dictada; cuando el demandante 

no eligió el procedimiento especial de la Ley de Desahucio de 

1905, este capítulo, sino el de una acción ordinaria de acuerdo 

con el Código de Enjuiciamiento Civil, el término que tiene en 

tal caso el demandado para apelar se rige por la sec. 12 de este 

título, enmendada en 1908. Blondet v. Benítez, 32 D.P.R. 449 

(1923). 

 Dictada y registrada la sentencia el 8 de Junio y presentado el 

escrito de apelación el 15, es necesario concluir, tratándose 

como se trata de un caso de desahucio, que cuando el escrito se 

archivó había vencido el término fijado por esta sección para 

establecer el recurso y en tal virtud que éste debe ser 

desestimado. Cartagena v. Dávila, 32 P.R.R. 251, 32 P.R. Dec. 

270, 1923 PR Sup. LEXIS 541 (P.R. 1923). 

 Cuando en un caso de desahucio la apelación se interpone 

después de cinco días contados desde la fecha de la sentencia, 

procede su desestimación por incumplimiento de esta sección, y 

con mayor razón cuando tampoco aparece que dentro del 

término de cinco días señalado para apelar se prestara la 

fianza que se refiere la sec. 2832 de este título. Barbosa v. 

Fernández, 28 D.P.R. 305 (1920). 
§ 2832. Fianza o consignación de parte del demandado en apelación 
No se admitirá al demandado el recurso de apelación si no otorga fianza, por el 
monto que sea fijado por el tribunal, para responder de los daños y perjuicios 
que pueda ocasionar al demandante y de las costas de apelación; pudiendo el 
demandado, cuando el desahucio se funde en falta de pago de las cantidades 
convenidas, a su elección, otorgar dicha fianza o consignar en Secretaría el 
importe del precio de la deuda hasta la fecha de la sentencia. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 631; Mayo 9, 1942, Núm. 170, p. 889, sec. 1; Diciembre 

4, 1998, Núm. 291, art. 1; Septiembre 3, 2000, Núm. 378, sec. 1; renumerado como art. 

630 y enmendado en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 7. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 12; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1566. 



 

   

    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 suprimi· ñde Primera Instanciaò antes de ñpara 

responderò. 
      ð2000.  

La ley de 2000 sustituy· ñTribunal de Circuito de Apelacionesò 

con ñTribunal de Primera Instanciaò. 
      ð1998.  

La ley de 1998 sustituy· ña satisfacci·n del tribunalò con ñpor 

el monto que sea fijado por el Tribunal de Circuito de 

Apelacionesò. 
      ð1942.  

La ley de 1942 enmendó esta sección en términos generales. 
    Vigencia.  

El art. 2 de la Ley de Septiembre 3, 2000, Núm. 378, dispone: 
ñEsta Ley [que enmendó esta sección] comenzará a regir inmediatamente 
después de su aprobación, y será aplicable a toda sentencia de desahucio 
emitida a partir de entonces.ò 

    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 4, 1998, Núm. 291. 

Septiembre 3, 2000, Núm. 378. 

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
    Contrarreferencias.  

Apelaciones del Tribunal de Distrito, véanse las Reglas de 

Apelación del Tribunal de Distrito al Tribunal de Primera 

Instancia, Ap. III -A del Título 4. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Suficiencia de la fianza.  

3. Consignación.  

  1. En general.  



 

   

 Un foro apelativo intermedio erró por desestimar una 

apelación presentada por una esposa en un caso de desahucio 

porque debía eximir la esposa del requisito del pago de la 

fianza debido a que la esposa se encontró en un estado de 

insolvencia. Crespo Quiñones v. Santiago Veláquez, 176 D.P.R. 

408 (2009). 

 Procede admitir sin necesidad de fianza un recurso de revisión 

interpuesto por un demandado en desahucio cuya insolvencia 

económica ha sido reconocida por el tribunal. Bucaré 

Management v. Arriaga García, 125 D.P.R. 153 (1990). 

 En recursos ante el Tribunal Supremo contra sentencias del 

Tribunal Superior en acciones de desahucio, la consignación o 

afianzamiento que exige la ley de desahucio debe verificarse 

dentro del término de 30 días que para entablar tales recursos 

se provee. Andino v. Fajardo Sugar Co., 82 P.R.R. 81, 82 P.R. 

Dec. 85, 1961 PR Sup. LEXIS 309 (P.R. 1961). 

 En todo desahucio, ya esté fundado o no en falta de pago, el 

demandado debe otorgar la fianza para responder de daños y 

perjuicios y de las costas en apelación, o hacer la consignación 

del importe del precio de la deuda hasta la fecha de la 

sentencia, según sea el caso, dentro de los cinco días siguientes 

al archivo en autos de la notificación de la sentencia. Blanes v. 

Valldejuli, 73 D.P.R. 2 (1952); Vivas v. Petrilli, 66 P.R.R. 617, 

66 P.R. Dec. 653, 1946 PR Sup. LEXIS 181 (P.R. 1946); 

Cordero v. Corte, 59 P.R.R. 819, 59 P.R. Dec. 825, 1942 PR 

Sup. LEXIS 305 (P.R. 1942); Del Castillo v. Del Castillo, 44 

P.R.R. 534, 44 P.R. Dec. 554, 1933 PR Sup. LEXIS 282 (P.R. 

1933); Figueroa v. Sepúlveda, 24 D.P.R. 690 (1916). 

 La fianza o consignación exigida por esta sección es un 

requisito previo sin el cual el tribunal de apelación no adquiere 

jurisdicción. González v. López, 69 D.P.R. 944 (1949); López v. 

Pérez, 68 D.P.R. 312 (1948); Hernández v. Cruz Román, 48 

P.R.R. 509, 48 P.R. Dec. 523, 1935 PR Sup. LEXIS 344 (P.R. 

1935); MOREDA v. CORTE, 46 P.R.R. 44, 46 P.R. Dec. 46, 

1934 PR Sup. LEXIS 228 (P.R. 1934); Rivera v. López Acosta, 



 

   

28 D.P.R. 297 (1920); Valladares v. La Corte Municipal, 16 

P.R.R. 139, 16 P.R. Dec. 145, 1910 PR Sup. LEXIS 328 (P.R. 

1910). 

 Apelado un desahucio no procede desestimarlo por haberse 

declarado insuficiente la fianza al efecto prestada cuando la 

resolución de la declaratoria de su insuficiencia ha sido a su 

vez apelada y se halla en trámite el recurso. Oliver v. Soto, 57 

P.R.R. 407, 57 P.R. Dec. 418, 1940 PR Sup. LEXIS 581 (P.R. 

1940); Mas v. Berríos, 52 D.P.R. 882 (1938). 

 El término dentro del cual el demandado en desahucio debe 

otorgar fianza a satisfacción del tribunal no puede ser acortado 

por legislación judicial ni las cortes deben imponerle una 

penalidad por dejar de suministrar tal fianza dentro de un 

período más corto. Oliver v. Soto, 57 P.R.R. 407, 57 P.R. Dec. 

418, 1940 PR Sup. LEXIS 581 (P.R. 1940). 

 Este tribunal no desestimará un recurso por el fundamento de 

que la fianza para apelar se prestó sin que la corte a quo 

señalara previamente su monto, cuando aparece que dicha 

corte lo señaló y que la fianza fue prestada oportunamente y 

aprobada. J. González & Co. v. Aponte, 64 P.R.R. 371, 54 P.R. 

Dec. 390, 1939 PR Sup. LEXIS 664 (P.R. 1939). 

 Declarada nula e ineficaz la fianza prestada para perfeccionar 

la apelación en un desahucio y transcurrido el término que 

para apelar concede el estatuto, cae por su base el recurso y 

procede desestimarlo. Fabián v. Rodríguez, 53 P.R.R. 427, 53 

P.R. Dec. 448, 1938 PR Sup. LEXIS 378 (P.R. 1938). 

 Presentada en tiempo la fianza, el resolver sobre su suficiencia 

por haber sido impugnada no es cuestión que tenga 

necesariamente que decidirse dentro del término para apelar; 

el deber del apelante es prestar dentro de dicho término una 

fianza suficiente; si impugnada, resiste, queda en pie; si cede es 

como si no existiera, no pudiendo concederse un nuevo término 

para prestar otra en su lugar de haber transcurrido el que 

para apelar concede el estatuto. Suau v. Pol, 51 P.R.R. 431, 51 

P.R. Dec. 445, 1937 PR Sup. LEXIS 409 (P.R. 1937). 



 

   

 El término de cinco días concedido por esta sección para 

apelar, y radicar la fianza, no es prorrogable ni puede 

concederse un nuevo término para tal fin. Pol v. Corte, y Suau, 

Int. , 48 P.R.R. 367, 48 P.R. Dec. 379, 1935 PR Sup. LEXIS 319 

(P.R. 1935). 

 Un demandado en desahucio en precario tiene el deber de 

prestar fianza suficiente para establecer su apelación dentro 

del término estatutario sin que exista deber alguno en el 

apelado para impugnarla con tiempo bastante para que el 

apelante lo tenga para poder corregirla o para presentar otra 

en tiempo oportuno, de tal modo que si no lo hace pierda su 

derecho a una fianza suficiente y tenga que seguir sin fianza 

adecuada mientras dure la apelación y recaiga sentencia 

definitiva. Pol v. Corte, y Suau, Int., 48 P.R.R. 367, 48 P.R. 

Dec. 379, 1935 PR Sup. LEXIS 319 (P.R. 1935). 

 La resolución de una corte de distrito negándose a aprobar la 

fianza y no admitiendo el recurso de apelación en un pleito de 

desahucio es apelable. Pol v. Corte, y Suau, Int., 48 P.R.R. 367, 

48 P.R. Dec. 379, 1935 PR Sup. LEXIS 319 (P.R. 1935). 

 No obstante el carácter apelable de la resolución negándose la 

corte a aprobar la fianza y no admitiendo la apelación en pleito 

de desahucio, el certiorari es procedente cuando la apelación 

no resulta adecuada, rápida y eficaz, máxime cuando se alega 

error de procedimiento al negarse la aprobación de la fianza 

sin oír al demandado respecto a la suficiencia de sus fiadores. 

Pol v. Corte, y Suau, Int., 48 P.R.R. 367, 48 P.R. Dec. 379, 1935 

PR Sup. LEXIS 319 (P.R. 1935). 

 El que la fianza para apelar en procedimiento de desahucio se 

presente el último día del término no impide el que pueda ser 

aprobada posteriormente. Del Castillo v. Del Castillo, 44 

P.R.R. 534, 44 P.R. Dec. 554, 1933 PR Sup. LEXIS 282 (P.R. 

1933). 

 Si bien la fianza en apelación en procedimiento de desahucio 

debe otorgarse a satisfacción del tribunal, las cortes no actúan 

sua sponte  para fijarla antes que el apelante esté obligado a 



 

   

presentarla, pues es deber de éste gestionar el 

perfeccionamiento de su recurso dentro del término legal. Del 

Castillo v. Del Castillo, 44 P.R.R. 534, 44 P.R. Dec. 554, 1933 

PR Sup. LEXIS 282 (P.R. 1933). 

 Los requisitos relativos a fianzas en apelación deben ser 

estrictamente cumplidos. Del Castillo v. Del Castillo, 44 P.R.R. 

534, 44 P.R. Dec. 554, 1933 PR Sup. LEXIS 282 (P.R. 1933). 

 Como hasta tanto se dicta sentencia no hay obligación alguna 

de consignar, una consignación hecha en un pleito distinto y en 

conjunto en fecha anterior a la sentencia no es un 

cumplimiento de la ley. Joglar v. Mariñelarena, 39 D.P.R. 768 

(1929). 

 Cuando el apelante no formaliza consignación alguna dentro 

del término estatutario y para apelar depende de una 

consignación habida en un pleito anterior, no pudiendo ésta 

ayudarle ni teniendo él derecho a depender de ellað

especialmente cuando el pleito anterior ha fracasado como 

resultado de sus propias actuacionesðprocede desestimar el 

recurso. Joglar v. Mariñelarena, 39 D.P.R. 768 (1929). 

 La consignación de los cánones vencidos es un requisito 

jurisdiccional que debe cumplirse dentro del término 

estatutario para apelar, no pudiendo dicho término ser 

extendido por estipulación o convenio de las partes. Casillas v. 

Corte de Distrito, 38 P.R.R. 656, 38 P.R. Dec. 731, 1928 PR 

Sup. LEXIS 324 (P.R. 1928). 

 A los efectos de fijar y aprobar la fianza que para poder 

apelar exige esta sección, no es necesario oír previamente al 

apelado. Soto Gras v. Boardman, 38 P.R.R. 291, 38 P.R. Dec. 

324, 1928 PR Sup. LEXIS 234 (P.R. 1928). 

 Vencido el término fijado por la ley para apelar contra una 

sentencia dictada en un juicio de desahucio, carece de 

jurisdicción la corte sentenciadora para fijar el monto de y 

aprobar la fianza que según la ley debe prestarse en tales casos 

para tramitar la apelación. Ramírez v. Pérez, 25 P.R.R. 214, 25 

P.R. Dec. 231, 1917 PR Sup. LEXIS 453 (P.R. 1917). 



 

   

 Traspasa los límites de su jurisdicción un juez municipal que 

en un juicio de desahucio declara nula una fianza prestada 

para la apelación y concede un término al demandado para 

presentar nueva fianza en debida forma, y aprueba ésta 

después de haber transcurrido el término en que debió quedar 

formalizada dicha fianza. Figueroa v. Sepúlveda, 24 D.P.R. 690 

(1916). 

 De acuerdo con esta sección, dentro de cinco días de dictada 

sentencia debe consignarse en la secretaría el importe del 

precio adeudado para poder apelar, pero cuando el último día 

es feriado, por ministerio de la ley, el término vence al día 

siguiente. Silva et al. v. Aboy, Giorgetti & Co., Ltd., et al., 20 

D.P.R. 76 (1914). 
  2. Suficiencia de la fianza.  

 La fianza para apelar en procedimientos de desahucio debe 

ser suficiente para cubrir las responsabilidades indicadas en 

esta sección, pero no tan excesiva que constituya un abuso del 

derecho. Bucaré Management v. Arriaga García, 125 D.P.R. 

153 (1990). 

 Cuando una sucesión demanda en desahucio expresándose los 

miembros que la componen, la fianza que para apelar en el 

caso se constituya a favor de la sucesión como tal y no a favor 

de sus miembros es nula, no pudiendo ser subsanada luego de 

transcurrido el término para apelar. Sucesión Belaval v. 

Acosta, 64 D.P.R. 109 (1944). 

 Archivada y aprobada, dentro del plazo de ley, una fianza 

para apelar en pleito de desahucio que es buena y suficiente de 

su faz, si impugnada en apelación la suficiencia de los fiadores 

uno la prueba, y para probar el otro la suya entrega en efectivo 

la suma garantizada en la fianza los intereses de la parte 

apelada quedan garantizados y la apelación debe continuar su 

curso. Cordero v. Corte, 59 P.R.R. 819, 59 P.R. Dec. 825, 1942 

PR Sup. LEXIS 305 (P.R. 1942). 

 En términos generales una fianza en desahucio debe contener 



 

   

los requisitos estatutarios, y el apelante que deje de cumplir 

con tales requisitos debe perder su derecho a apelar; pero de 

ello no se desprende que un demandado en desahucio que, 

dentro del término estatutario para apelar ha radicado una 

fianza no objetada por el juez ni por el demandante antes de 

expirar el referido período, pierde su derecho apelar 

meramente porque el demandante más tarde descubra algún 

defecto subsanable insignificante, o que bajo tales 

circunstancias el defecto no pueda ser subsanado mediante 

enmienda o radicando una fianza adicional. Oliver v. Soto, 57 

P.R.R. 407, 57 P.R. Dec. 418, 1940 PR Sup. LEXIS 581 (P.R. 

1940). 

 Decretado el desahucio contra el demandado en el pleito sin 

hacerse pronunciamiento contra uno que intervino en él 

alegando ser dueño de la propiedad envuelta, éste tiene interés 

en la sentencia y de apelar prestando oportunamente la fianza 

de ley, su recurso no podrá desestimarse. J. González & Co. v. 

Aponte, 64 P.R.R. 371, 54 P.R. Dec. 390, 1939 PR Sup. LEXIS 

664 (P.R. 1939). 

 Decretado el desahucio contra el demandado en el pleito, 

quien alegó estar en la propiedad como arrendatario de otro 

que a su vez intervino alegando ser dueño de la finca, ambos 

apelaron habiendo sólo éste prestado oportunamente la fianza 

de ley; pero teniendo el interventor interés en la sentencia y 

estando ese interés íntimamente relacionado con el del 

demandado, el recurso por éste interpuesto no debía, por 

ahora, desestimarse. J. González & Co. v. Aponte, 64 P.R.R. 

371, 54 P.R. Dec. 390, 1939 PR Sup. LEXIS 664 (P.R. 1939). 

 Para apelar un interventor en un desahucioðunido al 

demandado por un interés común para que se declare sin lugar 

la demandaðde la sentencia que contra ellos se dicte, necesita 

consignar el importe de los cánones vencidos hasta la fecha de 

la sentencia. Alfonso v. Corte Municipal, 43 P.R.R. 941, 43 P.R. 

Dec. 983, 1932 PR Sup. LEXIS 568 (P.R. 1932). 

 En las fianzas que se presenten a tenor con esta sección, no es 



 

   

necesario consignar que en la corporación fiadora concurren 

los requisitos de la sec. 1522 de este título; debe presumirse su 

existencia ya que la corte de distrito aceptó la fianza por ella 

prestada y el apelado no ha destruido la presunción. Soto Gras 

v. Boardman, 38 P.R.R. 291, 38 P.R. Dec. 324, 1928 PR Sup. 

LEXIS 234 (P.R. 1928). 

 Cuando el apelante ha venido consignando el importe de los 

cánones mensualmente, una fianza de quinientos dólares 

meramente para garantizar daños y perjuicios y las costas del 

litigio es suficiente en un caso como el presente. Soto Gras v. 

Boardman, 38 P.R.R. 291, 38 P.R. Dec. 324, 1928 PR Sup. 

LEXIS 234 (P.R. 1928). 

 En las fianzas que han de prestarse en virtud de esta sección, 

sólo los fiadores están obligados a prestar el juramento que 

exige la sec. 1522 de este título, bastando en cuanto al deudor, 

que firme la fianza solamente. Molinari v. Aponte, Juez de 

Distrito, 14 P.R.R. 513, 14 P.R. Dec. 526, 1908 PR Sup. LEXIS 

87 (P.R. 1908). 
  3. Consignación.  

 Es tan sólo en los desahucios fundados en falta de pago que el 

demandado tiene la elección de prestar fianza para responder 

de los daños y perjuicios y las costas en apelación, o de 

consignar en secretaría el importe del precio de la deuda hasta 

la fecha de la sentencia. Blanes v. Valldejuli, 73 D.P.R. 2 

(1952). 

 La Ley Núm. 170 de 1942 que enmendó esta sección sólo deja 

a la elección del demandado apelante en desahucio el consignar 

la suma por él adeudada en la secretaría del tribunal u otorgar 

fianza para garantizar su pago. Vivas v. Petrilli, 66 P.R.R. 617, 

66 P.R. Dec. 653, 1946 PR Sup. LEXIS 181 (P.R. 1946). 

 No puede quejarse un arrendador apelado de que el apelante 

en un caso de desahucio no ha depositado los cánones vencidos 

del arrendamiento, cuando el arrendatario se los envió en 

cheques certificados y él los aceptó aunque después se limitara 



 

   

a retener los cheques sin hacerlos efectivos. Soto Gras v. 

Nimaca Shoe Factory, 36 P.R.R. 288, 36 P.R. Dec. 319, 1927 PR 

Sup. LEXIS 318 (P.R. 1927). 

 Cuando el arrendador se niega a recibir el precio del 

arrendamiento después de iniciada acción de desahucio y antes 

de dictarse sentencia en la misma, el pago hecho por 

consignación en la corte que tiene jurisdicción por razón de la 

cuantía es eficaz. Soto Gras v. Nimaca Shoe Factory, 36 P.R.R. 

288, 36 P.R. Dec. 319, 1927 PR Sup. LEXIS 318 (P.R. 1927). 

 Aun en el supuesto, que no es así, de que cheques aceptados 

por bancos surtieren el efecto de una verdadera consignación 

en casos de esta naturaleza, los cheques aceptados consignados 

en el presente caso no surtirían ese efecto por razón del endoso 

condicional puesto en los mismos. Silva et al. v. Aboy, Giorgetti 

& Co., Ltd., et al., 20 D.P.R. 76 (1914). 

 Cuando de acuerdo con un contrado de arrendamiento el 

precio del mismo es pagadero por semestres vencidos, el 

apelante en un caso de desahucio sólo está obligado a consignar 

en la corte sentenciadora el importe del semestre vencido hasta 

la fecha en que se dictó la sentencia sin incluir el precio del 

arrendamiento correspondiente al tiempo transcurrido desde 

el vencimiento del último semestre hasta la fecha en que se 

dictó la sentencia. Silva et al. v. Aboy, Giorgetti & Co., Ltd., et 

al., 20 D.P.R. 76 (1914). 

 Una consignación hecha antes de dictarse la sentencia, de toda 

la cantidad que realmente se demostró luego que se debía a la 

fecha de la sentencia, es válida, porque lo esencial en estos 

casos es que la consignación se haga y queden en su 

consecuencia garantizados los derechos de los demandantes. 

Más v. Borinquen Sugar Co., 17 D.P.R. 958 (1911). 

 La consignación hecha de acuerdo con las secs. 3180 a 3184 del 

Título 31 equivale al cumplimiento de la obligación de pagar, y 

no debe confundirse con la consignación a que se refiere esta 

sección, que no puede tener otro carácter que el de depósito, 

toda vez que está subordinada a las resultas de la resolución 



 

   

final que recaiga en la apelación. Torres v. La Corte de 

Distrito, 10 D.P.R. 21, 1906 PR Sup. LEXIS 140 (P.R. 1906). 

 Procedimiento antes de la enmienda de 1942, véase Pérez v. 

Corte, 57 P.R.R. 749, 57 P.R. Dec. 764, 1940 PR Sup. LEXIS 

643 (P.R. 1940). 
§§  2833 y 2834. Derogadas. Ley de Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 8, ef. 
Septiembre 27, 2007. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Estas secciones, que procedían de los arts. 632 y 633 del Código 

de Enj. Civil, 1933, disponían sobre los deberes de los 

secretarios y taquígrafos y el procedimiento en apelación. 

Antes de su derogación, la sec. 2833 había sido enmendada por 

la Ley de Mayo 9, 1942, Núm. 170, p. 889, sec. 1. 
 ANOTACIONES BAJO LA ANTERIOR SEC. 2833  

  1. En general.  

 Esta sección no determina el término dentro del cual el 

apelante debe radicar la transcripción de evidencia o la 

exposición del caso. Rossy v. del Valle Zeno, 36 P.R.R. 183, 36 

P.R. Dec. 206, 1927 PR Sup. LEXIS 293 (P.R. 1927); Honoré v. 

Vargas, 33 P.R.R. 798, 33 P.R. Dec. 836, 1924 PR Sup. LEXIS 

376 (P.R. 1924); Curbello v. Rodríguez, 32 P.R.R. 425, 32 P.R. 

Dec. 460, 1923 PR Sup. LEXIS 581 (P.R. 1923). 
§ 2834. Derogada. 
Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2835. Consignación de o fianza por cánones en apelación 
En las apelaciones interpuestas en juicios establecidos por falta del pago del 
canon estipulado, será deber del demandado consignar en la Secretaría del 
Tribunal de Primera Instancia el importe de todos y cada uno de los cánones de 
arrendamiento que vayan venciendo u otorgar fianza, a satisfacción del tribunal, 
para responder del importe de todos y cada uno de dichos arrendamientos. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 634; Mayo 9, 1942, Núm. 170, p. 889, sec. 1; renumerado 

como art. 631 y enmendado en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 9. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 15; Ley de Enj. Civil 



 

   

Española, art. 1567. 
    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 a¶adi· ñde Primera Instanciaò y ñc§nones deò. 
      ð1942.  

La ley de 1942 enmendó esta sección en términos generales. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Establecida apelación en un desahucio fundado en la falta de 

pago del canon estipulado, la omisión del apelante de consignar 

en corte un canon que subsiguientemente venza, es motivo legal 

para sobreseer en el recurso. Moore v. Corte, 60 P.R.R. 714, 60 

P.R. Dec. 729, 1942 PR Sup. LEXIS 188 (P.R. 1942); Martí v. 

Corte, 51 D.P.R. 851 (1937). 

 Un canon de arrendamiento pagadero según convenio el día 

último de cada mes, vence el último de mes, teniendo el 

arrendatario todo ese día para consignarlo a los efectos de un 

recurso por él interpuesto en desahucio fundado en falta de 

pago. Martí v. Corte, 51 D.P.R. 851 (1937). 

 Instado desahucio por vencimiento del término y no por falta 

de pago, la omisión del apelante consignar en secretaría los 

cánones según vayan venciendo, no es motivo para desestimar 

el recurso cuando el apelante ha prestado la fianza requerida 

por la sec. 2832 de este título. De Jesús v. Drug Company, 45 

D.P.R. 643 (1933). 

 El depósito en la secretaría del tribunal de los cánones 

vencidos equivale a la consignación de los mismos a que se 

refiere esta sección. Rossy v. del Valle, 36 P.R.R. 377, 36 P.R. 



 

   

Dec. 416, 1927 PR Sup. LEXIS 343 (P.R. 1927). 

 Cuando el apelante deposita mes por mes los arrendamientos, 

su actuación en otro pleito contra el apeladoðembargando el 

import e de los cánones depositadosðno puede invocarse para 

sostener que no cumplió con los deberes impuéstos por la ley 

en el de desahucio en cuanto al depósito de dichos cánones. 

Rossy v. del Valle, 36 P.R.R. 377, 36 P.R. Dec. 416, 1927 PR 

Sup. LEXIS 343 (P.R. 1927). 

 Cuando de acuerdo con el contrato de arrendamiento el pago 

de los alquileres ha de hacerse por mensualidades adelantadas, 

la consignación de cánones que a los efectos de la apelación en 

un caso de desahucio por falta de pago ha de hacer el 

arrendatario apelante, debe verificarse el primer día de cada 

mes, que es el del vencimiento de la obligación; y si así no se 

hace, procede declarar con lugar una moción del apelado para 

que se sobresea el recurso. Sellés Casas & Co. v. Betancourt, 32 

D.P.R. 353 (1923). 
  2. Suficiencia de la fianza.  

 Nada hay en las secs. 2832 y 2835 de este título que exija dos 

fianzas separadas a ser radicadas, una en la corte 

sentenciadora limitada a daños provenientes de la apelación, 

incluyendo cánones adeudados antes de sentencia, y la otra en 

la corte de distrito limitada a garantizar los cánones que 

venzan después de la sentencia; ambas secciones pueden 

razonablemente interpretarse en el sentido de permitir una 

sola fianza en la corte a quo que responda de todos los 

elementos de daño, incluyendo los cánones tanto anteriores 

como posteriores a la sentencia, hasta que se concluya 

definitivamente la apelación. Pratts v. Corte, 66 P.R.R. 2, 66 

P.R. Dec. 3, 1946 PR Sup. LEXIS 96 (P.R. 1946). 

 La fianza bajo las secs. 2832 y 2835 de este título no necesita 

prescribir explícitamente como elemento de daños los cánones 

adeudados, vencidos antes o después de sentencia; una fianza 

general que responda de cualesquiera daños resultantes de la 



 

   

apelación es suficiente. Pratts v. Corte, 66 P.R.R. 2, 66 P.R. 

Dec. 3, 1946 PR Sup. LEXIS 96 (P.R. 1946). 

 Un demandado en desahucio solicitó, y la corte le fijó y él 

prestó fianza en apelación. Ello no obstante, consignó todos los 

cánones que vencieron después de sentencia excepto uno. 

Solicitada la desestimación de su recurso por esa omisión, se 

declaró sin lugar; pero siendo el lenguaje en que ella está 

redactada el que controla, la fianza es suficiente si puede 

razonablemente interpretarse como y en el sentido de que 

incluye los cánones vencidos entre la fecha de la sentencia y la 

terminación de la apelación. No cubriendo la aquí prestada 

cánones vencidos después de la sentencia, no era suficiente y 

procedía la desestimación. Pratts v. Corte, 66 P.R.R. 2, 66 P.R. 

Dec. 3, 1946 PR Sup. LEXIS 96 (P.R. 1946). 
§ 2836. Términos para el lanzamiento después de sentencia 
La sentencia que declare con lugar la demanda de desahucio ordenará el 
lanzamiento del demandado, desde que dicha sentencia sea final y firme. Dicho 
mandamiento será expedido por la Secretaría del Tribunal a solicitud de la parte, 
desde que la sentencia sea final y firme. En aquellos casos en que el tribunal 
haya determinado la insolvencia económica de la familia contra la cual procede 
el desahucio, se notificará con copia de la sentencia, inmediatamente, a los 
Secretarios de los Departamentos de la Familia y de la Vivienda, para que estas 
agencias continúen brindando sus servicios a la familia afectada. En estos 
casos, el término para el lanzamiento será de veinte (20) días improrrogables, 
los cuales empezarán a contarse a partir de la fecha de dicha notificación. 
No podrá verificarse el lanzamiento de ninguna familia de probada insolvencia 
económica, a menos que esté presente al momento de efectuarse el mismo, un 
funcionario del Departamento de la Familia y del Departamento de la Vivienda, 
designado por el Secretario de dicho Departamento, respectivamente, quien 
velará por la seguridad física y emocional de la familia desahuciada. El Alguacil 
del Tribunal coordinará la comparecencia de dicho funcionario con la oficina más 
cercana de la agencia al lugar donde se realice el desahucio. 
En aquellos casos en que el arrendamiento de las viviendas sea subsidiado bajo 
los diferentes programas que administra el Departamento de la Vivienda de 
Puerto Rico, o cualquiera de sus dependencias, se tendrá que cumplir con los 
reglamentos aplicables que regulan el proceso de desahucio. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 635; Mayo 9, 1942, Núm. 170, p. 889, sec. 1; Junio 19, 

1971, Núm. 1, p. 549, sec. 1; Junio 26, 1980, Núm. 6, p. 925; Agosto 7, 1998, Núm. 197, 

art. 3; renumerado como art. 632 y enmendado en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 

10; Junio 5, 2011, Núm. 86, art. 3. 

   HISTORIAL  



 

   

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 16; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1596. 
    Enmiendas  

      ð2011.  

Primer p§rrafo: La ley de 2011 suprimi· ñexpirado el t®rmino 

de diez (10) d²as, contadosò despu®s de ñdel demandadoò en la 

primera oraci·n, sustituy· ñtranscurrido el t®rmino antes 

dispuestoò con ñdesde que la sentencia sea final y firmeò en la 

segunda oraci·n, y a¶adi· ñimprorrogablesò despu®s de 

ñveinte (20) d²asò en la cuarta oraci·n. 
      ð2007.  

La ley de 2007 enmendó los primer y segundo párrafos en 

términos generales y añadió el tercer párrafo. 
      ð1998.  

La ley de 1998 sustituy· ñDepartamento de Servicios Socialesò 

con ñDepartamento de la Familiaò a trav®s de la secci·n y 

a¶adi· ñfinal yò antes de ñfirmeò al final de la oraci·n 

introductoria del primer párrafo.  
      ð1980.  

La ley de 1980 enmendó esta sección en términos generales. 
      ð1971.  

La ley de 1971 enmendó esta sección en términos generales. 
      ð1942.  

La ley de 1942 enmendó esta sección en términos generales. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 7, 1998, Núm. 197. 

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 

Junio 5, 2011, Núm. 86. 
    Salvedad.  

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 



 

   

    Disposiciones especiales.  

La sec. 2 de la Ley de Junio 19, 1971, Núm. 1, p. 549, dispone: 
ñIndependientemente de lo dispuesto en el Art²culo 635 del C·digo de 
Enjuiciamiento Civil, según queda enmendado por la presente [esta sección], en 
cualquier caso civil en que recaiga una sentencia en virtud de la cual se ordene 
el lanzamiento del demandado de una casa destinada a habitación o vivienda de 
familia o de personas que estén ocupando ilegalmente terrenos ajenos, deberá 
notificarse con copia de la referida sentencia, luego que ésta sea firme, al 
Director Ejecutivo de la Corporación de Renovación Urbana y Vivienda o al 
Director de la Administración de Programas Sociales, según proceda. El término 
que en la sentencia se fije para el lanzamiento, empezará a contarse a partir de 
la fecha de dicha notificación. No se expedirá mandamiento de lanzamiento 
hasta haberse cumplido con el anterior requisito. El Director Ejecutivo de la 
Corporación de Renovación Urbana y Vivienda o el Director de la Administración 
de Programas Sociales, según proceda, una vez notificado, tomará las medidas 
que estime pertinentes.ò 

 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Si bien las [anteriores] secs. 181 et seq. del Título 17 no fijan 

término para efectuar el lanzamiento en casos en que la causal 

de la rescisión del contrato de arrendamiento y el consiguiente 

desalojo sea el interés del dueño en recobrar la posesión de 

buena fe para hacer reparaciones tales que hacen 

imprescindible el que la vivienda alquilada se desocupe, tal 

término se halla provisto en esta sección. Branizar v. Méndez, 

68 P.R.R. 748, 68 P.R. Dec. 809, 1948 PR Sup. LEXIS 357 (P.R. 

1948). 
§ 2837. Lanzamiento por el alguacil 
El lanzamiento se verificará por el alguacil, previo mandamiento del tribunal en 
virtud de moción presentada en la Secretaría del Tribunal una vez transcurridos 
los términos de la sec. 2836 de este título. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 636, renumerado como art. 633 y enmendado en 

Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 11. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 17; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1599. 
    Codificación.  



 

   

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 sustituy· ñhecha al mismo o al juez en su 

despachoò con ñpresentada en la Secretar²a del Tribunalò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.   

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
§ 2838. Determinación de reclamaciones del inquilino o colono 
No será un obstáculo para el lanzamiento el que el inquilino reclame como suyos 
labores, plantíos o cualquiera otra cosa que no se pueda separar del inmueble; 
pero, cuando mediare contrato oral o escrito de aparcería agrícola y éste se 
alegare y probare dentro del juicio, no se procederá en ningún caso al 
lanzamiento sin que medie una tasación y el pago de los sembrados o plantíos 
pendientes de recolección, debiendo justipreciarse y compensarse éstos, de 
acuerdo con el dictamen de un tasador, que nombrará el juez del tribunal que 
tenga jurisdicción en el asunto. Si las partes así lo desearen, nombrará cada una 
su perito tasador quienes deberán rendir informe en un término de cinco (5) días, 
el cual una vez aprobado por el tribunal, servirá de base para efectuar la 
compensación. 

History.   
ðCódigo Enj. Civil, 1933, art. 637; Mayo 8, 1937, Núm. 68, p. 200, sec. 1; renumerado 

como art. 634 y enmendado en Septiembre 27, 2007, Núm. 129, art. 12. 

   HISTORIAL  

    Procedencia.  

Ley de Marzo 9, 1905, p. 286, sec. 18; Ley de Enj. Civil 

Española, art. 1600. 
    Codificación.  

La Ley de Mayo 8, 1937, Núm. 68, enmendó esta sección como 

sec. 18 de la Ley de Marzo 9, 1905, sin hacer referencia al 

hecho de que había sido incorporada como sec. 637 de la 

edición del 1933 del Código de Procedmiento Civil. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 



 

   

    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007, en el primer p§rrafo, suprimi· ñcolono oò antes 

de ñinquilinoò y sustituy· ñde la fincaò con ñdel inmuebleò en 

la primera oración, y suprimió el anterior segundo párrafo. 
      ð1937.  

La ley de 1937 enmendó esta sección en términos generales. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 27, 2007, Núm. 129. 
    Salvedad.   

Véase la nota bajo la sec. 2821 de este título. 
    Contrarreferencias.  

Aparceros agrícolas, véase la sec. 209 del Título 5. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No es óbice para decretar el desahucio, si es procedente, ni aun 

para ejecutar el lanzamiento, la existencia de cosas 

pertenecientes al arrendatario en la propiedad que es objeto de 

la acción. Fernández & Hno. v. Pérez, 79 D.P.R. 244 (1956). 

 Atendida la función única del procedimiento de naturaleza 

sumaria que establece la ley para el desahucio, el trámite 

sumario del mismo hace inadmisible reconvención o 

contrademanda alguna por parte del demandado. Fernández 

& Hno. v. Pérez, 79 D.P.R. 244 (1956). 

 En los desahucios, las siembras a ser valuadas son aquellas 

que existan al momento o antes de haber sentencia firme en 

ellos. Torres v. Corte, 67 P.R.R. 270, 67 P.R. Dec. 292, 1947 PR 

Sup. LEXIS 51 (P.R. 1947). 

 A tenor con lo dispuesto en esta sección, no es obstáculo para 

el lanzamiento del demandado el que éste reclame como suyos 

labores o plantíos, pudiendo la corte ordenar tal lanzamiento 

sin previo avalúo y pago de las siembras existentes en el predio. 



 

   

Torres v. Corte, 67 P.R.R. 270, 67 P.R. Dec. 292, 1947 PR Sup. 

LEXIS 51 (P.R. 1947). 

 En un desahucio no puede obligarse al demandante a que 

pague una deuda que uno de los demandados tenga pendiente 

de cobro de un tercero simplemente porque tenga 

conocimiento de que no ha sido pagada. Noriega v. Corte, 60 

P.R.R. 441, 60 P.R. Dec. 454, 1942 PR Sup. LEXIS 141 (P.R. 

1942). 

 El desahucio no es apropiado para en él ventilar y resolver 

reclamaciones en cobro de dinero por un demandado que 

posea precariamente la propiedad objeto del pleito, no empece 

lo ínfima que sea la cantidad reclamada. Noriega v. Corte, 60 

P.R.R. 441, 60 P.R. Dec. 454, 1942 PR Sup. LEXIS 141 (P.R. 

1942). 

 El mero hecho de que un demandado en desahucio prestara 

dinero a otra persona para pagar parte del precio de la casa 

cuyo desalojo se pide, sin que el prestatario constituyera 

gravamen alguno sobre ella, no concede a dicho demandado 

interés alguno sobre la propiedad. Noriega v. Corte, 60 P.R.R. 

441, 60 P.R. Dec. 454, 1942 PR Sup. LEXIS 141 (P.R. 1942). 

 La sentencia decretando el desahucio no puede condicionarse 

a que el demandante deposite en corte el importe de una deuda 

que un demandado tenga pendiente de cobro de un tercero. 

Noriega v. Corte, 60 P.R.R. 441, 60 P.R. Dec. 454, 1942 PR 

Sup. LEXIS 141 (P.R. 1942). 

 Desahuciado un arrendatario, el acta de posesión del alguacil 

en cuanto a la tasación de los peritos designados por las partes 

puede ser impugnada, máxime cuando para el nombramiento 

de peritos y el justiprecio hecho por éstos no se ha seguido el 

procedimiento de ley y el número de cuerdas entregadas y 

tomadas como base es erróneo. Santiago v. Berlingeri, 38 

P.R.R. 516, 38 P.R. Dec. 577, 1928 PR Sup. LEXIS 292 (P.R. 

1928). 

 Cuando en acción de desahucio la sentencia decreta el desalojo 

del demandado sin ordenar la destrucción de propiedad 



 

   

alguna, no puede cumplimentarse el mandamiento de ejecución 

destruyendo parte de la propiedad del demandado. Hernández 

v. Matanzo, 34 P.R.R. 723, 34 P.R. Dec. 755, 1925 PR Sup. 

LEXIS 316 (P.R. 1925). 

 En cumplimiento de un mandamiento de desahucio el alguacil 

debe desalojar al demandado en su persona, muebles y enseres, 

pero en cuanto a bienes, el lanzamiento sólo comprende la 

propiedad personal del demandado pero no la adherida al 

suelo, labores, plantíos o cualquier otra cosa que no se pueda 

separar de la finca. Peña & Balbás v. Toro, 34 D.P.R. 137 

(1925). 

 El mandamus  no es el remedio que procede en controversias 

que se refieran a la remoción de cosas adheridas al suelo y que 

surgen en un procedimiento de desahucio. Peña & Balbás v. 

Toro, 34 D.P.R. 137 (1925). 

 En los juicios de desahucio no constituirán un obstáculo para 

el lanzamiento las reclamaciones que el inquilino o colono 

formularen como de su propiedad, de labores, plantíos o 

cualquier otro gasto invertido en la finca. Banco Territorial y 

Agrícola v. Arvelo, 7 P.R.R. 551, 7 P.R. Dec. 566, 1904 PR Sup. 

LEXIS 324 (P.R. 1904). 
  2. Contratos de aparcería.  

 Si bien un terrateniente tiene derecho a requerir a su aparcero 

para que desocupe la finca antes de vencerse el contrato o 

antes del tiempo que establece la sec. 203 del Título 5, no lo 

tiene para desahuciarlo mientras no cumpla con el requisito 

previo de la tasación y pago o afianzamiento del valor de los 

frutos pendientes de recolección. Charneco v. Méndez, 65 

P.R.R. 500, 65 P.R. Dec. 533, 1946 PR Sup. LEXIS 2 (P.R. 

1946). 

 En demanda de desahucio contra aparceros, la defensa de que 

los peritos para tasar los frutos debe nombrarlos la corte con 

arreglo a esta sección es improcedente; ese nombramiento se 

rige no por esta sección, sino por las secs. 201 et seq. del Título 



 

   

5. Fraticelli v. Gutiérrez, 64 D.P.R. 217 (1944). 
Capítulo 235. Controversias sobre Colindancias y Derechos de Paso 

§§ 2861 a 2867. Derogadas. Ley de Junio 3, 1980, Núm. 91, p. 266, sec. 2, ef. 
Junio 3, 1980. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

Estas secciones, que procedían respectivamente de las secs. 1 a 

7 de la Ley de Mayo 8, 1950, Núm. 238, p. 607, definían el 

t®rmino ñmagistradoò y regulaban las querellas sobre 

colindancias y derechos de paso. 

Disposiciones similares vigentes, véase la sec. 2872 de este 

título. 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2861  

 Negrón v. Rosado, 76 P.R.R. 260, 76 P.R. Dec. 278, 1954 PR 

Sup. LEXIS 209 (P.R. 1954). 
 Casos que interpretan la anterior sec. 2866  

 Rojas v. Tribunal de Distrito, 72 D.P.R. 521 (1951); Negrón v. 

Rosado, 76 P.R.R. 260, 76 P.R. Dec. 278, 1954 PR Sup. LEXIS 

209 (P.R. 1954). 
Capítulo 237. Controversias y Estados Provisionales de Derecho 

§ 2871. Título corto y definición de magistrado 
Este cap²tulo se conocer§ como ñLey sobre Controversias y Estados 
Provisionales de Derechoò. Los magistrados referidos en este capítulo son el 
juez municipal, y el juez de distrito en los municipios donde haya sala del 
Tribunal de Distrito y no esté asignado ni desempeñándose en funciones un juez 
municipal. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Propósito.  

La Ley de Julio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, tiene la 

siguiente exposición de motivos: 
ñEl prop·sito de esta legislaci·n es establecer un procedimiento de ley r§pido, 
económico y eficiente para la adjudicación provisional de controversias por los 
Jueces Municipales y los Jueces de Distrito. 
ñLa ley est§ inspirada en proveer a la ciudadan²a un mecanismo legal adecuado 
que le permita acudir a los tribunales para obtener la solución inmediata de 
ciertas controversias, superando los inconvenientes de los procedimientos 



 

   

clásicos que proveen las leyes ordinarias, que aunque eficientes en su alcance 
final, resultan costosos, complicados, tardíos y en la mayoría de las ocasiones, 
carentes de efectos profilácticos y mitigadores durante su tramitación. 
ñLa Comisi·n para el Estudio de los Tribunales del Consejo sobre la Reforma de 
la Justicia en Puerto Rico, en su Informe señala lo siguiente: 
ñóEn el marco conceptual filos·fico, la Comisi·n entiende que un sistema de 
justicia debe contener unos mecanismos que permitan al ciudadano común el 
dirimir rápida y eficientemente todas aquellas controversias que el diario vivir 
surgen y son susceptibles de así canalizarse. En la búsqueda de soluciones 
prácticas de este problema, la Comisión es del criterio que cualquier enfoque 
debe ser de vanguardia social y humana. 
ñóUna reforma judicial que no permita superar y salvar lo complicado y lento de 
los procedimientos clásicos y judiciales tendrá una vida útil efímera. 
ñóLas fallas y cr²ticas del sistema de jueces de paz prevaleciente no desvirt¼an 
una de las características principales de la institución que se evidencia en los 
pueblos de poca o relativa concentración poblacional o en aquellos municipios 
del centro de la Isla. Nos referimos al grado de compenetración que se 
desarrolla entre la ciudadanía de estas áreas y el Juez de Paz, quien en muchas 
ocasiones es consultado con relación a múltiples problemas. Factores tales 
como la ausencia de abogados disponibles o la escasez de dinero contribuyen a 
este fenómeno. 
ñóConsiderando el enfoque filos·fico expuesto y la caracter²stica antes apuntada, 
la Comisión unánimemente es del criterio que se debe legislar para facultar al 
Juez Municipal a intervenir en controversias diarias que aquejan de ordinario a 
nuestra ciudadanía. Visualizamos un procedimiento análogo al establecido en la 
Ley núm. 283 de Controversias sobre Colindancias y Derecho de Paso 
[anteriores secs. 2861 a 2867 de este título] que propicia la solución aunque 
temporera, inmediata, efectiva, sencilla y mitigadora de un sinnúmero de 
controversias. 
ñóEsta facultad, que denominamos autoridad para intervenir y adjudicar 
controversias y crear estados provisionales de Derecho sin que constituya cosa 
juzgada, debe estar enmarcado en un trámite que supere la lentitud y 
complicaciones que caracterizan los problemas de tipo técnico evidenciarios y 
los gastos y costos que ello conlleva.ô 
ñEsta ley crea un procedimiento sencillo y r§pido facultando a los Jueces 
Municipales y Jueces de Distrito, donde no hubiese disponible un Juez 
Municipal, a establecer en ciertos asuntos estados provisionales de derecho, 
fijando y determinando las relaciones y derechos de las partes envueltas. Tal 
determinación no constituiría cosa juzgada ni impediría su ventilación mediante 
los cursos ordinarios de ley. 
ñEl tr§mite procesal dispuesto es sencillo y no exige, como tampoco proh²be, la 
participación de los abogados. Su implementación [sic] contempla la formulación 
e inicio del asunto verbalmente o por escrito, prescindiendo de los documentos 
usuales, elaborados y complejos que se utilizan en la litigación ordinaria. 
ñComo pieza legislativa de vanguardia jur²dico-social, rompe con las cadenas y 
fórmulas tradicionales, haciendo accesible al pueblo de Puerto Rico el sistema 



 

   

de justicia en la forma y manera más directa y eficiente compatible con los 
principios básicos contenidos en la Constitución del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico. La experiencia permitirá su extensión o limitación en el futuro.ò 

    Codificación.  

La Ley de Julio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 629, según 

enmendada, secs. 2871 a 2877 de este título, no es parte de la 

ñLey de Procedimientos Legales Especialesò. V®ase nota de 

cambio de nombre al principio de este subtítulo, precediendo al 

análisis. 
    Vigencia.  

El art. 8 de la Ley de Julio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, 

dispone: 
ñEsta ley [este cap²tulo] empezar§ a regir a los noventa (90) d²as de su 
aprobación para los Jueces de Distrito. Será efectiva para los Jueces 
Municipales luego del juramento y toma de posesión de cargo, y de que entren 
en funciones.ò 

    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Julio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692. 
§ 2872. Facultades de los magistrados 
Mediante la presente los magistrados quedan facultados a intervenir, investigar, 
ventilar y resolver provisionalmente controversias a solicitud de [la] parte 
interesada, según el trámite dispuesto en este capítulo. 
Esta facultad comprende y abarca lo siguiente: 
  (a). Controversias sobre colindancias y derecho de paso y controversias entre 

vecinos que afecten la convivencia y el orden social. 

  (b). Controversias en casos de custodia de menores.ð  En estos casos se podrán 

fijar provisionalmente pensiones alimenticias de acuerdo con las necesidades del menor y 

de conformidad con los preceptos de ley que regulan esta materia. 

  (c). Medidas provisionales en casos de separación de cónyuges válidamente 

casados o personas en concubinato respecto a la posesión y uso de estructura destinada a 

fines residenciales, y aquellos bienes muebles enumerados y comprendidos en los incisos 

(1), (2), (3), (4), (4)(a), (5) y (6) de la sec. 1130 de este título, que establece las 

propiedades exentas de ejecución. 

  (d). Controversias entre arrendadores y arrendatarios respecto a mejoras urgentes 

en propiedades destinadas para fines residenciales. 

  (e). Controversias entre el dueño de obra y contratista, maestro o persona 

encargada, respecto a las condiciones, desarrollo y compensación de la obra que no 

excedan de tres mil dólares ($3,000). 

  (f). Controversias entre el propietario de un vehículo de motor con mecánico, 

hojalatero y pintor respecto a la retención del vehículo, condiciones y compensación por 



 

   

trabajo. 

  (g). Controversias en cuanto a la garantía y reparación de objetos muebles entre 

comprador y vendedor que no excedan de tres mil dólares ($3,000). 

  (h). Toda reclamación de tipo salarial de un obrero contra su patrono que no 

exceda la cuantía de tres mil dólares ($3,000) o que surja de actuaciones u omisiones del 

patrono en violación de la legislación laboral que exijan remedios reparativos de carácter 

no monetario, tales como el cumplimiento estricto de determinada obligación o la 

cesación de determinada práctica. 

  (i). Controversias en casos de crianzas de animales en distritos residenciales. 

  (j) . Controversias en las cuales se alegue la existencia de perturbaciones que 

fueren perjudiciales a la salud o a los sentidos, o que interrumpan el libre uso de la 

propiedad, de modo que impidan el cómodo goce de la vida o de los bienes, de las que 

dan lugar a una acción bajo la sec. 2761 de este título, parte de la ley conocida como la 

ñLey sobre Estorbo P¼blicoò. 

  (k). Controversias en las cuales se alegue que el padre, madre o tutor de un menor 

o incapacitado no cumple con el deber de velar por el bienestar del menor o del 

incapacitado o por su comportamiento en la comunidad. 

  (l ). Controversias sobre la custodia de los bienes muebles del caudal hereditario 

de conformidad con los preceptos de ley que regulan la materia. 

  (m). Controversias en las cuales se alegue maltrato físico o emocional de personas 

contra sus padres, tutores, encargados o con quienes residan o de los cuales dependan.ð  

En estos casos el tribunal podrá ordenar medidas provisionales para proteger a los padres, 

tutores o encargados o con quienes residan o de los cuales dependan de la persona 

maltratante. Sin embargo y acorde a lo establecido por la Ley de la Judicatura de 1994, 

cuando en los procedimientos se involucre a un menor de edad, será el Tribunal de 

Primera Instancia el tribunal con competencia para atender el asunto quien, además, 

nombrará un defensor judicial que supla la capacidad jurídica del menor. 

  (n). [Derogado. Ley de Septiembre 3, 2003, Núm. 243, art. 3, ef. Septiembre 3, 

2003.] 

  (o). Controversias entre profesionales de la salud u hospitales con sus pacientes, o 

entre parte con interés legítimo, respecto a la entrega de expedientes o récords del 

paciente. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 2; Junio 24, 1977, Núm. 111, p. 264; 

Mayo 8, 1979, Núm. 42, p. 102; Junio 3, 1980, Núm. 91, p. 266, sec. 1; Diciembre 5, 

1991, Núm. 92, art. 7; Agosto 17, 1999, Núm. 263, art. 1; Septiembre 9, 2000, Núm. 402, 

art. 10; Septiembre 3, 2003, Núm. 243, art. 3; Febrero 29, 2004, Núm. 70, sec. 1. 

   HISTORIAL  

    Referencias en el texto.  

La Ley de la Judicatura de 1994, mencionada en el inciso (m), 

anteriores secs. 22 a 23n del Título 4, fue derogada por la Ley 

de Agosto 22, 2003, Núm. 201. Disposiciones similares vigentes, 

véanse las secs. 24 a 25r del Título 4. 



 

   

La referencia a ñla presenteò al principio del p§rrafo 

introductorio es a la Ley de Julio 23, 1974, Núm. 140, creadora 

de este capítulo. 
    Codificación.  

El art. 10 de la Ley de Septiembre 9, 2000, Núm. 402, propuso 

añadir un inciso (m) sin tomar en cuenta que la ley de 1999 ya 

lo había adicionado, por cual razón se ha designado este nuevo 

inciso como (n). 

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Enmiendas  

      ð2004.  

Inciso (o): La ley de 2004 adicionó este inciso. 
      ð2003.  

Inciso (n): La ley de 2003 derogó este inciso, el cual disponía 

sobre querellas radicadas ante el Departamento de Asuntos del 

Consumidor. 
      ð2000.  

Inciso (n): La ley de 2000 añadió este inciso, designado como 

(M) por la ley. 
      ð1999.  

Inciso (m): La ley de 1999 añadió este inciso. 
      ð1991.  

Incisos (e), (g) y (h): La ley de 1991 aumentó las cuantías de 

$1,000 a $3,000. 
      ð1980.  

Inciso (a): La ley de 1980 enmendó este inciso en términos 

generales. 

Inciso (b): La ley de 1980 añadió la segunda oración. 

Incisos (j) a (l ): La ley de 1980 añadió estos incisos. 
      ð1979.  



 

   

Inciso (i): La ley de 1979 añadió este inciso. 
      ð1977.  

Inciso (h): La ley de 1977 aumentó la cuantía de $100 a $1,000 

e incluyó las actuaciones u omisiones del patrono que exijan 

remedios reparativos de carácter no monetario. 
    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Junio 24, 1977, Núm. 111, p. 264. 

Junio 3, 1980, Núm. 91, p. 266. 

Diciembre 5, 1991, Núm. 92. 

Agosto 17, 1999, Núm. 263. 

Septiembre 9, 2000, Núm. 402. 

Septiembre 3, 2003, Núm. 243. 

Febrero 29, 2004, Núm. 70. 
 ANOTACIONES  

  1. Maltrato de menores.  

 El juez municipal tiene facultades específicas en casos de 

maltrato de menores, pero las órdenes emitidas no constituyen 

cosa juzgada con respecto a tales asuntos. Depto. de la Familia 

v. Ramos, 158 D.P.R. 888 (2003). 
§ 2873. Procedimientos 
Para adquirir el tribunal y magistrado jurisdicción sobre una controversia o 
asunto a tenor [con] las disposiciones de este capítulo, se seguirá el siguiente 
procedimiento: 
  (a). Cualquier persona mayor de edad podrá comparecer ante un magistrado y 

exponer bajo juramento en forma verbal o escrita de manera breve y sencilla, querella de 

dificultades con otra u otras personas sobre cualesquiera de las controversias o asuntos 

referidos en la sec. 2872 de este título. 

  (b). Si de la querella resultase que existe una controversia legal por adjudicarse, el 

magistrado dispondrá la citación de las partes envueltas, bajo apercibimiento de desacato, 

para una comparecencia ante él dentro de un término que no excederá de cinco (5) días. 

El hecho de expedirse las citaciones equivaldrá a dar curso a la querella y ésta se anotará 

en un libro ad hoc por el magistrado. La incomparecencia de una persona debidamente 

citada para una comparecencia ordenada según este capítulo será condenable como 

desacato al tribunal presidido por el magistrado que expidió la citación. Podrá citarse a 



 

   

terceras personas que puedan suministrar información respecto a la controversia. 

  (c). El día de la comparecencia el magistrado oirá verbalmente a las partes y, si 

éstas ofreciesen testigos u otras pruebas, fijará fecha para la continuación de la vista y en 

dicha continuación oirá los testigos que se produzcan y admitirá las otras pruebas 

pertinentes que se ofrezcan. En dichas vistas los interesados podrán comparecer asistidos 

de abogados, y disfrutarán del derecho de contrainterrogar a los testigos que declaren en 

su contra. Las normas legales sobre evidencia sólo serán aplicables en la medida en que 

no desnaturalicen o sirvan de obstáculos a la solución inmediata de la querella objeto de 

la controversia. Las Reglas de Procedimiento Civil vigentes no serán aplicables al trámite 

establecido en este capítulo. 

  (d). Será deber del magistrado, en el curso de la vista, el tratar de armonizar a las 

partes para que la controversia quede satisfactoriamente resuelta. Si ello no fuere posible 

y si como resultado de la vista el magistrado se convenciere de que existe bajo la ley una 

controversia entre las partes, la cual requiere adjudicación judicial, dictará una resolución 

determinando cuál de las partes tiene probablemente la razón. A tenor de esa resolución 

el magistrado fijará un estado provisional de derecho, que será obligatorio entre las partes 

mientras la controversia sea ventilada en el curso ordinario de la ley. La resolución podrá 

ser autorizando o sancionando determinado acto o actuación de una persona, exigiendo 

de ésta o varias el cumplimiento específico de un deber, o la abstención de una acción en 

particular. La resolución será dictada verbalmente pero dentro del término de cinco (5) 

días se hará constar por escrito. La resolución escrita será sencilla y contendrá una breve 

síntesis de las alegaciones de cada parte, el historial del trámite habido, lo que tendió a 

establecer la prueba de cada parte, las conclusiones del magistrado de que hay una parte 

que probablemente tiene la razón, con expresión de los fundamentos y la fijación del 

estado provisional de derecho, con exposición de los actos que autoriza o prohíbe, o 

derechos que provisionalmente reconoce. Al dar verbalmente su resolución, el magistrado 

explicará a las partes el alcance de la misma y les informará del delito que habrán de 

cometer y la penalidad en que habrán de incurrir si violaren la orden. También informará 

el magistrado a la persona o personas contra quienes se dicte la resolución, su derecho a 

plantear el asunto ante tribunal competente, en el curso ordinario del procedimiento. La 

resolución será obligatoria desde que se dicte verbalmente, pero será notificada a los 

interesados o sus abogados dentro de los (10) diez días de dictada verbalmente. La parte 

dispositiva de la resolución se transcribirá en el libro ad hoc de anotaciones de querellas 

bajo las disposiciones de este capítulo. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 3. 

   HISTORIAL  

    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
    Contrarreferencias.  

Reglas de Procedimiento Civil, véase el Apéndice III de este 

título. 
§ 2874. Penalidades; opción 



 

   

Toda persona que violare voluntariamente alguno de los términos de la 
resolución fijando un estado provisional de derecho, según este capítulo, 
incurrirá en desacato civil sujeto a pena de cárcel máxima de seis (6) meses, o 
multa no mayor de quinientos dólares ($500), o ambas penas, a discreción del 
tribunal competente. No obstante, no podrá hallarse incurso en desacato civil a 
una persona por omisión de pagar una deuda. Sin embargo, esta prohibición no 
incluye el desacato civil que pueden imponer los tribunales en los casos en que 
se fijen provisionalmente pensiones alimentarias y el alimentante no demostrase 
justa causa para su incumplimiento. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 4; Julio 27, 2007, Núm. 78, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð2007.  

La ley de 2007 añadió las segunda y tercera oraciones al 

primer párrafo y suprimió el anterior segundo párrafo. 
    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Julio 27, 2007, Núm. 78. 
§ 2875. OrdenðInapelable 
Una orden resolviendo una controversia y fijando un estado provisional de 
derecho, según este capítulo, será inapelable, pero no constituirá cosa juzgada 
respecto a ninguno de los puntos adjudicados en la misma ni impedirá ningún 
otro trámite judicial reclamando daños y perjuicios u otro derecho. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 5. 

   HISTORIAL  

    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El estado provisional de derecho que se emite al amparo de 

este capítulo es obligatorio entre las partes mientras la 

controversia sea ventilada en el curso ordinario de la ley; y, 

habiéndose emitido un estado provisional de derecho, éste no 



 

   

puede dejarse sin efecto por otro estado provisional de 

derecho. Marín v. Serrano Agosto, 116 P.R. Dec. 603, 1985 PR 

Sup. LEXIS 113 (P.R. 1985). 
§ 2876. OrdenðEnmienda 
Entablada la acción ordinaria sobre puntos adjudicados mediante este 
procedimiento, el tribunal competente podrá, en forma interlocutoria, enmendar o 
dejar sin efecto la orden del magistrado, si se le demostrase, con oportunidad de 
audiencia a la otra parte, error craso o circunstancias extraordinarias que así lo 
justifiquen. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 6. 

   HISTORIAL  

    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Entablada una acción ordinaria con relación a un estado 

provisional de derecho, el tribunal competente puede, en forma 

interlocutoria, enmendar o dejar sin efecto la orden de estado 

provisional si se le demuestra, tras oportunidad de audiencia a 

la otra parte, error craso o circunstancias extraordinarias que 

así lo justifiquen. Marín v. Serrano Agosto, 116 P.R. Dec. 603, 

1985 PR Sup. LEXIS 113 (P.R. 1985). 
§ 2877. Incidentes y vistas; formularios necesarios 
Los incidentes y vistas relacionadas con el procedimiento dispuesto podrán 
efectuarse en el despacho del magistrado. La Oficina de Administración de los 
Tribunales preparará los formularios necesarios para la [implantación] de este 
capítulo. 

History.   
ðJulio 23, 1974, Núm. 140, Parte 1, p. 692, art. 7. 

   HISTORIAL  

    Vigencia.  

Véase nota bajo la sec. 2871 de este título. 
Capítulo 238. Ley para Mediación Compulsoria y Preservación de tu Hogar en  los procesos de 
Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda Principal 

§ 2881. Definiciones 
Las siguientes palabras  o términos, cuando sean usados o se haga referencia a 
los mismos en  este capítulo, tendrán el significado indicado a continuación, a 
menos  que del contexto surja claramente otro significado: 



 

   

  (a). Mediación.ð  Un proceso de  intervención, no adjudicativo, en el cual un 

interventor o una interventora  neutral (mediador o mediadora) ayuda o asiste a las 

personas en conflicto  a lograr un acuerdo que les resulte mutuamente aceptable para 

resolver  su controversia. 

  (b). Mediación compulsoria.ð  En los casos en que un acreedor hipotecario 

pueda iniciar un proceso  de ejecución de hipoteca, o el cual pueda culminar en la venta 

judicial,  de una propiedad residencial que constituya una vivienda principal,  se celebrará 

una reunión compulsoria de mediación conducida en una  sala o salón del tribunal o en 

aquel lugar que las partes en acuerdo  con el mediador seleccionen, pero que no podrá ser 

en las oficinas  del acreedor hipotecario o de sus abogados o representantes legales  o 

asesores, y presidida por un mediador seleccionado por las partes,  en el curso de un 

procedimiento de ejecución de hipoteca sumario y/o  ordinario. En dicha reunión el 

acreedor hipotecario notificará al  deudor hipotecario todas las alternativas disponibles en 

el mercado  para poder evitar la ejecución de la hipoteca o la venta judicial  de una 

propiedad residencial que constituya una vivienda principal.  El propósito u objetivo será 

poder llegar a un acuerdo o modificación  que permita al deudor hipotecario establecer un 

acuerdo de pago u  otra alternativa satisfactoria a las partes y no perder su vivienda  

principal. 

  (c). Acreedor hipotecario.ð  Significa  cualquier persona natural o jurídica o una 

entidad prestataria o financiera  o un banco o una cooperativa debidamente autorizados 

por las leyes  de Puerto Rico y las leyes de los Estados Unidos de América para conceder  

o que conceda préstamos con garantía hipotecaria sobre una residencia  o vivienda 

principal. 

  (d). Deudor hipotecario.ð  Persona  natural que ha incurrido en un préstamo de 

consumo o para propósitos  personales o de familia garantizado con un gravamen 

hipotecario sobre  su residencia o vivienda principal. Esta definición incluirá a todas  las 

personas naturales que sean responsables o que pudieran advenir  responsables por la 

obligación que se intenta hacer efectiva en el  procedimiento de cobro o de ejecución de 

hipoteca. 

  (e). Residencia o vivienda principal.ð  Aquella que se utiliza como el hogar 

principal del  deudor o del deudor y su familia inmediata; y que para fines contributivos  

sobre bienes inmuebles es aquella para la cual aplicaría la exención  contributiva 

principal. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 2, ef. Julio 1, 2013. 

   HISTORIAL  

    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Agosto 17, 2012, Núm. 184. 
    Título corto.  

El art. 1 de la Ley de Agosto 17, 2012, Núm. 184, dispone: 

ñEsta Ley [este cap²tulo] se conocer§ por el T²tulo Corto óLey 

para Mediación Compulsoria y Preservación de tu Hogar en 



 

   

los procesos de Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda 

Principalô.ò 
    Salvedad.  

El art. 8 de la Ley de Agosto 17, 2012, N¼m. 184, dispone: ñSi 

cualquier cláusula, párrafo, artículo, sección, inciso o parte de 

esta Ley [este capítulo] fuere declarada inconstitucional por un 

tribunal competente, la sentencia a tal efecto dictada no 

afectará, perjudicará ni invalidará el resto de la misma. El 

efecto quedará limitado a la cláusula, párrafo, artículo, 

sección, inciso o parte de la misma que así hubiere sido 

declarada inconstitucional.ò 
§ 2882. Mediación  compulsorio 
Será deber del tribunal,  en los casos que considere necesarios, dentro de los 
sesenta (60)  días después de presentada la alegación responsiva por parte del 
deudor  hipotecario demandado y antes de que se señale la conferencia con  
antelación al juicio, bajo apercibimiento de desacato, una vista o  acto de 
mediación compulsorio que presidirá un mediador seleccionado  por las partes y 
que tendrá lugar en cualquier salón o sala del tribunal  o en aquel lugar que las 
partes en acuerdo con el mediador seleccionen,  todas las alternativas 
disponibles en el mercado para poder evitar  la ejecución de la hipoteca o la 
venta judicial de una propiedad residencial  que constituya una vivienda 
principal. Esto será un requisito jurisdiccional  en los procesos a llevarse a cabo 
ante los tribunales de Puerto Rico  que envuelvan un proceso para la ejecución 
de una hipoteca garantizada  con una propiedad residencial que constituya una 
vivienda personal  del deudor o de los deudores sin cuyo cumplimiento no podrá 
dictarse  sentencia o celebrarse la venta judicial de la propiedad gravada con  la 
hipoteca cuya ejecución se solicita. De no presentarse el deudor,  al 
procedimiento de mediación o de no cumplir con el acuerdo alcanzado  con el 
acreedor hipotecario como resultado del proceso de mediación,  la institución 
financiera actuará de la forma acordada en el contrato  o pagaré efectuado el día 
de la transacción original de hipoteca.  El deudor tendrá derecho únicamente a 
un procedimiento de mediación  en la acción civil que se le presente para la 
ejecución de la hipoteca  sobre la propiedad residencial que constituya su 
vivienda principal,  siempre y cuando el deudor hipotecario demandado no se 
encuentre en  rebeldía, o que por alguna razón o sanción sus alegaciones hayan 
sido  suprimidas o eliminadas por el tribunal. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 3, ef. Julio 1, 2013. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2883. Información  al deudor 
Como parte del proceso  para la concesión de un préstamo con garantía 
hipotecaria sobre una  residencia o vivienda principal, toda persona natural o 



 

   

jurídica o  una entidad prestataria o financiera o un banco o una cooperativa,  
vendrá obligado a proveerle al deudor información que contenga, sin  que se 
entienda como una limitación, lo siguiente: 
  (a). Información sobre el proceso de mediación  compulsoria establecido por este 

capítulo los requisitos para participar  del mismo en caso de que se presente una acción 

civil sobre procedimiento  de ejecución hipotecaria; 

  (b). la conveniencia de que una vez recibido  el emplazamiento con copia de la 

demanda, el deudor procure asistencia  legal; 

  (c). la conveniencia que una vez recibido el  emplazamiento con copia de la 

demanda, el deudor alegue responsivamente  o conteste la misma; 

  (d). la advertencia del riesgo que enfrenta  el deudor de perder la propiedad si no 

alega responsivamente a la  demanda o la contesta; 

  (e). la advertencia de que la no participación  en el proceso de mediación 

compulsoria podría resultar en la pérdida  de su propiedad; 

  (f). el nombre completo y los números de teléfono  de las personas o las 

divisiones que atienden y manejan casos relacionados  con la mitigación de pérdidas de 

propiedades mediante el proceso de  ejecución de hipotecas, y 

  (g). aquellos remedios o beneficios disponibles  vigentes para el deudor que le 

permita beneficiarse de programas o  servicios dirigidos a la preservación de su 

residencia o vivienda  principal. Esta obligación será de cumplimiento estricto y el 

acreedor  hipotecario certificará el cumplimiento con la misma. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 4, ef. Julio 1, 2013. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2884. Proceso  de mediación 
El proceso de la mediación  se regirá, en todo lo que no sea incompatible con 
este capítulo, por  las disposiciones las secs. 532 a 532e del Título 4, así como 
por  cualesquiera reglamentos aprobados de acuerdo a las mismas. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 5, ef. Julio 1, 2013. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2885. Gastos 
Los gastos a incurrirse  en el proceso de la mediación se pagarán, salvo pacto 
en contrario,  por partes iguales. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 6, ef. Julio 1, 2013. 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2886. Reglamento 
La Oficina de Administración  de los Tribunales deberá previo a la vigencia de 
esta ley redactar  y aprobar un reglamento, o enmendar cualquier reglamento 
aplicable,  a los efectos de establecer el procedimiento adecuado a seguirse 
para  la implantación de este capítulo. 

History.   
ðAgosto 17, 2012, Núm. 184, art. 7, ef. Julio 1, 2013. 

Capítulo 239. Disposiciones Generales 

Tal como fue editado este documento no contiene anotaciones. 
§ 2901. Privación de propiedad, limitada 



 

   

Nadie podrá ser privado de todo o parte de su propiedad, sino de acuerdo con 
las disposiciones de la sec. 1113 del Título 31 y de las secs. 2901 a 2913 de 
este título. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 1. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

Esta sección originalmente refería a la sec. 355 del Código Civil 

de 1902, la cual había sido renumerada como sec. 282 de la 

edición de 1930, sec. 1113 del Título 31. 

La Ley de Marzo 12, 1903, p. 50, secs. 2901 a 2913 de este 

t²tulo, no es parte de la ñLey de Procedimientos Legales 

Especialesò. V®ase la nota de cambio de nombre al principio de 

este subtítulo, precediendo al análisis. 

Además, su sec. 7, enmendada por la sec. 5 de la Ley de Marzo 

12, 1908, p. 98, fue derogada por la sec. 3 de la Ley de Mayo 7, 

1948, Núm. 105, p. 241 y sus secs. 10 a 23 fueron derogadas por 

la sec. 7 de la Ley de Marzo 12, 1908, p. 98. 
    Título.  

El Título de la Ley de Marzo 12, 1903, p. 50, fue enmendado 

por la Ley de Noviembre 30, 1942, Núm. 19, p. 83, art. 1. 
    Cláusula derogatoria.  

La sec. 24 de la Ley de Marzo 12, 1903, p. 50, dispone: 
ñLa Ley de Expropiaci·n Forzosa de 10 de enero de mil ochocientos setenta y 
nueve, y las reglas y disposiciones decretadas para su ejecución y todas las 
demás leyes y órdenes o parte de las mismas que se oponen a esta Ley, 
quedan por la presente derogadas.ò 

    Contrarreferencias.  

Administración de Fomento Cooperativo, véase la sec. 931r del 

Título 5. 

Administración de Fomento y Desarrollo Agrícola, véanse las 

secs. 1551 et seq. del Título 5. 

Administración de Servicios Agrícolas, véase la sec. 1855(r) del 

Título 5. 

Autoridad de Carreteras, véase la sec. 2009 del Título 9. 

Autoridad de Tierras, véanse las secs. 264 a 273 del Título 28. 



 

   

Consejo de la Industria Pesquera y la Agricultura, véanse las 

secs. 1521 et seq. del Título 5. 

Corporación de Desarrollo de Recursos Minerales, véase la sec. 

91u del Título 28. 

Instituto de Cultura Puertorriqueña, véase la sec. 1198 del 

Título 18. 

Minas, véase la sec. 115 del Título 28. 

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58 Ap. 

IV de este título. 

Representación del E.L.A. en procedimientos de expropiación 

forzosa, véase la sec. 352 de este título. 

Tenencia de tierras en violación de la Ley de 500 Acres, véanse 

las secs. 3392 de este título y 268 a 273 y 401 et seq. del Título 

28. 

Término máximo para reservar propiedad privada para uso 

público, véanse las secs. 2923 a 2927 de este título. 

Universidad de Puerto Rico, véanse las secs. 670 a 675 del 

Título 18. 

Venta, permuta, etc., de bienes adquiridos por expropiación 

forzosa, véanse las secs. 31 a 31o del Título 28. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Restricciones.  

3. Soberanía del Estado.  

  1. En general.  

 El banco, como acreedor hipotecario, no tiene derecho a litigar 

la cantidad consignada en el tribunal como justa compensación 

en un caso de expropiación forzosa; solo puede recobrar del 

fondo de compensación aquella parte en que se haya lesionado 

o afectado su interés en la propiedad. A.C.T. v. 780.6141m², 

165 D.P.R. 121 (2005). 

 A la promesa de compraventa se le puede aplicar el 

procedimiento de expropiación forzosa de manera que se libere 

el inmueble de gravámenes para que el E.L.A. pueda alcanzar 

la consecución del fin público. Op. Sec. Just. Núm. 30 de 1992. 

 La resolución conjunta de la Asamblea Legislativa de Puerto 



 

   

Rico declarando la utilidad pública de 25 cuerdas de tierra y 

autorizando el inicio del procedimiento de expropiación 

forzosa de las mismas, constituye un ejercicio legítimo del 

poder legislativo y no un despojo de propiedad privada sin 

debido proceso por parte del Gobierno. Hotel Coamo Springs, 

Inc. v. Hernández Colón, 539 F. Supp. 1008 (1982). 

 Aun considerando la resolución conjunta de la Asamblea 

Legislativa de Puerto Rico declarando la utilidad pública de 25 

cuerdas de tierra y autorizando la expropiación forzosa de las 

mismas como una restricción de zonificación, no puede 

declarársele opresiva porque el procedimiento judicial fuera 

iniciado dos años después de su aprobación. Hotel Coamo 

Springs, Inc. v. Hernández Colón, 539 F. Supp. 1008 (1982). 

 Ninguna agencia, funcionario, municipalidad ni 

instrumentalidad del Estado Libre Asociado puede iniciar 

procedimientos de expropiación forzosa a no ser que dicha 

facultad le haya sido delegada expresamente por dicho Estado. 

Commonwealth of Puerto Rico v. Cordeco Development 

Corporation, 534 F. Supp. 612 (1982). 

 No existe toma de propiedad privada en el sentido de la 

prohibición constitucional cuando no hay desplazamiento del 

propietario por el Gobierno, ni ocupación o administración de 

dicha propiedad. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway 

Authority, 621 F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. 

P.R. 1980). 

 Las únicas limitaciones al poder de expropiación del Estado 

son pagar una justa compensación y actuar de acuerdo con la 

forma provista por ley. E.L.A. v. Soc. Civil Agrícola e 

Industrial, 104 D.P.R. 392 (1975). 

 La ley de expropiación forzosa de Puerto Rico, aun cuando 

originalmente hubiere sido nula por falta de autoridad 

legislativa, estaba en vigor a tenor con la ley federal sobre 

continuación en vigor y efecto de todas las leyes no 

expresamente modificadas. Cortés v. Commonwealth of Puerto 

Rico, 422 F.2d 1308 (1970); 91 S. Ct. 76; 27 L. Ed. 2d 71 (1970). 



 

   

 El propósito esencial de un procedimiento de expropiación 

forzosa es la fijación de la compensación justa y razonable de 

la propiedad expropiada. Estado Libre Asociado v. Tribunal 

Superior, 86 D.P.R. 692 (1962). 

 La Asamblea Legislativa de Puerto Rico puede ejercitar la 

facultad de expropiar terrenos de propiedad particular bien 

directamente o delegándola en agencias o funcionarios 

públicos. M. Mercado e Hijos v. Tribunal Superior, 85 D.P.R. 

370 (1962). 

 El derecho a declarar, en relación con el poder de 

expropiación, qué uso se considerará público corresponde 

primariamente a la Asamblea Legislativa, y declarado como 

tal, la presunción es que lo es, siendo entonces la cuestión a 

resolver por los tribunales si la Asamblea pudo 

razonablemente considerar el uso como público. Estado Libre 

Asociado v. Fajardo Sugar Co., 79 D.P.R. 321 (1956). 

 En relación con el poder de expropiación, la decisión de si 

determinado uso es públicoðcuestión ésta que corresponde a 

los tribunales decidirla en última instanciaðse hace 

considerando las circunstancias especiales de cada caso. Estado 

Libre Asociado v. Fajardo Sugar Co., 79 D.P.R. 321 (1956). 

 La expropiación de fincas para la eliminación de arrabales es 

un fin público. Autoridad sobre Hogares v. Sagastivelza, 72 

D.P.R. 276 (1951). 

 Sólo se requiere del dueño de una urbanización que reserve, 

no que transfiera, al Pueblo de Puerto Rico el área de los 

terrenos a ser lotificados que disponen para parques, por lo 

que una orden de la Junta de Planificación requiriendo el 

traspaso del título al Gobierno sin compensación es ilegal y 

nula. Zayas v. Junta de Planificación, 69 D.P.R. 30 (1948). 

 La eliminación de arrabales perjudiciales a la seguridad, la 

salud, bienestar o moral de sus habitantes es un fin público 

para la relación del cual el Estado puede ejercitar su poder de 

policía, y los de expropiación. Municipio v. Junta de 

Planificación, 68 D.P.R. 646 (1948). 



 

   

 Dominio eminente es el derecho o la facultad que tiene la 

nación o el estado, o aquellos a quienes la facultad ha sido 

legalmente delegada, para expropiar la propiedad privada 

para dedicarla a un uso público; pero para el ejercicio de esa 

facultad es necesaria la acción legislativa especificando las 

ocasiones, la forma y manera en que puede recurrirse a la 

expropiación y las agencias que pueden hacer uso de ese poder 

extraordinario. Autoridad sobre Hogares v. Corte, 68 D.P.R. 

54 (1948). 

 El poder de expropiar propiedad privada para uso público 

puede ejercitarlo el Gobierno directamente, o mediante una 

entidad corporativa creada por la Asamblea Legislativa que 

actúe por delegación del Estado; pero esta última, al expropiar, 

viene sujeta a las mismas limitaciones que el Estado. Autoridad 

sobre Hogares v. Corte, 68 D.P.R. 54 (1948). 

 La Legislatura tiene amplia discreción para determinar qué es 

lo que constituye un fin público y tomar aquellas medidas que 

a su juicio promuevan el bienestar de la comunidad, y si la 

medida legislativa contiene elementos de beneficio público y su 

propósito a realizar es de carácter público, la cuestión en 

cuanto al beneficio que haya de recibir el público es para la 

Legislatura y no las cortes resolverla, pues a los tribunales no 

corresponde expresar opinión sobre la sabiduría o 

conveniencia de una medida legislativa. McCormick v. 

Marrero, Juez, 64 P.R.R. 250, 64 P.R. Dec. 260, 1944 PR Sup. 

LEXIS 62 (P.R. 1944). 

 La Legislatura puede disponer constitucionalmente el traspaso 

del título y el funcionamiento de un acueducto poseído y 

operado por un municipio sin disponer compensación para el 

municipio por la propiedad envuelta, siempre y cuando se 

asegure el funcionamiento continuo del acueducto para 

beneficio de los habitantes de dicho municipio. Gobierno de la 

Capital v. Consejo Ejecutivo, 63 P.R.R. 417, 63 P.R. Dec. 434, 

1944 PR Sup. LEXIS 155 (P.R. 1944). 

 El Gobernador de Puerto Rico, el Procurador General y el 



 

   

Comisionado de lo Interior no están autorizados por ley alguna 

vigente para instar procedimientos de expropiación forzosa a 

nombre del Pueblo de Puerto Rico. P.R. Railway, Light & 

Power Co. v. Ortiz, Juez, 59 D.P.R. 921 (1942). 

 Bajo preceptos constitucionales como el nuestro disponiendo 

que la propiedad particular no será tomada ni perjudicada 

para uso público, a no ser mediante el pago de una justa 

compensación, los municipios son responsables de todos los 

daños directos o consecuentes que resulten de alteraciones en el 

nivel o rasante de sus calles. Rodríguez v. Municipio de San 

Juan, 53 P.R.R. 47, 53 P.R. Dec. 49, 1938 PR Sup. LEXIS 311 

(P.R. 1938). 

 Toda propiedad que sufra perjuicios sustanciales, ya sean 

directos o consecuentes con motivo del establecimiento o 

cambio del nivel o rasante de sus calles por un municipio, ha 

sido perjudicada para uso público dentro del significado del 

precepto constitucional que dispone que la propiedad privada 

no será tomada ni perjudicada para uso público a no ser 

mediante el pago de una justa compensación, pudiendo tales 

daños y perjuicios recobrarse en una acción de no haberse 

obtenido compensación dentro de un procedimiento de 

expropiación. Rodríguez v. Municipio de San Juan, 53 P.R.R. 

47, 53 P.R. Dec. 49, 1938 PR Sup. LEXIS 311 (P.R. 1938). 

 En la expropiación forzosa de propiedad para fines de utilidad 

pública, la ley que autoriza tal expropiación debe seguirse 

estrictamente, aunque no tan estrictamente que se destruya el 

espíritu evidente del legislador. Ferrocarriles del Este v. Toro 

et al., 39 P.R.R. 834, 39 P.R. Dec. 923, 1929 PR Sup. LEXIS 

209 (P.R. 1929). 

 Aun cuando así lo fuera con anterioridad, el derecho de 

expropiación forzosa no pertenece exclusivamente al 

Comisionado de lo Interior de acuerdo con las leyes existentes; 

una persona particular puede obtenerlo. Ferrocarriles del Este 

v. Toro et al., 39 P.R.R. 834, 39 P.R. Dec. 923, 1929 PR Sup. 

LEXIS 209 (P.R. 1929). 



 

   

 Si bien el derecho de expropiación forzosa no puede ser 

transferido, sin embargo, cuando se efectúa el traspaso de la 

franquicia y éste es aprobado por la Comisión de Servicio 

Público, el derecho a expropiar acompaña la aprobación. 

Ferrocarriles del Este v. Toro et al., 39 P.R.R. 834, 39 P.R. Dec. 

923, 1929 PR Sup. LEXIS 209 (P.R. 1929). 

 El poder de dominio eminente debe ejercitarse de acuerdo con 

la ley y teniendo en cuenta los derechos del dueño de los 

terrenos a una justa compensación. Esteves, Comisionado v. 

Rabell, 36 D.P.R. 130 (1926). 

 Cuando se inundan materialmente terrenos debido a un 

excesivo aumento de agua, tierra, arena u otras materias, o 

colocando cualquier construcción artificial sobre ellos, 

destruyendo efectivamente su uso o impidiéndolo, ello equivale 

a una incautación dentro del alcance de la Carta Orgánica de 

1917. Esteves, Comisionado v. Rabell, 36 D.P.R. 130 (1926). 

 Toda consideración de utilidad y conveniencia pública debe 

supeditarse al derecho del propietario a su propiedad, hasta 

que dicho derecho sea suspendido o extinguido de estricto 

acuerdo con la ley del país. American Railroad Co. v. Ortiz, 16 

D.P.R. 286 (1910). 

 El principio de que la propiedad privada no puede ser tomada 

para uso público, sin la debida compensación, consignado en la 

Enmienda V de la Constitución de los Estados Unidos, es 

aplicable en Puerto Rico y está virtualmente comprendido en 

las disposiciones del art. 355 del Código Civil de 1902, 31 

L.P.R.A. sec. 1113. American Railroad Co. v. Quiñones, 15 

D.P.R. 1 (1909). 

 La sec. 1113 del Título 31 simplemente limita el derecho de 

expropiación forzosa al disponer que ésta debe verificarse por 

autoridad competente, por causa justificada de utilidad 

pública y previa la indemnización y compensación 

correspondiente. American Railroad Co. v. Quiñones, 15 

D.P.R. 1 (1909). 

 El derecho de propiedad es exclusivo y no consiente el uso de 



 

   

una finca para fines contrarios a los derechos del dueño; el 

causar daños irreparables a una finca equivale a privar de su 

propiedad al dueño y en este sentido la ley le protege. 

American Railroad Co. v. Quiñones, 15 D.P.R. 1 (1909). 
  2. Restricciones.  

 Una resolución de la Junta de Planificación que sujeta una 

parcela de terreno a la condición de que los permisos que se 

otorguen para construcción de la misma deberán indicar que el 

proyecto puede quedar afectado en el futuro por la 

construcción de una vía, constituye una restricción 

impermisible de los intereses propietarios sobre la misma. 

Sucn. García v. Aut. de Carreteras, 114 D.P.R. 676 (1983). 

 Un reglamento de zonificación que excede los límites 

permisibles del poder de policía estatal no constituye realmente 

confiscación de propiedad privada, sino una regulación 

opresiva o de arbitraria severidad. Pamel Corp. v. Puerto Rico 

Highway Authority, 621 F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 

(1st Cir. P.R. 1980). 

 La autoridad para fijar el procedimiento de cerrar calles y 

caminos envuelve una delegación por la Legislatura del poder 

de expropiación y dominio eminente y se sujeta a las 

limitaciones constitucionales: no se negará a las partes el 

debido proceso de ley, el derecho a ser oído y sólo se tomará o 

perjudicará la propiedad privada por causa justificada y 

mediante el pago de justa compensación. Op. Sec. Just. Núm. 

18 de 1958. 

 Una ley o reglamentación promulgada en el ejercicio del poder 

de policía que impida o restrinja el goce de ciertos derechos 

individuales sobre una propiedad sin disponer el pago de 

compensación, no es necesariamente inconstitucional por 

violar la cláusula del debido proceso por expropiar propiedad 

privada para el uso público sin compensación, pues tal ley o 

reglamentación, de ser razonable y no trascender los límites y 

propósitos del poder de policía, se considera no como 



 

   

expropiadora de propiedad privada para uso público y sí como 

reguladora del uso y disfrute de la propiedad por el dueño. 

Municipio v. Junta de Planificación, 68 D.P.R. 646 (1948). 
  3. Soberanía del Estado.  

 La Autoridad de Tierras cumplió con los procedimientos de la 

Ley de Expropiación Forzosa, pues todos los terrenos que una 

vez eran propiedad de una comunidad agrícola son patrimonio 

del Estado Libre Asociado. Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz 

Dev. Corp., 174 D.P.R. 409 (2008). 

 El derecho del gobierno de expropiar propiedad privada para 

uso público del Estado es inherente al Estado y necesario de la 

soberanía, siendo superior a todo derecho de propiedad; el 

título que se adquiere mediante la expropiación no se deriva 

del título del dueño anterior, sino que constituye un título 

nuevo, independiente y absoluto. Admon. de Terrenos v. 

Nerashford Dev. Corp., 136 D.P.R. 801 (1994). 

 El poder de expropiación forzosa es inherente a la soberanía 

del Estado; y solamente el Estado, a través de la Asamblea 

Legislativa, puede delegar expresamente parte de ese poder a 

una entidad gubernamental, como es el caso de la A.A.A., para 

que ésta adquiera bienes mediante expropiación, directamente 

y a nombre propio. Op. Sec. Just. Núm. 3 de 1994. 

 La facultad del Estado de expropiar cualesquiera propiedades 

y derechos particulares es un atributo inherente a la soberanía 

y en su ejercicio existen únicamente dos limitaciones: (1) que la 

propiedad se dedique a un uso o fin público, y (2) que se le 

satisfaga al expropiado una justa compensación por la misma. 

(Reiterando la Op. Sec. Just. Núm. 32 de 1973. ) Op. Sec. Just. 

Núm. 38 de 1987; M. Mercado e Hijos v. Tribunal Superior, 85 

D.P.R. 370 (1962). 

 El poder de expropiación forzosa de propiedad privada para 

usos públicos reside en el Estado pero sólo puede ejercitarse a 

través de una ley que lo autorice y designe al funcionario que 

en su nombre pueda instar el procedimiento. Op. Sec. Just. 



 

   

Núm. 32 de 1987. 

 Es inalienable y no puede ser negociado el poder de 

expropiación forzosa inherente al poder soberano del Estado. 

E.L.A. v. Soc. Civil Agrícola e Industrial, 104 D.P.R. 392 

(1975). 

 Las limitaciones al poder del Estado en materia de 

expropiación de propiedad privada para uso público no se 

presumen. E.L.A. v. Soc. Civil Agrícola e Industrial, 104 

D.P.R. 392 (1975). 

 El derecho de expropiación forzosa es inherente a la soberanía 

de todo gobierno, pero en todo país libre debe ejercerse esta 

facultad suprema con sujeción a la ley y prestando la debida 

consideración a los derechos que tengan las partes interesadas. 

American Railroad Co. v. Quiñones, 15 D.P.R. 1 (1909). 
§ 2902. Declaración de utilidad pública 
La propiedad particular como también [los bienes definidos en] la sec. 1025 del 
Título 31 como bienes patrimoniales, y también cualquier interés o derecho que 
tuviere persona o entidad alguna como arrendataria, acreedora hipotecaria, 
usufructuaria, censualista, o cualquier otro derecho real, podrán, de acuerdo con 
las disposiciones de las secs. 2901 a 2913 de este título, ser expropiados, 
perjudicados o destruidos en todo o en parte, o, para fines legales, imponerse a 
los mismos una servidumbre perpetua o temporal, cuando haya sido declarada 
la utilidad pública por el Gobernador o el funcionario o la agencia por él 
designada. La declaración de utilidad pública será hecha por el Gobernador o el 
funcionario o la agencia por él designada, previa audiencia en todo caso, de 
aquéllos a quienes interese ser oídos sobre la conveniencia de dicha 
declaratoria y sobre la necesidad para el mejor servicio público y mejor 
realización con tal fin de la obra de que se trate, de la expropiación o 
expropiaciones de propiedad particular que hayan de efectuarse, o de la 
imposición de las servidumbres que sobre tal propiedad se requiera. Al hacer el 
Gobernador o el funcionario o la agencia por él designada la declaración de la 
utilidad pública de determinada obra, fijará concretamente la propiedad que haya 
de ser expropiada o gravada para la realización de aquélla. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 2; Marzo 12, 1908, p. 94, sec. 1; Abril 28, 1930, No. 50. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñConsejo Ejecutivoò fue sustituido con ñGobernador o el 

funcionario o la agencia por ®l designadaò a tenor con el Plan 



 

   

de Reorganización Núm. 12 de 1950, arts. 2 y 4, que aparece en 

la nota bajo la sec. 31 del Título 3. 
    Enmiendas  

      ð1930.  

La ley de 1930 enmendó esta sección en términos generales. 
      ð1908.  

La ley de 1908 enmendó esta sección en términos generales. 
    Contrarreferencias.  

Administración de Derecho al Trabajo, no se necesita 

declaración previa de utilidad y necesidad provista en esta 

sección, véase la sec. 1108(p) del Título 29. 

Autoridad de los Puertos, no se necesita declaración previa de 

utilidad y necesidad provista en esta sección, véase la sec. 339a 

del Título 23. 

Compra o expropiación de propiedades de concesionarios de la 

Comisión de Servicio Público, véase la sec. 1114 del Título 27. 

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Facultades del anterior Consejo Ejecutivo.  

3. Descripción.  

4. Beneficio público.  

  1. En general.  

 Una vez establecido que el uso para el cual se destina la 

propiedad expropiada constituye un fin público, no 

corresponde a los tribunales revisar las determinaciones sobre 

la naturaleza y extensión del derecho a adquirirse, la cantidad 

de terreno a expropiarse, la necesidad o lo adecuado del sitio 

en particular, porque ésta es una función que ejerce la 

Legislatura bien directamente o delegándola en agencias o 

funcionarios públicos. Op. Sec. Just. Núm. 38 de 1987. 

 El concepto ñfin p¼blicoò tiene que ce¶irse a las cambiantes 

condiciones sociales de una comunidad específica y los 

problemas peculiares que éstas crean. Op. Sec. Just. Núm. 38 



 

   

de 1987. 

 La frase ñutilidad p¼blicaò en la Sec. 9 del Art. II de la 

Constitución del Estado Libre Asociado significa también 

utilidad social, interés social, bienestar común. Op. Sec. Just. 

Núm. 38 de 1987. 

 El Gobierno de Puerto Rico puede efectuar una expropiación 

forzosa del arrendamiento de un hospital siempre y cuando 

cumpla con los requisitos de ley, aun cuando sea una de las 

partes en el contrato, ya que lo que expropiará será el derecho 

o interés de la otra parte contratante en el arrendamiento 

objeto de dicho contrato. Op. Sec. Just. Núm. 29 de 1985. 

 En Puerto Rico la congelación de las tierras por declaración 

de utilidad pública no puede extenderse más allá de un término 

razonable. Urbanizadora Versalles, Inc. v. Rios, 701 F.2d 993, 

1983 U.S. App. LEXIS 29994 (1st Cir. P.R. 1983). 

 La congelación de derechos dominicales mediante declaración 

de utilidad pública de una propiedad para uso futuro sin llegar 

a la expropiación misma, por término de 14 años, equivale a un 

despojo inconstitucional. Urbanizadora Versalles, Inc. v. Rios, 

701 F.2d 993, 1983 U.S. App. LEXIS 29994 (1st Cir. P.R. 1983). 

 Un demandante no tiene derecho a ser indemnizado por daños 

y perjuicios a tenor con el derecho de reversión, fundando su 

reclamación en que el Estado le privó inconstitucionalmente 

del valor de la tierra al reclasificarla para uso público; no 

obstante, dicho demandado puede utilizar remedio 

declaratorio o de injunction  para anular la restricción que le 

perjudica. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway Authority, 621 

F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. P.R. 1980). 

 Con excepción del propósito de la expropiación y la fijación de 

la justa compensación, todos los incidentes de la incautación de 

propiedad particular expropiada son cuestiones políticas para 

la determinación del Estado que son inherentes a y forman la 

parte medular de la facultad del Estado para expropiar, y la 

rama judicial no intervendrá en dichas determinaciones. M. 

Mercado e Hijos v. Tribunal Superior, 85 D.P.R. 370 (1962). 



 

   

 En un procedimiento de expropiación forzosa de propiedad 

particular los tribunales no tienen facultad para revisar el 

ejercicio de la discreción administrativa en la selección de los 

terrenos expropiados o su adaptabilidad para el uso público a 

que se destinan. M. Mercado e Hijos v. Tribunal Superior, 85 

D.P.R. 370 (1962). 

 Una declaración de utilidad pública no es nula por el hecho de 

que el dueño de la finca fuera oído únicamente por el Comité 

de Franquicias del Consejo Ejecutivo y no por éste en pleno, ni 

el que el informe estuviera firmado únicamente por el Comité 

de Franquicias y no por una mayoría de la totalidad del 

Consejo Ejecutivo. Fajardo Development Company v. 

Zalduondo, 20 D.P.R. 253 (1914). 

 Las secs. 2901 a 2913 de este título no conceden a las 

compañías de ferrocarriles el derecho de elegir los terrenos que 

para sus empresas les convengan. American Railroad Co. v. 

Quiñones, 16 D.P.R. 150 (1910); American Railroad Co. v. 

Ortiz, 15 D.P.R. 446 (1909). 

 No es posible admitir, aun al amparo de las secs. 2901 a 2913 

de este título, que una junta escolar, o una compañía de 

ferrocarriles, tenga el derecho incontestable para expropiar de 

un modo arbitrario a un ciudadano, por mero capricho, o 

malicia, o cualquiera causa injustificada, cuando haya otra 

propiedad más conveniente y adecuada que probablemente 

podrá adquirirse por menos dinero y sin necesidad de acudir a 

los procedimientos de expropiación. American Railroad Co. v. 

Quiñones, 16 D.P.R. 150 (1910). 
  2. Facultades del anterior Consejo Ejecutivo.  

 Teniendo el actual Consejo Ejecutivo todas las facultades que 

tenía el antiguo, excepción de aquéllas expresamente derogadas 

por la Carta Orgánica de 1917, dicho Consejo Ejecutivo tiene, 

como lo tuvo el antiguo, la facultad de hacer declaraciones de 

utilidad pública a los fines de expropiar bienes privados para 

fines públicos. Ferrocarriles del Este v. Toro et al., 39 P.R.R. 



 

   

834, 39 P.R. Dec. 923, 1929 PR Sup. LEXIS 209 (P.R. 1929). 

 La declaración de utilidad por el Consejo Ejecutivo no es 

necesaria cuando la Legislatura ha determinado un método 

distinto para tal declaración. Esteves, Comisionado v. Rabell, 

36 D.P.R. 130 (1926). 
  3. Descripción.  

 Cuando la declaración de utilidad hecha por el Consejo 

Ejecutivo describe suficientemente los bienes a ser 

expropiados, el hecho de que no se hiciera una declaración 

general no hace a aquélla insuficiente cuando dicha 

declaración general ha sido hecha directamente en la concesión 

de la franquicia y el Consejo ha hecho referencia específica a 

ella. Ferrocarriles del Este v. Toro et al., 39 P.R.R. 834, 39 P.R. 

Dec. 923, 1929 PR Sup. LEXIS 209 (P.R. 1929). 

 De acuerdo con esta sección, los interesados tienen derecho a 

ser oídos sobre la declaración de utilidad pública, y la 

necesidad de la expropiación, debiendo el Consejo Ejecutivo, al 

hacer la declaración de utilidad pública de determinada obra, 

fijar concretamente la propiedad que haya de ser expropiada. 

American Railroad Co. v. Quiñones, 16 D.P.R. 150 (1910). 

 Aun en el supuesto de que la construcción de un ramal de 

ferrocarril haya sido declarada de utilidad pública, de acuerdo 

con las secs. 2902 y 2905 de este título es necesario que se fije 

concretamente el terreno que ha de ser expropiado para poder 

realizar aquella construcción. American Railroad Co. v. 

Quiñones, 16 D.P.R. 150 (1910). 

 Cuando el demandante en una acción obtiene del Consejo 

Ejecutivo una declaración de utilidad pública sin fijarse 

concretamente el terreno que ha de ser expropiado, si al 

entablar la demanda está vigente una ley que exige ese 

requisito, debe acudir al Consejo Ejecutivo para que se llene 

esa omisión antes de entablar la demanda. American Railroad 

Co. v. Quiñones, 16 D.P.R. 150 (1910). 

 Es requisito previo indispensable para poder entablar una 



 

   

demanda de expropiación forzosa que se fije concretamente 

por el Consejo Ejecutivo la propiedad que haya de ser 

expropiada, de acuerdo con la Ley de Marzo 12, 1908, que 

enmendó esta sección. American Railroad Co. v. Ortiz, 15 

D.P.R. 446 (1909). 
  4. Beneficio público.  

 La declaración de beneficio público es un requisito 

fundamental para una acción de expropiación forzosa y es la 

declaración para adquisición y entrega que conlleva la 

intención de obtener posesión y título de una propiedad 

específica.  In re El Comandante Mgmt. Co., 358 B.R. 1 (2006). 
§ 2903. Fines para los cuales se puede ocupar la propiedad privada 
Los fines para los cuales se puede ocupar o destruir la propiedad privada, o 
causar perjuicios en ella, son los siguientes: 
  (a). Para la construcción de carreteras, caminos, calles y demás vías terrestres 

para uso comunal del público, entre dos o más poblaciones, o entre éstas y sus barrios, 

poblados o aldeas, y para la adquisición de los terrenos que fueren necesarios para el 

ensanche de las poblaciones; Disponiéndose, que ninguna porción de terreno declarada de 

utilidad pública con los fines últimamente indicados podrá ser dedicada o utilizada para 

fines distintos de los que motivaron la declaración de utilidad pública; Disponiéndose, 

que el empleo o disposición del terreno así añadido a dichos pueblos se regirá por las 

disposiciones de la sec. 10 de la Ley Municipal, aprobada en 31 de julio de 1919, 

conforme quedó enmendada por la Ley Núm. 9, aprobada en 12 de mayo de 1920; 

Disponiéndose, además, que la selección del terreno para el ensanche de cualquier pueblo 

deberá ser aprobada por el Gobernador o el funcionario o agencia por él designado. 

  (b). Para la construcción y explotación de líneas férreas, tranvías y ferrocarriles 

urbanos. 

  (c). Para la construcción de canales para riego, encañados, acueductos para el 

abastecimiento de poblaciones, alcantarillados, sumideros, puentes, viaductos, diques y 

represas. 

  (d). Para cementerios, plazas, avenidas y parques públicos, granjas agrícolas 

estaduales, barriadas obreras, mataderos, casas para tribunales de justicia, escuelas y 

demás edificios públicos para el uso del gobierno de los Estados Unidos, del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, o de cualquier corporación municipal. 

  (e). Para la construcción de faros, estaciones de señales, balizas, muelles, 

represas, estaciones de cuarentena, obras para mejorar la navegación, y para estaciones 

militares y navales, casas de correo, edificios para tribunales de los Estados Unidos, o 

para otros establecimientos u obras para el gobierno de los Estados Unidos. 

  (f). Para la construcción y explotación de instalaciones o establecimientos, para la 

construcción de electricidad, con el objeto de suministrar para el servicio público 

alumbrado y fuerza motriz, por la trasmisión de corriente eléctrica, y también para la 

construcción de represas en relación con las referidas instalaciones o establecimientos. 



 

   

  (g). Cuando la misma haya sido declarada estorbo público, según lo dispuesto en 

las secs. 4001 et seq. del Título 21. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 3; Marzo 11, 1908, p. 96, sec. 1; Septiembre 3, 1910, Núm. 

68; Julio 20, 1921, Núm. 73; Septiembre 2, 2000, Núm. 334, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Derogación.  

El inciso (d) de esta sección había sido enmendado por la Ley 

de Marzo 14, 1912, Núm. 81, p. 126, art. 35, la cual le añadió 

disposiciones sobre recolección de basuras y hospitales de 

cuarentena. Dicho art. 35 fue derogado a su vez por la Ley de 

Mayo 10, 1945, Núm. 156, p. 529, art. 1. Las disposiciones 

añadidas por la enmienda de 1912 fueron omitidas en la 

enmienda de Julio 20, 1921, Núm. 73, p. 675, a esta sección. 
    Referencias en el texto.  

La referencia a la sec. 10 de la Ley Municipal en el segundo 

Disponiéndose del inciso (a) es a la de la Ley de Julio 31, 1919, 

Núm. 85, p. 685, cual ley fue sustituida por la Ley Municipal de 

Abril 28, 1928, Núm. 53, p. 335, art. 8, sustituida otra vez por 

la Ley Municipal de Julio 21, 1960, Núm. 142, p. 526, arts. 63, 

74 y 80 derogada por la Ley Orgánica de los Municipios de 

1980, secs. 2001 et seq. del Título 21, y derogada otra vez por la 

vigente Ley de Municipios Autónomos, secs. 4001 et seq. del 

Título 21. 
    Codificación.  

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò e 

ñinsularesò con ñestadualesò a tenor con la Constituci·n. 

ñConsejo Ejecutivoò fue sustituido con ñGobernador o el 

funcionario o la agencia por ®l designadaò a tenor con el Plan 

de Reorganización Núm. 12 de 1950, arts. 2 y 4, que aparece en 

la nota bajo la sec. 31 del Título 3. 
    Enmiendas  

      ð2000.  

Inciso (g): La ley de 2000 añadió este inciso. 
    Exposición de motivos.  



 

   

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Septiembre 2, 2000, Núm. 334. 
    Contrarreferencias.  

Compra o expropiación de propiedades de concesionarios de la 

Comisión de Servicio Público, véase la sec. 1114 del Título 27. 

Muelles de espigón y de ribera, véase la Ley de Marzo 7, 1911, 

Núm. 6, p. 67, sec. 4, citada en la nota de ley anterior bajo la 

sec. 1001 del Título 27. 

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

IV de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Cuando una instrumentalidad pública del Estado incoa un 

procedimiento de expropiación forzosa y establece que el uso 

para el cual se destina la propiedad expropiada constituye un 

fin público, los tribunales no revisarán las determinaciones 

sobre la naturaleza o extensión del derecho a adquirirse, la 

cantidad de terreno a expropiarse, ni la necesidad o lo 

adecuado del sitio en particular que se expropia. M. Mercado e 

Hijos v. Tribunal Superior, 85 D.P.R. 370 (1962). 

 Entre los fines de utilidad pública para los cuales un inmueble 

puede ser expropiado está el fin estético, por lo que debe 

adicionarse al valor geológico o fisiocrático del inmueble 

expropiado aquel derivado de la belleza del sitio expropiado, 

aunque se trate de un valor puramente contemplativo. Estado 

Libre Asociado v. 317.813 Cuerdas de Terreno, 84 D.P.R. 1 

(1961). 
  2. Remedios.  

 Las cortes federales pueden interdecir las actuaciones 

inconstitucionales de los estados en procedimientos de 

expropiación inversa, pero no conceder indemnizaciones por 

daños; por tanto, el E.L.A., la Autoridad de Carreteras y la 

Autoridad de Tierras no pueden ser condenados en esa 

jurisdicción a satisfacer dichas indemnizaciones por acciones 



 

   

que se alegan ser inconstitucionales, tales como la congelación 

de las propiedades del demandante a las resultas de una 

expropiación forzosa. Citadel Corp. v. Puerto Rico Highway 

Authority, 695 F.2d 31, 1982 U.S. App. LEXIS 23090 (1st Cir. 

P.R. 1982), cert. denied, 464 U.S. 815, 104 S. Ct. 72, 78 L. Ed. 

2d 85, 1983 U.S. LEXIS 1048 (U.S. 1983); 104 S. Ct. 72; 78 L. 

Ed. 2d 85 (1983). 

 Una sentencia concediendo injunction  pero no compensación 

pecuniaria, dictada en reclamación contra agencias del 

Gobierno en acción del propietario alegando 

inconstitucionalidad de una expropiación, no constituye 

impedimento colateral para subsiguientes reclamaciones de 

daños y perjuicios contra otras instrumentalidades 

gubernamentales que no fueron parte en la primera, a pesar de 

que las cuestiones de hecho pudieran ser las mismas, 

particularmente si la corte de instancia en el primer caso no 

especificó las razones para denegar la compensación 

pecuniaria por daños. Citadel Corp. v. Puerto Rico Highway 

Authority, 695 F.2d 31, 1982 U.S. App. LEXIS 23090 (1st Cir. 

P.R. 1982), cert. denied, 464 U.S. 815, 104 S. Ct. 72, 78 L. Ed. 

2d 85, 1983 U.S. LEXIS 1048 (U.S. 1983); 104 S. Ct. 72; 78 L. 

Ed. 2d 85 (1983). 

 Un demandante no tiene derecho a ser indemnizado por daños 

y perjuicios a tenor con el derecho de reversión, fundando su 

reclamación en que el Estado le privó inconstitucionalmente 

del valor de la tierra al reclasificarla para uso público. No 

obstante, dicho demandado puede utilizar remedio 

declaratorio o de injunction  para anular la restricción que le 

perjudica. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway Authority, 621 

F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. P.R. 1980). 

 Cuando el Estado ha delegado su facultad de expropiar 

propiedad particular en entidades privadas que se dedican a 

fines públicos o cuasi públicosðcomo compañías de 

ferrocarril, de suministro de fuerza y energía eléctrica o de 

servicio públicoðla selección de los bienes a expropiarse puede 



 

   

ser impugnada por el demandado cuando ésta sea 

manifiestamente arbitraria, caprichosa o irrazonable, o cuando 

medie fraude o mala fe. M. Mercado e Hijos v. Tribunal 

Superior, 85 D.P.R. 370 (1962). 
§ 2904. Fines para los cuales se puede ocupar la propiedad privadaðFines 
adicionales 
Además de los fines expresados en la sec. 2903 de este título, la propiedad 
privada podrá ocuparse o destruirse para llevar a cabo o desarrollar cualquier 
plan de reconstrucción económica en beneficio general de la comunidad 
puertorriqueña, puesto en práctica por el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
o por el gobierno de Estados Unidos de América, pero a través del Gobierno de 
Puerto Rico, siempre que tal plan tenga la previa aprobación de la Asamblea 
Legislativa de Puerto Rico, y especialmente para la redistribución o 
fraccionamiento de tierras concentradas en latifundios, o el establecimiento de 
centrales o factorías públicas para la fabricación de azúcar o cualquier industria 
o actividad. A los fines antes expresados, podrá instarse la expropiación de 
tierras o de sus accesiones, tales como edificios, maquinarias, factorías, plantas 
generadoras de luz o fuerza motriz, muelles, malecones, diques, embarcaderos 
o cualquier otra estructura similar. 
Además de los fines especificados en la sec. 2903 de este título y en el primer 
párrafo de esta sección, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o el Gobierno 
Estadual, por propia iniciativa, o bien a requerimiento, o a través de cualquier 
agencia o instrumentalidad del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, podrá 
instar la expropiación de tierras y de sus accesiones, y la expropiación del uso, 
el usufructo, el arrendamiento y cualquier derecho o interés en la propiedad de 
tierras y de sus acciones, incluyendo cualesquiera otros bienes muebles o 
inmuebles necesarios o convenientes para el uso o aprovechamiento de dichas 
tierras, para llevar a cabo y desarrollar cualquier plan de siembras de productos 
alimenticios en caso de cualquier necesidad pública o emergencia ocasionada 
por guerra, interrupción del servicio de transportación marítima, paro agrícola, 
huracán, terremoto, plaga o cualquier calamidad que reduzca las fuentes de 
abastecimiento de Puerto Rico. 
También podrá instarse la expropiación de bienes muebles o inmuebles, y la 
expropiación del uso, el usufructo, el arrendamiento y cualquier derecho o 
interés en la propiedad de bienes muebles o inmuebles para uso del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico o para cualquier propósito de utilidad pública, con 
arreglo a los términos y en la forma que determinan las secs. 2901 a 2913 de 
este título. 
A los efectos de esta sección, todas las obras y proyectos que deban llevarse a 
cabo dentro de cualquier plan general de reconstrucción económica para Puerto 
Rico, o de cualquier plan de siembras de productos alimenticios en caso de 
necesidad pública o emergencia, y especialmente a los fines enumerados en los 
párrafos que preceden, se declaran de utilidad pública, y asimismo todos los 
bienes muebles e inmuebles y sus accesiones, y el uso, usufructo, 
arrendamiento, derecho o interés en la propiedad de dichos bienes inmuebles y 



 

   

muebles anteriormente enumerados, que sean necesarios para llevar a cabo los 
fines enunciados, son por la presente también declarados de utilidad pública y 
podrán ser expropiados sin la previa declaración de utilidad pública prevista en 
la sec. 2902 de este título. 
El Estado Libre Asociado de Puerto Rico, el gobierno de los Estados Unidos de 
América, a través del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, cualquier junta, 
comisión, autoridad, consejo u organismo creado por la Asamblea Legislativa de 
Puerto Rico como agencia o instrumentalidad del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico, por conducto de sus agentes oficiales o empleados, tendrá derecho 
a entrar, previa notificación al propietario o a su representante, en cualquier 
terreno, edificio, planta o factoría con el fin de examinar y estudiar las 
condiciones de dichos bienes y su adaptabilidad y conveniencia para los fines 
antes indicados. 
Los procedimientos de expropiación podrán instarse por el Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico o por el gobierno de los Estados Unidos, a través del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, o por cualquier junta, comisión, 
autoridad, consejo u organismo o instrumentalidad creado por la Asamblea 
Legislativa de Puerto Rico como agencia o instrumentalidad del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico para llevar a cabo los fines indicados. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 3(a) en Agosto 6, 1935, Núm. 44, p. 509; 

Noviembre 30, 1942, No. 19, p. 83, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò e 

ñInsularò con ñEstadualò a tenor con la Constituci·n. 
    Enmiendas  

      ð1942.  

La ley de 1942 enmendó esta sección en términos generales. 
    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 

Tenencia de tierras en violación de la Ley de 500 Acres, véanse 

las secs. 3392 de este título y 268 a 273 y 401 et seq. del Título 

28. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 El hecho de que en el desarrollo de un programa de beneficio 

social en terrenos expropiados reciban beneficio o utilidad 



 

   

personas o entidades privadas a quienes se les vendan o 

arrienden dichas propiedades es uno puramente incidental al 

fin público que persigue la ley; y si esto es así con relación a 

empresas privadas, más cierto debe ser cuando la entidad a la 

cual se le vendan o cedan los terrenos es una con fines no 

pecuniarios y que se dedica a rendir un servicio social. Op. Sec. 

Just. Núm. 17 de 1971. 
§ 2905. Inicio del procedimiento de expropiación forzosa 
En todos los casos en que por una ley se autorice la adquisición de una 
propiedad o cualquier derecho o servidumbre sobre la misma para fines públicos 
o declarada una propiedad o cualquier derecho o servidumbre sobre la misma 
de utilidad pública en los casos en que fuere necesaria tal declaración, o sin ella 
cuando dicha declaración no fuere necesaria, el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico o el funcionario, persona, agencia, autoridad, instrumentalidad o 
cualquier otra entidad u organismo autorizado por ley podrá expropiarla 
mediante la correspondiente acción de expropiación forzosa instituida en la sala 
de San Juan del Tribunal de Primera Instancia, en la forma ordinaria dispuesta 
por ley para el ejercicio de las acciones civiles. Dicho procedimiento de 
expropiación será in rem , y el demandante puede incluir, si así lo cree 
conveniente en la misma demanda, una o más propiedades, pertenezcan o no al 
mismo dueño; Disponiéndose, que cuando la totalidad de una propiedad a ser 
expropiada sea el resultado de la agrupación de dos o más propiedades o 
parcelas que por colindar entre sí forman un solo cuerpo de bienes, bien 
pertenezcan o no al mismo dueño, dicha propiedad a ser expropiada podrá 
describirse en la demanda como si fuera un solo cuerpo de bienes a todos los 
fines del procedimiento. La demanda podrá ir dirigida contra los dueños de la 
propiedad, sus ocupantes y todas las demás personas con derecho o interés 
sobre la misma; o podrá ir dirigida contra la propiedad en sí. Cuando ocurriere 
esto último, en la demanda se mencionarán, hasta donde sea posible al 
demandante determinarlo, los nombres de todas aquellas personas que como 
dueños, ocupantes, o poseedores de cualquier derecho o interés sobre la 
propiedad deben ser notificados del procedimiento a los fines del derecho que 
puedan tener a la compensación que se fije por el valor de la propiedad 
expropiada, o a los daños que el procedimiento ocasione. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 4, Marzo 12, 1908, p. 94, sec. 2; Abril 1, 1941, Núm. 2, 

sec. 1; May 7, 1948, Núm. 105, § 1. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 



 

   

del Título 4. 

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò a tenor 

con la Constitución. 
    Enmiendas  

      ð1948.  

La ley de 1948 enmendó esta sección en términos generales. 
    Contrarreferencias.  

Inclusión de personas desconocidas como partes demandadas 

cuando la propiedad a expropiarse no apareciere inscrita en el 

registro de la propiedad, y procedimiento para inscribir dicha 

propiedad, véase la sec. 2262 del Título 30. 

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

IV de este título. 

Término máximo para la reservación de propiedad privada 

para uso público, véanse las secs. 2923 a 2927 de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Ley que rige.  

3. Notificación.  

  1. En general.  

 Una vez que se inicia la acción de expropiación forzosa y se 

consigna la cantidad por la que se valora la propiedad, el pleito 

de expropiación inversa se torna académico. Pamel 

Corporation v. E.L.A., 124 D.P.R. 853, 1989 PR Sup. LEXIS 

172 (P.R. 1989). 

 Aun cuando el ejercicio del poder de expropiar extingue todos 

los derechos anteriores sobre la propiedad expropiada, el 

Estado no expropia el interés que pueda tener ningún 

demandado en particular sobre la propiedad. Olivero v. 

Autoridad de Carreteras, 107 P.R. Dec. 301, 1978 PR Sup. 

LEXIS 547 (P.R. 1978). 

 Un recurso de expropiación es un procedimiento  in rem . 

Olivero v. Autoridad de Carreteras, 107 P.R. Dec. 301, 1978 

PR Sup. LEXIS 547 (P.R. 1978). 

 De acuerdo con esta sección, el procedimiento debe dirigirse 



 

   

contra el dueño o dueños del terreno que se trate de expropiar, 

pero en el caso de que dicho terreno estuviere arrendado, el 

arrendatario tiene derecho a intervenir en el procedimiento y a 

ser considerado realmente como parte interesada en el mismo. 

Veve v. Lloreda, Juez de Distrito, 17 P.R.R. 536, 17 P.R. Dec. 

564, 1911 PR Sup. LEXIS 410 (P.R. 1911). 

 Toda persona debe ser oída y vencida en juicio antes de ser 

privada de su propiedad. American R.R. Co. of P.R. v. 

Quiñones, 15 P.R.R. 1, 15 P.R. Dec. 1, 1909 PR Sup. LEXIS 1 

(P.R. 1909). 
  2. Ley que rige.  

 La ley vigente al entablarse una demanda de expropiación 

forzosa es la que debe regir el procedimiento, y no la ley 

vigente al hacerse la declaración de utilidad pública por el 

Consejo Ejecutivo. American Railroad Co. v. Quiñones, 16 

D.P.R. 150 (1910). 
  3. Notificación.  

 No era necesario que la Autoridad de Carreteras y 

Transportación de Puerto Rico (ACT) actualizara nuevamente 

la certificación registral sometida con la petición de 

expropiación; la vista de justa compensación se había señalado 

apenas unos días después de presentarse la petición, y antes de 

señalarse la vista inicial sobre la compensación, ya se había 

presentado una certificación registral de fecha reciente. 

Autoridad De Carreteras Y Transportación De P.R. v. Roberto 

Iñesta Nazario, 165 P.R. Dec. 891, 2005 PR Sup. LEXIS 148 

(P.R. 2005). 

 El banco, como acreedor hipotecario, no tiene derecho a litigar 

la cantidad consignada en el tribunal como justa compensación 

en un caso de expropiación forzosa; solo puede recobrar del 

fondo de compensación aquella parte en que se haya lesionado 

o afectado su interés en la propiedad, pero tiene derecho a ser 

notificado y oído. A.C.T. v. 780.6141m², 165 D.P.R. 121 (2005). 

 Tanto esta sección como la Regla 58.3 de Procedimiento Civil, 



 

   

Ap. IV de este título, requieren la inclusión o acumulación del 

dueño y demás personas con derecho o interés en la propiedad 

objeto de un procedimiento de expropiación forzosa cuyos 

nombres se conozcan o puedan conocerse mediante diligencia 

razonable, pues tales personas tienen el derecho de que se les 

notifique acerca de tal procedimiento. E.L.A. v. Registrador de 

Propiedad de San Juan, 111 P.R. Dec. 117, 1981 PR Sup. 

LEXIS 124 (P.R. 1981). 

 Es un requisito constitucional y estatutario que en un 

procedimiento de expropiación forzosa se incluya y notifique al 

dueño de la propiedad así como a las demás personas con 

derecho o interés sobre la misma. E.L.A. v. Registrador de 

Propiedad de San Juan, 111 P.R. Dec. 117, 1981 PR Sup. 

LEX IS 124 (P.R. 1981). 

 La falta de notificación de un procedimiento de expropiación a 

una persona que tiene algún derecho o interés sobre el bien 

objeto del expediente, aunque no afecta la jurisdicción del 

tribunal para transferir el título al Estado, le niega eficacia a la 

determinación de la compensación y permite su relitigación a 

todo aquel que no hubiese sido notificado. E.L.A. v. 

Registrador de Propiedad de San Juan, 111 P.R. Dec. 117, 1981 

PR Sup. LEXIS 124 (P.R. 1981). 

 La persona con interés en terreno que es objeto de 

expropiación y con un derecho a compensación tiene derecho a 

notificación y audiencia sobre su reclamación a tenor con esta 

sección. Pueblo v. Sociedad McCormick, 78 P.R.R. 895, 78 P.R. 

Dec. 939, 1956 PR Sup. LEXIS 118 (P.R. 1956). 
§ 2906. Comparecencia de partes que no se mencionan en la demanda 
Todas las personas que ocuparen cualquiera de las propiedades descritas en la 
demanda, que tuvieren o pretendieren tener cualquier interés en la misma o en 
los daños y perjuicios ocasionados por la expropiación, aunque no se les 
mencionare en ella, podrán comparecer y alegar su derecho, cada una por lo 
que respecta al dominio o interés que en la propiedad tuviere o reclamare, de 
igual modo que si su nombre figurase en la demanda. 

History.  
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 5; Marzo 12, 1908, p. 94, sec. 3. 

   HISTORIAL  



 

   

    Enmiendas  

      ð1908.  

La ley de 1908 enmendó esta sección en términos generales. 
    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

IV de este título. 
§ 2907. Declaración de adquisición; investidura del título y derecho a 
compensación 
En cualquier procedimiento entablado o que se entable por y a nombre bajo la 
autoridad del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno Estatal, bien 
actúe en tales procedimientos el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o 
Gobierno Estatal por propia iniciativa y para su propio uso o bien a requerimiento 
de cualquier agencia o instrumentalidad del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico; y en todo procedimiento entablado o que se entable por y a nombre de la 
Autoridad de Hogares de Puerto Rico, de cualquier Autoridad Municipal de 
Hogares, de cualquier municipio de Puerto Rico para la expropiación o 
adquisición de cualquier propiedad para uso público, el peticionario o 
demandante podrá radicar dentro de la misma causa, al tiempo de radicar la 
demanda o en cualquier momento antes de recaer sentencia, una declaración 
para la adquisición y entrega material de la propiedad objeto de expropiación, 
firmada dicha declaración por la persona o entidad autorizada por ley para la 
expropiación correspondiente, declarando que se pretende adquirir dicha 
propiedad para uso del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno 
Estatal, o de la agencia o instrumentalidad gubernativa que la hubiere requerido, 
o de cualquier otro peticionario o demandante. Dicha declaración sobre 
adquisición y entrega material deberá contener y estar acompañada de: 
  (1). Una relación de la autoridad bajo la cual se pretende adquirir la propiedad y el 

uso público para el cual se pretenda adquirirla. 

  (2). Una descripción de la propiedad que sea suficiente para identificarla. 

  (3). Una relación del título o interés que se pretende adquirir de la propiedad para 

fines públicos. 

  (4). Un plano en caso de propiedad que pueda ser así representada. 

  (5). Una fijación de la suma de dinero estimada por la autoridad adquirente como 

justa compensación de la propiedad que se pretende adquirir. 

Tan pronto se radique tal declaración de adquisición y entrega y se haga el 
depósito en el tribunal, para beneficio y uso de la persona o personas naturales 
o jurídicas que tengan derecho al mismo, de la cantidad estimada como 
compensación y especificada en la declaración, el título absoluto de dominio de 
dicha propiedad, o cualquier derecho o interés menor en la misma según quede 
especificado en la declaración, quedará investido en el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico o Gobierno Estatal, o en la agencia o instrumentalidad del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico que hubiere requerido la expropiación, o en el de 
la entidad demandante o peticionaria que no fuere el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico, y tal propiedad deberá considerarse como expropiada y adquirida 



 

   

para el uso del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno Estatal, o de la 
agencia o instrumentalidad gubernativa del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico que hubiere requerido la expropiación, o de la correspondiente Autoridad 
de Hogares, o del municipio en cuestión, según fuere el caso, y el derecho a 
justa compensación por la misma quedará investido en la persona o personas a 
quienes corresponda; y dicha compensación deberá determinarse y adjudicarse 
en dicho procedimiento, y decretarse por la sentencia que recaiga en el mismo, 
debiendo la sentencia incluir, como parte de la justa compensación concedida, 
intereses al tipo anual que fije por reglamento la Junta Financiera de la Oficina 
del Comisionado de Instituciones Financieras y que esté en vigor al momento de 
dictarse la sentencia de conformidad con la Regla 44.3, Ap. IV de este título, 
sobre la cantidad adicional finalmente concedida como valor de la propiedad a 
contar desde la fecha de la adquisición, y desde dicha fecha hasta la fecha del 
pago; pero los intereses no deberán concederse sobre aquella parte de dicha 
cantidad que haya sido depositada y pagada en el tribunal. También en los 
casos en que ha habido una incautación de hecho (taking ) se debe pagar el 
interés fijado por la Junta Financiera prevaleciente a la fecha del pago, a partir 
de la fecha de incautación. Ninguna cantidad así depositada y pagada estará 
sujeta a cargo alguno por concepto de comisión, depósito o custodia. 
A solicitud de las partes interesadas, el tribunal podrá ordenar que el dinero 
depositado en el tribunal, o cualquier parte del mismo, sea pagado 
inmediatamente como la justa compensación, o parte de ésta, que se concediere 
en dicho procedimiento. Si la compensación que finalmente se concediere en 
relación con dicha propiedad, o por parte de ésta, excediere de la cantidad de 
dinero así recibida por cualquier persona que tenga derecho a la misma, el 
tribunal dictará sentencia contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o 
Gobierno Estatal, la correspondiente Autoridad de Hogares o el municipio en 
cuestión, según fuere el caso, por la cantidad de la deficiencia. 
Una vez radicada la petición de adquisición, el tribunal tendrá facultad para fijar 
el término dentro del cual y las condiciones bajo las cuales las personas 
naturales o jurídicas que están en posesión de las propiedades objeto del 
procedimiento deberán entregar la posesión material al expropiante. El tribunal 
tendrá facultad para dictar las órdenes que fueren justas y equitativas en 
relación con los gravámenes y otras cargas que pesen sobre las propiedades, si 
algunos hubiere. 
No se tomará acción alguna bajo las disposiciones de la presente sección, 
irrevocablemente comprometiendo al Estado Libre Asociado de Puerto Rico al 
pago de la compensación que en definitiva fuere fijada, a menos que el jefe del 
departamento ejecutivo o agencia, negociado o instrumentalidad del Gobierno 
facultado para adquirir la propiedad, certifique que es de opinión que la 
compensación que en definitiva se fije estará comprendida dentro de 
cualesquiera límites prescritos por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico en 
relación con el precio o importe a ser pagado. 
Disponiéndose, que ningún recurso de apelación en una causa de esta 
naturaleza, ni ninguna fianza o garantía que pudiere prestarse en la misma, 
podrá tener el efecto de evitar o demorar la adquisición o investidura del título de 



 

   

las propiedades por y en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, en la 
correspondiente Autoridad de Hogares o municipio, según fuere el caso, y su 
entrega material al mismo o a la misma. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 5A en Abril 1, 1941, Núm. 2, p. 285, sec. 

2; Noviembre 21, 1941; Abril 9, 1942, Núm. 22; Noviembre 30, 1942, Núm. 19; 

Diciembre 26, 1997, Núm. 187, art. 1. 

   HISTORIAL  

    Supresión.  

Toda referencia al Gobierno de la Capital de Puerto Rico y a 

instituciones o funcionarios del mismo que aparecían en el 

texto original de esta sección han sido suprimidas, a tenor con 

la nota de supresión bajo la anterior sec. 381 del Título 21. 
    Referencias en el texto.  

Las funciones de las Autoridades sobre Hogares mencionadas 

en el texto corresponden al Departamento de la Vivienda. 

Véanse las secs. 27aa et seq. y 31 et seq. del Título 17. 
    Codificación.  

Se sustituy· ñEstadualò con ñEstatalò a través de la sección 

para conformar a la enmienda de 1997. 

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò a tenor 

con la Constitución. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
    Enmiendas  

      ð1997.  

La ley de 1997 sustituy· en el segundo p§rrafo ñEstadualò con 

ñEstatalò y ñde seis (6) por cientoò con ñque fije por 

reglamentoé de este t²tuloò; a¶adi· una nueva segunda 

oración y redesignó la anterior segunda oración como tercera. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Diciembre 26, 1997, Núm. 187. 
    Contrarreferencias.  



 

   

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Constitucionalidad.  

3. Investidura de título .  

4. Entrega de los bienes.  

5. Ocupación material.  

6. Expropiación inversa.  

7. Distribución de la suma consignada.  

  1. En general.  

 Cuando el Estado presentó una acción de expropiación forzosa 

por una parte de la propiedad en controversia y consignó la 

justa compensación por esa parte de la propiedad, la acción de 

expropiación forzosa a la inversa sólo se tornó académica en 

cuanto a esa parte de la propiedad. Roberts v. De P.R., 2014 

PR Sup. LEXIS 86 (P.R. 2014). 

 No era necesario que la Autoridad de Carreteras y 

Transportación de Puerto Rico (ACT) actualizara nuevamente 

la certificación registral sometida con la petición de 

expropiación; la vista de justa compensación se había señalado 

apenas unos días después de presentarse la petición, y antes de 

señalarse la vista inicial sobre la compensación, ya se había 

presentado una certificación registral de fecha reciente. 

Autoridad De Carreteras Y Transportación De P.R. v. Roberto 

Iñesta Nazario, 165 P.R. Dec. 891, 2005 PR Sup. LEXIS 148 

(P.R. 2005). 

 El hecho que la A.E.E. se torne en dueña de un terreno 

expropiado no significa que puede ejercer ilegalmente actos de 

dominio en perjuicio de terceros. López v. A.E.E., 151 D.P.R. 

701 (2000). 

 La determinación de justa compensación es esencialmente un 

ejercicio judicial. E.L.A. v. Rexco Indus., Inc., 137 D.P.R. 683, 

1994 PR Sup. LEXIS 345 (P.R. 1994). 

 El pago de intereses, en los casos de expropiación forzosa, 

forma parte integrante de la justa compensación al amparo del 

mandato constitucional. E.L.A. v. Rexco Indus., Inc., 137 



 

   

D.P.R. 683, 1994 PR Sup. LEXIS 345 (P.R. 1994). 
  2. Constitucionalidad.  

 Las secs. 2901 a 2913 de este título, hacen una adecuada 

provisión de fondos para el pago de la compensación que en 

definitiva haya de fijar la corte, y son constitucionales y 

válidas. McCormick v. Marrero, Juez, 64 P.R.R. 250, 64 P.R. 

Dec. 260, 1944 PR Sup. LEXIS 62 (P.R. 1944). 

 La facultad de expropiar sin necesidad del previo pago de la 

compensación para poder adquirir la propiedad expropiada 

cumple con el requisito de asegurar la existencia de fondos 

para pagar la compensación cuando sea finalmente 

determinada. P.R. Railway, Light & Power Co. v. Ortiz, Juez, 

59 D.P.R. 921 (1942). 

 Esta sección no es inconstitucional en tanto en cuanto autoriza 

al Pueblo de Puerto Rico a tomar posesión de propiedad 

privada a ser expropiada para fines públicos antes de pagarse 

la compensación, pero sí lo es en tanto en cuanto no provee o 

asegura, ni ninguna otra ley lo hace, la existencia de fondos 

para pagar la compensación cuando sea finalmente 

determinada. P.R. Railway, Light & Power Co. v. Ortiz, Juez, 

59 D.P.R. 921 (1942). 
  3. Investidura de título.  

 La inscripción del dominio a favor del Estado en 

procedimientos de expropiación forzosa se hace libre de 

gravámenes, pues éstos se transfieren al fondo estimado para 

justa compensación, cual fondo sustituye al inmueble en lo que 

respecta a las reclamaciones del anterior dueño y de los 

acreedores, y a dicha indemnización se extiende la hipoteca. 

E.L.A. v. Registrador de Propiedad de San Juan, 111 P.R. Dec. 

117, 1981 PR Sup. LEXIS 124 (P.R. 1981). 

 Radicada la declaración de adquisición y consignado el precio 

en un procedimiento de expropiación forzosa, el título queda 

investido en el expropiador y consumada la expropiación; y el 

hecho de que el expropiador no llegue a inscribir su título o de 



 

   

que la anterior dueña siga pagando los recibos de las 

contribuciones territoriales expedidos a su nombre no afecta 

ese resultado. Santiago v. Tribunal de Contribuciones, 71 

D.P.R. 735 (1950). 

 En un pleito de expropiación forzosa, el título absoluto de 

dominio de la propiedad expropiada queda investido en El 

Pueblo tan pronto se radica en corte la declaración de 

adquisición y entrega material de la propiedad contentiva de 

los requisitos todos que exige la ley y se deposita la cantidad 

que, estimada como compensación, se especifica en dicha 

declaración para beneficio y uso de los que tengan derecho a 

ella. Pueblo v. El Registrador de la Propiedad de Bayamón, 70 

P.R.R. 243, 70 P.R. Dec. 260, 1949 PR Sup. LEXIS 361 (P.R. 

1949). 

 En los pleitos de expropiación forzosa, la radicación de la 

declaración de adquisición contentiva de los requisitos que 

señala esta sección, y no la resolución de la corte ordenando la 

investidura del título y entrega material de la propiedad 

expropiada, es lo que confiere título de dominio al 

expropiador. Pueblo v. El Registrador de la Propiedad de 

Bayamón, 70 P.R.R. 243, 70 P.R. Dec. 260, 1949 PR Sup. 

LEXIS 361 (P.R. 1949). 

 Presentada al registro copia certificada por la autoridad 

judicial de la declaración de adquisición contenida en la 

resolución del tribunal ordenando la investidura del título y la 

entrega material de la propiedad expropiada al expropiador y 

acreditados, además, los extremos contenidos en esta sección, el 

registrador viene obligado a inscribir el dominio de la 

propiedad descrita en esa declaración de adquisición y entrega 

a favor del expropiador por ser tal copia el documento 

auténtico expedido por la autoridad judicial que contempla el 

art. 3 de la Ley Hipotecaria, no siendo necesario acreditar que 

la resolución mencionada sea firme. Pueblo v. El Registrador 

de la Propiedad de Bayamón, 70 P.R.R. 243, 70 P.R. Dec. 260, 

1949 PR Sup. LEXIS 361 (P.R. 1949). 



 

   

 En procedimientos de expropiación forzosa, la trasmisión del 

dominio y del derecho a la posesión de la propiedad a 

expropiarse es un remedio provisional al cual puede recurrirse 

antes de que se dicte la sentencia poniendo fin a los 

procedimientos; esa trasmisión queda consumada con la 

radicación de la declaración de adquisición y entrega y el 

depósito en corte de la suma estimada como compensación, sin 

necesidad de orden de la corte al efecto, aunque la práctica es 

obtenerla a los efectos de inscribir el título. Autoridad sobre 

Hogares v. Corte, 68 D.P.R. 54 (1948). 
  4. Entrega de los bienes.  

 El Tribunal de Expropiaciones está facultado por esta sección 

para fijar la justa compensación que los ocupantes de la 

propiedad expropiada deban satisfacer por el uso de la misma 

hasta que la desalojen. Pueblo v. Soc. Agríc. Mario Mercado e 

Hijos, 72 D.P.R. 792 (1951). 

 Cuando el demandado en expropiación continúa en posesión 

de la propiedad expropiada luego de vencido el término 

concedídole para entregarla, el Tribunal de Expropiaciones 

tiene jurisdicción para conceder, dentro del pleito, una 

reclamación del expropiante, héchale durante el juicio, para 

que el demandado pague una suma razonable por el uso y 

disfrute de la propiedad desde que debió entregarla hasta la 

fecha en que efectúe su entrega. Pueblo v. Soc. Agríc. Mario 

Mercado e Hijos, 72 D.P.R. 792 (1951). 

 Esta sección es suficientemente amplia para facultar a las 

cortes de distrito a fijar el período dentro del cual los 

ocupantes de la propiedad expropiada deben desalojarla así 

como la cantidad que deben pagar por el uso de la misma 

desde que El Pueblo se convierte en dueño hasta que ellos la 

desocupan. López v. Tribunal de Distrito, 67 P.R.R. 163, 67 

P.R. Dec. 176, 1947 PR Sup. LEXIS 29 (P.R. 1947). 

 En pleito de expropiación instado por El Pueblo de Puerto 

Rico en representación de una agencia gubernamental, el 



 

   

hecho de que la agencia convenga con un inquilino de la 

propiedad en un término para desocupar y en el pago por su 

uso durante ese término y acepte la compensación convenida 

por dicho uso no impide al Pueblo desalojar al inquilino dentro 

del procedimiento de expropiación, sin necesidad de recurrir al 

pleito de desahucio luego de expirado el término, pues el dinero 

pagado no fue para el uso bajo un contrato de arrendamiento y 

sí sólo para compensar al Pueblo por el uso de la propiedad 

mientras éste esperaba por su entrega dentro del 

procedimiento de expropiación. López v. Tribunal de Distrito, 

67 P.R.R. 163, 67 P.R. Dec. 176, 1947 PR Sup. LEXIS 29 (P.R. 

1947). 
  5. Ocupación material.  

 Se efectúa judicialmente la ocupación material de un terreno 

desde el momento en que el alguacil del tribunal de instancia 

diligencia el emplazamiento notificando la demanda de 

expropiación y la Declaración de Adquisición y Entrega 

Material de la Propiedad al dueño del terreno. Planta de Cal 

Hicaco v. Tribunal Superior, 103 P.R. Dec. 385, 1975 PR Sup. 

LEXIS 1598 (P.R. 1975). 
  6. Expropiación inversa.  

 El dueño putativo de un terreno expropiado tiene que ejercitar 

la acción de expropiación inversa antes de poder reclamar 

derechos constitucionales violados. Asociación de Pescadores 

de Vieques v. Santiago, 747 F. Supp. 134 (1990). 

 En una acción de expropiación inversa, un tribunal 

generalmente aplica las mismas normas y principios que rigen 

la acción de expropiación directa iniciada por el Estado. 

Olivero v. Autoridad de Carreteras, 107 P.R. Dec. 301, 1978 

PR Sup. LEXIS 547 (P.R. 1978). 

 Ocupada físicamente una propiedad por el Estadoð

incautación de hechoðsin previa consignación de una justa 

compensación, el dueño de la propiedad puede inmediatamente 

ejercitar la acción de expropiación inversa en protección de su 



 

   

derecho a una compensación justa. Planta de Cal Hicaco v. 

Tribunal Superior, 103 P.R. Dec. 385, 1975 PR Sup. LEXIS 

1598 (P.R. 1975). 

 En el caso de autos la Autoridad de las Fuentes Fluviales 

efectuó una incautación de hecho de un derecho real 

perteneciente a la corporación recurrente privándola o 

interfiriendo sustancialmente en el dominio o el disfrute de 

dicho derecho. E.L.A. v. Northwestern Const., Inc., 103 D.P.R. 

377 (1975). 
  7. Distribución de la suma consignada.  

 En un pleito instado por El Pueblo expropiando propiedades 

pertenecientes a distintas personas, la corte está facultada por 

ley, al solicitarlo una de éstas, para ordenar que, con cargo a la 

suma total consignada en el caso como justa compensación, le 

sea pagada la cantidad que admita que representa ser el valor 

de su propiedad expropiada o por parte de ésta. Pueblo v. 

Ferrer, 64 P.R.R. 381, 64 P.R. Dec. 400, 1945 PR Sup. LEXIS 

89 (P.R. 1945). 

 En un pleito instado por El Pueblo expropiando propiedades 

pertenecientes a distintas personas, un codemandado sin 

interés alguno en una contienda entre El Pueblo y otro de los 

codemandados sobre el justo valor de las propiedades a éste 

expropiadas no tiene derecho a objetar el pago que a éste 

codemandado haga la corte de la suma que él crea representa 

el valor de sus propiedades, con mayor razón si El Pueblo se 

compromete a depositar cualquier diferencia entre el 

remanente que quede después de ese pago y la cantidad que 

deba pagarse como compensación por las propiedades de los 

otros codemandados. Pueblo v. Ferrer, 64 P.R.R. 381, 64 P.R. 

Dec. 400, 1945 PR Sup. LEXIS 89 (P.R. 1945). 
§ 2907a. Permutación de otra propiedad equivalente 
En cualquier procedimiento entablado o que se entable por, a nombre y bajo la 
autoridad del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno Estatal, bien 
actúe en tales procedimientos el Estado Libre Asociado o el Gobierno Estatal por 
propia iniciativa y para su propio uso o bien, a requerimiento de cualquier 
agencia, instrumentalidad o municipio para la expropiación o adquisición de 



 

   

cualquier propiedad para uso público que pertenezca a una entidad sin fines de 
lucro, se autoriza al peticionario o demandante a manera de opción, a permutar 
otra propiedad equivalente en valor como justa compensación de la propiedad 
que se pretende expropiar siempre y cuando la entidad sin fines de lucro acepte 
la oferta de permuta. 
A solicitud de las partes interesadas con el consentimiento expreso y por escrito 
de la entidad jurídica sin fines de lucro que fuere dueña de la propiedad a ser 
expropiada, el tribunal podrá ordenar que se efectúe la permuta, como la justa 
compensación, o parte de ésta, que se concediere en dicho procedimiento. En 
ningún caso el Gobierno de Puerto Rico permutará una propiedad como pago 
por concepto de justa compensación cuando el valor de tasación de ésta exceda 
el valor de tasación del bien a expropiarse. 
Si la entidad sin fines de lucro no consintiera a la permuta, se continuará con el 
procedimiento dispuesto en la sec. 2907 de este título. 
Todas las disposiciones y procedimientos pertinentes que proveen las secs. 
2901 a 2913 de este título serán de aplicación a esta sección. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 5(aa) en Octubre 18, 1999, Núm. 316, art. 

1. 

   HISTORIAL  

    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  

Octubre 18, 1999, Núm. 316. 
§ 2908. Pago de diferencia entre consignación y sentencia definitiva, intereses 
En cualquier sentencia dictada en un procedimiento de expropiación forzosa 
para la adquisición de propiedad privada o de cualquier derecho sobre la misma 
para uso público o aprovechamiento en beneficio de la comunidad, entablado 
por el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno Estatal directamente, o 
a su nombre por cualquier agencia, autoridad, instrumentalidad o funcionario del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, en que la cantidad determinada por el 
tribunal como justa compensación por la propiedad o los derechos en la misma 
objeto de tal procedimiento, tanto en caso de trasmisión del título como de la 
mera posesión sin trasmisión del título, sea mayor que la cantidad fijada por el 
demandante y depositada en el tribunal como justa compensación por tal 
propiedad o derechos en la misma, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
pagará el importe de la diferencia entre la suma así fijada por el demandante y 
depositada por él en el tribunal y la cantidad que a tal efecto haya determinado 
el tribunal como justa compensación por dicha propiedad o derechos en las 
mismas objeto de tal procedimiento, con intereses a razón del tipo de interés 
anual que fije por Reglamento la Junta Financiera de la Oficina del Comisionado 
de Instituciones Financieras y que esté en vigor al momento de dictarse la 
sentencia, de conformidad con la Regla 44.3, Ap. IV de este título, sobre tal 
diferencia a contar desde la fecha de la adquisición de tal propiedad o derechos 
y desde esta fecha hasta la del pago de dicha diferencia; Disponiéndose, que en 



 

   

los casos en que el demandado o demandados apelen de la sentencia fijando la 
compensación y el Tribunal Supremo confirmase dicha sentencia o rebajase la 
compensación concedida, el apelante no recobrará intereses por el período de 
tiempo comprendido entre la fecha de radicación del escrito de apelación y hasta 
que la sentencia del Tribunal Supremo fuera final, firme y ejecutoria. 
Tan pronto la sentencia referida en el párrafo anterior sea final e inapelable, el 
Secretario de Hacienda de Puerto Rico pagará al demandado en dicho 
procedimiento de expropiación el importe de la diferencia que se especifica en el 
párrafo anterior, con intereses sobre la misma, tal como allí se dispone; y el 
Secretario de Hacienda de Puerto Rico procederá a pagar tal diferencia y los 
intereses sobre la misma, como se dispone en esta sección, con cargo a 
cualesquiera fondos existentes en el Departamento de Hacienda no destinados 
a otras atenciones. 
Para el pago total de la diferencia mencionada en los párrafos anteriores y los 
intereses sobre la misma, como aquí se dispone, se compromete 
irrevocablemente la buena fe del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 
Por la presente se asignan de cualesquiera fondos existentes en el 
Departamento de Hacienda no destinados a otras atenciones las cantidades 
necesarias para llevar a cabo las disposiciones de esta sección. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 5B en Noviembre 30, 1942, Núm. 19, p. 

83, art. 4; Abril 29, 1946, Núm. 488, art. 1; Mayo 7, 1948, Núm. 105, art. 2; Abril 29, 

1949, Núm. 148, sec. 1; Diciembre 26, 1997, Núm. 187, art. 2. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò a tenor 

con la Constitución. 

ñTesoreroò y ñTesorer²aò fueron sustituidos con ñSecretario de 

Haciendaò y ñDepartamento de Haciendaò, respectivamente, a 

tenor con la Ley de Julio 24, 1952, Núm. 6, p. 11. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
    Enmiendas  

      ð1997.  

La ley de 1997 sustituy· en el primer p§rrafo ñEstadualò con 

ñEstatalò y ñde seis (6) por ciento anualò con ñdel tipo de 

inter®sé de este t²tuloò. 
    Exposición de motivos.  

      Véase Leyes de Puerto Rico de:  



 

   

Diciembre 26, 1997, Núm. 187. 
    Contrarreferencias.  

Aplicabilidad de las disposiciones de esta sección a los 

procedimientos instados por el Gobernador bajo la Ley para el 

Manejo de Emergencias y desastres, véase la sec. 172m del 

Título 25. 

Procedimiento de expropiación forzosa, véanse la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En los casos de expropiación forzosa, donde el periodo entre la 

incautación y el pago total del Estado excede un semestre, el 

foro de instancia tiene que considerar las variaciones en las 

tasas de interés durante los distintos semestres. Aut. 

Carreteras v. 8,554.741 m/cII, 172 D.P.R. 1050 (2008). 

 El foro debe tomar la diferencia entre la incautación inicial y 

el valor final y añadirle al mismo la cantidad que resulte de 

aplicarle a dicho valor la tasa de interés anual prevaleciente en 

el correspondiente semestre. Aut. Carreteras v. 8,554.741 

m/cII, 172 D.P.R. 1050 (2008). 

 Un tribunal, en un procedimiento de expropiación forzosa no 

tiene autoridad para imponer el pago de intereses parcialmente 

compuestos computados sobre la diferencia entre el depósito de 

dinero hecho por el Estado como el justo valor de la propiedad 

expropiada y la adjudicación final de su valor por el tribunal. 

E.L.A. v. Pérez, 98 D.P.R. 781 (1970). 

 En procedimientos de expropiación forzosa, el tribunal viene 

obligado a conceder intereses al tipo legal sobre la diferencia 

existente entre la cantidad fijada como justa compensación y la 

suma depositada, a tenor con esta sección. Pueblo v. Soc. Agríc. 

Mario Mercado e Hijos, 72 D.P.R. 792 (1951). 

 Aun en ausencia de disposición alguna en la ley en cuanto a la 

concesión de intereses sobre la diferencia entre la cantidad 

fijada como justa compensación y la suma depositada, la 



 

   

retención de la posesión por el expropiado no afecta su derecho 

a percibir tales intereses. Pueblo v. Soc. Agríc. Mario Mercado 

e Hijos, 72 D.P.R. 792 (1951). 

 De ser la cantidad fijada como justa compensación por el 

inmueble expropiado mayor que la consignada en el pleito, la 

corte viene obligada por precepto imperativo de esta sección, a 

condenar al expropiante al pago de intereses al 6% sobre la 

diferencia a pagarse, desde la fecha de la incautación hasta el 

total pago de la misma. Autoridad sobre Hogares v. 

Sagastivelza, 72 D.P.R. 276 (1951). 
  2. Constitucionalidad.  

 Véanse las anotaciones bajo la sec. 2907 de este título. 
§ 2909. Toma de posesión; compensación por uso de la propiedad 
(1). En cualquier procedimiento entablado o que se entable en cualquier tribunal de 

Puerto Rico para la expropiación forzosa de cualquier propiedad o de cualquier interés o 

servidumbre permanente o temporera sobre la misma, el demandante, al radicar la 

petición, o en cualquier momento mientras se hallare pendiente el procedimiento 

independientemente del hecho de que se hubiere o no adquirido el título de acuerdo con 

la sec. 2907 de este título, podrá tomar posesión de la propiedad o de cualquier parte de la 

misma, en la extensión del interés que haya de adquirirse, y podrá continuar en el uso de 

la misma o llevando a cabo los trabajos en ella o con ella que hayan sido autorizados por 

ley. 

(2). Con anterioridad a dicha toma de posesión, deberá haberse dispuesto lo necesario 

para el pago de la justa compensación por dicha posesión por el tiempo que durare la 

misma, según los cálculos de dicho demandante, bien sea previa asignación de la 

Asamblea Legislativa, o, si hubieren de habilitarse los fondos de otra fuente que no fuere 

el Tesoro de Puerto Rico, mediante el depósito en el tribunal de la cantidad de dinero que 

estimare el demandante como justa compensación por dicha posesión. El demandado o 

los demandados podrán en cualquier momento solicitar del tribunal que aumente o altere 

la cantidad de dicho depósito y el tribunal ordenará lo que sea razonablemente justo y 

brinde protección adecuada a los demandados. El tribunal tendrá facultad para dictar las 

órdenes que sean necesarias para hacer valer el derecho del demandante a la posesión. 

(3). La compensación por el uso de la propiedad con anticipación a, o sin, adquisición del 

título mientras se hallare pendiente el procedimiento, deberá pagarse sobre una base 

mensual, trimestral o de otro período a manera de arrendamiento por el tiempo que dure 

tal posesión, o en una cantidad englobada, y dicha compensación estará sujeta a rebaja 

por concepto de cualesquiera beneficios, usos, ingresos, rentas o ganancias que de la 

propiedad derivaren los dueños durante el término de la posesión. 

(4). La compensación por el término de la posesión sin adquisición del título podrá fijarse 

mediante convenio o determinarse tentativamente por el demandante y pagarse de 

acuerdo con tal convenio o determinación, y en ausencia de convenio, se determinará y 

adjudicará en el procedimiento la justa compensación por dicho período de posesión y se 



 

   

establecerá por la sentencia que recaiga en el mismo, pudiendo ser mayor o menor que la 

cantidad que se haya tentativamente determinado, y podrá hacerse un aumento o rebaja a 

la cantidad que finalmente se adjudicare como compensación por la adquisición, a fin de 

ajustar cualquier excedente o deficiencia en la cantidad pagada por el término de 

posesión temporera. 

(5). No se tomará acción bajo las disposiciones de esta sección a menos que el jefe del 

departamento ejecutivo o agencia, negociado o instrumentalidad del Gobierno facultado 

para adquirir la propiedad certifique que es de opinión que la compensación que en 

definitiva se fije bajo esta sección estará comprendida dentro de cualesquiera límites 

prescritos por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico en relación con el precio o importe 

a ser pagado. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 5(c) en Marzo 27, 1946, Núm. 216, p. 

423. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 

Toma de posesión en lo que se resuelve la apelación, véase la 

sec. 2913 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 No existe toma de propiedad privada en el sentido de la 

prohibición constitucional cuando no hay desplazamiento del 

propietario por el Gobierno, ni ocupación o administración de 

dicha propiedad. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway 

Authority, 621 F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. 

P.R. 1980). 
§ 2910. Desistimiento de adquisición; devolución a antiguo dueño; daños e 
intereses 
En cualquier procedimiento entablado o que se entable por y a nombre y bajo la 
autoridad del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o Gobierno Estadual, bien 
actúe en tales procedimientos el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o 
Gobierno Estadual por propia iniciativa y para su propio uso, o bien a 
requerimiento y para fines de cualquier agencia o instrumentalidad del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico; y en todo procedimiento entablado o que se 



 

   

entable por y a nombre de la Autoridad de Hogares de Puerto Rico, de cualquier 
Autoridad Municipal de Hogares o de cualquier municipio de Puerto Rico el 
Secretario de Justicia de Puerto Rico, o la representación legal de la Autoridad 
de Hogares de Puerto Rico, de cualquier Autoridad Municipal de Hogares, de 
cualquier municipio de Puerto Rico y de cualquier agencia o instrumentalidad del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, quedan autorizados para desistir total o 
parcialmente, a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o de las 
agencias, instrumentalidades o subdivisiones del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico que representan, de la adquisición de cualquier propiedad o parte 
de la misma o cualquier interés que en la misma haya sido o sea expropiado por 
o para la entidad expropiante por declaración de adquisición o de otro modo, y el 
título de dicha propiedad revertirá total o parcialmente, según sea el caso de 
desistimiento, a sus antiguos dueños; Disponiéndose, que los antiguos dueños 
de dichas propiedades podrán reclamar en el mismo procedimiento por el cual 
se hubiera adquirido título sobre las mismas, cualesquiera daños que se les 
hubiesen ocasionado por dicha adquisición y el consiguiente desistimiento total o 
parcial de dicha adquisición. La cantidad que el tribunal determinare que deba 
ser pagada como daños por la parte actora en el procedimiento de expropiación 
que motivó la adquisición devengará intereses al seis por ciento (6%) anual 
desde la fecha de la adquisición por la entidad expropiante hasta el pago total de 
la suma determinada por tal concepto. La sentencia por la cual se determine la 
cantidad de daños a ser pagados conforme a lo antes dispuesto será apelable 
por cualquiera de las partes por ella afectada ante el Tribunal Supremo de 
Puerto Rico, pero si los apelantes lo fueren los antiguos dueños de la propiedad 
adquirida de cuya adquisición se desistió luego y dicha sentencia apelada fuere 
confirmada en apelación, la entidad expropiante no vendría obligada al pago de 
intereses, a partir de la radicación del escrito de apelación y hasta la fecha de su 
confirmación, y si la parte apelante lo fuere la entidad expropiante y dicha 
sentencia así apelada fuere revocada en apelación tampoco vendría la autoridad 
expropiante obligada al pago de intereses desde la radicación del escrito de 
apelación hasta su revocación. 
En caso de que la adquisición de una propiedad hubiere sido hecha mediante la 
declaración de adquisición provista por la sec. 2907 de este título y conforme a 
la misma se hubiera depositado en el tribunal la cantidad estimada por la entidad 
expropiante como justa compensación por la propiedad objeto de expropiación, 
en los casos de desistimiento total o parcial, regirán las siguientes reglas: 
  (a). Si la sentencia que se dictare en la reclamación de daños por desistimiento 

total o parcial de la adquisición excediera la suma consignada y el antiguo dueño de la 

propiedad hubiese retirado la misma, la entidad expropiante sólo pagará intereses sobre la 

diferencia entre una y otra suma y con sujeción a lo antes dispuesto con respecto a 

apelaciones. 

  (b). Si la cantidad determinada por concepto de daños por el desistimiento total o 

parcial de la adquisición fuese menor que la suma consignada y el antiguo dueño de la 

propiedad adquirida hubiera retirado la suma así consignada, vendrá éste obligado a la 

devolución, a la entidad expropiante, del exceso retenido sobre la suma determinada por 

concepto de daños y no se devengarán intereses algunos sobre la misma. 



 

   

Para el pago total de las cantidades mencionadas en los incisos (a) y (b) de esta 
sección y los intereses sobre las mismas en la forma antes dispuesta se 
compromete irrevocablemente la buena fe del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico. 
La facultad antes conferida para el desistimiento total o parcial de propiedades 
adquiridas mediante expropiación y en la forma anteriormente dispuesta podrá 
ser ejercida por las personas así autorizadas mediante convenio o estipulación. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, adicionada como sec. 5(d) en Mayo 12, 1949, Núm. 286, p. 

845, sec. 1. 

   HISTORIAL  

    Supresión.  

Toda y cualquier referencia al Gobierno de la Capital de 

Puerto Rico y a instituciones o funcionarios del mismo que 

aparecían en el texto original de esta sección han sido 

suprimidas a tenor con la nota de supresión bajo la anterior 

sec. 381 del Título 21. 
    Referencias en el texto.  

Las funciones de las Autoridades sobre Hogares mencionadas 

en el texto corresponden al Departamento de la Vivienda. 

Véanse las secs. 27aa et seq. y 31 et seq. del Título 17. 
    Codificación.  

ñPuebloò fue sustituido con ñEstado Libre Asociadoò e 

ñInsularò con ñEstadualò a tenor con la Constituci·n. 

ñProcurador Generalò fue sustituido con ñSecretario de 

Justiciaò a tenor con la Ley de Julio 24, 1952, N¼m. 6, p. 11. 

ñCorteò fue sustituido con ñtribunalò a tenor con la Ley de 

Julio 24, 1952, Núm. 11, p. 31. 
    Salvedad.  

El art. 3 de la Ley de Mayo 12, 1949, Núm. 286, p. 845, 

dispone: 
ñSi cualquier cláusula, párrafo o parte de la sección 5(d) fuere declarado 
inconstitucional por un tribunal de jurisdicción competente, la sentencia a tal 
efecto dictada no afectará, perjudicará o invalidará el resto de la misma, sino que 
su efecto quedará limitado a la cláusula, párrafo o parte de dicha sección que así 
hubiera sido declarado inconstitucional.ò 

    Aplicabilidad.  



 

   

El art. 2 de la Ley de Mayo 12, 1949, Núm. 286, p. 845, 

dispone: 
ñLas disposiciones de la sec. 5(d) se har§n aplicables a los procedimientos de 
expropiación ya radicados y que en el futuro se radiquen por las entidades 
expropiantes anteriormente designadas.ò 

    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En el caso de bienes previamente expropiados por el Estado 

que dejaren de ser de utilidad pública, existe un derecho 

preferente en favor de anteriores dueños a readquirir dichos 

bienes. Op. Sec. Just. Núm. 8 de 1983. 

 El derecho preferente del anterior propietario para la 

readquisición de propiedad expropiada nace cuando el titular 

de la misma resuelve enajenar el remanente por haber dejado 

de ser éste de utilidad pública y ser dicha transacción 

beneficiosa para los intereses públicos. Op. Sec. Just. Núm. 8 

de 1983. 

 El derecho preferente para la readquisición de propiedad sólo 

puede ser invocado por la persona a quien le fueron 

expropiados los bienes, ya sea ésta natural o jurídica. Op. Sec. 

Just. Núm. 8 de 1983. 

 El derecho preferente concedido a los anteriores dueños para 

readquirir terrenos expropiados a tenor con la sec. 31a del 

Título 28 sólo opera cuando el Estado resuelve enajenarlos, y 

no cuando al administrar los mismos determina arrendarlos. 

(Reiterando el criterio expuesto en la Op. Sec. Just. Núm. 1973-

17 de Mayo 25, 1973. ) Op. Sec. Just. Núm. 8 de 1983. 

 La reclamación de daños y perjuicios interpuesta contra la 

Autoridad de Carreteras de Puerto Rico, en la que se alega que 

se ha privado al demandante inconstitucionalmente del valor 

de dos parcelas de terreno al reclasificarlas dicha Autoridad 

para uso público, no se plantea causa de acción, por cuanto el 



 

   

único acto lesivo que atribuye el demandante a la Autoridad 

demandada es la decisión de ensanchar la carretera contigua a 

dichas parcelas, sin alegar que dicha Autoridad estuviera 

facultada para zonificar. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway 

Authority, 621 F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. 

P.R. 1980). 

 Un demandante no tiene derecho a ser indemnizado por daños 

y perjuicios a tenor con el derecho de reversión, fundando su 

reclamación en que el Estado le privó inconstitucionalmente 

del valor de la tierra al reclasificarla para uso público; no 

obstante, dicho demandante puede utilizar remedio 

declaratorio o de injunction  para anular la restricción que le 

perjudica. Pamel Corp. v. Puerto Rico Highway Authority, 621 

F.2d 33, 1980 U.S. App. LEXIS 17290 (1st Cir. P.R. 1980). 

 La posibilidad de reversión del título de propiedad sobre un 

inmueble a un cedente no constituye un derecho o interés 

compensable cuando el inmueble es expropiado por el Estado o 

por un organismo público antes de que ocurra el evento que 

hubiese causado la reversión. E.L.A v. Compañía de los 

Ferrocarriles de P.R., 83 P.R.R. 565, 83 P.R. Dec. 587, 1961 PR 

Sup. LEXIS 440 (P.R. 1961). 

 El art. 43 de la Ley de Expropiación Forzosa española de 1879 

fue derogado por la Ley de 1903 y un derecho de reversión 

iniciado bajo la ley española no puede hacerse valer ahora. 

Mercado v. Feliciano, 260 F.2d 500 (1958). 

 Habiéndosele dado al Tribunal de Expropiaciones de Puerto 

Rico, con carácter exclusivo, la misma jurisdicción original que 

en casos de expropiación forzosa tenían las Cortes de Distrito 

antes de aprobarse la Ley de 1948, Núm. 223 (nota bajo la sec. 

2914 de este título), dicho tribunal puede conocer no sólo de 

recursos de expropiación sino también de los incidentes 

relacionados con la reversión de la propiedad expropiada. 

Autoridad sobre Hogares v. Sagastivelza, 72 D.P.R. 235 (1951). 

 El derecho a la reversión de la propiedad expropiada tan sólo 

surgía una vez expirados los seis meses siguientes a la fecha en 



 

   

que se dictaba la sentencia final y definitiva de expropiación, 

pues desde que se radicaba la demanda hasta que se dictaba tal 

sentencia, el demandado en el pleito de expropiación tenía 

meramente un derecho en expectación a la reversión, y es 

cuando se dictaba tal sentencia definitiva que ese derecho se 

convertía en uno adquirido. Autoridad sobre Hogares v. 

Sagastivelza, 72 D.P.R. 235 (1951). 

 Si bien propiedades que han sido expropiadas para un fin 

público deben dedicarse a tal fin dentro de un tiempo 

razonable, el hecho de que no lo sean y, por el contrario, se 

hayan arrendado, no implica un abandono de ese fin público si 

se ha hecho no con propósito de lucro y sí para tener a alguien 

al cuidado de la propiedad y el expropiante ha demostrado 

siempre tener vivo interés en ésta y ha defendido en todo 

momento sus derechos ante los tribunales en relación con la 

expropiación. Autoridad sobre Hogares v. Sagastivelza, 72 

D.P.R. 276 (1951). 

 Si bien propiedades que han sido expropiadas para un fin 

público deben dedicarse a tal fin dentro de un tiempo 

razonable, el hecho de que no lo sean y, por el contrario, se 

hayan arrendado, no implica un abandono de ese fin público si 

se ha hecho no con propósito de lucro y sí para tener a alguien 

al cuidado de la propiedad y el expropiante ha demostrado 

siempre tener vivo interés en ésta y ha defendido en todo 

momento sus derechos ante los tribunales en relación con la 

expropiación. Autoridad sobre Hogares v. Sagastivelza, 72 

D.P.R. 276 (1951). 
  2. Desistimiento.  

 Incoado un procedimiento de expropiación forzosa por el 

Estado, éste no queda obligado a seguir el procedimiento ni a 

adquirir la propiedad por el mero hecho de haber comenzado 

el procedimiento. Iriarte Miró v. Secretario de Hacienda, 84 

D.P.R. 171 (1961). 
§ 2911. Alcance de la sentencia definitiva 



 

   

En la sentencia definitiva, habida cuenta de las pruebas que se practiquen en el 
juicio, se determinará no sólo si asiste o no al demandante el derecho a la 
expropiación de la propiedad de que se trate, o a la imposición de alguna 
servidumbre, sino también la cantidad que el demandante deberá satisfacer al 
demandado, resolviéndose en dicha sentencia el derecho de cada una de las 
partes. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 6; Marzo 12, 1908, p. 94, sec. 4. 

   HISTORIAL  

    Enmiendas  

      ð1908.  

La ley de 1908 enmendó esta sección en términos generales. 
    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 En un procedimiento de expropiación forzosa, la disposición 

definitiva de la propiedad expropiada ocurre cuando se dicta la 

sentencia final en el caso. Iriarte Miró v. Secretario de 

Hacienda, 84 D.P.R. 171 (1961). 

 Incoado un procedimiento de expropiación en la corte federal 

en el año 1942ðaño en el que radicó el Gobierno la 

correspondiente Declaración de Adquisición y Toma de 

Posesión, depositando en corte el valor estimado del bien 

expropiadoðla disposición o traslado final de la propiedad 

ocurrió en el año 1950, fecha en que la Corte de Distrito de los 

Estados Unidos para Puerto Rico dictó la sentencia final en el 

pleito de expropiación fijando el precio del inmueble 

expropiado y resolviendo sobre la validez de la expropiación. 

Iriarte Miró v. Secretario de Hacienda, 84 D.P.R. 171 (1961). 

 Radicada una Declaración de Adquisición y Toma de Posesión 

por el Estado en un procedimiento de expropiación forzosa, la 

orden que dicta la corte invistiendo al Gobierno con el título 

sobre la propiedad no es de carácter final, ni el Gobierno 



 

   

adquiere indefectiblemente ese título hasta que se dicte la 

sentencia definitiva. Iriarte Miró v. Secretario de Hacienda, 84 

D.P.R. 171 (1961). 

 Antes de dictar sentencia en un caso de expropiación forzosa 

en que hay una estipulación, el magistrado ha tenido ante sí la 

evidencia que sustancia dicho valor en el mercado y, de 

coincidir su criterio con el de las partes, éste aprueba la 

estipulación y dicta sentencia por una suma igual a la 

estipulada, ésa es una sentencia consentida. Op. Sec. Just. 

Núm. 43 de 1961. 

 Cuando en un procedimiento de expropiación forzosa se dicta 

sentencia a favor del demandante, no es necesario ordenar al 

demandado que otorgue escritura transfiriendo el terreno 

objeto de la expropiación al demandante, pues la sentencia por 

sí sola constituye el título del demandante a la finca 

expropiada. Cerra v. Fajardo Development Co., 18 P.R.R. 984, 

18 P.R. Dec. 1024, 1912 PR Sup. LEXIS 183 (P.R. 1912). 
  2. Importe de la compensación.  

 Véanse las anotaciones bajo la sec. 2915 de este título. 
§ 2912. Personas incapacitadas 
Si alguna de las personas que deben ser citadas, según queda previsto, fuere 
incapacitada y estuviere bajo la patria potestad o bajo la guarda de un tutor o 
declarado ausente, conforme a las disposiciones del Código Civil, la citación 
expresada será hecha a tal representante legal, pero si éste se hallare ausente 
de Puerto Rico o si tal tutela o representación legal no estuviera legalmente 
constituida, el tribunal nombrará un defensor ad hoc para que defienda los 
derechos del incapacitado o ausente, señalando el montante de sus honorarios 
en tal defensa. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 8. 

   HISTORIAL  

    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  



 

   

 En tanto el título sobre propiedades fideicomitidas está no en 

los fideicomisarios sino en el fiduciario, en procedimientos 

sobre expropiación forzosa de esas propiedades a éste es a 

quien se reconoce como dueño de ellas y a quien se concede la 

compensación, la que sustituye a la finca, para que la retenga 

sujeta a los términos del fideicomiso. Belaval v. Tribunal de 

Expropiaciones de P.R., 71 P.R.R. 246, 71 P.R. Dec. 265, 1950 

PR Sup. LEXIS 263 (P.R. 1950). 
§ 2913. Toma de posesión durante apelación 
En casos de apelación para ante el Tribunal Supremo, la persona, compañía o 
corporación que hubiere promovido la instrucción del expediente de expropiación 
forzosa podrá tomar posesión de la propiedad expropiada, y utilizarla para el 
objeto a que se destinaba al efectuarse la expropiación, consignando en el 
Tribunal de Primera Instancia el importe de la indemnización fijada por éste y 
presentando fianza por una suma igual al cincuenta por ciento (50%) de dicha 
indemnización, constituida por fiadores que satisfagan contribuciones sobre 
bienes inmuebles o muebles, avaloradas de acuerdo con las leyes de Puerto 
Rico, para la fijación de contribuciones, en el doble de la cuantía de dicha fianza. 

History.   
ðMarzo 12, 1903, p. 50, sec. 9; Marzo 12, 1908, p. 94, sec. 6. 

   HISTORIAL  

    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 
    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 

Toma de posesión al radicarse la petición o en cualquier 

momento mientras se hallare pendiente el procedimiento, véase 

la sec. 2909 de este título. 
 ANOTACIONES  

  1. En general.  

 Una corte de distrito cuya sentencia en pleito de expropiación 

forzosa ha sido revocada por el Tribunal Supremo no tiene 

facultades para suspender la ejecución de la sentencia dictada 



 

   

por dicho Tribunal, permitiendo a una compañía de 

ferrocarriles que continúe en la posesión ilegal del terreno que 

trató de expropiar, privando al dueño de la posesión del 

mismo, mientras se seguían procedimientos ante el Consejo 

Ejecutivo o ante los tribunales, para expropiar dicho terreno y 

adquirir el dominio o una servidumbre sobre el mismo. 

American Railroad Co. v. Ortiz, 16 D.P.R. 286 (1910). 

 Cuando en una acción de expropiación forzosa, entablada por 

una compañía de ferrocarriles contra el dueño de una finca, se 

dicta sentencia decretando la expropiación del terreno, y el 

tribunal de apelación revoca tal sentencia, con instrucciones al 

tribunal sentenciador para que proceda con arreglo a esta 

sección, la parte victoriosa tiene derecho a que se le restituya 

inmediatamente en la posesión del terreno de que ha sido 

privada por la compañía de ferrocarriles, quedando esta 

compañía en libertad para expropiar el terreno por medio de 

otro procedimiento debidamente iniciado, seguido y terminado, 

con arreglo a dicha ley. American Railroad Co. v. Ortiz, 16 

D.P.R. 286 (1910). 
§ 2914. Radicación de acciones de expropiación forzosa; lugar del juicio; 
procedimiento 
(a). Todas las acciones o procedimientos de expropiación forzosa se radicarán en la sala 

de San Juan del Tribunal de Primera Instancia. A instancia de parte, el tribunal deberá 

celebrar cualquier juicio o vista en la sede de la sala del Tribunal de Primera Instancia o 

en la municipalidad en que radiquen los bienes expropiados. 

(b). En toda acción o procedimiento de expropiación, independientemente del sitio en que 

sea emplazado, el demandado deberá contestar la demanda dentro del término de veinte 

(20) días a contar de la fecha de la notificación de la misma, excepto en aquellos casos en 

que el demandado sea emplazado por edictos. 

(c). Las Reglas de Enjuiciamiento Civil serán aplicables a los casos de expropiación 

forzosa, con excepción de aquellas disposiciones de las reglas que sean claramente 

incompatibles con las secs. 2901 a 2913 de este título. 

History.   
ðMayo 15, 1948, Núm. 223, p. 775, arts. 3 y 6. 

   HISTORIAL  

    Referencias en el texto.  

Las Reglas de Enjuiciamiento Civil mencionadas en el inciso 

(c) son las de 1943 que aparecían en el Ap. I de este título, 



 

   

derogadas por la Regla 72 de Procedimiento Civil, 1958, las 

cuales, a su vez, fueron derogadas por la Regla 72 de 

Procedimiento Civil, 1979, Ap. IV de este título. 
    Codificación.  

ñTribunal Superiorò fue sustituido con ñTribunal de Primera 

Instanciaò a tenor con la Ley de Agosto 22, 2003, N¼m. 201, 

conocida como ñLey de la Judicatura de 2003ò, secs. 24 a 25r 

del Título 4. 

Esta secci·n no es parte de la ñLey de Procedimientos Legales 

Especialesò. V®ase la nota al principio de este subt²tulo, 

precediendo al análisis. 

Esta sección procede de partes de los arts. 3 y 6 de la Ley de 

Mayo 15, 1948, Núm. 223, p. 775, según enmendada por la Ley 

de Mayo 4, 1949, Núm. 178, p. 561. Los incisos (a) y (b) de esta 

sección son los dos últimos párrafos de dicho art. 6 y el inciso 

(c) de la misma es el último párrafo de dicho art. 3. 
    Ley anterior.  

La sec. 4 de la Ley de Marzo 12, 1903, p. 50, sec. 2905 de este 

título, enmendada por la Ley de Mayo 7, 1948, Núm. 105, p. 

241, exigía la interposición de la acción de expropiación forzosa 

ñen la Corte de Distrito del Distrito Judicial en que radique el 

todo o parte de la propiedad objeto de expropiación, en la 

forma ordinaria dispuesta por ley para el ejercicio de las 

acciones civilesò. 

La Ley de Mayo 15, 1948, Núm. 223, p. 775, enmendada por la 

Ley de Mayo 4, 1949, Núm. 178, p. 561, creó y organizó el 

Tribunal de Expropiaciones con jurisdicción específica sobre 

estos procedimientos. 

La Ley Orgánica de la Judicatura, Ley de Mayo 15, 1950, 

Núm. 432, p. 1127, art. 24, derogada por la Ley de la 

Judicatura de 1952, disponía que el Tribunal de 

Expropiaciones formaría parte del Tribunal de Distrito de 

Puerto Rico, como un tribunal especial, y funcionaría de 

acuerdo con la organización, jurisdicción y disposiciones 



 

   

contenidas en la ley de 1948. 

La Ley de la Judicatura de 1952, Ley de Julio 24, 1952, Núm. 

11, p. 31, abolió por implicación el Tribunal de 

Expropiaciones. La sec. 13(a)(3) de dicha ley, anterior sec. 

121(a)(3) del Título 4, disponía que el entonces Tribunal 

Superior conocerá de toda controversia relacionada con la 

valoración y justa compensación a ser pagada por bienes 

expropiados. La sec. 12 de dicha ley, anterior sec. 92 del Título 

4, disponía que los jueces del entonces Tribunal de 

Expropiaciones existente a la fecha de la aprobación de dicha 

ley completarán como jueces del Tribunal Superior el término 

de sus cargos. 
    Disposiciones especiales.  

La sec. 1 de la Ley de Abril 20, 1942, Núm. 38, p. 447, dispone: 
ñSer§ deber de los tribunales de justicia dar preferencia, en cuanto a 
señalamientos, tramitación y resolución, a los procedimientos de expropiación 
forzosa sobre todos los otros asuntos pendientes de consideración ante tales 
tribunales.ò 

    Contrarreferencias.  

Procedimiento de expropiación forzosa, véase la Regla 58, Ap. 

V de este título. 
 ANOTACIONES  

1. En general.  

2. Evidencia.  

3. Ley anterior.  

  1. En general.  

 El dueño de una propiedad afectada por un procedimiento de 

expropiación forzosa, así como los acreedores con gravámenes 

inscritos, tienen derecho de ser notificados y oídos, pero tal 

audiencia no tiene necesariamente que concederse antes de que 

se expida la orden de adquisición y entrega, pues basta con que 

la audiencia se celebre antes de dictarse sentencia final. E.L.A. 

v. Registrador de Propiedad de San Juan, 111 P.R. Dec. 117, 

1981 PR Sup. LEXIS 124 (P.R. 1981). 

 Expropiada una propiedad sujeta a un arrendamiento por 

término fijo con opción de prórroga por un término adicional 



 

   

igual al original, el arrendatario tiene derecho a que se le 

indemnice no sólo por el término no vencido del arrendamiento 

original sino también por el término de la opción concedídale. 

Estado Libre Asociado de P.R. v. Baldrich, 79 D.P.R. 680 

(1956). 

 Expropiada una propiedad sujeta a un arrendamiento, el 

arrendatario no tiene derecho a recibir compensación en 

relación con una estantería de madera que, instalada por él en 

el local arrendado, no esté permanentemente adherida al 

inmueble y sea fácilmente removible del mismo. Estado Libre 

Asociado de P.R. v. Baldrich, 79 D.P.R. 680 (1956). 

 Expropiada una propiedad sujeta a un arrendamiento, al 

arrendatario no puede concedérsele compensación alguna por 

el valor real del uso y ocupación de los bienes por él poseídos 

como tal arrendatario cuando él no ofrece prueba alguna a ese 

respecto. Estado Libre Asociado de P.R. v. Baldrich, 79 D.P.R. 

680 (1956). 

 En un procedimiento de expropiación debe hacerse un 

esfuerzo razonable para incluir como demandados a todas las 

personas que puedan tener un interés en los bienes 

expropiados. Pueblo v. Sociedad McCormick, 78 P.R.R. 895, 78 

P.R. Dec. 939, 1956 PR Sup. LEXIS 118 (P.R. 1956). 

 Cuando el expropiante sabe que una persona no el dueño de la 

propiedad está en posesión de ella y opera allí una fábrica, él 

debe investigar el interés que esa persona tenga en la 

propiedad para incluirla como demandada, pues al no hacerla 

parte y al consentir que dicho dueño retire todo el depósito, el 

expropiante responde de los daños a que el arrendatario tenga 

derecho por la pérdida de su arrendamiento si no pudiera 

recobrarlos del dueño de la propiedad. Pueblo v. Sociedad 

McCormick, 78 P.R.R. 895, 78 P.R. Dec. 939, 1956 PR Sup. 

LEXIS 118 (P.R. 1956). 

 Un codemandado en un caso de expropiación que de las 

alegaciones surja que parece tener un posible interés sustancial 

en la propiedad expropiada, haya o no comparecido o 



 

   

contestado, tiene derecho a ser notificado de la vista o de la 

acción que se intente tomar en relación con la suerte del dinero 

depositado, así como de la sentencia, o de lo contrario ésta 

sería nula. Pueblo v. 632 Metros Cuadrados de Terreno, 74 

P.R.R. 897, 74 P.R. Dec. 961, 1953 PR Sup. LEXIS 219 (P.R. 

1953). 

 Personas incluidas como demandadas en un caso de 

expropiación, que obviamente no tienen interés en la 

propiedad expropiada, no tienen que ser notificadas de 

ulteriores escritos si dejan de comparecer y contestar; sin 

embargo, si de las alegaciones se desprende afirmativamente 

que existe un posible interés sustancial en la propiedad 

expropiada que pertenezca a una o más de ellas, deben ser 

notificadas de solicitudes para retirar los fondos consignados o 

de señalamientos de vistas sobre la cuestión de compensación, 

aun cuando no comparezcan ni contesten. Pueblo v. 632 

Metros Cuadrados de Terreno, 74 P.R.R. 897, 74 P.R. Dec. 

961, 1953 PR Sup. LEXIS 219 (P.R. 1953). 

 Un demandado en un procedimiento de expropiación que no 

ha comparecido ni contestado la demanda no está por ello 

impedido de presentar testimonio en la vista sobre la cuestión 

de compensación. Pueblo v. 632 Metros Cuadrados de Terreno, 

74 P.R.R. 897, 74 P.R. Dec. 961, 1953 PR Sup. LEXIS 219 (P.R. 

1953). 

 Un codemandado en un caso de expropiación, quien, según 

demuestran afirmativamente la demanda y los exhíbits a ella 

acompañados, tiene un posible interés substancial en la 

propiedad expropiada, tiene derecho a ser oído sobre la 

disposición de la compensación, aun cuando deje de 

comparecer o contestar luego de emplazado en el 

procedimiento. Pueblo v. 632 Metros Cuadrados de Terreno, 

74 P.R.R. 897, 74 P.R. Dec. 961, 1953 PR Sup. LEXIS 219 (P.R. 

1953). 

 Un codemandado en un caso de expropiación en el cual los 

codemandados todos son posibles reclamantes del dinero 




